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ANEXO 1. Relación Encuestas Aplicadas a las Entidades objeto de Estudio. 
Cuadro Reporte Acciones y Procesos. Actas de los comités de Conciliación de los 















En el derecho Colombiano existe un régimen de responsabilidad en virtud del cual 
el Estado debe responder frente a los particulares por los daños producidos por 
acción u omisión de sus agentes y para ello se ha consagrado los diferentes tipos 
de acciones con las cuales se hace efectivo el resarcimiento a través de la 
condenas pecuniarias impuestas a sus entidades que lo representan. 
 
Para el año 1991 se elevó a rango constitucional este principio en el artículo 90 de 
la Carta Política, que a la letra dice “El Estado responderá patrimonialmente por 
los daños antijurídicos que le sean imputables, causadas por la acción u omisión 
de las autoridades públicas”. 
 
Debido a la evolución que ha tenido el régimen de responsabilidad del Estado y 
sus agentes se hizo necesaria la búsqueda de un mecanismo tendiente a la 
recuperación de las condenas pagadas con ocasión de las conductas irregulares 
de éstos. Es así como el inciso segundo del artículo 90 de la Constitución Política 
estableció: “En el evento de ser condenado el Estado a la Reparación patrimonial 
de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 
 
Como desarrollo normativo del anterior precepto constitucional es hasta el año 
2001 que se expide la ley 678 con la cual se reguló la Acción de Repetición como 
mecanismo judicial de naturaleza civil, dirigida a recuperar para el Estado, todas 
aquellas sumas de dinero que haya tenido que sufragar, ya sea como 
consecuencia de una condena, conciliación, o por otra forma de terminación de un 
conflicto, originado por parte del servidor o ex – servidor público o el particular en 
ejercicio de funciones públicas obrante dolosa o culposamente en la expedición 
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del acto, en la producción del hecho o en la omisión que dio lugar a la 
indemnización resarcitoria. 
 
Con ocasión de éste planteamiento constitucional y legal en el año 2007, el 
ministerio del interior y de Justicia en un amplio artículo publicado en la revista 
Ámbito Jurídico1realizó un interesante análisis en relación con la cuantía de las 
pretensiones y las condenas en contra del estado colombiano, en ese mismo 
artículo se planteó el hecho de que las entidades públicas del orden nacional y 
especialmente las entidades territoriales en muy pocas ocasiones hacían uso de la 
acción de repetición como mecanismo para la recuperación de los recursos 
sufragados por el Estado como consecuencia de las condenas, conciliaciones y el 
uso de otros mecanismos de solución de conflictos. 
 
Es por lo que en vista del contenido de dicha publicación, y de diversas 
experiencias adquiridas en el ejercicio profesional se procedió a realizar el mismo 
proceso y se comprobó frente a una sola Entidad Territorial del orden 
Departamental auditada que efectivamente son muy pocas las entidades que 
hacen uso de este mecanismo para lograr la recuperación de recursos del Estado 
que fueran pagados como consecuencias de las condenas o utilización de 
mecanismos alternativos de solución de conflicto impuestas a las mismas. 
 
De ahí entonces, se hizo importante evaluar si la acción de repetición es eficaz o 
no, para garantizar la moralidad pública y recuperación de condenas del Estado en 
las Entidades Territoriales de la región amazónica de Colombia en los años 2001 a 
2008, fecha para la cual entra en vigencia la ley 678 de 2001. 
 
Para lo anterior, se hace necesario dar a conocer los antecedentes y evolución 
histórica de la figura tanto como acción de repetición o como llamamiento en 
                                            
1
MOLINA SIERRA, Pedro Antonio. Demandas: La Gran Amenaza Contra las Finanzas Públicas. 
Informe Especial. Ámbito Jurídico. Bogotá 6 al 19 de junio de 2005. p 2B. 
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garantía con fines de repetición, que precedieron a la expedición de ley 678 de 
2001 en nuestro país, a efectos de determinar si es un figura aceptable con otros 
ámbitos jurídicos. 
 
Así mismo, es forzoso analizar el ámbito de aplicación y funcionamiento de forma 
general de estas figuras desde el punto de vista de la jurisprudencia, a partir del 
año 2001 hasta el 2008 con la finalidad de determinar si existen verdaderos 
mecanismos jurídicos y procesales que garanticen el ejercicio de la misma a las 
entidades del Estado y por ende que coadyuven a la eficacia de la misma. 
 
De otro lado se debe realizar un análisis del porcentaje de condenas proferidas en 
contra de las entidades territoriales de la región amazónica, frente al presupuesto 
público de las mismas, durante el periodo señalado, para así establecer el número 
de acciones de repetición iniciadas vs condenas proferidas y el porcentaje de 
recuperación de recursos públicos, por las Entidades Territoriales de la región 
amazónica entre los años 2001 a 2008 en vigencia de la ley 678 de 2001, así 
como la labor desarrollada con éste fin por los comités de conciliación y defensa 
judicial, en aras de establecer el grado de eficacia de la misma.  
 
Finalmente con base en información que suministran las entidades objeto de la 
presente investigación se determinan las posibles causas para el no ejercicio de 
esta figura y que afectan los niveles de eficacia o ineficacia de la acción de 
repetición en las Entidades Territoriales de la región amazónica entre los años 
2001 a 2008.  
 
Para el efecto, el alcance de la presente propuesta, está dirigida a las entidades 
territoriales de la región amazónica, específicamente a los departamentos de 
Caquetá, Putumayo, Amazonas, Vaupés, Guainía, Guaviare, los municipios 
cabeceras de departamentos como son Florencia, Leticia, Mitú, Mocoa, San José 
del Guaviare, y Puerto Inírida y sus correspondientes entidades descentralizadas, 
17 
 
por tratarse de entidades que en su mayoría, corresponden a los antiguos 
territorios nacionales, y de poca presencia institucional, adicionalmente, por ser las 
zonas con mayor componente de violencia, desplazamientos, donde puede verse 
comprometida la responsabilidad del Estado en diversas modalidades, y por 
tratarse de zonas de difícil situación económica. 
 
Se tiene en cuenta así mismo, que se trata de una región sobre la cual no es 
común que se tome como objeto de estudio por ser departamentos con un alto 
riesgo de inseguridad y el acceso a los mismos. 
 
Se pretende así mismo, establecer propuestas que conduzcan al progreso de la 
acción de repetición para que garantice de forma adecuada una mejor seguridad 
jurídica y una mayor honestidad administrativa de los funcionarios del estado y de 
esta manera obtener para el presupuesto público el resarcimiento de los dineros 
objetos de condenas y al mismo tiempo sancionar de manera más severa a los 
servidores que con su actuación causaron un daño patrimonial al Estado. 
 
En su avance, este trabajo de investigación presentó como principales limitantes la 
dificultad para el acceso a la información necesaria para la tabulación de datos y 
correspondiente al número de condenas impuestas, al número de acciones de 
repetición iniciadas, y a las labores de los comité de conciliación y defensa judicial 
en las diferentes entidades de la región amazónica, así mismo, en la aplicación de 
los instrumentos planteados para el desarrollo del trabajo de parte de los 
servidores públicos de dichas entidades debiéndose acudir incluso al uso de 
acciones judiciales para tal fin. Así mismo la inexistencia de archivos y 




Para su desarrollo se acudió al método lógico inductivo ya que se elaboró un 
estudio de los elementos objeto de la investigación como lo son las acciones de 
repetición especialmente en cada una de las entidades de la región amazónica, 
acudiendo a los tipos de investigación histórica para efectos del estudio de las 
etapas de evolución y desarrollo de las figuras de la acción de repetición; analítico, 
descriptivo y evaluativo aplicado a los demás componentes o capítulos de la 
investigación y utilizándose como instrumentos técnicas de investigación 
bibliográfica, a través del análisis de documentos tales como libros, periódicos, 
revistas; así como la tabulación de encuestas encaminadas a determinas cifras y 
porcentajes a través del análisis de contenido cuali-cuantitativo. 
 
Esta investigación es representativa no solo para el área del derecho, sino en 
general para todas aquellas áreas relacionadas con el ejercicio de la 
administración pública, en la medida que suministra de una parte información 
histórica y de carácter jurídico al llevarse a cabo el análisis y descripción del 
avance de la figura de acción de repetición y aplicación en el ámbito sustantivo y 
procedimental de la misma, y de otro lado suministra algunas cifras y datos de 
relevancia necesarios para determinar si es o no eficaz la figura, en aras de 
proyectar la continuidad o no de su aplicación o de establecerse medidas de 
mejoramiento para garantizar la eficacia de la misma. 
 
A continuación se expondrán los resultados del estudio y análisis elaborados que 
se encaminen a determinar el grado de eficacia de la acción de repetición de las 
entidades de orden territorial de la región amazónica de Colombia el cual se ha 
discriminado en los capítulos que se desarrollaron de la siguiente manera: 
Capitulo uno origen y evolución de la acción de repetición antes de la expedición 
de la ley 678 de 2001, capitulo dos apuntes conceptuales sobre la acción de 
repetición y el llamamiento en garantía en Colombia, capitulo tres, reflexiones 
sobre el ámbito de aplicación y funcionamiento de la ley 678 de 2001 a partir del 
año 2001 para el ejercicio de la acción de repetición y el llamamiento en garantía 
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con fines de repetición, capitulo cuatro análisis de la condenas proferidas en 
contra del estado frente al presupuesto público de las entidades territoriales de 
Colombia, entre los años 2001 a 2008 desde la perspectiva de los organismos de 
control y entidades públicas del orden nacional, capitulo cinco, tratamiento de la 
acción de repetición y el llamamiento en garantía en las entidades territoriales del 
orden departamental de la región amazónica entre los años 2001 a 2008, capitulo 
seis causas probables de la eficacia o ineficacia de la acción de repetición en las 
entidades territoriales de Colombia entre los años 2001 a 2008 de la región 
amazónica; y finalmente un capítulo de recomendaciones que humildemente 
esperamos pueda ser insumo para las entidades a quienes se difundirá el 




















1. ASPECTOS PRELIMINARES 
 
1.1 FORMULACIÒN Y DEFINICION DEL PROBLEMA  
El creciente número de demandas y condenas en contra del Estado Colombiano, ha 
generado una gran alarma por el costo que le representa al presupuesto general de la 
nación.  Para el año 2005, el estado enfrentaba cerca de 77.000 procesos judiciales en 
los cuales aproximadamente en 65 mil actúa como demandado cuyas pretensiones 
alcanzaban los 100 billones de pesos es decir, 7 billones más del presupuesto destinado 
para dicho año.  De acuerdo a los pronósticos realizados en ese momento por el 
Ministerio del Interior y de Justicia y del Ministerio de Hacienda y crédito público, es 
probable que la nación, perdiera una sexta parte de esos procesos, lo que significada que 
el Estado tenía que desembolsar alrededor de 17 billones de pesos en los próximos año si 
los tribunales accedieran a las pretensiones de los accionantes. 
El panorama actual  no es menos distinto, pese a que el legislador con la creación de la 
ley 678 de 2001, pretendió dar un marco normativo sobre el cual el Estado pudiera llevar 
a cabo la recuperación de dichos dineros, ocho años después de su expedición se 
desconoce aún si esta herramienta ha sido y es la más eficaz para el recobró de estos 
recursos. 
Por lo tanto el pertinente efectuar el siguiente interrogante: ¿Es eficaz o ineficaz la acción 
de  repetición para garantizar la moralidad pública y la recuperación de recursos por 
condenas del Estado en las Entidades Territoriales de orden departamental de la Región 
Amazónica de Colombia en los años 2001 a 2008, fecha para la cual entra en vigencia la 










Se hace necesario determinar la eficacia o ineficacia de la Acción de Repetición en las 
Entidades Territoriales de la Región Amazónica de Colombia frente a la garantía de la 
moralidad pública y recuperación de dineros del Estado y las razones por la no 
aplicabilidad de la ley 678 de 2001 “ACCION DE REPETICION”. 
De esta forma la investigación contribuiría y demostraría que el actual esquema jurídico 
es ineficaz para efectos de recuperación del erario público.  De ahí entonces se haría un 
aporte teórico resultado de la investigación práctica de la aplicación de la acción de 
repetición desde el 2001 hasta el 2008 y que permita determinar las posibles razones de 
su no aplicabilidad. 
Por lo anterior, los beneficiados con el producto de la investigación serían los 
Legisladores, quienes a raíz de esta investigación, podrán comprobar  que en Colombia 
no existe un mecanismo eficaz  tendiente a la recuperación del erario público como 
consecuencia de las condenas impuestas a las Entidades Territoriales de orden 














1.3.1 OBJETIVO GENERAL 
Determinar si la acción de  repetición es eficaz o ineficaz, para garantizar la moralidad 
pública y recuperación de condenas del Estado en las Entidades Territoriales de orden 
departamental de la Región Amazónica de Colombia en los años 2001 a 2008, fecha para 
la cual entra en vigencia la ley 678 de 2001. 
 
1.3.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS: 
 
 Conocer los antecedentes y evolución  que precedieron a la expedición de ley 678 de 
2001, el tratamiento dado a esta figura en otras legislaciones. 
 
 Determinar el ámbito de aplicación procesal y sustancial y funcionamiento de la ley 678 de 
2001 a partir del año 2001 hasta el 2008. 
 
 Llevar a cabo un análisis del porcentaje de condenas proferidas en contra del Estado 
frente al presupuesto público de las Entidades Territoriales de orden Departamental de la 
Región Amazónica de Colombia, entre los años 2001 a 2008. 
 
 Establecer el número de las condenas proferidas, las acciones de repetición iniciadas, y el 
porcentaje de recuperación de recursos públicos,  por las Entidades Territoriales de orden 
Departamental de la Región Amazónica de Colombia entre los años 2001 a 2008 en 
vigencia de la ley 678 de 2001, con el fin de establecer el grado de eficacia de la misma.  
Así mismo estimar el número de procesos disciplinarios y condenas impuestas con 




 Fijar cuales son las posibles causas que llevan a determinar el grado de eficacia o 
ineficacia de la acción de repetición en las Entidades Territoriales de orden Departamental 























Para el efecto, se plantean como hipótesis las siguientes: 
 No ha sido eficaz la Acción de Repetición para garantizar la moralidad pública y 
recuperación de condenas del Estado en las Entidades Territoriales de orden 
Departamental de la Región Amazónica de Colombia en los años 2001 a 2008, 
fecha para la cual entra en vigencia la ley 678 de 2001. 
 
 Ha sido  eficaz la acción de  repetición para garantizar la moralidad pública y 
recuperación de condenas del Estado en las Entidades Territoriales de orden 
Departamental de la Región Amazónica de Colombia en los años 2001 a 2008, 















1.5  METODO 
Para el desarrollo de la presente investigación utilizaremos los siguientes de método: 
 
PARADIGMA: 
Cuali – cuantitativo 
 
METODO: 
 LOGICO- INDUCTIVO: En la medida en que se realizó un estudio de los elementos de 
nuestro objeto de investigación como son las Acciones de Repetición de cada una de las 
Entidades Territoriales de Colombia, para así determinar si es eficaz o no, es decir formar 
una hipótesis concreta.  
TIPOS DE INVESTIGACIÒN 
 HISTORICO: En la medida en que se realizó un estudio de las distintas etapas, 
evolución y desarrollo de la Acción de Repetición, se hará un pequeño análisis de 
la trayectoria concreta de esta figura jurídica. 
 ANALITICO: Se realizó un análisis del porcentaje de condenas que se han 
proferido en contra del Estado y como ha afectado el presupuesto público de las 
Entidades Territoriales de Colombia. 
 DESCRIPTIVO: Se hizo el análisis de evolución y consolidación de la Acción de 
Repetición a través a partir de su surgimiento y culminando finalmente con la ley 
678 del 2001, estableciendo los aspectos sustanciales y procesales consagrados 
en los diferentes textos normativos y jurisprudenciales. 
 DOCUMENTAL: Análisis de documentos doctrinales, normativos y 
jurisprudenciales 
 EVALUATIVA: Determinar finalmente si la Acción de Repetición es eficaz; a través 
del análisis cuantitativo de las condenas proferidas contra el Estado Colombiano, 
del análisis de los dineros recuperados con la ejecución de esta Acción y de los 




La investigación se desarrollará de la siguiente manera: 
Como punto de partida se realizará un estudio de los antecedentes, evolución y desarrollo  
de la Acción de repetición, cual ha sido el ámbito de aplicación y funcionamiento de este 
mecanismo jurídico, a partir de la ley 678 de 2001. 
Planteado lo anterior, se llevará a cabo un análisis del porcentaje de condenas que se han 
proferido en contra del Estado y como ha afectado el presupuesto público de las 
Entidades Territoriales de Colombia, y de esta forma plantear cuantas acciones de 
repetición se han iniciado, cuantas condenas se han proferido en contra de los Servidores 
públicos que dieron lugar a la sanción del Estado, con el fin de determinar por un lado, si 
estas condenas han contribuido a la recuperación de los recursos públicos, y por otro 
lado, fijar las posibles causas que nos llevan a determinar el grado de eficacia o ineficacia 
de la acción de repetición en las Entidades Territoriales de Colombia entre los años 2001 
a 2008.  
La población o grupo con la que llevaremos a cabo la investigación, corresponderá a las 
Entidades Territoriales del Orden Nacional en lo que se refiere a Departamentos y 
Municipios, especialmente Capitales de Departamento. 
Para lo anterior, utilizaremos como instrumentos en la investigación:  
 TÉCNIAS DE INVESTIGACION BIBLIGRAFICA: Denominada técnica de análisis de 
documentos doctrinales, normativos y jurisprudenciales, a través de de la búsqueda 
de información secundaria. 
 
 ENCUESTA: a través de cuestionarios como método complementario de la técnica 
anterior. Las cuales se hacen con el fin de conocer las posibles causas de la ineficacia 
del ejercicio de la acción.. 
 





Será un análisis de contenido debido a que trabajaremos con información contenida en 
textos.   
Desde el punto de vista cuantitativo en razón a que vamos a estudiar varias unidades 
(Entidades Territoriales) para obtener una visión en conjunto del objeto de investigación. 
Desde el punto de vista cualitativo determinaremos algunos detalles que tiene que ver con 

















2. ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA ACCIÒN DE REPETICIÒN ANTES DE LA 
EXPEDICIÒN DE LA LEY 678 DE 2001 
 
 
Antes de abordar el estudio de la eficacia de la acción de repetición en las 
entidades territoriales consideramos de vital importancia, hacer un recuento de lo 
que han sido los orígenes de ésta figura y la evolución de la mismas hasta la 
expedición de la ley 678 de 2001, ello implica entonces, retomar conceptos como 
de los de responsabilidad y en general el marco normativo de la responsabilidad 
de los funcionarios públicos. 
 
En general, la responsabilidad se puede entender como el deber u obligación que 
tiene una persona (jurídica o natural) para asumir las consecuencias de un acto, 
omisión o hecho antijurídico que es lesivo de un interés legítimo. 
 
En materia penal esta responsabilidad es de carácter personal (pagar una pena), 
mientras que en materia civil y administrativa es de naturaleza patrimonial (resarcir 
o pagar los daños causados).  
 
Cuando hablamos de responsabilidad por una actuación administrativa se hace 
referencia la actividad que ejercen las personas jurídicas públicas, las cuales 
actúan a través de personas naturales, que en el caso específico de la 
administración pública, se denominan genéricamente servidores públicos y que 
causan un daño a los particulares, y sobre los cuales debe exigirse, el 
resarcimiento al patrimonio estatal. 
 
Como se hace necesario determinar el nivel de eficacia de este mecanismo de 
recuperación de recursos, antes de continuar, insistimos en llevar a cabo una 
ubicación desde el punto de vista cronológico del avance en la implementación de 
dicha figura, la repetición (sea acción o llamamiento), tanto en el derecho 
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colombiano como en el derecho comparado, ante todo ligada al régimen de 
responsabilidad general del Estado. 
 
Es así como, se partirá de la evolución histórica de la responsabilidad del Estado, 
donde se encuentra una primera etapa en la cual existía una absoluta 
irresponsabilidad de éste, ya que no respondía por los daños que causara con 
ocasión de su actividad, por lo que no podría hablarse de una responsabilidad de 
sus agentes. 
 
Posteriormente, la responsabilidad estatal se consideró desde tres puntos de vista: 
en primer lugar, en los daños que ocasionaba la actuación administrativa donde 
eran responsables los agentes que directamente intervenían en su ejecución. En 
segundo lugar, se constituía por mandato expreso de la ley, y por último, con la 
aplicación de la teoría de los actos de poder y los actos de gestión, se consideró 
que el Estado era irresponsable frente a los daños causados por su actividad de 
poder, pero respondía por los perjuicios ocasionados con su actividad de gestión, 
ya que en ésta que actuaba como un particular. 
 
De manera que, así como hubo un desarrollo histórico en la responsabilidad 
estatal, ligada a ésta,, se encuentra una evolución de la responsabilidad de los 
funcionarios, encaminada a establecer en qué casos estos debían responder por 




La responsabilidad, como figura jurídica, se origina en roma, en las relaciones de 
los ciudadanos, ya en virtud de un contrato (responsabilidad contractual) o por 
fuera de él (responsabilidad extracontractual o aquiliana, llamada así porque fue 
acogida por la ley aquilia, promovida por el tribuno de la plebe Aquilio en el siglo III 
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a.C.). A su vez, indica la doctrina, que la responsabilidad puede ser directa (por un 
hecho propio), o indirecta (por hechos de personas, animales o cosas sobre las 
cuales se tiene custodia).2 
 
Hasta finales del siglo XIX, no se concebía una responsabilidad del Estado o de la 
administración frente a los ciudadanos o súbditos, por considerar que el interés del 
Estado y del gobernante era superior o incluso absoluto; de esta manera, eran los 
agentes o funcionarios del imperio, reino, principado o república (según el 
momento histórico), quienes debían responder por los daños que causaba su 
conducta, y se les aplicaban las normas de la responsabilidad civil, como entre 
particulares. El auge de las monarquías absolutistas entre los siglos XVI al XVIII 
reforzó así, la idea de la “irresponsabilidad del gobernante”:3 
 
Antiguamente existía una incompatibilidad entre los conceptos de soberanía y 
responsabilidad: THE KING CAN DO NOT WRONG. Principio que los defensores 
de dicha teoría de la irresponsabilidad del gobernante resumían diciendo que “lo 
propio de la soberanía era imponerse a todos sin compensación”, consideraciones 
que el derecho administrativo rechaza de plano, por antijurídicas.4Por lo anterior, 
es que para hallar los antecedentes inmediatos del uso de la acción de repetición, 
es que basta remontarse a la legislación europea. 
 
En el campo del derecho administrativo el antecedente más cercano corresponde 
al derecho francés (supremo representante en su época del régimen monárquico), 
en virtud del cual, fueron consagradas las diversas teorías sobre las cuales se 
edificaron las teorías del poder, tales como las teológicas en virtud de la cual el 
poder devenía de Dios, y con el cual los gobernantes eran superiores a los 
                                            
2
SOLER PEDROZA, Israel y GUILLERMO JIMENEZ William. La acción de repetición como 
mecanismo moralizador de la función Pública: luces y sombras. Estado del Arte 10 de noviembre 
de 2008, Universidad Sergio Arboleda, Bogotá: Colombia9 (16)enero- junio de 2009. p.89 
3
Ibíd., p. 75 
4
 PENAGOS, Gustavo. El daño antijurídico. Ediciones Doctrina y Ley. Bogotá. 1997. 350 p. 
31 
 
hombres, conllevando ello su absoluta irresponsabilidad frente a sus actuaciones, 
y por tanto los súbditos no podían reclamar reparación alguna; menos aún el 
mismo Estado. De allí entonces, que se señaló “L „etat ce moi”, (el estado soy yo). 
 
Pero es en los albores de la revolución francesa, cuando los intelectuales 
comprendieron la importancia de que la nueva filosofía permitiera a los ahora 
ciudadanos y no ya súbditos, cuestionar la responsabilidad no solo del Estado, 
sino de quienes actuaban a su nombre a fin de que respondieran por sus 
actuaciones. 
 
Es así como en 1789, se produce la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del ciudadano en Paris y en la cual se estableció en su artículo 15 lo siguiente: “La 
Sociedad tiene el derecho de pedirle cuentas de su administración a todo agente 
público”.5 
 
Sin embargo la teoría de la irresponsabilidad del Estado continúo asentada en los 
cimientos del pensamiento político. Pese a que en el denominado Estado Liberal 
que le precedió a la revolución francesa se consideraba al estado y sus 
gobernantes como ejecutores de la soberanía popular, esta misma posición 
ideológica, conllevaba a que no se encontraran ligados directamente a responder 
por sus actuaciones. 
 
Es casi dos siglos después, para 1930 y específicamente para la terminación de la 
Primera Guerra Mundial, donde aparecen nuevas teorías doctrinales con las que 
se reclamaban la indemnización por las actuaciones y omisiones de los servidores 
públicos que causaron daños a los particulares. No obstante lo anterior, es a 
través del desarrollo jurisprudencial, sobre el cual se ha edificado diversas 
                                            
5
 MAESTRE ORDOÑEZ Ilda María y GARCES RESPRETO María Catalina, La Acción de 
Repetición, y el Llamamiento en Garantía. Tesis. Pontificia Universidad Javeriana. Facultad de 
Ciencias Jurídicas. Abril de 2004. Documento electrónico. Disponible en Internet. Consultado junio 
6 de 2011. www.javeriana.edu.co/biblios/tesis/derecho/dere6/oem.  
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propuestas del derecho administrativo en relación con la responsabilidad del 
Estado y de sus agentes. 
 
“Una de las primeras proposiciones jurisprudenciales citadas en las diversas 
fuentes del derecho administrativo, lo fue el Fallo Blanco en Francia en 1873, que 
además de desligar la responsabilidad del Estado, de sistema normativo alguno, y 
relacionarlo con la actividad del mismo, permitió inferir, una responsabilidad de los 
funcionarios ligados a la del aparato estatal”6. 
 
En él se consagró la responsabilidad del Estado independientemente de que 
estuviera estatuida en textos legales expresos, e independientemente de su 
actividad de poder o de gestión que desarrollara. 
 
Dijo entonces el Tribunal de Conflictos: 
 
“La responsabilidad que puede incumbir al Estado por los daños causados a 
los particulares por hechos de las personas que emplea el servicio público, no 
puede ser regida por los principios establecidos en el Código Civil para las 
relaciones de particular a particular; esta responsabilidad no es general ni 
absoluta, tiene reglas especiales que varían según las peculiaridades del 
servicio y la necesidad de conciliar los derechos del Estado con los intereses 
particulares”. 7 
 
A partir de entonces, la doctrina y la jurisprudencia empezaron a señalar los 
límites de la responsabilidad estatal y la de sus agentes; esto es muy importante, 
dado que la administración, como toda persona jurídica, no actúa por sí misma, 
sino por medio de sus agentes o funcionarios, por lo cual cabe preguntarse, si 
                                            
6
 RODRÍGUEZ, Libardo. La explicación histórica del Derecho Administrativo. Documento 
electrónico. Disponible en Internet. Consultado en mayo 10 de 2011. 
www.bibliotecajurìdica.org//libros/4/1594/16.pdf. pp. 293-315. 
7
PARADA, Ramón citado en Penagos, 1997, p.3) IBIDEM citado por Israel Soler. 
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debe responder por todas, o solo por algunas de las actuaciones de sus 
funcionarios.8 
 
En el sistema anglosajón, hasta hace algún tiempo, era el funcionario autor del 
hecho perjudicial quien respondía con su patrimonio personal, solución que fue 
aplicada en Estados Unidos hasta la ley federal de 1946 y en Inglaterra hasta 
1947.Estas teorías fueron evolucionando, hasta separar perfectamente la 
responsabilidad de la administración, de la de los funcionarios.9 
 
La distinción entre la responsabilidad de la administración y la del funcionario 
estriba en la oposición fundamental entre la falta del servicio y la falta personal. El 
daño ocasionado por una falta de un agente público compromete la 
responsabilidad de la administración si se trata de una falta del servicio; por el 
contrario, compromete únicamente al funcionario cuando hay una falta personal.10 
 
Ahora, bien, el interrogante que se plantea es si el funcionario es responsable 
frente a terceros de sus faltas personales, ¿también es responsable ante la 
administración por esas mismas faltas cuando le han causado algún perjuicio? 
Durante largo tiempo prevaleció el principio de la irresponsabilidad del funcionario 
frente a la administración pero el Consejo de Estado Francés desistió de él en el 
fallo Lareulle del 28 de julio de 195111, al respecto se consideró que aún en casos 
de responsabilidad personal cometidas en el ejercicio de sus funciones o fuera de 
ellas, por regla general, el funcionario debía responder ante la administración, la 
cual podía repetir en forma directa, o como consecuencia del llamamiento en 
garantía.  
 
                                            
8
 RODRÍGUEZ, Libardo. Derecho Administrativo, General y colombiano. Temis.14ª ed. Bogotá. 
2005. 386 p. 
9
SOLER y GUILLERMO. Óp. Cit., p. 75. 
10
ZARATE LOPEZ, Juan David, Acción de Repetición en la constitución de 1991, Tesis, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, Facultad de Derecho. 1996. 
11
SOLER y GUILLERMO. Óp. Cit., p. 76. 
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Para garantizar la indemnización de las víctimas en los casos de insolvencia del 
agente, la nueva visión consistió en considerar que la responsabilidad entre 
administración y sus agentes no se excluía, sino que era concurrente, y en 
consecuencia, podía ser demandado el agente, la administración o ambos, con la 
posibilidad para el Estado de adelantar la Acción de Repetición.12El funcionario de 
ahora en adelante responde pecuniariamente ante la administración por las 
consecuencias perjudiciales de sus faltas personales (De Laubadère, 1984. p. 
112).13 
 
Con el Caso Marshall en Norte América se produce así mismo uno de los primeros 
antecedentes en relación con la responsabilidad del Estado14. 
   
En Inglaterra, el agente estatal debía responder por el daño generado, por lo que 
para su vinculación laboral era de vital importancia, la solvencia económica de 
éste último, para garantizar por resarcimiento al Estado. 
 
En 1917 aprobada la Constitución mexicana, se estableció en el artículo 108, la 
responsabilidad de los servidores públicos, cuando en ejercicio de sus funciones 
públicas causen perjuicios a un particular. 
 
En 1967, la Constitución política Ecuatoriana estableció en su artículo 27, una 
norma especial, con la cual se estableciera la obligación del estado de indemnizar 
a los particulares por los daños causados por éste o por las actuaciones u 
omisiones de sus servidores, y que le precede al establecimiento de la 
normatividad definitiva de la acción de repetición. 
 
                                            
12
RODRÍGUEZ, Libardo. Derecho Administrativo, General y colombiano. Óp. Cit. 
13
ZARATE LOPEZ, Juan David. Óp. Cit. 
14
LEÓN BENAVIDES, Edgar Arturo. Acción de repetición: Ley 678 2001. Comentarios y 
concordancias. Ediciones Librería del profesional. Bogotá. 2003. p.3. 
35 
 
En 1978, la Constitución Española, consagró en su artículo 106, el derecho que 
tienen los ciudadanos a ser indemnizados por los daños causados con la ocasión 
de la prestación de los servicios públicos de la administración.15 
 
Como se verá más adelante, en la actualidad la mayoría sistemas jurídicos 
consagran el régimen de responsabilidad de los agentes del estado en acciones 
denominadas sea de repetición, regreso o cualesquiera otra acepción. 
 
 
2.2. EVOLUCION NORMATIVA EN EL DERECHO COLOMBIANO 
 
En nuestro país, se puede decir que desde la época de la colonia existía un 
incipiente sistema de responsabilidad del Estado limitado por normas de derecho, 
morales y religiosas16. Con posterioridad, y no obstante que la Constitución de 
1886 consagraba la responsabilidad de los particulares y de los funcionarios 
públicos, también se adoptó en un primer momento la teoría de la 
irresponsabilidad del funcionario. 
 
En Colombia, y dentro de un período amargo de su historia (1949-1958), en los 
últimos tiempos, agentes públicos cometieron toda clase de a tropelías y 
desafueros, sin que se sepa que una acción de perjuicios se incoara contra ellos. 
Actos manifiestamente ilegales –como destitución de empleados de período fijo– 
fueron cumplidos para satisfacer el sectarismo de los jefes políticos, y fue el fisco 
nacional, departamental y municipal el que tuvo que pagar el valor de las 
sentencias condenatorias17. 
 
                                            
15
MESTRE ORDONEZ, Ida María y GARCES RESTREPO, María Catalina.  La Acción de 
repetición y el llamamiento en garantía ley 678 de 2001. Tesis de grado.  Pontificia Universidad 
Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas, abril 2004.  
16
 RUIZ, Wilson. Responsabilidad Extracontractual. 1 ed. Bogotá: Ecoe Ediciones. 2008.  
17
VIDAL, Jaime. Derecho Administrativo. Bogotá: Temis S.A. 11ed. Bogotá. 1997. p 282. 
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A diferencia de otras legislaciones como se verá más adelante, en el derecho 
colombiano solo hasta el año 1991, con la expedición de una nueva constitución 
política, se estableció una norma constitucional, puntual y especial encaminada a 
determinar la posibilidad de repetir contra los funcionarios públicos que con sus 
actuaciones hayan generado condenas en contra del Estado dirigidas a 
indemnizar a los particulares. 
 
No obstante lo anterior, para consolidar un verdadero esquema de responsabilidad 
de parte de los servidores públicos del Estado Colombiano, se desarrolló una 
evolución normativa que aunque de manera dispersa, pretendió que el Estado no 
se viera indemne ante las actuaciones irregulares de los servidores públicos que 
generaron condenas a cargo del estado Colombiano y a favor de los particulares y 
que se desarrolló en diversos periodos históricos de nuestro país. 
 
En Colombia la evolución de la responsabilidad estatal, devino de fuentes directas 
del código civil especialmente de artículo 2341, a través del desarrollo 
jurisprudencial y el análisis que de estas normas realizó la Corte Suprema de 
Justicia y con posterioridad el Consejo de Estado. 
 
2.2.1. Evolución normativa antes de la constitución política de 1991.En 
nuestro ordenamiento, la responsabilidad se deriva del concepto fundamental de 
la culpa personal del funcionario en nexo con el servicio que ha sido definido por la 
jurisprudencia como “Aquella actuación dañosa del agente que guarda alguna 
relación con el servicio, para comprender aquellos casos en los cuales la acción 
culposa o dolosa no hubiera podido cometerse sino por vinculación del agente con 
el servicio, bien porque hubiese actuado mientras lo prestaba (aun cuando tal 
acción no fuera propia de dicho servicio) o con instrumentos facilitados por la 
administración o en forma que esta hubiera podido impedir”.18 
                                            
18
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección III, Sentencia del 20 de octubre de 1995, 




Pese a lo anterior, en Colombia ha predominado la concepción criticable de 
irresponsabilidad patrimonial de los funcionarios públicos cuando actúan en el 
ejercicio de sus funciones y ello se ha hecho plausible con el paso de los años. 
 
La constitución política de 1886, estableció en su artículo 20 un régimen de 
responsabilidad especial el cual consagró de la siguiente manera:  
 
“Los particulares no son responsables ante las autoridades sino por infracción 
de la Constitución y de las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la 
misma causa y por extralimitación de funciones o por omisión en el ejercicio 
de éstas”. 
 
Pese a que la disposición citada no establece la facultad de repetir contra sus 
funcionarios, es a partir de ésta norma constitucional, que se profirieron varias 
disposiciones de orden legal con las cuales se orientaron las actuaciones de los 
que manejaban y cumplían fines estatales, exigiendo un mayor grado de 
compromiso de sus agentes. 
 
Esta disposición se mantuvo sin regulación especial hasta que en 1960, el 
Consejo de Estado, presentó ante el Congreso un proyecto de ley con el cual se 
pretendía adoptar un régimen especial con el cual se pudiera responsabilizar 
económicamente a sus agentes que comprometieran la responsabilidad de éste 
último, y que causaran perjuicios patrimoniales. En ese momento, no fue posible 
convertir dicho proyecto en ley.19 
 
El proyecto del Consejo de Estado establecía que la acción de Repetición era una 
acción de conocimiento por parte de la jurisdicción contencioso administrativa, que 
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 LEON BENAVIDES, Edgar Arturo, La Acción de Repetición: Ley 678 de 2001, Comentarios y 
concordancias. Ediciones Librería El Profesional. Bogotá. 2003, 167 p. 
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adquiría competencia para conocer el Juzgamiento de los actos-hechos 
personales de los agentes o empleados de la entidad de la demandada20.El juez 
administrativo gozaba de la posibilidad de “llamar de oficio al agente de la Entidad 
demandada cuando estimaba de éste la ocurrencia de culpa, de igual forma 
establecía que era obligatoria la intervención del Ministerio Público con el objeto 
de proteger los intereses patrimoniales del Estado y que con la sentencia 
condenatoria que obligaba a la persona administrativa demandada a pagar al 
demandante y obligaba al funcionario (agente estatal), cuando se hubiera hecho 
parte en el juicio, a “pagar a la persona administrativa responsable por haber 
incurrido en grave error de conducta”. Esta condena se haría efectiva mediante 
jurisdicción coactiva.”21 
 
Desde el punto de vista legal encontramos que en 1970, con la expedición del 
Código de Procedimiento civil, se estableció una consagración de responsabilidad 
patrimonial, para el caso específico de los jueces por los perjuicios que causen a 
las partes dentro de un proceso. Al respecto se establecía: 
 
“ART. 40.C.P.C, Responsabilidad del Juez. Además de las sanciones penales y 
disciplinarias que establece la ley, los magistrados y jueces responderán por los 
perjuicios que causen a las partes, en los siguientes casos: 
1. Cuando procedan con dolo, fraude o abuso de autoridad. 
2. Cuando Omitan o retarden injustificadamente una providencia o el 
correspondiente proyecto. 
3. Cuando obren con error inexcusable, salvo que hubiere podido evitarse el 
perjuicio con el empleo del recurso que la parte dejó de interponer”. 
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Esta norma ya no vigente, estableció la responsabilidad civil o patrimonial de los 
jueces ante un determinado proceso, como una responsabilidad particular del 
funcionario judicial, es decir independiente de cualquier forma de responsabilidad 
extracontractual del Estado, disposición que fuera modificada por la ley 270 de 
1996. 
 
Para 1976, con la expedición del decreto ley 150, con el cual se regulo la actividad 
contractual, se estableció de manera especial, que el estado y el Contratista 
habrían de responder solidariamente frente al tercero lesionado con la celebración, 
ejecución o inejecución del mismo, al señalar de los artículos 194 a 200 el régimen 
de responsabilidad de los funcionarios que intervienen en la actividad contractual. 
 
El artículo 194 de dicha regulación, señaló un régimen de responsabilidad civil por 
los perjuicios causados a las entidades oficiales, a los contratistas, o a terceros 
cuando se llevara a cabo la celebración de contratos sin el cumplimiento de 
requisitos y formalidades, independientemente de que se encontrasen o no en el 
ejercicio de sus cargos. Así mismo, señalo este régimen de responsabilidad para 
efectos de la ejecución o inejecución indebida de los contratos.22 
 
Por su parte, el artículo 196, señaló que la acción correspondiente sería iniciada 
por la Procuraduría General de la Nación imponiendo la obligación a los 
funcionarios de suministrar la información, documentos y declaraciones que 
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Artículo 194. De la norma general sobre responsabilidad: Sin perjuicio de las sanciones penales a 
que hubiere lugar, los empleados públicos y trabajadores oficiales responderán civilmente por los 
perjuicios que causen a las entidades a que se refiere este decreto, a los contratistas o a terceros, 
cuando celebren contratos sin el cumplimiento de los requisitos y formalidades consignados en el 
presente estatuto. Esta responsabilidad cobija también a las personas que hubieren cesado en el 
ejercicio de sus cargos, siempre que ella se deduzca por hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de los mismos. Artículo 195. De la responsabilidad en caso de ejecución indebida. En 
responsabilidad igual a la señalada en el artículo anterior incurrirán quienes ocasionen perjuicios 




requirieran23.Es decir para esta época aún la propia administración no podría 
ejercer acción judicial alguna. 
 
El mismo decreto señaló, que el Ministerio Público o el juez podrían de oficio 
ordenar la comparecencia de un servidor o ex servidor público que pudiera verse 
comprometido con el acto u omisión contractual y que pudiera generar alguna 
responsabilidad, al respecto señaló: 
 
Artículo 197. De los perjuicios causados a los contratistas o a terceros. El 
contratista o el tercero lesionados por la celebración, ejecución o inejecución de un 
contrato podrán demandar, a su elección, a la entidad contratante, al funcionario o 
ex funcionario responsables o a los dos en forma solidaria. La sentencia que se 
profiera señalará de manera precisa la responsabilidad de cada uno de los 
demandados.  
 
Artículo 198. De la comparecencia en juicio de funcionarios o ex funcionarios. 
Cuando dentro del proceso en que hubiese sido demandada únicamente la 
entidad contratante, apareciere clara la responsabilidad de un funcionario o ex 
funcionario, de oficio o a solicitud de la Procuraduría General de la Nación, se 
ordenará su comparecencia y se fallará conforme a lo que resultare probado.  
 
De allí entonces, que la acción indemnizatoria respectiva podía dirigirse tanto a la 
entidad contratante al funcionario o a los dos de manera solidaria, o el ex 
funcionario comparecer dentro del proceso a solicitud de la procuraduría (un 
llamamiento en garantía);no se otorgaba aún esta facultad a la entidad afectada. 
 
Por su parte, dentro del término del inicio de la acción, la deducción de 
responsabilidad de varios funcionarios y su distribución se harían de conformidad 
con la gravedad de las faltas o fallas cometidas en el acto dañoso. 
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Artículo 196. De los perjuicios causados a la entidad contratante. Cuando el perjuicio se cause a 
la entidad contratante, la acción correspondiente será iniciada por el representante legal de la 
misma o por la Procuraduría General de la Nación. Los empleados de la entidad respectiva 





La decisión impuesta o condena a cargo del funcionario o ex funcionario, sería 
efectiva a través de la Justicia ordinaria. Por jurisdicción coactiva se cobrarían las 
demandadas a favor de las entidades estatales, y estas en repetición en contra de 
sus funcionarios por lo hubieran tenido que cancelar a su cargo.24 
 
Casi 10 años después en 1983, con la expedición de la ley 222 y con la cual se 
modificó el decreto ley 150 de 1976, se incorporaron disposiciones, 
responsabilizando a los funcionarios con la actividad ligada a los contratos 
celebrados en representación del estado casi que en las mismas condiciones 
señaladas en el decreto que le precedió. 
 
Al respecto el artículo 290, tradujo la misma norma general de responsabilidad 
señalada en el decreto anterior, al igual que los artículos 291 y292. 
 
Por su parte el artículo 293, estableció el régimen especial para demandar los 
perjuicios causados, indicando que podía ejercerse la acción contra la entidad 
contratante, el funcionario o ex funcionario o ambos, debiendo la sentencia indicar 
el grado de responsabilidad de cada uno de ellos, replicando, el primer concepto 
este de llamamiento en garantía ya señalado.25 
 
Aquí ya no se habla de criterios de solidaridad exclusivos, sino que podía la 
sentencia determinar el grado de responsabilidad de cada uno. 
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Artículo 200. De la manera de hacer efectivas las sentencias. Las sentencias que se profieran a 
favor de contratistas o de terceros y en contra de funcionarios o ex funcionarios, se harán efectivas 
ante la justicia ordinaria. Por jurisdicción coactiva se cobrarán las que se dicten a favor de las 
entidades contratantes y ante dicha jurisdicción se demandará la repetición de lo que las mismas 
hubieren pagado habiendo debido hacerlo funcionarios o ex funcionarios. La Procuraduría General 
de la Nación velará por el cumplimiento de la presente disposición.  
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Artículo 293.De los perjuicios causados a los contratistas y a terceros. El contratista o el tercero 
lesionado por la celebración, ejecución o inejecución del contrato podrán demandar, a su elección 
a la entidad contratante, al funcionario o ex funcionario responsable o a los dos en forma solidaria. 






Respecto de la pluralidad de funcionarios responsables, la efectividad de las 
sentencias y la graduación de las culpas, se conservó el régimen del decreto ley 
150 de 1976. 
 
Para 1984, se expide el decreto 01 denominado Código Contencioso 
Administrativo, y en el ámbito de su regulación, incluyó lo relacionado con la 
responsabilidad de los servidores públicos, así como de la responsabilidad 
relacionada con la celebración, ejecución e inejecución de los contratos estatales. 
 
A diferencia de las anteriores disposiciones, el Código Contencioso Administrativo, 
no definió la responsabilidad como de carácter solidario, para este momento, la 
reforma del Código Contencioso Administrativo, en relación con la responsabilidad 
de los funcionarios por la actividad contractual incluyó una modificación destinada 
a que la responsabilidad derivada de las actuaciones estatales ya no sería solo 
solidaria respecto del estado y el funcionario, con lo cual se le permitía a víctima 
demandar al funcionario, al estado o a ambos, de allí que si se profería sentencia 
condenatoria, ésta así lo debería determinar, sin que ello fuera óbice, para requerir 
el reintegro de lo que le correspondería proporcionalmente. Al respecto así lo 
consagraron dichas normas: 
 
Art. 77. De los actos y hechos que dan lugar a la responsabilidad. Sin perjuicio de 
la responsabilidad que corresponda a la nación y a las entidades territoriales o 
descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones públicas, los 
funcionarios serán responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo 
en el ejercicio de sus funciones. 
 
Art. 78.Jurisdicción competente para conocer de la responsabilidad conexa. Los 
perjudicados podrán demandar, ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo según las reglas generales, a la entidad, al funcionario, o a ambos. 
Si prospera la demanda contra la entidad o contra ambos y se considera que el 
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funcionario debe responder, en todo o en parte, la sentencia dispondrá que 
satisfaga los prejuicios de la entidad. En este caso la entidad repetirá contra el 
funcionario por lo que le correspondiere. 
 
Como lo señalan Israel Soler y William Guillermo Jiménez  en “Acción de 
Repetición como mecanismo moralizador de la función pública, Luces y Sombra. 
Estado del Arte”26 para éste momento, con el cambio impuesto por el C.C.A se 
presentaron inconvenientes tales como que no se indicó el procedimiento que 
debía aplicarse a la norma, pese a que el Consejo de Estado en búsqueda de una 
solución indicó que debía adelantarse a través de la acción de Reparación Directa, 
señalando la competencia y su caducidad como se verá más adelante. 
 
Posteriormente, con la ley 3 de 1986, se consagró una responsabilidad especial 
del funcionario derivada de las actuaciones en desarrollo de la función electoral, y 
específicamente en cuanto a la elección nombramiento o remoción ilegal de 
dichos funcionario públicos, y que le permitía a las entidades territorial repetir 
contra los mismos, esta norma en principio fue aplicada a los Departamentos. La 
norma así señalaba: 
 
Artículo 14. Los departamentos repetirán contra las personas que hubieren 
efectuado elecciones, nombramientos o remociones ilegales de funcionarios, el 
valor de las indemnizaciones que hubieren pagado por esta causa. Las violaciones 
de la ley, para estos efectos, deben haber sido manifiestas y ostensibles conforme 
a la respectiva decisión de la autoridad judicial. 
 
Por otra parte, a nivel Municipal, la ley 11 de 1986 señaló en su artículo 63 la 
facultad de estos últimos de repetir en contra de sus servidores bajo estas mismas 
condiciones. Al respecto señalo: 
 
Los municipios repetirán contra las personas que hubieren efectuado elecciones, 
nombramientos o remociones ilegales de funcionarios, el valor de las 
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SOLER PEDROZA, Israel y GUILLERMO JIMENEZ, William. Op. Cit. p. 17. 
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indemnizaciones que hubieren pagado por ésta causa. Las violaciones de la ley, 
para estos efectos, deben haber sido manifiestas y ostensibles conforme a la 
respectiva decisión de la autoridad judicial. 
 
Con el decreto ley 1333 de 1986, que se estableció como código de Régimen 
Municipal se incorpora en su artículo 297 la misma disposición traída de la ley 11 
de 1986 y con las mismas facultades de repetición. 
 
2.2.2. Evolución normativa de la acción de repetición, con la expedición de la 
constitución política de 1991.Como lo indica MESTRE ORDOÑES y GARCES 
RESTREPO27, la consagración del artículo 90 de la Constitución Política, fue lo 
que realmente le dio significación y trascendencia al tema de la responsabilidad 
personal de los servidores públicos, ya que consagró la fórmula no solo de que se 
llevase a cabo la indemnización de los particulares a cargo del Estado, sino de 
que se repitiera contra cada uno de los funcionarios que hubiesen causado el 
daño objeto de condena. 
 
El primer proyecto presentado y puesto a consideración a la Asamblea Nacional 
Constituyente sobre responsabilidad patrimonial del Estado, fue el del delegatario 
JUAN CARLOS ESGUERRA PORTOCARRERO, esas ideas expuestas dentro de 
la ponencia, se concretaron en el siguiente artículo: 
 
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o por la omisión de las autoridades públicas. 
La demanda podrá dirigirse indistintamente, contra el Estado, la autoridad pública 
o una y otra. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial 
de uno de tales daños que haya sido consecuencia de la conducta culposa de un 
agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
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MESTRE ORDONEZ, Ida María y GARCES RESTREPO, María Catalina. Op. Cit.  
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Por su parte, Helena Herrán de Montoya presentó una propuesta en virtud de la 
cual, se determinaba la responsabilidad del estado como causa de la prestación 
del servicio público y sus funcionarios, repitiendo contra estos últimos siempre que 
el fueran imputables los daños, dirigiéndose especialmente al responsabilidad del 
estado derivada de la actividad judicial.28 
 
De otro lado, Antonio Galán Sarmiento y Ernesto Rojas Morales, presentaron un 
propuesta encaminada a los daños causados por error, deficiencia u omisión de la 
administración, dejando a cargo de la ley la determinación de forma cómo debía 
ejercerse la acción de repetición.29 
 
En éstas misma condiciones, fueron presentadas otras dos propuestas finales por 
Álvaro Fajardo Landaeta y Darío Antonio Mejía Agudelo y a su vez por Fernando 
carrillo, Armando Holguín, Guillermo Guerrero miembros de la comisión tercera en 
su momento. Los primeros proponían una responsabilidad derivada del error 
judicial o anormal funcionamiento de la administración, y los segundos plantearon 
un verdadero principio de responsabilidad señalando una responsabilidad del 
estado derivada del error, falta de la prestación de un servicio o de la 
administración de justicia, señalando la facultad de repetir contra los servidores 
públicos.30 Igual propuesta fue presentada en su momento por el constituyente 
Álvaro Gómez Hurtado. 
 
Los anteriores proyectos, serían debatidos en comisión primera, cuarta y plenaria, 
para así consolidar una norma de rango constitucional que condensara la voluntad 
del pueblo. Partiendo en un principio desde la disposición de una responsabilidad 
penal, disciplinaria y penal, pero que fue indemne de la responsabilidad directa y 
objetiva del Estado.31 
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 Gaceta Constitucional No. 27 del 26 de marzo de 1991.  
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 Gaceta Constitucional No. 37 del 5 de abril de 1991. 
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 Gaceta Constitucional No. 105 del 22 de junio de 1991. 
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En la ponencia de la Comisión primera, se hizo énfasis en una responsabilidad 
solidaria entre el órgano y el funcionario a fin de proteger a los particulares frente a 
las autoridades. Estas últimas fueron acogidas y se tuvo consideración en relación 
con la determinación de la protección al patrimonio del Estado. 
 
En la comisión cuarta por su parte se conservó el texto original traído de la 
comisión primera, haciendo especial insistencia en la responsabilidad derivada 
ejercicio de la administración de justicia para señalar una responsabilidad el 
Estado, del juez o de ambos; finalmente el texto determinó la repetición contra el 
funcionario en los casos pertinentes. 
 
En plenaria en conclusión, el texto definitivo, quedó de la siguiente manera:  
 
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el 
evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que hayan sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa 
de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste. 
 
Así al respecto señalaron Mestre Ordoñez y Garcés Restrepo: 
 
La cláusula general de responsabilidad consagrada en el artículo 90 de la Carta, 
impone una necesaria diferenciación de los presupuestos de la responsabilidad 
patrimonial del Estado que encuentra origen en el daño antijurídico imputable a 
cualquier autoridad pública, incluido el poder jurisdiccional; y , los presupuestos de 
la responsabilidad personal del agente judicial, cuyos fundamentos difieren 
sustancialmente; análisis éste que, se impone, para no limitar el sentido lógico y el 
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Tomado de Tesis cita Consejo de estado sala de los contencioso administrativo sección tercera 
sentencia del 28 de enero de 1999 rad. 14399 
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Finalmente, y después de todas las observaciones, se estableció la cláusula de 
responsabilidad del Estado y de sus agentes, en el artículo 90 de la Constitución, 
que actualmente expresa: 
 
El estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción u omisión de las autoridades públicas (incluyendo a los particulares 
que ejercer funciones públicas) fuera del texto. En el evento de ser condenado el Estado a la 
reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
 
Del anterior articulado, se señala que la Constitución Política de 1991 en materia 
de responsabilidad estatal, siguió de cerca el modelo español33 , consagrando el 
principio de daño antijurídico, en el cual, al inicio se consideró que cabían todos 
los regímenes de responsabilidad objetiva y subjetiva del Estado que la 
jurisprudencia venía construyendo.  
 
Sin embargo, Tamayo34 sostiene que el art. 90 de la Constitución Nacional, no 
define qué es daño antijurídico, ni estatuye una responsabilidad objetiva porque 
existen marcadas diferencias entre los textos de la Constitución colombiana y la 
española. Buena parte de la doctrina y la jurisprudencia en España, se niegan a 
aceptar que toda la responsabilidad sea objetiva; existen casos, donde el Estado 
debe reparar solamente si el daño es producto del funcionamiento anormal de un 
servicio público, porque no tiene sentido que la administración deba responder de 
todos los riesgos típicos de su actividad, por el hecho de que no hay una ley que 
imponga al perjudicado el deber de soportarlos.  
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GOMEZ CARDONA, Efraín. La responsabilidad del estado en la Constitución del ‟91. 1 ed. 
Medellín: Biblioteca Jurídica Diké, 1995.p 64. 
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Agrega Tamayo35 (2000) que si bien es cierto, al principio el Consejo de Estado 
parecía derivar una responsabilidad objetiva del art. 90 de la Constitución, en 1994 
atenúa esta teoría, afirmando que la noción de falla del servicio no ha 
desaparecido. 
 
Con posterioridad a la expedición de la Constitución de 1991, se ha desarrollado la 
facultad de repetir contra los agentes del Estado, en otros dos sistemas 
normativos, como lo son en el estatuto de contratación, ley 80 de 1993 y en la Ley 
estatutaria de la administración de justicia, ley 270 de 1996. 
 
Para 1993, con la expedición del nuevo estatuto de la Contratación Pública, Ley 
80 de 1993, se estableció un régimen de derechos y deberes que en su artículo 4 
numeral 7consagraun derecho y a su vez un deber de la entidad estatal, en virtud 
del cual sin perjuicio del llamamiento en garantía, las entidades repetirán contra 
los servidores públicos, contra el contratista o contra los terceros responsables por 
las indemnizaciones que se deban pagar como consecuencia de la actividad 
contractual. 
 
Este conjunto normativo consagra así mismo, una disposición especial en materia 
de acción de repetición la cual establece: 
 
Artículo 54. De la acción de Repetición. En caso de condena a cargo de una entidad 
por hechos u omisiones imputables a título de dolo o culpa grave de un servidor 
público, la entidad, el ministerio público, cualquier persona u oficiosamente el juez 
competente, iniciarán la respectiva acción de repetición, siempre y cuando aquél no 
hubiere sido llamado en garantía de conformidad con las normas vigentes sobre la 
materia. 
 
Esta disposición implicaba una ampliación de la legitimación en causa activa, en 
tanto que cualquier persona podía iniciar la acción, sin embargo, presentaba 
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TAMAYO, Javier. Op. Cit. p. 285 
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problemas graves, como lo era definir cómo sería el manejo de la acción cuando 
era iniciada oficiosamente por el juez competente. 
 
Así mismo, en el artículo 52 ibídem se reitera la responsabilidad de los consorcios, 
uniones temporales en ejercicio de la actividad contractual. 
 
Igualmente, la ley 200 de 1995, código disciplinario único reiteró el deber de 
efectuar el llamamiento en garantía, incluyéndolo dentro de los deberes de los 
funcionarios públicos y en principio sancionó el incumplimiento o desconocimiento 
de esta disposición, hasta con sanción de destitución.36 
 
Para 1996, se produce la expedición de varias normas orientadas a regular la 
repetición a favor del estado y en contra de los servidores públicos, tales como la 
ley 270 de 1996,y la 288 de 1996. 
 
La primera, La ley Estatutaria de la administración de Justicia ley 270 de 1996, 
que modificó el artículo 40 del Código de Procedimiento Civil, extendió la acción 
de repetición a los funcionarios y empleados judiciales y a los particulares que 
ejerzan o participen del ejercicio de la función jurisdiccional, pero, el punto más 
importante de esta ley en lo relativo a la acción de repetición, es la consagración 
de presunciones de culpa grave y dolo, así: 
 
Artículo 72. Acción de Repetición: la responsabilidad de los funcionarios y 
empleados judiciales por cuya conducta dolosa o gravemente culposa haya 
sido condenado el Estado, será exigida mediante la acción civil de repetición 
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de la que éste es titular, excepto el ejercicio de la acción civil respecto de 
conductas que puedan configurar hechos punibles. 
 
Dicha acción debía ejercitarse por el representante legal de la Entidad Estatal 
condenada a partir de la fecha en que tal entidad haya realizado el pago de la 
obligación indemnizatoria a su cargo, sin perjuicio de las facultades que 
corresponden al Ministerio Público. Lo anterior no obsta para que en el proceso de 
responsabilidad contra la entidad estatal, el funcionario o empleado judicial pueda 
ser llamado en garantía. La particularidad de esta norma consiste en radicar la 
repetición en la acción civil. 
 
Posteriormente, con la declaratoria de inexequibilidad del segundo inciso del 
artículo 71 de la ley estatutaria de administración de justicia, que equiparaba las 
conciliaciones a condenas, permitiendo iniciar acción de repetición por las sumas 
que el Estado pague en razón de este tipo de acuerdos, quedaron limitadas las 
posibilidades de la Acción de Repetición, pues las conciliaciones y otros acuerdos 
similares dejaron de estar equiparados a condenas y por tanto su cobro no podía 
hacerse efectivo a través de esta vía. 
 
Por su parte, la ley 288 de 1996, estableció instrumentos especiales para la 
indemnización de perjuicios a víctimas de violación de derechos humanos, 
disponiendo que el pago de dicha indemnización daría lugar al inicio de la 
respectiva acción de repetición.37 
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 Artículo 12. Las entidades públicas deberán promover la misma acción (de reparación directa) 
cuando resulten condenadas o hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en 
culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor público que no estuvo vinculado al proceso 




Esta ley, señaló que el término para ejercer la acción se contaría desde el día 
siguiente en que se efectuara el pago total, lo anterior para efectos de la 
determinación de la caducidad de la acción. 
 
Con el advenimiento de la ley 446 de1998, el artículo 31, modificó el artículo 86 
del Código contencioso administrativo, consagratorio de la Acción de Reparación 
Directa, agregándole al inciso 1, “o por cualquier causa” ,y adicionándole el inciso 
segundo en su totalidad: “Las entidades públicas deberán promover la misma 
acción cuando resulten condenadas o hubieren conciliado por una actuación 
administrativa originada en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor público 
que no estuvo vinculado al proceso respectivo, o cuando resulten perjudicadas por 
la actuación de un particular o de otra Entidad Pública. 
 
De esta manera, se consagró la posibilidad por esta vía de efectuar la repetición 
tanto de conciliación como de condenas de origen judicial. 
 
Así las cosas, se observa que en Colombia, desde la expedición del Código 
contencioso administrativo, luego con el mandato constitucional del artículo 90 
inciso 2y por las leyes 80 de 1993, 270 de 1996 y la ley 446 de 1998, entre otras, 
se estableció el deber de iniciar contra el agente acción para recuperarla condena 
patrimonial asumida, sin perjuicio del marco normativo y reglamentación expresa 
de la ley 678 de 2001. 
 
 
2.3. TRATAMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS EN LA LEGISLACIÓN EXTRANJERA 
 
A fin de realizar un análisis del tratamiento dado a la responsabilidad de los 
funcionarios públicos en el derecho extranjero, es importante determinar el 
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funcionamiento del sistema tanto en el régimen europeo o anglosajón, como el 
desarrollo dado en Latinoamérica. 
 
Para el efecto entonces, se hará una breve reseña en estos dos sistemas: 
 
2.3.1. En el sistema europeo.La responsabilidad patrimonial del funcionario 
público, ha sido tratada a través de dos soluciones extremas y una intermedia. 
 
La primera posición extrema es la del Sistema Anglosajón (Inglaterra), en la cual 
era el funcionario autor del hecho perjudicial quien respondía con su patrimonio 
personal. La otra posición opuesta, era la de una irresponsabilidad del funcionario 
público, es decir, que era la administración quien debía responder por los hechos 
perjudiciales en que incurrieran sus agentes en el ejercicio de sus funciones, y la 
intermedia en virtud de la cual respondía el Estado y repetía contra el funcionario, 
aplicada inicialmente en los países latinoamericanos. 
 
En el sistema europeo, fueron de importante trascendencia para efectos del 
derecho colombiano, el tratamiento dado en Francia y en España, no obstante lo 
anterior a continuación se señalará brevemente, la fuente o consagración 
constitucional en algunos países de la hoy unión europea. 
 
2.3.1.1. En la legislación francesa El estudio de la responsabilidad de los 
funcionarios en el derecho francés, puede realizarse desde tres puntos de vista, a) 
la responsabilidad del funcionario frente a los administrados, b) la acumulación de 
responsabilidades del funcionario y de la administración y c) la responsabilidad del 
funcionario frente a la administración. 
 
-Responsabilidad del funcionario frente a los administrados La determinación de 
esta responsabilidad, se encuentra fundada en la distinción entre falta o culpa del 
servicio. Hay falta o culpa del servicio si el acto que causa el daño es impersonal y 
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revela a un administrador “más o menos sujeto a error”. No se desprende del 
servicio y compromete cuando causa un perjuicio, únicamente la responsabilidad 
de la persona pública. (Les GrandsArrets de la Jurisprudece Administrative, 8ª 
Edición, París, Sirey, 1984, pp. 376-380).38Las causas que se presentan del hecho 
de que la falta o culpa sea personal, es que el funcionario con su patrimonio es 
quien deberá indemnizar el daño, la acción deberá entablarse ante la jurisdicción 
común, pues se asemeja a un conflicto entre particulares. 
 
- Acumulación de responsabilidades del funcionario y de la administración La 
consecuencia lógica de la distinción entre la falla personal clásica y la falla 
personal en nexo con el servicio, es que el resultado generado es el de los dos 
extremos, el primero, si la falla está desligada del servicio el agente está obligado 
a indemnizar a la víctima, y el segundo, si la falla se da en nexo con el servicio la 
administración es responsable frente al perjudicado. 
 
Frente a estas dos situaciones, se ha admitido que en algunos casos pueda 
considerarse a la administración como responsable por una culpa o falta personal 
del funcionario, de manera que, tanto aquella como este (el funcionario) serán 
responsables por el mismo hecho, dándose la acumulación o el cúmulo de 
responsabilidades entre el funcionario y administración. Lo anterior con el fin de 
garantizar una indemnización integral al perjudicado. 
 
Es decir que para obtener la reparación integral, la víctima dispone de dos 
posibilidades, la de demandar a la administración, ante el juez administrativo con 
aplicación de las reglas del derecho administrativo, o la de buscar, ante el juez 
ordinario, quien se pronunciará de acuerdo a las reglas del código civil, la 
responsabilidad personal de los funcionarios culpables. La consecuencia que se 
deriva de aceptar la acumulación de responsabilidades consiste en que el 
perjudicado puede demandar a la administración o a ambos, pero a su vez, la 
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ZARATE LOPEZ, Juan David. Op. Cit. p. 11. 
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administración tendrá la acción de repetición contra el funcionario por la parte que 
a él le corresponda indemnizar, o el funcionario tendrá acción de repetición contra 
la administración, en el caso de que haya sido obligado a indemnizar la totalidad 
de los perjuicios causados en parte por una culpa o falta personal suya, pero en 
parte por una culpa o falta del servicio.(Situación ésta última que no se presenta 
en el derecho colombiano). 
 
- Responsabilidad del funcionario frente a la administración. Hasta 1951 se 
consideraba en Francia que el funcionario era irresponsable frente a la 
administración por las faltas o culpas personales cometidas en el ejercicio de sus 
funciones. Pero a partir del Fallo LARUELLE, como arriba se indicó, se estableció 
por regla general que el funcionario si es responsable por los perjuicios que cause 
a la administración debido a faltas o culpas personales, sean estas cometidas por 
fuera del ejercicio de sus funciones o en el ejercicio de ellas. Así pues, la 
administración podrá ejercer acción de indemnización contra el funcionario, sea 
directamente o como consecuencia de la acumulación de responsabilidades.39 
 
2.3.1.2 En la legislación española Se hace especial énfasis en éste sistema, por 
el estrecho vínculo que existe con nuestra normatividad, de la cual en últimas se 
han venido extrayendo algunas instituciones jurídicas; que a la vez han tomado 
sus bases del sistema francés. 
 
En el sistema Jurídico español, a diferencia del colombiano, la denominada 
“acción de repetición” conocida en nuestro ámbito jurídico, es llamada “Acción de 
regreso”, que como la acción de repetición conserva, la finalidad responsabilizar a 
los agentes que causaren con su actuar un daño a la administración y que fuera 
resultado de una condena o indemnización a favor de un tercero. 
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MESTRE ORDONEZ, Ida María y GARCES RESTREPO, María Catalina. Op. Cit. 
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La primera vez que el derecho español establece la posibilidad de ejercer la 
acción de regreso, contra funcionarios a su servicio lo es en el artículo 410.1 de la 
ley de Régimen Local del año de 195140.En esta oportunidad se permitía a la 
autoridad local, instruir un proceso, para declarar una responsabilidad civil de sus 
agentes, cuando con su actuar hubieren ocasionado perjuicios a la Corporación 
cuando estas últimas los hubiese indemnizado. Esta disposición, como lo indica 
Dómenech41, inicialmente determino el ejercicio de la acción como una facultad 
potestativa al introducir en la disposición el verbo “podrá”, y no de carácter 
obligatorio. Esta misma concepción se continuó con la consagración en el inciso 
final del artículo 12 de la ley de Expropiación Forzosa del 16 de diciembre de 1954 
en cual se daba la facultad a la administración de poder exigir a sus funcionarios la 
responsabilidad por la indemnización que hubiese tenido que pagarse a un tercero 
con ocasión de las lesiones que hubieran podido sufrir en sus bienes y derechos 
en aplicación anormal del procedimiento.42 
 
Así mismo, en el reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa del 26 de abril de 
1957 en su artículo 135, se incluye la facultad de la administración de repetir 
contra sus funcionarios, siendo responsabilidad de la administración el exigirla 
quienes debían efectuar la declaración de su derecho y la valoración económica 
respectiva previo trámite y valoración de responsabilidad respectiva.43 
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El artículo establecía que “La Corporación Local podrá instruir expediente para la declaración de 
responsabilidad civil de sus autoridades, funcionarios y dependientes que por culpa o negligencia 
graves hubieren causado daños y perjuicios a la propia Corporación o a terceros, si éstos hubieren 
sido indemnizados por aquélla”. Ley de régimen local del 17 de julio de 1945aprobada por el 
decreto de 16 de diciembre de 1950. 
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DOMÉNECH PASCUAL, Gabriel, Por qué la administración nunca ejerce la acción de regreso 
contra el personal a su servicio. Indret 2, revista electrónica para el análisis del Derecho, 
www.Indret.com, Facultad de Derecho, Universidad CEU Cardenal Herrera, Barcelona, abril de 
2008 
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El texto completo establece que “dará lugar a indemnización con arreglo al mismo procedimiento 
toda lesión que los particulares sufran en los bienes y derechos a que esta Ley se refiere siempre 
que aquella sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, o la 
adopción de medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosas, sin perjuicio de 
las responsabilidades que la administración puede exigir de sus funcionarios con tal motivo”. 
43
El texto dice: “Cuando los daños sean producidos por dolo o culpa grave del funcionario o 
funcionarios encargados del servicio, la administración podrá repetir contra los mismos, cuando 
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Análogamente, el artículo 42.1 de la ley de régimen jurídico de la administración 
del Estado del 26 de julio de 1957 señala esta misma facultad en cabeza de la 
administración local.44 
 
En la Constitución de España en el año de 1978, consagró en el artículo 106 el 
siguiente régimen de responsabilidad: 
 
Los particulares en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor siempre que la lesión se consecuencia del 




Para 1985, la ley 7 de 1985, reguladora de las bases del régimen local señaló la 
exigencia de las Corporaciones locales de la responsabilidad de sus miembros 
cuando por dolo o culpa grave, hayan causado daños y perjuicios a la misma 
producto de indemnizaciones. 
 
En 1992, la ley 30 en su artículo 145.2.I originariamente consagró la facultad 
iniciar éste tipo de acciones. No obstante lo anterior, la nueva disposición eliminó 
la opción que se traía en la normatividad anterior del particular, de iniciar la acción 
contra la administración o la autoridad causante del daño; debiéndose entonces, 
reclamar la indemnización de parte del particular solo contra la autoridad 
respectiva, y la acción de regreso contra el funcionario de parte de la 
                                                                                                                                     
hubiere indemnizados directamente a los lesionados, sin perjuicio y con independencia de la 
responsabilidad penal en que hubieren podido incurrir los culpables”“dicha responsabilidad se 
exigirá unilateralmente por la administración a través del Ministro o de los Organismos 
competentes en las Corporaciones locales o entidades institucionales, que harán la audiencia a los 
interesados y aportares cuantas pruebas conduzcan a la ponderación de la responsabilidad del 
funcionario”. 
44
 Sin perjuicio de que el Estado indemnice a los terceros lesionados, en los casos en que 
responda por el funcionamiento de los servicios públicos, podrá la administración exigir de sus 
autoridades, funcionarios o agentes la responsabilidad en que hubieren incurrido por culpa o 
negligencia graves, previa la instrucción del expediente oportuno con audiencia del interesado” 
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administración, siendo obligado el funcionario al pago de lo cancelado a título de 
indemnización, solo a ésta última.46 
 
Ante la discrecionalidad que existía en el sistema jurídico español, para la 
utilización de esta figura, y las múltiples críticas derivadas de las misma, se 
redactó la ley 4 de 1999, en la cual se prohíbe la demanda civil contra el 
empleado; la administración responde directamente y exige de oficio al funcionario 
el pago, mediante la acción de regreso, por una cantidad que puede ser inferior a 
la que paga el Estado, por un principio especial de ponderación de factores que 
contiene dicha norma y que le ha generado suficientes críticas.47 
 
Al respecto señala la norma:  
 
La administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, 
exigirá de oficio de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad 
en que hubieran incurrido por dolo o culpa o negligencias graves, previa instrucción 
del procedimiento que reglamentariamente se establezca. 
 
Para la exigencia de dicha responsabilidad se ponderarán, entre otros, los siguientes 
criterios: el resultado dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, la 
responsabilidad profesional del personal al servicio de las administraciones públicas y 
su relación con la producción del resultado dañoso.
48 
 
En éste último aparte la legislación colombiana recoge estos postulados en 
conceptos tales como dolo y culpa grave. 
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Pero es definitivamente según la ley 4 de 1999, que se prohíbe la demanda civil 
contra el empleado, es decir que la administración responde directamente y exige 
al funcionario el pago mediante la mencionada acción de regreso que 
generalmente es una cantidad siempre inferior a la que paga el Estado.49 
 
2.3.1.3 En la Legislación Italiana La ley italiana 117 de 1988, relativa al 
resarcimiento por los daños ocasionados en el ejercicio de las funciones judiciales 
y la responsabilidad civil de los Magistrados, en su artículo 8º estableció límites al 
monto que se debe pagar por la reparación directa y a los descuentos mensuales, 
con algunas excepciones que no podían ser superior a la tercera parte del sueldo 
neto en un año, percibido en el momento de la interposición de la acción, a menos 
que el daño se haya cometido con dolo.50 
 
2.3.1.4 En la legislación alemana La constitución alemana por su parte, o Ley 
fundamental de la república federal de Alemania del 23 de mayo de 194 establece 
en su artículo 34:  
 
Artículo 34. Responsabilidad en caso de violación de los deberes del cargo. Cuando 
alguien en ejercicio de una función pública que le fuera confiada violare los deberes 
que la función le impone con respecto a un tercero, la responsabilidad recae, en 
principio, sobre el Estado o la corporación a cuyo servicio se encuentre. En caso de 
dolo o culpa grave queda abierta la acción de regreso. Para la reclamación de daños 
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Es decir que en el sistema alemán, al indicarse “queda abierta la acción de regreso” se 
determina como una facultad de la administración y no una obligación siempre a través o 
sin exclusión de vías judiciales ordinarias. 
2.3.1.5. En la unión europea. Para el caso de la Unión Europea, en los arts. 215 y 188 
del Tratado CEE y CEEA, se contemplaba la responsabilidad personal del servidor y no 
de la Comunidad. Ya en el Tratado de Fusión de las Comunidades, se determinó que la 
Comunidad es directamente responsable de la reparación de los perjuicios causados por 
agentes suyos en ejercicio de sus funciones y éstos son responsables en forma personal 
ante el órgano comunitario, cuando actúen con culpa grave o dolo. Se excluye este tipo 
de responsabilidad cuando no se actúe en ejercicio de las funciones propias del cargo. El 
competente para decidir sobre la responsabilidad es el Tribunal, de acuerdo con el art. 40 
del tratado de 1952 de la Comunidad Económica del Carbón y el Acero, CECA.52 
 
2.3.2. En el sistema latinoamericano. El sistema latinoamericano como se ha 
indicado, las bases de la responsabilidad del estado y del derecho administrativo 
principalmente en el francés y en el español. Para el efecto en los países 
latinoamericanos las legislaciones conservan la facultad de repetir contra sus 
funcionarios en una u otra jurisdicción especialmente en la ordinaria, de la 
siguiente manera:  
 
2.3.2.1. En la legislación argentina. Como en los demás sistemas, el perjudicado 
de un daño causado en el ejercicio de las funciones públicas, solo demandaba a la 
administración, sin consagrarse la posibilidad de demandar a los autores del 
hecho dañoso o al funcionario causante del perjuicio. 
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En este sistema53, respecto de todos los funcionarios públicos, es una 
responsabilidad civil prevista en el art. 1112 del Código Civil, cuando cumplen de 
manera irregular sus funciones y la conducta es desplegada con culpa. Es una 
responsabilidad distinta de la del Estado aunque algunas veces conlleve también 
la responsabilidad del Estado.  
 
Si actúa irregularmente, pero en el ejercicio de sus funciones, el particular puede 
demandar al funcionario por el art. 1112 y al Estado por el art. 43 del C.C., pero no 
por régimen de solidaridad, sino de concurrencia. Si actúa por fuera del ejercicio 
de sus funciones, responde por el régimen civil común (art. 1109 C.C.).  
 
De otro lado, la ley 24.156 sobre responsabilidad civil, art. 130, establece que toda 
persona física que se desempeñe en las jurisdicciones o entidades sujetas a la 
competencia de la Auditoria General de la Nación, responderán de los daños 
económicos que por su dolo, culpa o negligencia en el ejercicio de sus funciones, 
sufran los entes mencionados, siempre que no se encontrare comprendida en 
regímenes especiales de responsabilidad patrimonial, algo equivalente a lo que 
hoy conocemos como responsabilidad fiscal. 
 
2.3.2.2. En la constitución del Brasil. Como en los demás estados, la 
Constitución de la República Federal Brasil contempla en su título III denominado 
da Organização do Estado, capitulo VII da administração Pública Seção I 
Disposiçõesgerais, el régimen de responsabilidad en su artículo 37 como el 
régimen de responsabilidad y disposiciones generales del funcionamiento de la 
organización. Así: 
 
Art. 37. A administração pública direta, indiretaou fundacional, de qualquer dos 
Poderes da União, dos Estados, do Distrito Federal e dos Municípios obedecerá 
aosprincípios de legalidade, impessoalidade, moralidade, publicidade e, também, 
aoseguinte: XXI - ressalvados os casos especificados nalegislação, as obras, 
serviços, compras e alienaçõesserão contratados mediante processo de licitação 
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pública que assegureigualdade de condições a todos os concorrentes, com cláusulas 
que estabeleçamobrigações de pagamento, mantidas as condiçõesefetivas da 
proposta, nos termos da lei, o qualsomente permitirá as exigências de qualificação 
técnica e econômicaindispensáveis à garantia do cumprimento das obrigações.§ 6º 
As pessoas jurídicas de direito público e as de direito privado prestadoras de serviços 
públicos responderão pelos danos que seus agentes, nessaqualidade, causarem a 
terceiros, assegurado o direito de regresso contra o responsável nos casos de dolo 
ou culpa. 
 
Esta disposición contempla entonces, una responsabilidad de las personas de 
derecho público, solo en la modalidad de prestación de servicios públicos, hacia 
los particulares por los daños causados por sus agentes, debiendo asegurar el 
regreso o repetición en los casos de dolo o culpa. 
 
2.3.2.3 En la constitución mexicana. El país azteca por su parte, en el titulo 
cuarto de su constitución política, denominado de las responsabilidades de los 
servidores públicos y patrimonial del estado en sus artículos 108, 109, 110, 111, 
112, 113, y 114.54, sí se consagró expresamente la responsabilidad de los 
funcionarios públicos, cuando se cause un perjuicio a un particular, señalándolo 
expresamente de la siguiente manera: 
Para los efectos de las responsabilidades a las que alude este título se reputarán 
como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros 
de los poderes judicial federal y judicial del Distrito federal, a los funcionarios y 
empleados, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza, en la administración pública federal o en el distrito federal, 
quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurra en el 
desempeño de sus respectivas funciones. El presidente de la República, durante el 
tiempo de su encargo solo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves 
del orden común. Los gobernadores de los Estados, los diputados a las legislaturas 
locales y los Magistrados de los Tribunales superiores de Justicia locales, serán 
responsables por violaciones de ésta Constitución y a las Leyes Federales, así como 
por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 
 
Los arts. 111 y 113, prescriben que las sanciones económicas no podrán exceder 
de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados 
con sus actos u omisiones; por su parte, el art. 1928 del Código Civil, establece la 
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Acción de Repetición por el valor que hubiere pagado por los daños y perjuicios 
causados por los sirvientes, empleados, funcionarios y operarios. 
 
Esta legislación parece ser consagra, una excepción a la aplicación de la 
repetición en el jefe cabeza del Estado Federal. 
 
2.3.2.4 Constitución política de Ecuador En éste país, la obligación del Estado 
de indemnizar a los particulares por los actos de sus funcionarios se desarrolló en 
el año de 1967 al consagrarse en el artículo 27 de la Carta Política, la cual se cita 
como antecedente de la legislación vigente, y que establece en su Constitución 
Política la siguiente disposición: 
 
Art. 20.Las instituciones del Estado, sus delegatarios y concesionarios, estarán obligados a 
indemnizar a los particulares por los perjuicios que les irroguen como consecuencia de la 
prestación deficiente de los servicios públicos o de los actos de sus funcionario y empleados, 
en el desempeño de sus cargos. Las instituciones antes mencionadas tendrán derecho de 
repetición y harán efectiva la responsabilidad de los funcionarios o empleados que por dolo o 
culpa grave judicialmente declarada hayan causado perjuicios. La responsabilidad penal de 
tales funcionarios y empleados, será establecida por los jueces competentes (…) Art. 22.- El 
Estado será civilmente responsable en los casos de error judicial, por inadecuada 
administración de justicia, por los actos que hayan producido la prisión de un inocente o su 
detención arbitraria, y por los supuestos de violación de las normas establecidas en el Art. 24. 




La nueva constitución de 2008 derogó los anteriores artículos sobre Acción de 
Repetición (arts. 20 y 22 de la Constitución de 1998), pero estableció la 
responsabilidad administrativa, civil y penal de los servidores públicos por sus 
actos y omisiones (art. 233).56 
 
Para el efecto, entonces, existe un derecho de repetición sobre los 
administradores de justicia y demás funcionarios del Estado.  
                                            
55
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
Aprobada el 5 de junio de 1998, por la Asamblea Nacional Constituyente. Documento electrónico. 
Disponible en Internet. Consultado en mayo 18 de 2011. http://www.ecuanex.net.ec/constitucion/ 
56




2.3.2.5. Legislación en Uruguay. El procedimiento, en el caso de Uruguay, se 
encuentra previsto en el Decreto 395 de 23 de octubre de 2006, donde interviene 
el Ministerio de Economía y Finanzas, el letrado patrocinante del Estado, el jefe 
inmediato y el gerente financiero de la Unidad Ejecutora, el Tribunal de Cuentas, la 
Tesorería General de la Nación, el juzgado competente y el funcionario 
responsable; para imponer el monto de la condena, se acude a las cuantías 
señaladas en casos similares. Esta acción es discrecional; el dolo y la culpa grave 
son aspectos que se establecen dentro del proceso, toda vez que las 
calificaciones que sobre el tema haga la administración no obligan al juez.57 
 
2.3.2.6. Constitución de Nicaragua. El país centroamericano por su parte, señala 
en su constitución en su artículo 131 lo siguiente:  
 
Los funcionarios de los cuatro poderes del Estado elegidos directa o indirectamente, 
responden ante el pueblo por el correcto desempeño de sus funcionarios y deben 
informarle de su trabajo y actividades oficiales. Deben atender y escuchar sus 
problemas y procurar resolverlos. La función pública se debe ejercer a favor de los 
intereses del pueblo. El estado de conformidad con la Ley será responsable 
patrimonialmente de las lesiones que, como consecuencia de las acciones u 
omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo, sufren los 
particulares en sus bienes, derechos e intereses, salvo en los casos de fuerza mayor. 
El Estado podrá repetir contra el funcionario o empleado público causante de la 
lesión: Los funcionarios y empleados públicos son personalmente responsables por la 
violación de la Constitución por falta de probidad administrativa y por cualquier otro 
delito o falta cometida en el desempeño de sus funciones. También son responsables 
ante el Estado de los perjuicios que causaren por abusos, negligencia y omisión en el 
ejercicio de su cargo. Los funcionarios no podrán ser militarizados. El servicio civil y la 
carrera administrativa serán regulados por la ley.
58 
 
2.3.2.7Constitución chilena. La Constitución chilena (art. 6º), tiene previsto que 
la infracción de esta norma superior generará las responsabilidades y sanciones 
que determine la ley. Adicionalmente, respecto de la Acción de Repetición contra 
el fiscal o funcionario del Ministerio Público, el inciso final del artículo 5º de la Ley 
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Orgánica Constitucional del Ministerio Público –LOCMP–, contempla la acción de 
repetición, una vez que el Estado haya respondido por las conductas 
injustificadamente erróneas o arbitrarias del fiscal o funcionario.59 
 
2.3.2.8. Constitución de El salvador. Según su Constitución Política (art. 245), 
responden directamente los funcionarios y subsidiariamente el Estado, por daños 
materiales o morales, cuando el funcionario no tenga recursos, o cuando no ha 
tenido culpa.60 
 
2.3.2.9. Constitución Honduras. La responsabilidad es solidaria entre el Estado y 
el funcionario, de carácter civil, sin perjuicio de la Acción de Repetición, cuya 
regulación en la Constitución en sus artículos 324 y 327, difiere a la ley. 
 
2.3.2.10. Constitución Paraguay. Son personalmente responsables los 
funcionarios y empleados públicos, sin perjuicio de la responsabilidad subsidiaria 
del Estado, según su Constitución Política, art. 106. 
 
2.3.2.11. Legislación Uruguay. En Uruguay por su parte, se encuentra previsto 
un en el decreto 395 del 23 de octubre de 2006, en virtud de este, en el ejercicio 
de la acción internvien en el Ministerio de Economía y Finanzas, el letrado 
patrocinante del Estado, el jefe inmediato, el gerente financiero de la unidad 
ejecutora, el tribunal de cuentas, la tesorería general de la nación, el juzgado 
competente y el funcionario responsable. 
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Siendo una acción discrecional, al igual que en Colombia el dolo y la culpa grave 
son aspectos que se determinan dentro del proceso pero las calificaciones que 
sobre el tema haga la administración no obligan en la decisión del juez.61 
 
Analizada la evolución de la responsabilidad Estatal y de sus agentes, podemos 
indicar que en Colombia a pesar que existió una proliferación de normas y 
jurisprudencias que regularon el tema, no se estableció un sistema sólido que 
fuera efectivo para la recuperación del dinero del Estado por ésta vía, y es hasta el 
año de 1991 con la expedición de la constitución política, se eleva a rango 
constitucional la responsabilidad del Estado y el deber que tiene este de repetir 
contra los funcionarios que dan lugar a la condena, es así como a partir de este 
año, la acción de repetición fue adquiriendo importancia. 
 
En el capítulo siguiente se llevara a cabo una descripción de algunos conceptos 
tanto de la acción de repetición como del llamamiento en garantía (acudiendo a la 
identidad de las dos figuras), tratados desde el punto de vista jurisprudencial, y 
que sirven de referente, para el estudio de las mismas y como fundamento para la 
toma de decisiones que como se verá más adelante delimitan el derrotero en 
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3. APUNTES CONCEPTUALES SOBRE LA ACCION DE REPETICION Y EL 
LLAMAMIENTO EN GARANTIA EN COLOMBIA 
 
 
Previo el análisis que se pretende realizar sobre la eficacia de la figura de acción 
de repetición o llamamiento en garantía, se considera de importancia realizar 
algunos apuntes conceptuales, que permitan precisar estas figuras jurídicas. 
 
Para ello, desde su propia concepción normativa y con ayuda de la jurisprudencia 
se ha realizado un esfuerzo en consolidar algunos conceptos relevantes e 
importantes para el estudio realizado, por lo anterior, se abordará alguna 
jurisprudencia existente antes incluso del año de 1991, así como algunos 
pronunciamientos, que luego de la expedición de la regulación han descrito y 
definido estos mecanismos jurídicos de recuperación de recursos públicos, que 
servidores por conductas dolosas o gravemente culposas le han generado como 
detrimento al patrimonio estatal. 
 
 
3.1. TRATAMIENTOJURISPRUDENCIAL ANTES DE LA EXPEDICIÓN DE 
LA LEY 678 DE 2001 
Como se indicó en el capítulo de evolución normativa, antes de 1983, el tema de 
la responsabilidad del Estado se asimilaba a la de los particulares. Es por vía 
jurisprudencial, que se construye una teoría de la responsabilidad de sus agentes 





Para 1950, en sentencia de la Corte Suprema de Justicia62 se indicó, en un caso 
de un accidente ocasionado por un conductor agente estatal en estado de 
embriaguez, que tanto el Estado como el agente que le representaba eran 
responsables solidariamente por el perjuicio causado a la víctima. Al respecto 
señaló: 
 
Esta conclusión no se modifica porque- como aquí sucede- Con la culpa del servicio 
concurre una falta personal del agente, cuál era la de conducir su vehículo en estado 
de embriaguez; demuestra apenas que en razón de aquella ocurrencia de 
culpabilidad, los dos – agente y administración- son responsables solidariamente, 
ante el perjudicado, cada uno por su propia culpa, y que la segunda goza de derecho 
de repetir contra el primero por el valor de la correspondiente indemnización. 
 
Se encuentran así mismo, otros pronunciamientos, en los que en su momento se 
hizo referencia a la responsabilidad patrimonial de los funcionarios públicos en el 
ejercicio de sus funciones. Por ejemplo en sentencia de la Corte Suprema de 
Justicia del 30 de junio de 1962, al tipificar la responsabilidad por falla del servicio, 
de la siguiente manera: “si el daño se produce por el hecho de un determinado 
agente, en ejercicio de sus funciones o con ocasión de las mismas, la 
administración y el agente responden solidariamente al damnificado con ocasión 
del reembolso a favor de aquella”.63 
 
Aplicando también los principios franceses; la Corte Suprema de Justicia en 1962, 
respecto de la falla del servicio señaló: (…) f) los actos u omisiones dañosos del 
agente, por fuera de los servicios públicos, generan una responsabilidad exclusiva 
del mismo.64 
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Más tarde, el Consejo de Estado en 1974 aceptó que se puede presentar la 
responsabilidad conjunta entre administración y agente, señalando que el 
perjudicado podía demandar discrecionalmente a uno u otro, pero que si la 
administración pagaba en primera instancia, esta debía repetir contra el 
funcionario por lo que le correspondiera65.  
 
Al respecto señaló: 
 
Una responsabilidad conjunta, vale decir, responsabilidad de la administración y 
responsabilidad del agente de esta. En tales circunstancias, el actor podía demandar 
a aquella o a su agente. Optó por demandar a la administración, la cual, se dice 
nuevamente, es responsable por una falla del servicio, lo cual no quiere decir que 




Como se indicó, de las tesis jurisprudenciales y doctrinarias se pasó a la 
consagración expresa de esa responsabilidad en normas legales positivas tales 
como el art. 40 del Código de Procedimiento Civil, hoy subrogado por la ley 270 de 
1996, que trataba de la responsabilidad de jueces y magistrados; el art. 51 de la 
ley 80 de 1993, en materia de responsabilidad contractual; los arts. 77 y 78 del 
decreto 01 de 1984 (C.C.A), que consagran la acción de repetición en materia 
contencioso administrativa; la ley 270 de 1996 que regula la responsabilidad de los 
funcionaros y empleados judiciales ya reseñados. 
 
Desde el punto de vista jurisprudencial, el principal debate y duda, entre otros 
puntos, se generó en cuanto a la existencia de solidaridad entre la entidad 
condenada y el funcionario que da lugar a la condena y respecto de la 
competencia para conocer de la acción de repetición, el tipo de proceso, el trámite 
y el término de caducidad, así como en lo relativo a los efectos que tendría un 
acuerdo conciliatorio relativo a la controversia principal sobre la pretensión de 
repetición; en su ejercicio jurisprudencial el Consejo de Estado debió definir 
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algunos vacíos normativos que en este punto presentaba el Código Contencioso 
Administrativo, y que al respecto se explica: 
 
1. Prueba requerida para proceder al llamamiento en garantía: la solicitud de 
la vinculación a proceso debe estar precedida por un serio análisis de los 
hechos de la demanda. En el sentido de que el solo documento contentivo 
de la demanda es prueba sumaria para realizar el llamamiento en 
garantía.67 
 
2. Solidaridad entre la entidad demandada y el funcionario llamado en 
garantía: se descarta por completo el tema de solidaridad, aclarando que la 
Entidad estatal debe pagar a la víctima toda la indemnización y 
posteriormente, repetirá contra el funcionario y así lo debe señalar el juez 
en la respectiva sentencia.68 
 
3. Competencia, tipo de proceso y caducidad: No existía norma expresa que 
designara en la jurisdicción contenciosa administrativa quién fuera el juez 
competente para conocer la acción, por lo cual se consideraba competente 
a la Sala Plena de lo contencioso Administrativo del Consejo de Estado. En 
auto del 08 de abril de 1994,69 dejo en claro que el conocimiento de la 
acción de repetición correspondía a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, dicha acción debía tramitarse por el procedimiento señalado 
para la acción de reparación directa, es decir el procedimiento ordinario, y 
que la competencia correspondía a los tribunales administrativos en 
primera o única instancia, estableciendo de caducidad de la acción era de 
dos años, propio de la acción de reparación directa.  
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4. Efectos del acuerdo conciliatorio demandante y demandado, en relación 
con la pretensión de repetición: 
 
Mediante auto 06 de octubre de 1994, se aclaró que cuando el particular demandante y la 
entidad demandada llegaran a un acuerdo conciliatorio que pusiera fin al proceso, éste 
podía continuar entre la entidad demandada (como actora de su pretensión de repetición) 
y el llamado en garantía (como parte demandada en relación con la pretensión de 
repetición, para que en la sentencia se resolviera si la conducta de este último estuvo 




Así mismo, y ante la inexistencia de norma expresa que consagrara algunas 
particularidades relacionadas con el uso de la acción de repetición, el Consejo de 
Estado en algunos de sus pronunciamientos arrojó herramientas que fueron 
prácticas, mientras se llevaba a cabo la expedición de la norma.  
 
Para efectos de legitimar la repetición contra el agente estatal causante de un 
daño a particulares, la jurisprudencia del Consejo de Estado consideró que era 
viable su vinculación mediante el llamamiento en garantía al señalar: 
 
Tanta negligencia- en el sub lite- lleva al sustanciador a disponer que el municipio, 
en los términos del artículo 90 de la Constitución Nacional, accione contra el 





En relación con la competencia para conocer de una acción de repetición ejercida 
por la Procuraduría General de la Nación por el reembolso de lo pagado como 
consecuencia de una indemnización pagada por la ciudad de Bogotá, éste se la 
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asignó al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, indicando además, que para 
el efecto no había lugar al agotamiento de la vía gubernativa.72 
 
A fin de determinar la clase de acción, el Consejo de Estado señaló que como lo 
pretendido era el reembolso de lo pagado como consecuencia de un 
reconocimiento indemnizatorio previamente decretado por la jurisdicción, dicha 
reclamación debía ceñirse por el trámite de la acción de Reparación Directa, por 
ser esta acción una prolongación de la reclamación. 
 
Ahora, si la víctima conciliaba con el Estado, ésta solo producía efectos de cosa 
juzgada frente a ellos y respecto del funcionario que produjo el daño debía 
establecerse si la conducta se generó a título de dolo o culpa grave, siendo 
completamente independiente la valoración efectuada en la audiencia de 
conciliación.73 
 
Respecto de la responsabilidad solidaria, que pueda existir entre el funcionario 
público y la administración frente al particular, determinó el Consejo de Estado, 
que no se puede considerar la existencia de dicha solidaridad ya que en el fondo 
el funcionario es la misma administración siendo la entidad y éste una sola 
persona.74 
 
En otros de sus pronunciamientos, el Consejo de Estado al referirse al 
Desistimiento de llamar en garantía respecto al Ministerio Público, estableció que 
no es a éste a quien le compete determinar si continúa o no con el llamamiento en 
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garantía sino a la entidad pública, ya que la última debe valorar dicha situación a 
través de la pruebas que sean objeto de valoración.75 
 
Una posición que fue de gran importancia para determinar o gravar la conducta del 
funcionario que generó la condena y sobre la cual sería valorada en el trámite de 
una acción de repetición, corresponde al concepto emitido en el año de 1996, y en 
virtud del cual, a los servidores públicos con ocasión de la gestión fiscal serían 
valorados no por culpa leve, sino por las normas aplicables al caso y señaladas en 
el Código Civil; al respecto señaló: 
 
Los servidores públicos a quienes compete atender el ejercicio de funciones fiscales 
son responsables hasta de la culpa leve. Como la gestión fiscal implica la de la 
administración y custodia de bienes del Estado por servidor público o persona 
privada, las reglas que sobre responsabilidad les son aplicables son las pertinentes 
consagradas en el Código Civil reiterándose que tal responsabilidad se extiende 
hasta la culpa leve. En materia de contratación estatal, el artículo 26 numeral 4 de la 
ley 80 de 1993, prevé que las actuaciones de los servidores públicos están presididas 
por las reglas sobre administración de bienes ajenos, es decir, por las consagradas 
en los artículo 63, 104, y 2155 del Código Civil, que establecen la responsabilidad 
hasta de la culpa leve. 
 
En Sentencia C-430 de 2000 al declararse la constitucionalidad del artículo 12 de 
la ley 678 de 2001, al referirse a los presupuestos para la procedencia de la acción 
de repetición, y especialmente a la presentación conjunta de la demanda se indicó 
que ésta no contraviene disposición alguna de la constitución. Al respecto señaló: 
 
Solo después de que se declare la responsabilidad y se condene a la entidad pública, 
es cuando ésta puede repetir contra el funcionario. De manera que con la demanda 
simultánea de la entidad y del agente no se vulnera la norma constitucional, sino que 
se atiende a la economía procesal, porque en un mismo proceso se deduce la 
responsabilidad que a cada uno de ellos corresponde. La norma debe interpretarse 
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en el sentido de que únicamente puede perseguirse al funcionario por la vía de la 
acción de repetición, sólo después de que se haya resuelto mediante sentencia la 
condena el Estado por el daño antijurídico por el cual debe responder. La demanda 
que pueda incoar el perjudicado contra la entidad responsable o contra su agente, de 
manera conjunta o independientemente, no contraviene el artículo 90 de la 
Constitución, porque la norma acusada no autoriza que se pueda perseguir 
exclusivamente al funcionario, sin reclamar la indemnización del Estado. 
 
Como era previsible, el anterior desarrollo jurisprudencial, quedó consignado en lo 
que fue el articulado de la ley 678 de 2001, garantizando con ello un respeto al 
debido proceso y una coherencia normativa y jurisprudencial frente al tema, lo que 
se ratificaría en las sentencias de constitucionalidad de la norma que serán objeto 
de posterior análisis. 
 
3.2. TRANSITO EN COLOMBIA PARA LA EXPEDICIÓN DE LA LEY 678 
DE 2001 
 
Esta ley luego de los debates surtidos ante el congreso de la república, y su 
respectiva sanción, fue publicada en el Diario Oficial No. 44509 del 3 de agosto de 
2001; de acuerdo al artículo 31 de la misma, relativa a la vigencia, se dispone que 
“La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las normas 
que le sean contrarias”. 
 
Previa a su publicación, la ley 678 de 2001, surtió el proyecto, fue debatidos en 
comisión primera, cuarta y plenaria, consolidándose una norma de rango 





3.3. PRINCIPALES REFLEXIONES JURISPRUDENCIALES A PARTIR DE 
SU ENTRADA EN VIGENCIA 
 
Realizar una análisis profundo de la acción de repetición y del llamamiento en 
garantía, requiere ante todo un minucioso estudio tanto del aporte doctrinal como 
del realizado por la jurisprudencia en ésta materia. 
 
En ésta oportunidad se precisará algunos aspectos conceptuales de importancia 
que han sido tratados por la jurisprudencia a fin brindar a los interesados en éste 
ejercicio algunos referentes que servirán tanto para la interposición como el 
trámite de futuros procesos de responsabilidad de agentes; así mismo se tendrán 
en cuenta algunas opiniones doctrinales que desde la expedición de la ley 678 de 
2001, han realizado los conocedores de la materia. 
 
Expedida la ley 678 del 3 de agosto de 2001, como único marco regulatorio de la 
acción de repetición y el llamamiento en garantía en Colombia, con efectos 
resarcitorios hacia el patrimonio estatal, implicó un proceso de implementación 
bajo la interpretación tanto doctrinaria como jurisprudencial, que ha enriquecido el 
tránsito de la norma durante el periodo 2001 y hasta el 2010. 
 
3.1.1 La acción de repetición su propósito, finalidad, generalidades, 
elementos, evolución y consagración legal. Son varios los 
pronunciamientos en los cuales el Consejo de Estado ha precisado 
varios aspectos especiales de la acción de repetición; desde su 
definición entre otros elementos ésta Corporación en la mayor parte de 
sus sentencias ha efectuado un gran esfuerzo por conformar 
definiciones claras de esta clase de acción; a continuación se expondrán 
algunos conceptos que se han considerado importantes para el trámite 
de la presente acción. 
75 
 
Ley 678 de 2001 reguló tanto los aspectos sustanciales como los procesales de la 
acción de repetición y el llamamiento en garantía, fijando, bajo la égida de los 
primeros, generalidades como el objeto, noción, finalidades, deber de ejercicio, y 
especificidades, como las definiciones de dolo y culpa grave con las que se califica 
la conducta del agente y el establecimiento de presunciones legales en las que 
estaría incurso el funcionario, con obvias incidencias en materia de la carga 
probatoria dentro del proceso; y con el cobijo de los segundos, asuntos relativos a 
la jurisdicción y competencia, legitimación, desistimiento, procedimiento, 
caducidad, oportunidad de la conciliación judicial o extrajudicial, cuantificación de 
la condena y determinación de su ejecución; así como lo atinente al llamamiento 
en garantía con fines de repetición y las medidas cautelares en el proceso; parael 
efecto se hará una pequeña síntesis de las posiciones jurisprudenciales que frente 
a éstos elementos ha tenido en cuenta el Consejo de Estado76. 
 
3.3.1.1.Evolución Normativa Son varias las sentencias del Consejo de Estado que han 
hecho relación a la evolución normativa de la acción de repetición que ha sido precisada 
en el capítulo I de esta obra, entre ellas encontramos, las sentencias proferidas en los 
expedientes 2697777 de 2005, 26227 de 200878, 16338 de 200879, 30696 de 200880, 
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17482 de 200881;las cuales coinciden en indicar, que antes de la expedición de la 
Constitución Política de 1991, existían normas que consagraban la acción de repetición, 
como fueron, el Decreto-ley 150 de 1976 que ya hacía referencia a la responsabilidad 
patrimonial de los agentes públicos, relacionada con la actividad contractual de la 
Administración. Dicho decreto, daba cuenta como se indicó de la acción de 
responsabilidad patrimonial contra los agentes públicos, bajo el título de “responsabilidad 
civil”, en los artículos 194 y ss., pero circunscrita únicamente al desarrollo de la actividad 
contractual de la administración. Posteriormente, se expidió el Decreto - ley 222 de 1983, 
estatuto de contratación de la administración, en cuyos artículos 290 y ss., subrogó la 
anterior normativa, aunque reguló esta acción de responsabilidad patrimonial con 
similares alcances y también sólo en materia de actividad contractual del Estado. 
 
Los fallos precisan, que en los artículos 7782 y 78 del Código Contencioso 
Administrativo (Decreto - ley 01 de 1984) se consagró como vía judicial la 
posibilidad de que la entidad pública condenada en un proceso de responsabilidad 
tanto contractual como extracontractual (actos, hechos o contratos), pudiera 
repetir contra el funcionario que con su conducta dolosa o gravemente culposa 
hubiera ocasionado la condena y además se dispuso que en el evento de la 
declaratoria de responsabilidad, la sentencia siempre dispondría que los perjuicios 
sean pagados por la entidad, rompiendo con el concepto de la responsabilidad 
solidaria de la normativa anterior, en virtud de la interpretación normativa que 
efectuara la sección Tercera del Consejo de Estado en el año 1993 por Daniel 
Suarez Hernández, expediente 7818. 
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81
 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Consejera ponente: Ruth S. Correa Palacio, Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil 
seis (2006), Radicación número: 52001-23-31-000-1998-00150-01(17482), Actor: Nación - 
Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional, Demandado: Manuel Jesús Guerrero 
Pasichana, Referencia: Acción de Reparación Directa. - Repetición.  
82
 Este artículo señaló que “Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la Nación y a las 
entidades territoriales o descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones públicas, los 
funcionarios serán responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de 





Así mismo, con fundamento en el artículo 217 del Código Contencioso 
Administrativo y en desarrollo del principio de economía procesal, se permitió que 
dentro del proceso de responsabilidad contra el Estado pudiera vincularse 
mediante la figura del llamamiento en garantía al funcionario que, con su conducta 
dolosa o gravemente culposa, había comprometido la responsabilidad de la 
entidad pública.  
 
La Ley 80 de 1993 por su parte, se ocupó igualmente en el artículo 54 de esta 
figura al facultar a la entidad, al Ministerio Público, a cualquier persona, o al juez a 
invocar dicha acción; de la misma forma, la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la 
Administración de Justicia, estableció en el artículo 71 la responsabilidad de los 
funcionarios y empleados judiciales, yel artículo 31 de la Ley 446 de 1998, que 
adicionó el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, retomó la 
jurisprudencia de la Corporación en relación con el carácter de acción de 
reparación directa de aquella impetrada por la administración en contra del agente 
que ha causado el daño con su actuación dolosa o gravemente culposa (Auto de 8 
de abril de 1994, Rad. AR-001), para determinar que las entidades públicas 
debían promover la acción de reparación directa cuando resultaban condenadas o 
hubieran conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o 
dolo de un servidor o exservidor público que no estuvo vinculado al proceso 
respectivo, o cuando resultaban perjudicadas por la actuación de un particular o 
de otra entidad pública. 
 
En consecuencia, las vías judiciales que fueron perfilándose en el orden legal para 
la repetición ordenada en el inciso segundo del artículo 90 de la Constitución 
Política son la acción de repetición y el llamamiento en garantía, ésta última regida 
por las normas del Código de Procedimiento Civil, tal y como lo señaló en su 
momento la jurisprudencia de esta Corporación 1993 y 1996 
78 
 
expediente11208Consejo de estado sala de lo contencioso administrativo sección 
tercera. 
 
Este recuento histórico, ha sido retomado en fallos del año 2008, 83este último, 
especialmente generado con ocasión de una declaratoria de insubsistencia de un 
funcionario del distrito capital, que indujo al proceso de repetición, en éste se 
reiteró, que en el año 1976, los artículos 194 y ss. del decreto-ley 15084, regulaban 
lo concerniente a la responsabilidad civil de los “empleados públicos y 
trabajadores oficiales” en ejercicio de la actividad contractual de las entidades 
públicas, relacionándolo de igual forma con la responsabilidad en el desarrollo de 
la actividad contractual, del decreto-ley 222 de 1983 -derogado expresamente por 
la Ley 80 de 1993-, -.Se indició, que en condiciones similares a la regulación 
dispuesta por el decreto 150 de 1976-, que los empleados oficiales, e incluso 
quienes ya no contaban con tal calidad, respondían por los perjuicios que 
causaron a las entidades públicas, a los contratistas o a terceros, por la 
celebración de contratos sin plena observancia de los requisitos y exigencias 
legales. Recordó, que esta normativa, estableció, además, en el artículo 296 la 
procedencia de la acción de repetición, a efectos de que la entidad que hubiere 
pagado alguna suma de dinero imputable al agente o ex-agente, repitiera en su 
contra por dicho concepto. 
 
Otros pronunciamientos, no acercaron a la expedición del decreto 01 de 1984 -
Código Contencioso Administrativo; hasta señalarlos que en ordenamientos 
especiales, tales como la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, Ley 270 
de 1996, en su artículo 71 se ha establecido como mecanismo de defensa del 
Estado, dándose actualmente su desarrollo se en la Ley 678 de agosto 3 de 2001. 
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3.3.1.2. Concepto. El C.E, ha señalado en varias de sus sentencias algunas 
construcciones conceptuales a partir de la ley 678 de 2001,el artículo 78 del Código 
Contencioso Administrativo y la sentencia C-430 de 2000; se ha indicado por ejemplo a 
partir del año 2005, 85, que la acción de repetición es un mecanismo judicial que la 
Constitución y la ley otorgan al Estado, y que tiene como propósito el reintegro de los 
dineros que, por los daños antijurídicos causados, como consecuencia de una conducta 
dolosa o gravemente culposa de un servidor o ex servidor público, e incluso del particular 
investido de una función pública, hayan salido del patrimonio estatal, para el 
reconocimiento de la respectiva indemnización. Por lo que la suscribe con una finalidad 
dirigida a la protección del patrimonio estatal, necesaria para la realización efectiva de los 
fines y propósitos del Estado Social de Derecho. 
 
En un asunto relacionado con un accidente de tránsito en el cual un conductor de 
un camión con soldados que atropello a ciudadanos que salían de una vereda en 
el Municipio de Orito (Putumayo) el Consejo de Estado,86Indicó que la acción de 
repetición es una acción de responsabilidad patrimonial como concepto más 
aterrizado, que le permite recuperar u obtener ante la jurisdicción el reembolso o 
reintegro de lo pagado por las entidades públicas en virtud del reconocimiento 
indemnizatorio impuesto judicialmente al Estado en una condena, conciliación u 
otra forma de terminación de un conflicto, como consecuencia de la acción u 
omisión gravemente culposa o dolosa de un servidor o ex servidor público suyo o 
de un particular investido de una función pública. 
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Este concepto de acción de responsabilidad patrimonial deviene según lo 
expresado, en que el inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, 
consagró la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, y en su 
inciso segundo reguló la responsabilidad de los agentes del Estado que con su 
comportamiento doloso o con culpa grave ocasionaran el daño por el cual aquél 
estaba en el deber de reparar, pero a la vez, la obligación de repetir por las 
referidas circunstancias frente a éste.  
 
En virtud de esta clase de acción la responsabilidad de ésta se estructura en la 
acción u omisión a título de dolo o culpa grave que le es imputable al agente 
público en nexo con el servicio, o sea en ejercicio o con ocasión de sus funciones, 
y de la cual se desprende una relación obligacional entre el Estado (acreedor) y su 
agente (deudor). 
 
En el año 2008, en un concepto más apegado a la norma especial, el consejo de 
estado, reitera dicha ley como una acción de carácter patrimonial que deberá 
ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de 
su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado lugar al reconocimiento 
indemnizatorio por parte del Estado, proveniente eso sí de una condena, 
conciliación u otra forma de terminación de un conflicto.87 
 
En conclusión no existe una construcción conceptual propia del Consejo de estado 
de la acción de repetición, estas definiciones no han sido alejadas de la plasmada 
en la elaboración normativa de la misma. 
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3.3.1.3 Fundamento En éste orden de ideas, el fundamento de la acción de 
repetición, que ha dado el C.E. se erige,88como el mecanismo procesal especial 
con que cuenta el Estado para proteger el patrimonio público, pues, sustentado en 
la responsabilidad patrimonial de los servidores y ex-servidores públicos, tiene el 
derecho-deber de acudir ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para que 
se declare responsable al sujeto, que con su actuar doloso o gravemente culposo, 
ha causado un daño antijurídico por el cual -el Estado- ha respondido. 
 
Es decir se plantea con dos elementos esenciales cuales son el derecho de 
acceder a la recuperación y protección del patrimonio estatal, como el deber de 
defenderlo y de garantizar una moralidad pública en el ejercicio de las funciones 
estatales. 
 
3.3.1.4 El objeto Es por lo anterior, que el objeto89 de la acción de repetición se lo 
encamina el C.E. a la protección directa del patrimonio y de la moralidad pública y, 
además, a la estimulación del correcto ejercicio de la función pública. 
 
3.3.1.5 Naturaleza jurídica Es por lo anterior, que tal y como lo exteriorizó el 
C.E.90al referirse a su naturaleza jurídica, la Ley 678 de 2001 calificó la acción de 
repetición como una acción de carácter civil -art. 2-, lo cual implica que su 
fundamento y propósito se circunscriben a un ámbito netamente patrimonial y en 
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este sentido, el objeto directo de la acción consiste en reembolsar el dinero 
pagado por el Estado, a título de indemnización a favor de la víctima del daño 
antijurídico, causado por el actuar doloso o gravemente culposo de sus agentes. 
 
En este entendimiento, la acción de repetición es una especie de la clásica acción 
de reparación directa, pues pretende resarcir el daño producido al erario. 
 
Así mismo, es importante la diferenciación en la participación procesal de la 
entidad estatal en ambas acciones, pues frente a la acción de reparación directa -
art. 86 CCA supra-, el ente público actúa, generalmente, como parte demandada, 
mientras que en ejercicio de la acción de repetición, la entidad es quien acude 
ante la jurisdicción en calidad de demandante. 
 
Como acción autónoma otro de los rasgos propios de su naturaleza jurídica, se 
debe tener en cuenta que su ejercicio -por parte de las entidades públicas- no se 
fundamenta en la figura jurídica de la subrogación, como se ha señalado, debido a 
que el Estado no requiere para su interposición sustituir a la víctima indemnizada, 
pues ejercita un derecho primigenio, otorgado directamente por la Constitución.  
 
Esta autonomía que se predica de la acción de repetición debe entenderse 
conforme a lo dispuesto en el artículo 90 Constitucional, norma que creó un 
mecanismo procesal netamente independiente, esto en razón a que no existe otra 
clase de acción que la reemplace en sus cometidos. Pero, así mismo, debe 
considerarse que su procedencia requiere la condena judicial previa en contra de 
la entidad pública, y la prueba del pago de la indemnización respectiva, 
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estableciéndose -ambos- como requisitos de procedibilidad, que podrán -incluso-
aportarse al proceso en la etapa probatoria, como se verán más adelante. 
 
3.3.1.6 Propósito En el año 2005, en sentencia proferida en asunto en el cual 91, 
la Procuraduría General de la Nación solicitó que se declarara a Gonzalo Díaz 
Pulido responsable su actuación cuando actuando en calidad de conductor 
asignado al Senado de la República, y encontrándose en estado de embriaguez, 
ocasionó accidente automovilístico, en los que resultaron lesionadas 2 personas, 
hechos que dieron lugar a la sentencia condenatoria contra la Nación, proferida 
por el Consejo de Estado; este último señaló que la Acción de repetición, tiene 
como propósito el reintegro de los dineros que, por los daños antijurídicos 
causados, como consecuencia de una conducta dolosa o gravemente culposa de 
un funcionario o ex servidor público, e incluso del particular investido de una 
función pública, hayan salido del patrimonio estatal, para el reconocimiento de una 
indemnización impuesta por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
3.3.1.7La finalidad Lo anterior, entonces, lleva a precisar que la Finalidad de esta clase 
de acción desde el punto de vista de la jurisprudencia deviene de la misma92 expedición 
de la Ley 678 de 3 de agosto de 2001,en virtud de la cual adquirió una doble finalidad: de 
una parte, por su carácter resarcitorio o retributivo, busca la recuperación de los dineros 
pagados por el Estado a la víctima de un daño antijurídico ocasionado por la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente público, y de otra parte, de manera especial, 
persigue prevenir conductas constitutivas de daño antijurídico, por las que a la postre 
deba responder el Estado, con lo cual se erige como una herramienta para conseguir la 
moralidad y la eficiencia de la función pública, como garantía de los asociados ante el 
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eventual ejercicio desviado y abusivo de las personas que investidas de autoridad o 
función pública, utilicen indebidamente el poder en nombre de aquél.  
 
Es así como esta acción se constituye en un mecanismo judicial constitucional y 
de desarrollo legal, con pretensión civil (resarcitoria), cimentada en la 
responsabilidad subjetiva del agente público que se deduce exclusivamente a 
título de dolo o culpa grave, de manera autónoma e independiente a las demás 
responsabilidades en que puede incurrir (disciplinaria, fiscal, penal). 
 
3.3.1.8 Presupuestos, requisitos y elementos de la acción Son varios los 
pronunciamientos del Consejo Estado que han hecho referencia a los 
presupuestos, requisitos y elementos de la acción de repetición llamados así en 
unos y otros casos. 
 
En sentencia del año 2006, señaló la Corporación93, que para que la entidad 
pública pueda ejercitar la acción de repetición se requiere:94 a) Que una entidad 
pública haya sido condenada por la jurisdicción contencioso administrativa a 
reparar los daños antijurídicos causados a un particular, o resulte vinculada a la 
indemnización del daño en virtud de una conciliación u otra forma legal alternativa 
de terminación o solución pacífica de un conflicto; b) Que la entidad haya 
pagado a la víctima del daño la suma determinada en la sentencia condenatoria o 
en la conciliación; y c) Que la condena o la conciliación se hayan producido a 
causa de la conducta dolosa o gravemente culposa de un funcionario o ex 
funcionario o de un particular que ejerza funciones públicas. 
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De estos elementos preciso por ejemplo el Consejo de Estado, que en relación 
con la condena,95 ésta ha de ser impuesta por la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, por un Tribunal de Arbitramento o por la Justicia Ordinaria. Así 
mismo, en relación con los acuerdos conciliatorio judiciales o extrajudiciales, la 
Ley 288 de 1.996 prevé una conciliación especial para el pago de indemnización 
de perjuicios causados por violación de derechos humanos que hubiere sido 
declarada por el Comité de Derechos Humanos del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos o por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. Las indemnizaciones que se paguen de conformidad con lo previsto en 
dicha ley, darán lugar al ejercicio de la acción de repetición. 
 
Respecto de las formas alternativas de solución de conflictos, precisó que en los 
casos donde no existe condena judicial previa, sino que el pago que realiza el 
Estado obedece a una conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que, pese al texto literal del inciso 
segundo del artículo 90 superior, tales supuestos se ajustan plenamente a la 
Carta: 
 
En cuanto al primer cargo, atinente a la supuesta exigencia constitucional de una 
condena como “conditio sine qua non” para el ejercicio de la acción de repetición, 
encuentra la Corte que no le asiste razón al accionante, por cuanto la disposición 
contenida en el artículo 90 de la Constitución establece, a cargo del Estado, dos 
obligaciones perfectamente diferenciadas, a saber: En primer lugar, la obligación de 
responder patrimonialmente en relación con el daño antijurídico que le sea imputable, 
cuando concurra un nexo causal entre dicho daño y la acción o la omisión de alguna 
autoridad pública. En segundo lugar, el deber de repetir contra el agente generador 
del daño, en todos aquellos eventos en los cuales llegue a imponerse una condena 
como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del respectivo 
agente, sin que el establecimiento de tal deber de repetir quede circunscrito en 
manera alguna, única y exclusivamente a los eventos en que exista una sentencia 
condenatoria. 
 
La responsabilidad del agente generador del daño tiene su fundamento en el precepto 
contenido en el artículo 6º. Constitucional, bien como consecuencia de la infracción 
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de la Constitución o de las leyes o, específicamente, por la omisión o extralimitación 
que en el ejercicio de sus funciones, así como en el artículo 124 de la Constitución 
que alude igualmente, en forma expresa a la responsabilidad de los servidores 
públicos y asigna al legislador la función de determinarla y de establecer los 
mecanismos para hacerla efectiva. Como lo que se pretende a través del ejercicio de 
la acción de repetición es la recuperación, por parte del Estado, del monto de la 
indemnización que ha tenido que reconocer y pagar en razón del daño antijurídico 
derivado del comportamiento doloso o gravemente culposo de alguno de sus agentes, 
ningún sentido tendría el circunscribir la posibilidad de repetir contra tal agente a los 
eventos de existencia de una condena, cuando en el ordenamiento jurídico existen 
otros mecanismos a través de los cuales se puede establecer, en forma igualmente 
fehaciente y sin menoscabo alguno de las garantías fundamentales, la cabal 
existencia del daño antijurídico, e inclusive la concurrencia de un comportamiento 
doloso o gravemente culposo del agente generador del mismo. 
 
En asunto suscitado el96día 4 de marzo de 1995, relacionado con una atención 
medica de un paciente internado con dolores de parto, y que generó la 
responsabilidad de la respectiva institución médica y del galeno tratante, se indicó 
retomando alguna disposición consagrada en otro fallo administrativo, que: 
 
La acción de repetición busca responsabilizar patrimonialmente frente al Estado, al 
funcionario que en ejercicio de sus funciones actúa con dolo o culpa grave causando 
un daño antijurídico por el cual debe responder el Estado, ya sea como consecuencia 
de una condena de carácter judicial, o como producto del acuerdo al cual llega con la 
víctima, para evitar un proceso o terminarlo anticipadamente. En ambos casos el 
patrimonio del Estado se disminuye y es precisamente la disminución del patrimonio 
estatal como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del 




Sobre la existencia de una condena en contra de la entidad estatal98,se indicó que 
ésta se erige como presupuesto necesario para la procedencia y prosperidad de la 
acción de repetición, se debe tener en cuenta que dicha condena se constata con 
la expedición de una sentencia judicial, pero, además, el requisito se cumple con 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Consejera ponente: Ruth S. Correa Palacio, Bogotá, D.C., seis (6) de marzo de dos mil ocho 
(2008), Radicación número: 44001-23-31-000-1997-00866-01(16411), Actor: Robinson Quintero 
Peñaranda Y OTROS, Demandado: Hospital Nuestra Señora de los Remedios. 
97COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Auto de 22 de octubre de 1997, Exp. 13977, C.P.: Daniel Suárez Hernández. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Enrique Gil Boter, Bogotá D.C., trece (13) de noviembre de dos mil ocho 
(2008, Radicación número: 25000-23-26-000-1998-01148-01(16335, Actor: Bogotá Distrito Capital, 
Demandado: Andrés Pastrana Arango Y Rubén Darío Lizarralde 
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la existencia de un acuerdo conciliatorio, sea judicial o extrajudicial, o con el 
resultado -en todo caso desfavorable para la entidad- originado en cualquier otro 
mecanismo de terminación de conflictos. 
 
Respecto del actuar doloso o gravemente culposo del agente estatal, está 
relacionado directamente con la responsabilidad del agente estatal, esto es, con el 
resultado de un juicio subjetivo sobre su conducta -positiva o negativa-, como 
fuente del daño antijurídico por el cual resultó condenado el Estado. Bajo este 
entendimiento, prescribe la norma Constitucional que la prosperidad de la acción 
de repetición se fundamenta en el actuar doloso o gravemente culposo del agente 
estatal, por tanto, si en el resultado del juicio subjetivo de responsabilidad no se 
determina que la conducta se realizó bajo estos criterios, el Estado no tiene 
derecho a la reparación de su patrimonio. En éste sentido se indicó que la Ley 678 
de 2001 significó un avance importante en cuanto a la definición y aplicación de 
los conceptos jurídicos de dolo y culpa grave en la acción de repetición, pues, 
además de construir un concepto -normativo-, señaló algunas circunstancias en 
las cuales se presume que la conducta ejercida por el agente estatal es dolosa o 
gravemente culposa. Estableciendo unas presunciones legales sobre el dolo y la 
culpa grave, consagradas en los articulo 5 y 6 de la ley 678 de 2001, que al ser 
consideradas presunciones admiten prueba en contrario.  
 
Considerando que la regulación anterior tiene vigencia a partir de la expedición de 
la Ley 678-, la jurisprudencia ha estructurado los conceptos de dolo y culpa grave 
a partir del artículo 63 del Código Civil, el cual señala respecto a la segunda -culpa 
grave-, que se constata cuando los negocios ajenos no son manejados, siquiera, 
con aquella diligencia que una persona negligente o de poca prudencia suele 
emplear en los suyos, esto es, aquel descuido o desidia inconcebible, que sin 
implicar intención alguna de inferir un daño, lo produce. 
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En cuanto al dolo, prescribe que se constituye cuando la persona ejerce su 
actuación u omisión, con el ánimo consciente de inferir daño a otro o a sus bienes. 
El Consejo de Estado ha calificado estos conceptos en los siguientes 
términos:“Teniendo en cuenta las anteriores manifestaciones, se concluye que, en 
aras de establecer la responsabilidad personal de los agentes o ex agentes 
estatales, el análisis de sus actuaciones dolosas o gravemente culposas comporta 
necesariamente el estudio de las funciones a su cargo y si respecto de ellas se 
presentó un incumplimiento grave; igualmente, se requiere establecer si dicho 
incumplimiento fue debido a una actuación consciente y voluntaria del agente, es 
decir, con conocimiento de la irregularidad de su comportamiento y con la 
intención de producir las consecuencias nocivas -actuación dolosa-, o si al actuar, 
pudo prever la irregularidad en la que incurriría y el daño que podría ocasionar, y 
aun así no lo hizo, o confió en poder evitarlo -actuación culposa. 
 
Sobre el pago de la condena, finalmente, la entidad demandante deberá acreditar 
el pago total de la misma -a favor de la víctima del daño antijurídico que le ha sido 
imputado-, pues sólo de esta forma el Estado sufre el detrimento patrimonial que 
fundamenta las pretensiones restitutorias en contra del agente. 
 
Estos mismos elementos fueron precisados con ocasión de una demanda de 
repetición iniciada en contra de la administración municipal de Pasto cuando 
ejerció como alcalde el SeñorAntonio Navarro Wolff, y que generó el despido de 
algunos funcionarios de la entidad denominada INVAP en ésta oportunidad se 
indicó que:99 
Debe tenerse en cuenta la calidad del agente y de su conducta determinante de la 
                                            
99 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa, Sección 
Tercera, Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., trece (13) de mayo de dos 
mil nueve (2009), Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00006-01(25694), Actor: Instituto de 
Valorización Municipal de Pasto, Demandado: Antonio Navarro Wolff y Andreas QuastHaerberlin. 
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condena, para ello, la actuación u omisión de los agentes del Estado es materia de 
prueba, con el fin de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex 
funcionario del demandado y de su participación en la expedición del acto o en la 
acción u omisión dañina, determinante de la responsabilidad del Estado. Así 
mismo, que la entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar 
una suma de dinero derivada la condena impuesta en su contra, en sentencia 
debidamente ejecutoriada.100 
 
En éste sentido la entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo de la suma 
dineraria que le fue impuesta por condena judicial o en la conciliación, a través de 
prueba que generalmente101 es documental, constituida por el acto en el cual se 
reconoce y ordena el pago a favor del beneficiario y/o su apoderado y por el recibo 
de pago o consignación y/o paz y salvo que deben estar suscritos por el 
beneficiario. Ese pago, en los términos del artículo 1.626 del Código Civil, es la 
prestación de lo que se debe y debe probarlo quien lo alega, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 1.757 ibídem. Conforme a lo anterior, no basta que la 
entidad pública aporte documentos emanados de sus propias dependencias, si en 
ellos no está la manifestación expresa del acreedor o beneficiario del pago sobre 
su recibo a entera satisfacción, requisito indispensable que brinda certeza sobre el 
cumplimiento de la obligación. 
 
3.1.1. Llamamiento en Garantía. Establece el artículo 19 de la ley 678 de 
2001, que dentro de los procesos de responsabilidad en contra del 
Estado relativos a controversias contractuales, reparación directa y 
                                            
100La Ley 678 de 2001 agregó que la obligación de pago también puede surgir de una conciliación 
aprobada legalmente. 
101El artículo 232 del Código de Procedimiento Civil dispone que en los eventos en que se trate de 
probar el pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito será apreciado como 
un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las circunstancias 
especiales en que tuvo lugar el mismo, haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad 
de las partes justifiquen tal omisión, situación que no es común debido a la prudencia y diligencia 
de todas las personas que acostumbran utilizar en sus relaciones jurídicas. 
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nulidad y restablecimiento del derecho, la entidad pública directamente 
perjudicada o el Ministerio Público, podrán solicitar el llamamiento en 
garantía del agente frente al que aparezca prueba sumaria de su 
responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave, para que en el 
mismo proceso se decida la responsabilidad dela administración y del 
funcionario llamado. 
 
Al respecto el Consejo de Estado, en jurisprudencia que se cita precisa algunas de 
sus características, requisitos y elementos esenciales como se describe a 
continuación. 
 
 3.3.2.1. Requisitos para su procedencia - Prueba sumaria.102Al respecto el 
Consejo de Estado, en ésta oportunidad, preciso la finalidad y los requisitos del 
llamamiento en garantía, indicando que dicha figura tiene ocurrencia cuando entre 
la parte o persona citada y la que hace el llamado existe una relación de garantía 
de orden real o personal, con el fin de que aquella pueda ser vinculada a las 
resultas del proceso y, en particular, para que sea obligada a resarcir un perjuicio 
o a efectuar un pago que sea impuesto en la sentencia que decida el respectivo 
proceso, por lo que la procedencia del llamamiento en garantía está supeditada a 
la existencia de un derecho legal o contractual que ampara a la persona frente al 
tercero a quien solicita sea vinculado al proceso, en orden a que en la misma litis 
principal se defina la relación que tienen aquellos dos. 
 
En cuanto tiene que ver con los requisitos que debe reunir el escrito de llamamiento en 
garantía, en principio son los establecidos en el artículo 55 del Código de Procedimiento 
Civil, ya precisados, indicando especialmente, que la exigencia de que en el escrito de 
llamamiento se expongan los hechos en que se apoya la citación del tercero y los 
                                            
102COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Germán Rodríguez Villamizar, Bogotá D.C., diecisiete (17) de julio de dos mil 
tres (2003), Actor: Jorge Luis Pabón Apicella, Radicación número: 08001-23-31-000-1998-01381-
01(22990), Demandado: La Nación-Rama Judicial, Referencia: Apelación Auto. 
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fundamentos de derecho que sustenten la actuación, lo que tiene un doble propósito:1) 
Por una parte, establecer los extremos y elementos de la relación procesal que se solicita 
sea definida por el juez; y 2)por otra, ofrecer un fundamento fáctico y jurídico mínimo del 
derecho legal o contractual en que se apoya el llamamiento en garantía que se formula, 
en orden a que el uso de ese instrumento procesal sea serio, razonado y responsable, y, 
al propio tiempo, se garantice el derecho de defensa de la persona que sea citada en tal 
condición al proceso. 
 
Señaló que los anteriores requisitos son perfectamente compatibles y complementarios de 
las disposiciones de la ley 678 de 2001 que reglamentan el llamamiento en garantía de 
los agentes del Estado, toda vez que dicha ley no dispone nada al respecto, salvo lo 
relativo a la exigencia de una prueba sumaria del dolo o culpa grave de la responsabilidad 
que se predique la persona llamada en garantía. 
 
3.3.2.2. Llamamiento en Garantía Vínculo legal o contractual103. En pronunciamiento 
proferido en el año 2004, en demanda instaurada con el Municipio de Santiago de Cali, 
con motivo de la muerte de un menor, el Consejo de Estado al analizar el rechazo de un 
llamamiento en garantía que fuera sustentado en la teoría de que no se puede llamar en 
garantía al agente si dentro de la contestación de la demanda propuso excepciones de 
culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o fuerza mayor, lo cual 
había sucedió con la entidad demandada, la Corporación llevó a cabo el análisis de la 
institución procesal del llamamiento en garantía, desde el ámbito de aplicación del 
procedimiento civil y contencioso administrativo, y posteriormente desde el punto de vista 
de aplicación de la Ley 678 de 2001. 
 
Respecto del procedimiento civil, señaló que el Código Contencioso 
Administrativo, hace una remisión normativa a dicho procedimiento en todo 
aquello en lo que no le sea atinente; que en virtud del artículo 57 el llamamiento en 
garantía supone la existencia de un vínculo contractual o legal entre alguna de las 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D.C., cinco (5) de marzo de dos mil cuatro 
(2004), Radicación número: 76001-23-31-000-2002-03767-01(25528)DM, Actor: José Gregorio 
Díaz López y otros, Demandado: Municipio de Santiago de Cali. Referencia. Apelación Auto. 
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partes del proceso, y un tercero cuya intervención es solicitada en virtud de la 
obligación, contractual o legal, de responder por la condena impuesta a alguna de 
las partes. 
 
Respecto del análisis de la Ley 678 de 2001 estableció que dichas disposiciones 
crearon una institución independiente dl regular llamamiento en garantía aplicado 
por la jurisdicción contenciosa administrativa, correspondiente a lo dispuesto por el 
Código de Procedimiento Civil en razón de la remisión dispuesta por el Código 
Contencioso Administrativo; y la especialidad de la figura radica ,en: a) en el sujeto 
susceptible de ser llamado en garantía, pues el mismo es calificado, al exigirse 
que sea un agente o ex agente del Estado, a diferencia del procedimiento civil, 
donde la intervención del sujeto llamado en garantía no se establece con relación 
a su calidad, sino al vínculo existente entre éste y una de las partes del proceso. 
b) el llamamiento en garantía con fines de repetición, hace alusión directa a los 
hechos y derechos debatidos en un proceso de responsabilidad en contra del 
Estado, por lo que se aleja de lo dispuesto para el llamamiento en garantía 
previsto en el Procedimiento Civil, donde, como requisito de procedibilidad, 
prevalece la relación entre alguna de las partes y el tercero interviniente.  
 
Es por lo anterior que la procedencia de la solicitud de llamar en garantía en el 
caso en concreto, fue analizada conforme a lo dispuesto por el Código de 
Procedimiento Civil en sus artículos 55 a 57; y no como vinculada en el criterio 
señalado en la ley 678 de 2001, como si se tratara de un servidor o ex servidor 
público, y atendiendo a dicho criterio, como para la fecha de la ocurrencia de los 
hechos el llamado (la aseguradora) avalaba los riesgos como el derivado del caso 
señalado, el Consejo de Estado procedió a revocar la decisión de denegó el 
llamamiento en garantía. 
 
Lo anterior indica entonces, que la legitimación de llevar a cabo el llamamiento en 
garantía, permite hacerlo en virtud de la relación legal y reglamentaria con que se 
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le vincula a un servidor público, y en virtud de la relación que pueda generar la 
obligación, contractual o legal, de responder por la condena impuesta a alguna de 
las partes, sin que necesariamente se trata de un servidor o ex servidor público. 
 
3.3.2.3. Requisitos Formales.104En otro asunto relacionado con la vinculación 
aseguradoras a un proceso de reparación Directa, el Tribunal, negó los 
llamamientos en garantía al considerar que al demandado no le asiste el derecho 
a llamar a ninguna de las entidades señaladas, por cuanto si bien se aportó la 
póliza de seguro ésta sólo ampara las pérdidas, daños y gastos provenientes de 
actos realizados por los empleados de la entidad; no ampara ningún hecho de los 
relacionados en la demanda y que se imputaron al demandado. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado al resolver el respectivo recurso indicó que el C.C.A, 
remite al C.PC., en lo concerniente a esta clase de figuras. Señalo que en lo que atañe 
con los requisitos formales estos corresponden a los siguientes: nombre del llamado o del 
representante, si aquel no puede comparecer al proceso; domicilio, residencia o 
habitación del citado, o la manifestación de que ello se ignora, la cual se entiende 
prestada bajo juramento, con la sola presentación del escrito: hechos y fundamentos de 
derecho en que se basa la solicitud; y dirección en la que el llamante recibirá las 
notificaciones personales. 
 
Preciso así mismo la Corporación, que en auto proferido el día 25 de julio de 2002, se 
indicó que si para el momento en que se hizo el llamamiento ya había comenzado a regir 
la ley 678 de 2001, mediante la cual se reglamentó la determinación de responsabilidad 
patrimonial de los agentes del Estado o a través del ejercicio de la acción de repetición o 
de llamamiento en garantía con fines de repetición, la misma se aplicaría respecto de los 
agentes públicos o de los particulares investidos de una función pública, pero que 
respecto de los demás terceros en relación con los cuales la entidad demandada tenga 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena 
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derecho legal o contractual a exigir el reembolso del pago, en el evento de ser 
condenada, se aplican las disposiciones del Código de Procedimiento Civil (arts. 55 a 57). 
Siendo estos, los requisitos sustantivos y formales que hacen viable aceptar el 
llamamiento en garantía. 
 
Señaló entonces que respecto de tales entidades aseguradoras sí es procedente el 
llamamiento ya que el derecho contractual que decía el Banco tener con las aseguradoras 
le permitía citarlas a juicio, independiente de la responsabilidad que le asista a las 
mismas, pues tal aspecto sólo es posible definirlo al momento de dictar sentencia. Por 
tanto, no se comparte, la apreciación en virtud de la cual, la póliza que representa el 
derecho legal contractual del llamante no ampara ningún hecho de los relacionados en la 
demanda y que se imputaron contra el Banco de la República, por cuanto como, el 
cubrimiento de la póliza, por el contrario, si se relacionaba con las conductas imputadas al 
llamante. 
 
Recordó así mismo la Corporación, que para efectos de aceptar el llamamiento en 
garantía, el juzgador sólo examina si se reúnen los requisitos de carácter formal que para 
su aceptación establece la ley, por cuanto el examen de la responsabilidad del llamado o 
el alcance del derecho legal del llamante, es un asunto de fondo que se examina y 
resuelve sólo al momento de dictar sentencia. Por lo que se revocó el auto apelado. 
 
3.3.2.4. Intervención de terceros - Requisito de procedencia. Prueba derecho 
legal o contractual105En sentencia del año 2005, con ocasión del adelantamiento 
de un proceso Acción Popular de recuperación vial, y ante el llamamiento en 
garantía efectuado a una firma Sociedad Integral S.A., el cual fue admitido por el 
tribunal competente, oportunidad en la cual el Consejo de Estado decidió denegar 
el llamamiento en garantía de la Sociedad Integral S. A., indicó, que La ley 472 de 
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1998 no contiene disposiciones especiales sobre esa modalidad de intervención 
de terceros en las acciones populares, y, por tanto, debía acudirse al Código de 
Procediendo Civil, al cual remite la ley 472.Para el efecto el 55 y 56 ibídem prevén 
los requisitos y el trámite; que en lo que atañe con los requisitos formales se 
deben indicar los hechos y fundamentos de derecho en que se basa la solicitud. 
 
Sobre la intervención del tercero, por llamamiento en garantía, precisó que se ha 
señalado en relación con el requisito de procedencia y relativo a la existencia de 
un derecho legal o contractual a exigir del tercero el perjuicio que llegare a sufrir 
como resultado del proceso judicial, que él debe desprenderse de los fundamentos 
fácticos y jurídicos de la solicitud; que por esta razón la ley exige que en la petición 
se expongan los hechos en que se basa, porque a través de ellos se pueden 
establecer los extremos y elementos de la relación procesal planteada para ser 
resuelta en un futuro por el juez y además se constituye en garantía del 
fundamento jurídico y fáctico mínimo del derecho legal o contractual esgrimido, 
todo en aras del uso responsable, serio y razonado del llamamiento en garantía106. 
 
3.3.2.5. Llamamiento en garantía con fines de repetición - Titularidad – 
Excepciones en la ley 678 de 2001.107En el año 2005, en asunto relacionado con 
el llamamiento garantía efectuado por la Policía Nacional conforme demanda de 
reparación directa iniciada en su contra, el Consejo de Estado realizó algunas 
precisiones sobre esta figura y al respecto señaló:  
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En ésta oportunidad, el Consejo de Estado, hace algunas precisiones sobre el 
llamamiento en garantía y que se resumen a continuación:  
1- El llamamiento en garantía solo podrá hacerse a quien por disposición legal 
o contractual esté obligado a ayudar al demandado a soportar la carga que 
se le pueda imponer en la sentencia, relación sustancial que frente al 
funcionario o exfuncionario del Estado tiene su origen directamente en el 
inciso 2 del artículo 90 Superior. 
2- En tratándose del llamamiento en garantía del servidor o exservidor que 
causó el hecho generador del daño por el cual se demanda al Estado en 
busca de indemnización, la disposición que permite vincularlo al proceso, la 
ley 678 en el inciso 2 del artículo 2 y en el artículo 19 ídem, normas que con 
fundamento en el inciso 2 del artículo 90 de la Carta Política, parten del 
supuesto de la antijuridicidad de la conducta del llamado en el grado de 
culpa grave o dolo. 
3- El llamamiento en garantía del servidor o exservidor a cuyo cargo estuvo la 
actuación causante del daño que da lugar al adelantamiento de un proceso 
debe cumplir con el requisito de la acusación concreta determinada y 
fundada que la entidad estatal demandada formule contra el llamado, de 
haber actuado con dolo o culpa grave, explicando en el escrito de 
llamamiento cuáles son los motivos que conducen a la creencia seria de 
una actuación con tal grado de antijuridicidad. Por lo que la administración 
no puede limitarse a formular el llamamiento en contra del funcionario o 
exfuncionario, cuando ni siquiera puede acusarlo de haber actuado con 
dolo o culpa grave.  
4- No es procedente en la respuesta a la demanda dar cuenta de la correcta 
actuación del funcionario a cuyo cargo estuvo el hecho generador del daño, 
con la formulación a continuación de llamamiento en garantía del mismo 




5- El llamamiento en garantía no podrá formularse cuando la administración 
haya alegado en su defensa, como exclusiva, la causa extraña como 
generadora del daño. 
3.3.2.6 Llamamiento en garantía – Requisitos- Prueba Sumaria de la relación 
Legal o ContractualEn acción de reparación directa en contra la Nación - Fiscalía 
General de la Nación, se solicitó se le declarara responsable por los perjuicios 
causados con la expedición de una medida cautelar que le prohibió salir del país a 
ciudadano colombiano. La Fiscalía General al contestar la demanda, llamó en 
garantía a la Fiscal 22 de la Unidad de la ley 30 de 1986 funcionario que, en 
ejercicio de sus funciones, expidió las certificaciones que dieron lugar a los hechos 
de la demanda. 
 
En ésta oportunidad, el Consejo de Estado, recordó que El llamamiento en 
garantía procede cuando entre el llamado y llamante existe una relación de 
garantía de orden real o personal, de la que surge la obligación, a cargo de aquél, 
de resarcir un perjuicio o de efectuar un pago que pudiera ser impuesto en la 
sentencia que decida el respectivo proceso108; y que por ello, “la procedencia del 
llamamiento en garantía está supeditada a la existencia de un derecho legal o 
contractual que ampara a la persona frente al tercero a quien solicita sea 
vinculado al proceso, en orden a que en la misma litis principal se defina la 
relación que tienen aquellos dos”. 
 
Por su parte, recordó que los requisitos formales que debe reunir el escrito de 
llamamiento en garantía son los establecidos en el Código de Procedimiento Civil. 
 
Acto seguido, procedió a indicar que la tesis hasta el momento vigente, relativa a 
la necesidad de acompañar o no prueba siquiera sumaria de la relación legal o 
                                            
108COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Auto 15871 de 1999. 
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contractual, de conformidad con los postulados del artículo 54 del C.P.C., se 
encuentra expuesta con claridad en auto del 27 de agosto de 1993 (exp. No. 8680) 
de esta misma Sala, evento en el que se consideró que la prueba sumaria no era 
exigencia legal para efectuar el llamamiento en garantía y, además, que con la 
sola demanda podía entenderse cumplido ese requisito. La cual siendo precisada 
en auto del 9 de julio de 1998, proferido por la sección tercera del Consejo de 
estado en expediente 14480 y en sentencia del 28 de enero de 1994, estableció 
que al efectuarse el llamamiento en garantía, el Estado tiene la carga de indicar en 
el documento respectivo los hechos, situaciones o informaciones que indiquen un 
eventual comportamiento doloso o gravemente culposo del correspondiente 
funcionario. 
 
De otra parte, señaló que el art. 19 de la ley 678 de 2001 exige, para efectuar el 
llamamiento en garantía de los agentes del Estado, “que aparezca prueba sumaria 
de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave”. Pero que en el 
año 2002 en expediente 22179 la sección Tercera del Consejo de Estado preciso 
que esta exigencia resultaba excesiva frente al llamamiento en garantía que puede 
formular el Estado a sus agentes, por cuanto, su derecho a realizarlo no necesita 
ser acreditado mediante prueba, toda vez que se trata de un imperativo de rango 
constitucional y que el llamamiento en garantía no que no es más que una 
demanda con una pretensión in eventum contra el llamado, esto es, que sólo debe 
examinar el juez siempre y cuando la demanda entablada contra quien formula el 
llamamiento prospere. Lo anterior significa que si se formula un llamamiento y éste 
no prospera, la única sanción que de allí puede derivarse es la condena en costas 
a quien lo hizo, cuando su conducta pueda calificarse de temeraria o torticeratal y 
como se estableció en auto de fecha 18 de febrero de 1999 de la Sección Tercera 
del Consejo de estado. 
 
Ese argumento se reforzaba con el contenido del art. 78 del C.C.A., ya que dicha 
disposición permite que los perjudicados puedan demandar ante la jurisdicción 
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contencioso administrativa al funcionario, a la entidad o a ambos, evento en el cual 
no se le exige al demandante que acompañe la prueba de la culpa grave o el dolo 
de aquél, ya que ese aspecto hace parte del tema del proceso. Norma que fuera 
declarada exequible por la Corte Constitucional. 
No obstante lo anterior, en particular en este fallo, se efectúa una reformulación de 
la tesis traída por el Consejo de Estado respecto del acompañamiento de la 
prueba sumaria de la relación legal o contractual para efectuar el llamamiento la 
cual se fundamentó de la siguiente manera:  
 
Indicó que se ha desatendido el principio de inescindibilidad normativa, como 
quiera que ha manifestado que los preceptos contenidos en el artículo 54 del 
C.P.C., relativos a la denuncia del pleito, se hacen igualmente extensibles al 
instrumento del llamamiento en garantía, más sin embargo, ha excluido el requisito 
de que el llamante deba acompañar prueba, al menos sumaria, de su relación 
jurídica sustancial con el llamado. Señaló que la confusión se ha originado, con 
ocasión de entender que de la simple formulación seria, fundamentada y, 
razonada de los hechos de la demanda, puede desprenderse el fundamento para 
que resulte atendible el llamamiento en garantía.  
 
Indicó que el anterior postulado no se acompasa con los principios modernos que 
propenden por sistemas judiciales más garantistas, dado que la prueba sumaria 
permite establecer al operador judicial, la existencia de una relación jurídica que 
soporta el hecho de que un tercero se vea vinculado formalmente al proceso con 
el propósito de resarcir a una de las partes condenadas en el juicio. Por lo que se 
hace necesario formalizar el llamamiento al acreditar, siquiera sumariamente, el 
contenido y alcance de dicho vínculo sustancial. Y por ello la demanda no 
reemplaza dicha prueba sumaria, ya que los hechos fundados y razonados de la 
demanda o de la contestación sustituyan en sus efectos a aquélla. Así mismo, el 
escrito de llamamiento proviene directamente de una de las partes procesales, 
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motivo por el que no es posible que el juez la reconozca como prueba sumaria, 
por lo que el requisito de la prueba sumaria a que se refiere el artículo 54 ibídem, 
no se satisface con la exposición seria y razonable de los hechos del escrito de 
llamamiento; la posición contraria atenta contra el derecho de contradicción, 
defensa y debido proceso de la persona natural o jurídica llamada. De otro lado el 
artículo 90 constitucional en ningún momento releva de la prueba siquiera sumaria 
para que se legalice dicha vinculación procesal y la ley 678 lo consagra de modo 
tal que resulta ineludible aplicar el precepto. 
 
Por todo lo anterior, se concluye que, para que proceda legalmente el llamamiento 
en garantía se deben cumplir a cabalidad con el conjunto de requisitos formales y 
sustanciales de que tratan los artículos 57, 56, 55 y 54 del C.P.C., y debe 
reiterarse la necesidad de que se acompañe al escrito de llamamiento la prueba 
siquiera sumaria, que sea demostrativa de la existencia del vínculo jurídico 
sustancial que fundamenta la vinculación del tercero pretendida. 
 
3.3.3. Principales Análisis Doctrinales. Aunque no existe un extenso trabajo 
doctrinal respecto de la figura de la acción de repetición, es importante señalar en 
las siguientes líneas, algunas posiciones, criterios y opiniones que enriquecen su 
estudio. 
 
En cuanto a la finalidad de la acción de repetición Juan Ángel Palacio Hincapié 
hace una importante precisión al indicar: 
 
Se dirige a obtener el reembolso por parte de los servidores, ex servidores públicos que con 
su conducta dolosa, es decir, intencionada, o gravemente culposa, en el desempeño de sus 
funciones, dieron lugar a un reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado por haber 
causado un daño, concretado en una condena judicial, una conciliación, o por cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos. Igualmente permite recuperar los mismos 
valores de un particular, como un contratista, o de otra entidad pública, por cuya actuación se 




En cuanto a su concepto, la revista de derecho Público, de la Procuraduría 
General de la nación señala al a acción de repetición, como: 
 
Aquel instrumento para lograr el reembolso de lo pagado por razón de los perjuicios irrogados, 
dotado de ciertas particularidades procesales que la consolidan como un magnífico 
instrumento dirigido a la preservación de los principios de la moralidad, de la eficiencia de la 




En el capítulo siguiente se analizará los esfuerzos y parámetros que se hicieron 
para regular el procedimiento, trámite y competencia entre otros de esta acción, 
tendiente a lograr una indemnización del Estado, a través del tratamiento 
jurisprudencial que se le ha dado durante los últimos 10 años y que servirá de 
referente para las actuaciones de la administración.
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4. REFLEXIONES SOBRE EL AMBITO DE APLICACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO DE LA LEY 678 DE 2001 A PARTIR DEL AÑO 2001 
PARA EL EJERCICIO DE LA ACCION DE REPETICION Y EL 
LLAMAMIENTO EN GARANTIA CON FINES DE REPETICION 
 
 
4.1. TRATAMIENTO JURISPRUDENCIAL EN VIGENCIA DE LA LEY 678 DE 
2001 
Habiéndose llevado a cabo las precisiones conceptuales de la acción de 
repetición, para efectos de determinar el ámbito de aplicación procesal y 
sustancial y funcionamiento de la ley 678 de 2001 a partir del año 2001 hasta el 
2008, se hace necesario, llevar a cabo unas breves reflexiones especialmente 
jurisprudenciales que enriquecen la doctrina y su estudio más allá del contenido 
legal consagrado en dicha disposición que a continuación se describen. 
 
Es a través de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, que se han 
producido, los principales pronunciamientos encaminados a legitimar el uso de la 
acción de repetición y el llamamiento en garantía, como herramienta para lograr 
un resarcimiento al Estado de lo que éste haya cancelado con ocasión de las 
condenas, conciliaciones y otros mecanismos alternativos de solución de 
conflictos generados por las conductas dolosas o culposas de sus agentes. 
 
Por ello la reflexión que a continuación se realiza, pretende aterrizar en cada una 
de las soluciones jurisprudenciales brindadas en vigencia de aplicación de la ley 
678 de 2001, de asuntos tanto procesales como sustanciales, que consolidados 
son de importancia para el ejercicio de ésta figura, para lo cual se vincularan los 
pronunciamientos por supremo Juez en materia contencioso administrativa, como 





El estudio, hace un esfuerzo por rescatar los principales aspectos sustancias y 
procesales que sirven de herramientas para el ejercicio de dos figuras jurídicas 
con las cuales se pretende resarcir el patrimonio estatal. 
 
4.1.1. En cuanto al procedimiento. Al respecto se destacan los siguientes 
pronunciamientos, discriminados por los temas tratados por la respectiva 
corporación 
 
4.1.1.1. No opera la perención en materia de acción de repetición La 
Perención es una figura jurídica, en virtud de la cual según lo establecido en el 
artículo 148 del Código Contencioso Administrativo, opera cuando por causa 
distinta al decreto de suspensión del proceso y por falta de impulso cuando éste 
corresponda al demandante, permanezca en la secretaría durante la primera o 
única instancia por seis meses o más. 
 
El inciso 4 del artículo 148 del Código Contencioso Administrativo establece que en los 
procesos de simple nulidad no habrá lugar a la perención. Tampoco en los que sean 
demandantes la nación, o una entidad territorial o una descentralizada. 
 
El día 2 de marzo de 1999El Ministerio de Defensa - Policía Nacional en demanda 
instaurada, en ejercicio de la acción de repetición ante el Tribunal Administrativo de 
Antioquia contra los señores William Gómez, José Humberto Espejo Bahos, Armando 
Arturo Ahumada Colona y Rafael Barrios Sánchez, al solicitar la declaratoria de 
responsabilidad, por los perjuicios que sufrió la Nación como consecuencia de la condena 
que se le impuso por la muerte de dos ciudadanos; se decretó la respectiva perención del 
proceso. 
 
El caso se presenta, cuando en trámite de la respectiva acción, el juez de primera 
instancia, concedió un término de 5 días para que la entidad demandante, aportará el 
poder conferido, la copia de la constancia de pago de indemnización a las víctimas y el 
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último domicilio o residencia de los demandados. Cuando el expediente fue trasladado al 
tribunal de Cundinamarca, éste decreto la perención del proceso al encontrarse que se 
habían transcurrido más de seis (6) meses sin haberse cancelado las expensas 
necesarias para las notificaciones inaplicándose el inciso 4 del artículo 148 del Código 
Contencioso administrativo, al considerar que esa norma desconocía el principio 
constitucional de igualdad y que la Nación, como parte demandante, no había cumplido 
con las cargas legales.  
 
Dicha decisión fue apelada, y al respecto el Consejo de Estado110 planteo el siguiente 
cuestionamiento ¿La inaplicación de la norma sobre la improcedibilidad de perención sobre 
ese tipo de personas jurídicas públicas, quebranta el derecho a la igualdad? 
 
Al respecto, luego de hacer un análisis de la excepción de inconstitucionalidad 
aplicada por el juez, manifestó que en todo caso no debe hacer una ponderación 
entre lo que es la igualdad material y la igualdad formal; entendiéndose que en 
algunos casos siempre que no se superaran criterios de proporcionalidad podía 
existir algún grado de desigualdad frente a determinadas situaciones, existiendo 
una justificación razonable. Por lo tanto, como los supuestos del derecho a la 
igualdad no se cumplen para efecto de la procedibilidad de la sanción de la 
perención entre personas no públicas estatales y las públicas estatales anotadas, 
era claro que la inaplicación, con fundamento en el derecho a la igualdad no era 
sólida.  
 
Señaló, que la improcedibilidad de la perención frente a la Nación, a las entidades 
descentralizadas por territorios y por servicios es criterio diferenciador, en relación 
con la procedibilidad de la perención de las personas no públicas estatales; 
máxime cuando se trata de una acción de repetición Estatal – diferente a la mera 
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subrogación civil , pues choca con “el deber jurídico” para el Estado de repetir 
contra los agentes, que por culpa grave o dolo, lo han hecho responsable 
patrimonialmente frente a las víctimas; ello no tiene duda, pues el artículo 90 
constitucional es imperativo.  
 
Sostuvo adicionalmente, que el ejercicio de toda acción judicial por el Estado 
siempre es pública, sí está se dirige a proteger el interés de todos y con éste, si es 
posible por la naturaleza de la acción, el patrimonio público; por lo tanto su objeto 
siempre será público. En ésta medida, la acción judicial Estatal y sus efectos no 
puede declinar después de su ejercicio y aceptación por el juez, por la inacción de 
quien lo representa, pues tal situación conduce al terreno de lo disciplinario o de 
otro campo jurídico; de ahí que la improcedibilidad de la perención en tratándose 
de la Nación y de las entidades territoriales y descentralizadas está edificada en 
principios inmanentes en la Constitución y de indudable naturaleza pública; por lo 
tanto esa disposición legislativa es medida de previsión útil, legítima y necesaria 
para satisfacer el interés general. Con ocasión de lo anterior, se revoca el auto 
que declaró la perención del proceso, y con ello se concretizó, el que en casos de 
acción de repetición, no operan criterios de perención del proceso cuando las 
causas se generan de parte de la entidad pública. 
 
En desacuerdo con la anterior posición, en el salvamento de voto del, se insistió 
en que las cargas procesales tienden a tornarse iguales en una relación jurídico 
procesal en la cual es parte la Nación; por lo tanto, el juez en un proceso, no 
puede hacer distinciones que atenten contra la igualdad de las partes, pues tal 
distinción puede llegar a ser caprichosa y atentar contra el derecho fundamental a 
la igualdad, derecho que prima en el ordenamiento jurídico en virtud del artículo 5 
de nuestra Carta Magna. Señaló así mismo, que no puede haber una finalidad 
legítima, útil y proporcionada para otorgar un trato diferente, pues al establecerse 
la distinción para decretar la perención se contribuye a alimentar la desidia en las 
defensa de los intereses del Estado, protegiendo una actitud que puede tornarse 
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perezosa e ineficaz, actitud que va en contra de la eficiencia administrativa que 
pregona nuestro ordenamiento y que atentaría contra los principios de igualdad, 
eficacia, economía y celeridad propios de la función administrativa en virtud del 
artículo 209 de la Constitución Política Nacional.  
 
4.1.1.2. Legitimación para ejercer la acción de repetición- ¿Puede el 
particular demandar al funcionario público? La ley 678 de 2001, estableció en 
su artículo 8 que los legitimados para ejercer la acción de repetición son en 
principio la entidad pública responsabilidad radicada en su representante legal, el 
Ministerio Público, y el Ministerio del interior y de justicia. No obstante lo anterior, 
se discutió si la mencionada norma deslegitimó al particular para ejercer la acción 
de repetición contra el funcionario y derogó tácitamente el artículo 78 del Código 
Contencioso Administrativo. 
 
Lo anterior se originó, cuando el señor Carlos Eduardo Acevedo Gómez formuló acción de 
reparación directa en contra del Instituto Departamental de Salud del Caquetá, en un 
asunto relacionado con la vinculación contractual del mismo como apoderado de la 
entidad. Habiendo sido impugnada la decisión, ante el Consejo de Estado por 
improcedencia de la acción escogida; y al continuarse el trámite procesal, fue adicionada 
la demanda con el fin de vincular al proceso contencioso administrativo al representante 
legal de la entidad pública durante el período a que se refieren los hechos de la demanda, 
para que fuera condenado solidariamente con la entidad a reconocerle la indemnización 
que se reclamaba.  
 
En ese momento, se precisó respecto de la posibilidad con que se contaba de demandar 
al funcionario público solidariamente con la entidad y al respecto, la Corporación señaló 
que de conformidad con el artículo 78 del Código Contencioso Administrativo, los 
perjudicados pueden demandar ante la jurisdicción contencioso administrativa al 
funcionario, a la entidad o a ambos, pero en los eventos en que se demanda tanto a la 
entidad como al funcionario no se configura una solidaridad entre estos; con lo cual si 
prosperaba la demanda se condenaría a la entidad al pago de la indemnización y ésta 
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deberá repetir contra el funcionario. Situación ésta que fuera definida por la Corte 




Señaló para el efecto, que la ley 678 de 2001 reglamentó la responsabilidad patrimonial 
de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición ; no obstante, la 
ley permite a la entidad optar por llamarlos en garantía dentro del proceso, en vez de 
esperar a que éste culmine para iniciar la acción de repetición. 
 
En la ley por su parte, indicó el C.E112, destaca lo relacionado con los legitimados 
para ejercer la acción de repetición que, según el artículo 8 de la ley, son, en 
primer lugar, la persona jurídica de derecho público directamente perjudicada con 
el pago de una suma de dinero como consecuencia de una condena, y ante la 
omisión de ésta, el Ministerio Público y el Ministerio de Justicia y del Derecho 
cuando la perjudicada con el pago sea una entidad del orden nacional. Además, 
se señala que “cualquier persona podrá requerir a las entidades legitimadas para 
que instauren la acción de repetición”.  
 
Por lo anterior, se plantearon los siguientes cuestionamientos: 1) la ley 678 de 2001, al 
regular de manera integral la acción de repetición y el llamamiento en garantía de los 
procesos que se adelantan ante esta jurisdicción, derogó tácitamente el artículo 78 del 
Código Contencioso Administrativo y por lo tanto, 2) ¿el perjudicado ya no está legitimado 
para dirigir la acción contra el funcionario o ex servidor público causante del daño? 
 
En éste sentido consideró, que la respuesta a este interrogante debía ser 
negativa, ya que si bien es cierto el artículo 31 de la ley 678 deroga las 
disposiciones que le sean contrarias, el artículo 78 del Código Contencioso 
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Administrativo no resulta incompatible con la ley113, pues dicho artículo, no 
establece un legitimado más para interponer la acción de repetición, sino que 
permite que en un mismo proceso pueda resolverse la responsabilidad tanto de la 
entidad como del funcionario causante del hecho frente al perjudicado.  
 
Es decir, la entidad puede obtener igualmente por esta vía el reembolso de lo 
pagado a la víctima, porque tal como lo ha señalado la jurisprudencia, en el evento 
de ser demandados la entidad y el funcionario, se condenará sólo a aquélla, la 
cual podrá repetir contra éste lo pagado. Se precisó así mismo, que la finalidad de 
la norma no es la de proteger el patrimonio de la entidad sino favorecer a la 
víctima permitiendo obtener en un mismo proceso la reparación integral del daño, 
bien sea del Estado o del funcionario que lo causó. 
 
Señaló así mismo el Consejo de Estado, que en efecto, la opción que tiene el 
perjudicado para dirigir la demanda también contra el funcionario que con su 
conducta dolosa o gravemente culposa comprometió la responsabilidad de la 
entidad, tiene como finalidad dar cumplimiento a los principios de economía 
procesal y el acceso eficaz a la administración de justicia, en tanto que dicha 
opción representa para éste la posibilidad de obtener la reparación del daño 
también en los eventos en los que se considere que el hecho causante del mismo 
obedeció exclusivamente a la culpa personal del funcionario, desligada del servicio 
público. De no ser así, una vez resuelto por esta jurisdicción el proceso de 
reparación en el que se declare esa situación, le correspondería al demandante 
iniciar un nuevo proceso ante la jurisdicción ordinaria, con el consecuente deber 
de acreditar todos los elementos de la responsabilidad; el riesgo de que la acción 
haya caducado o que el juez de la causa tenga un criterio diferente en relación con 
la responsabilidad que le incumbe a ese funcionario; razón por la cual es válido 
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acudir a demandar al servidor público o funcionario directamente por el particular 
afectado siendo este último legitimado para ejercerla. 
 
4.1.1.3. El llamamiento en garantía no debe ser desestimado por fallecimiento del 
llamado. Elemento subjetivo cualificado La ley 678 de 2001, establece que la acción 
de repetición y el llamamiento en garantía procede contra el funcionario o ex funcionario 
que con su actuar doloso o gravemente culposo haya generado un pago con ocasión de 
una condena u otro mecanismo de solución de conflictos. No obstante lo anterior, y pese 
a que estaríamos frente a una acción resarcitoria, la norma no define de manera clara 
¿qué pasaría si el llamado en garantía o demandado en repetición feneciera antes de ser 
proferida la condena a favor del Estado? 
 
Al respecto, el Consejo de Estado en pronunciamiento efectuado en el año 2004
114
precisó 
que el fallecimiento del vinculado al proceso, no generaría la terminación del proceso. 
 
Este pronunciamiento se produjo en un caso en el cual el Municipio de Arauca se vio 
demandado ante el no reconocimiento de obras correspondientes al proyecto Parque 
Institucional Arauca, Etapa I, localizado en el Barrio Los Libertadores de la ciudad de 
Arauca. En ésta oportunidad la entidad llamó en garantía, al señor José Gregorio 
González Cisneros quien se habría desempeñado como Alcalde de la población para la 
fecha de la ocurrencia de los hechos. El vinculado, contesto la demanda, y propuso las 
respectivas excepciones. 
 
Analizada la demanda, El Tribunal del Boyacá, decidió el fondo aceptando algunas de las 
pretensiones, y negando algunas excepciones en lo que concernía a la litis contractual; no 
obstante, en relación con el llamado en garantía, el ex - alcalde del municipio de Arauca, 
José Gregorio González Cisneros, el Tribunal se negó a continuar el trámite, y expuso 
que “se presentó el hecho notorio de su muerte violenta y en razón de estarse ventilando 
una forma de responsabilidad personal consagrada por el art. 90 de la Carta, que no se 
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transmite a sus herederos, la Sala se releva del estudio de dicha responsabilidad en el 
presente asunto”; de lo que en principio propuso una responsabilidad personal no 
heredada. 
 
El contenido formal de la decisión fue demandada, ante la inconformidad de la parte por la 
negativa de algunas de las súplicas de la demanda en lo contractual a través de recurso 
de apelación interpuesto por ambas partes. 
 
Al respeto, él Consejo de Estado, decidió, revocar la sentencia de primera 
instancia para: declarar no probado el hecho jurídico de caducidad; a denegar las 
demás excepciones; a declarar responsable contractualmente al demandado; a 
condenarlo a indemnizar los perjuicios causados con el incumplimiento 
contractual. 
 
Sin embargo es en relación con el llamado en garantía que se hacen las 
siguientes precisiones: Indicó la Corporación, que se demostró que el señor José 
Gregorio González Cisneros, llamado en garantía, murió como consta en el 
registro civil de defunción; pero a diferencia de la argumentación dada por el 
Tribunal, el Consejo de Estado encontró que si bien el llamamiento en garantía es 
intuito persona en cuanto al análisis de la conducta del llamado, dolosa o 
gravemente culposa, y de su relación con las imputaciones de la demanda, 
también lo es que su posible responsabilidad civil no se agota por su fallecimiento. 
 
Esa consideración fue respaldada en el ordenamiento jurídico legal vigente para el 
momento, señalando por ejemplo, que el nuevo Código Penal en su momento 
establecía en el artículo 99, al regular lo concerniente a la acción civil, aspecto 
económico del juicio penal, que la acción civil no se extingue con la muerte del 
procesado; expresó: “La muerte del procesado, el indulto, la amnistía impropia, y, 
en general las causales de extinción de la punibilidad, que no impliquen 
disposición del contenido económico de la obligación, no extingue la acción civil”. 
111 
 
Por todo esto, la Sala estimó que sí hay lugar a pronunciarse sobre la intervención 
del tercero. 
 
Para el efecto, la acción no prospero, ya que no se demostró la culpa grave o dolo 
del llamado en relación con la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento de reajuste, que fue actividad indicada en el contrato, como 
necesaria para el pago de aquel reajuste. Por tanto faltando la existencia del 
elemento subjetivo cualificado, culpa grave o dolo, por parte del tercero citado, no 
hay lugar a ordenar la repetición de y por consiguiente se desestimará la petición 
de llamamiento que formuló el municipio de Arauca. Lo anterior nos lleva a 
concluir, que en virtud de este pronunciamiento, el llamamiento en garantía no 
debe ser desestimado en caso de fallecimiento del presunto responsable, de 
conformidad con las normas civiles procesales. 
 
4.1.1.4. En el llamamiento en garantía no es procedente cuando se alega 
culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o fuerza 
mayor. Rectificación jurisprudencial/ Pero es posible invocar la Concurrencia de 
Culpas.115El 1ºde octubre de 2003, el señor Cesar Augusto Sánchez Gil y otros, 
demandaron al Ministerio de Defensa - Policía Nacional, para que se le declarara 
administrativamente responsable de los perjuicios de orden moral que sufrieron 
con la muerte del menor Gustavo Adolfo Sánchez Henao, ocurrida, como 
consecuencia de accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de Manizales. 
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La Nación Ministro de Defensa - Policía Nacional, pidió que se llamara en garantía 
al S.I. Henry Miller Gil Galvis, conductor de la moto que atropelló al menor. 
 
El Tribunal Contencioso, decidió inadmitir el llamamiento en garantía solicitado por 
la demandada, por considerar que en el escrito de contestación de la demanda se 
propuso la excepción de “culpa exclusiva de la víctima” y según el artículo 19 de la 
ley 678 de 2001, la entidad pública no puede llamar en garantía al agente si dentro 
de la contestación de la demanda propuso excepciones de culpa exclusiva de la 
víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o fuerza mayor. 
 
La parte demandada, impugnó la decisión anterior por considerar que las causas 
que rodearon los hechos permiten inferir que se está frente al fenómeno de la 
concurrencia de culpas, pues es del caso reconocer que tanto el vehículo como el 
uniformado que lo conducía pertenecen a la administración, en desarrollo de una 
actividad peligrosa como es la conducción de vehículos, caso en el cual es difícil 
por parte de la administración, desconocer algún grado de culpa. 
 
Al respecto el Consejo de Estado explicó la figura del llamamiento en garantía a la 
luz del código de procedimiento civil y la consagración legal existente en la ley 678 
de 2001, haciendo claridad sobre la excepción consagrada en el artículo 19 de 
dicha normativa indicando que en auto proferido por la Sección Tercera el 8 de 
agosto de 2002, expediente No. 22.179, se precisó sobre el sinsentido del alcance 
de las excepciones que el llamamiento en garantía de los servidores o 
exservidores del Estado contempla el parágrafo del artículo 19 de la ley 678. 
 
Como consecuencia indicó, que “La contestación de la demanda como la 
demanda son simplemente actos procesales de petición que, como es apenas 
obvio, no basta con formularlos sino que deben estar debidamente probados, es 
decir, que frente a los mismos las partes deben cumplir con la carga de la prueba. 
De ahí que nada se oponga a que se puedan alegar hechos exceptivos 
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encaminados a exonerar de responsabilidad a la entidad pública y que en el 
evento de no acreditarse e imponerse sentencia condenatoria, se pueda examinar 
si se dan o no los presupuestos de la acción de repetición, para declarar el 
derecho de ésta a obtener el reembolso de lo pagado frente al agente estatal, 
cuando este último causó el daño en razón de su dolo o culpa grave. 
 
A esta interpretación se llega a través de la diferenciación efectuada entre la 
acción impetrada por el tercero contra el Estado y de éste último contra el 
funcionario o ex funcionario, concluyéndose que era posible llamar en garantía así 
se hubieran invocado en la contestación de la demanda medios exceptivos 
dirigidos a exonerar la entidad pública tales como culpa exclusiva de la víctima, 
hecho de un tercero, caso fortuito o fuerza mayor, interpretación se venía 
aceptando por parte de esta Corporación. 
 
No obstante en lo anterior, en el año 2003, la Corte Constitucional en sentencia C-
965, al estudiar la constitucionalidad del parágrafo del artículo 19 de la ley 678 de 
2001 en cuanto a las excepciones que consagró para el llamamiento en garantía, 
recabó en la imposibilidad de la administración de llamar en garantía a su 
funcionario o exfuncionario, cuando en la contestación de la demanda el 
demandado propuso excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un 
tercero, caso fortuito o fuerza mayor al respecto indicó, que no resulta tan evidente 
si lo que se presenta es el fenómeno jurídico de la concurrencia de culpas, es 
decir, cuando la lesión no es el resultado de un hecho unívoco y desconocido para 
la administración, sino que, por oposición a ello, se presenta como consecuencia 
de un conjunto de causas autónomas, que han ocurrido en forma sistemática y 
armónica y que son atribuibles a distintos sujetos o fenómenos naturales. 
 
En su momento se explicó, que la concurrencia de culpas tiene lugar en dos 
supuestos: 1. cuando las distintas circunstancias causales influyen en forma 
decisiva en la ocurrencia de la lesión, hasta el punto que sin la presencia de una 
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de ellas no se hubiere dado el resultado; y 2.cuando existiendo un concurso de 
causas, una de ellas alcanza la influencia necesaria y definitiva para la ocurrencia 
del daño, en tanto que la intervención de la otra es en realidad marginal, 
reposando la verdadera causa de la lesión en la primera. 
 
Si bien es cierto indicó la Corte en su momento que en estas hipótesis, en cuanto 
no se está en presencia de una causal eximente de responsabilidad, nada se 
opone para que la administración pueda acudir al llamamiento en garantía contra 
el agente en el porcentaje que considera le es imputable en la ocurrencia del 
daño. 
 
Indica entonces el Consejo de Estado atendiendo la Sentencia de 
Constitucionalidad con efecto erga omnes, que se concluye la existencia de un 
nuevo requisito para la procedencia del llamamiento en garantía del funcionario o 
exfuncionario del Estado, en los términos del parágrafo del artículo 19 de la ley 
678, que lo es la no alegación por el demandado de causal eximente de 
responsabilidad derivada de causa extraña, cuando esta se presenta como única 
causante del daño, porque no se descarta la eventualidad de su concurrencia con 
la actuación dolosa o gravemente culposa del funcionario o ex funcionario de la 
administración, caso en el cual resulta perfectamente viable el llamamiento.  
 
Así, se procede a recoger la posición adoptada en el auto de 8 de agosto de 2002, 
expediente 22.179, ya indicada, y en su lugar, adoptar el criterio señalado por la 
Corte Constitucional en la sentencia de constitucionalidad C- 965 de 2003, que en 
síntesis, considera que la limitación contenida en el parágrafo del artículo 19 de la 
ley 678 de 2001, es apenas lógica, coherente y consecuente con el proceder de la 
administración, “pues en los eventos en que ésta excusa su responsabilidad en la 
culpa exclusiva de la víctima, el hecho de un tercero y la fuerza mayor o el caso 
fortuito, la estrategia de defensa se dirige a demostrar que la responsabilidad total 
del daño que se ha ocasionado es imputable a un sujeto distinto de sus agentes o 
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a un fenómeno extraordinario; de forma tal que de llegarse a demostrar en el 
proceso uno de esos hechos, el Estado no sería condenado y no se vería 
conminado al pago de la indemnización, quedando también liberada la potencial 
responsabilidad del agente.”  
 
Así mismo se aclaró en la misma providencia, que había lugar a la limitación del 
llamamiento en garantía únicamente cuando, como lo señala la norma, la culpa de 
la víctima se propusiera como causal exclusiva de exoneración de 
responsabilidad, por lo que, por obvias razones, cuando dicha culpa se planteara 
como concurrente con la culpa del agente estatal, sí podrá llamarse en garantía a 
éste último; por lo que el llamamiento en garantía no es procedente cuando se 
propone como eximente la causa extraña, siempre que sea “exclusiva”. 
 
En ésta oportunidad, el Consejo de Estado, hizo algunas precisiones sobre el 
llamamiento en garantía y de manera especial indicó: Que no es procedente en la 
respuesta a la demanda dar cuenta de la correcta actuación del funcionario a cuyo 
cargo estuvo el hecho generador del daño, con la formulación a continuación de 
llamamiento en garantía del mismo funcionario al que la administración 
delanteramente ha exonerado de cualquier culpa. Así mismo, que el llamamiento 
en garantía no podrá formularse cuando la administración haya alegado en su 
defensa, como exclusiva, la causa extraña como generadora del daño. 
 
En el caso en concreto la Corporación encontró que el llamamiento en garantía, a 
pesar de que identifica plenamente a las partes e indica el lugar en el que puede 
ser notificado el agente llamado, no precisa los hechos en que fundamenta la 
solicitud en cuanto no imputa acusación alguna de conducta dolosa o gravemente 
culposa contra el agente conductor de la motocicleta, y por tanto no puede ser 
admitido; además de que el demandado en la contestación de la demanda 
propuso la excepción de culpa exclusiva de la víctima, por lo que ateniéndose a lo 
establecido en el parágrafo 1 del artículo 19 de la ley 678 de 2001 y al 
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pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre la constitucionalidad del mismo, 
resultó improcedente el llamamiento en garantía del subintendente Henry Miller Gil 
Galvis. 
 
4.1.1.5. La acción de repetición es Diferente a la Acción Civil. La 
indemnización de perjuicios procede en materia contenciosa, así se haya 
iniciado acción civilEl artículo 2 de la ley 678 de 2001 se indica que la acción de 
repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en 
contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta 
dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte 
del Estado. 
 
Al respecto el Consejo de Estado en pronunciamiento efectuado en el año 2006, 
precisó algunos asuntos de la acción de repetición116, en un litigio originado en 
una postura en la diligencia de remate decretada dentro del proceso ejecutivo 
hipotecario de la Corporación de Ahorro y Vivienda - Davivienda - contra Jorge 
Alberto Nomesqui Quevedo en el juzgado Veinte Civil del Circuito de Bogotá, se 
consignó a órdenes del juzgado el porcentaje legal del 20% del avalúo del 
inmueble objeto de remate, el impuesto y el saldo del inmueble, siéndole 
debidamente adjudicado. El juez improbó el remate yordenó devolver los títulos 
consignados, el secretario del Juzgado procedió a entregar los títulos judiciales a 
persona diferente de la postulante.Esta presentó demanda, en ejercicio de la 
acción de reparación directa contra la Nación, Ministerio de Justicia, para que se 
declarara administrativamente responsable a la entidad demandada por los 
hechos relatados. 
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Una vez admitida la demanda, se llamó en garantía al Juez y director del proceso 
y al Secretario del Juzgado. La petición fue aceptada por el Tribunal, 
condenándose a la Nación, Ministerio de Justicia, a la indemnización de perjuicios 
y declarando la responsabilidad personal del llamado en garantía, que se 
desempeñaba como secretario del Juzgado al considerar que el funcionario 
incurrió en culpa grave al entregar los títulos de depósito judicial a una persona 
distinta de su titular. Se indicó que, en consideración al carácter resarcitorio de la 
repetición y en atención “al valor hurtado, a las circunstancias en que ello ocurrió y 
a la condición e empleado público, que hoy se encuentra en su cargo recibiendo 
suficiente salario” impuso al secretario del juzgado, llamado en garantía, condena 
al pago de la totalidad dispuesta contra el Estado. 
 
En el momento de la contestación de la demanda, el Secretario del Juzgado, 
había propuesto como excepciones las siguientes: 1) Que se ejercitó la misma 
acción ante dos jurisdicciones para obtener indemnizaciones de las dos, pues la 
demandante se constituyó en parte civil dentro de un proceso penal adelantado en 
su contra ante la Fiscalía y2) la violación del debido proceso, porque está 
configurada la nulidad prevista en el numeral 6 del artículo 140 del Código de 
Procedimiento Civil, pues no era procedente admitir el llamamiento en garantía, ya 
que la contestación de la demanda se realizó después de vencerse el término de 
fijación en lista.  
 
En trámite de apelación, el Ministerio de Justicia impugnó la sentencia a fin de que 
se resolviera un conflicto de competencia. 
 
Por su parte, el llamado en garantía, Secretario del Despacho, solicitó la 
revocatoria de la sentencia apelada y en su defecto negar su responsabilidad 
personal, como secretario de dicha dependencia, con fundamento en que no se 
probó que el daño fuese imputable a su proceder gravemente culposo o doloso. 
Indicó así mismo, como sustento de su recurso, que La Fiscalía General de la 
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Nación, declaró precluída la investigación seguida en su contra porque su 
conducta no es delictiva, no teniéndose en cuenta dicha decisión, que hizo tránsito 
a cosa juzgada 
 
La Procuradora Sexta Delegada en lo Contencioso ante el Consejo de Estado, 
solicitó revocar el fallo impugnado con fundamento en que la demandante se 
constituyó en parte civil dentro del proceso penal, que si bien precluyó a favor del 
secretario del juzgado, continuó con la persona que retiró los títulos, de manera 
que continuó como tal porque no ha desistido de la misma. Para el efecto, cito el 
artículo 57 del Código de Procedimiento Penal, que señala que „La acción civil no 
podrá iniciarse ni proseguirse cuando se haya declarado, por providencia en firme, 
que el hecho causante del perjuicio no se realizó o que el sindicado no lo cometió, 
o que obró en estricto cumplimiento de un deber legal o en legítima defensa.‟ 
Señaló así mismo que debía recordarse, que la acción fue precluída por no 
demostrarse la responsabilidad del implicado. 
 
Al desatar los respectivos recursos, el Consejo de Estado, precisó el conflicto de 
competencias, invocado por el Ministerio público. Posteriormente, entro a resolver 
las respectivas excepciones propuestas por el llamado en garantía y al respecto 
señalo lo siguiente:  
 
En relación con la excepción de cosa juzgada con fundamento en que había sido 
juzgado y absuelto por los mismos hechos materia de análisis del proceso en la 
justicia penal precisó el Consejo de Estado, que como los juicios relativos a la 
responsabilidad penal se rigen por normas, principios y objetivos diferentes a los 
de la responsabilidad patrimonial de Estado, los fallos proferidos por el juez penal 
no sustituyen las decisiones del juez administrativo, pues éste juzga - no la 
responsabilidad del sujeto involucrado en el hecho - sino la institucional del 
demandado por la ocurrencia del daño producido. Indico además, que para el caso 
en comento, no hay identidad de sujetos pues si bien es cierto que la señora 
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demandante se hizo parte civil en el proceso penal, ello comportó una litis entre 
ella y los sindicados de los ilícitos penales, en tanto que en el presente asunto 
están como partes la señora frente a la Nación Colombiana, por virtud de la acción 
de reparación directa y la Nación frente a sus agentes, por el llamamiento en 
garantía; de allí que la circunstancia de que se hubiera extinguido la acción penal 
seguida en contra del señor Luis Eduardo Castillo no impide el análisis y la 
definición de la responsabilidad de la Nación demandada frente a la señora Gil 
Arboleda, ni la responsabilidad personal del citado agente frente a la Nación. 
 
De allí que la circunstancia de que se hubiera extinguido la acción penal seguida 
en contra del señor Secretario no impide el análisis y la definición de la 
responsabilidad de la Nación demandada frente a la afectada, ni la 
responsabilidad personal del citado agente frente a la Nación, ya que esta última 
se edifica en fundamentos y títulos que difieren sustancialmente de aquellos y, en 
muchos eventos, no responden a criterios de mera causalidad física o material. 
 
Precisó así mismo la Sala que la acción de repetición seguida por la Nación contra 
su funcionario, mediante el llamamiento en garantía, es distinta de la civil a que 
refiere dicha norma, pues esta es la acción con la que cuenta la víctima frente al 
sindicado para que se reparen los perjuicios derivados del ilícito, en tanto que la 
de repetición es la tiene el Estado contra su agente en los términos previstos en el 
inciso 2, artículo 90 de la Constitución, concebida para que se le reparen los 
daños que le son causados con el comportamiento dolosa o gravemente culposo 
de su funcionario.  
 
Se diferenciaron las acciones de la siguiente manera: A) en la primera se invoca 
un daño a derechos subjetivos particulares, en tanto que en la segunda un daño al 
patrimonio público; B)en la primera el daño se produce con una conducta 
penalmente punible del agente, en la segunda, la responsabilidad personal se 
120 
 
configura por el actuar doloso o gravemente culposo del servidor público que 
determinó una condena de responsabilidad en contra del Estado. 
 
Respecto del agotamiento de la acción contencioso administrativa por constituirse 
en parte civil dentro del proceso penal; el Consejo de Estado preciso, que dentro 
de los efectos que produce la constitución de parte civil en el proceso penal no se 
encuentra la extinción de la acción de reparación directa cuando no se han 
reparado integralmente los daños derivados del ilícito. Así mismo, que cuando los 
perjudicados no han obtenido la reparación de los daños, bien pueden solicitarlo 
ante el juez contencioso administrativo, como sucede también cuando la 
reparación de los mismos no ha sido plena, para el efecto se citó sentencia del25 
de octubre de 2001, reiterada en la proferida el 6 de julio de 2005117 donde se 
indicó, que existían 3 posiciones frente al tema y que en virtud de ellas, la posición 
de la Corporación determinantes es que quien se ha constituido en parte civil 
dentro de un proceso penal, igualmente puede demandar ante la jurisdicción 
contenciosa administrativa, con el fin de perseguir la plena indemnización de los 
daños y perjuicios ocasionados a la víctima, cuando quiera que hubiese sido 
afectada a la vez por culpa grave o dolo del agente y falla del servicio. En todo 
caso la entidad demandada se verá obligada a pagar la totalidad de la 
indemnización impuesta por el juez administrativo, en una conciliación o en 
cualquier otra providencia, salvo que la entidad pruebe en el proceso o al 
momento de cubrir el monto de la condena, que el funcionario citado en el proceso 
penal, pagó totalmente el monto de los daños tasados por el juez penal, ahora si 
prueba que el funcionario pagó parcialmente, a la entidad le asiste el derecho de 
descontar la suma cubierta por aquél.118. 
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Así las cosas, la acción ejercitada por una entidad pública, frente a un funcionario 
del estado mediante el llamamiento en garantía, no se extingue por la 
circunstancia de que hubiera precluído la investigación penal seguida en su 
contra, toda vez que el artículo 57 del Código de Procedimiento Penal vigente en 
su momento ,excluye la acción civil y no la de repetición que está prevista a favor 
del Estado, en los términos del inciso segundo del artículo 90 de la Constitución; 
así mismo, el análisis que haga la Fiscalía general de la nación en un proceso 
penal, no constituye cosa juzgada ni obliga al juez contencioso administrativo, 
porque los presupuestos, normas y principios que rigen la responsabilidad penal 
son totalmente diferentes a los que gobiernan la responsabilidad personal del 
agente frente al Estado, condenado por su comportamiento doloso o gravemente 
culposo. 
  
4.1.1.6. Cuando se Produce el Llamamiento en garantía se permite la 
condena al llamado en el mismo proceso no es necesario acudir nuevamente 
al proceso de repetición ¿Cómo se produce el reembolso de la 
Indemnización? Como usualmente sucede en algunas entidades, se tiene que 
una vez cancelado el valor de la condena, las entidades públicas acuden a iniciar 
la acción de repetición en contra del posible responsable de la actuación dolosa o 
gravemente culposa que generó la condena. 
 
Sin embargo, y como será corroborado en la presente investigación, son muy 
pocas las entidades que acuden dentro del mismo proceso contencioso 
administrativo, a llevar a cabo el llamamiento en garantía, como herramienta 
procesal que evita un desgaste judicial adicional una vez culminado el proceso y 
cancelado el valor de la Sentencia. Como mecanismo jurídico el Llamamiento en 
Garantía, acude al principio de economía (art.3 C.C.A) y en virtud de tal garantiza 
que en una sola actuación procesal se profiera la condena contra la entidad estatal 




Este criterio, fue precisado por el Consejo de Estado, en el año 2006,119 cuando 
en un litigio puesto en su conocimiento, un agente del Departamento 
Administrativo de Seguridad DAS-, conduciendo a alta velocidad y 
desobedeciendo una señal de pare y las luces de prevención de un semáforo, en 
una camioneta estrelló violentamente el taxi de la señora IDELMA ROSA 
MESTRE, averiándolo seriamente, y produciendo el deceso de otras dos 
personas.  
 
La afectada y otros en ejercicio de la acción de reparación directa contra La 
Nación Departamento Administrativo de Seguridad “DAS”, por los daños 
ocasionados adelantaron 2 procesos que finalmente fueron acumulados como 
consecuencia del accidente de tránsito. 
 
En su contestación de la demanda el DAS argumentó que hubo culpa personal del 
agente, desligada totalmente del servicio, y por ende, de responsabilidad 
únicamente del implicado y no del Estado. Para el efecto, procedió a llamar en 
garantía al servidor público que se vio involucrado en el accidente de tránsito 
objeto de análisis. 
 
Al momento de desatarse la Sentencia de primera instancia, el Tribunal 
Administrativo del Cesar resolvió en el primer proceso, al acceder parcialmente a 
las pretensiones de la demandante al considerar que la causa del accidente era 
clara y atribuible a la Administración, pues el funcionario que conducía la 
camioneta del DAS no observó las señales de tránsito las cuales se encontraban 
en prevención. 
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En un segundo caso, se negaron las súplicas de la demanda, con el argumento de 
que en el proceso no había certeza para determinar la causa de la colisión de los 
vehículos, y a cuál de los conductores era atribuida ésta, para poder establecer la 
responsabilidad por la muerte de uno de los implicados y que por tanto no se 
estructuraba la falla del servicio, pues no se probó que uno de los vehículos 
accidentados fuera de la Nación Departamento Administrativo de Seguridad DAS. 
 
 
En trámite de apelación, en lo que se refiere al llamado en garantía, la parte 
demandada (DAS) consideró que el a quo debió resolver, no sólo sobre la relación 
demandante demandado, sino la existente entre el DAS y el llamado, por cuanto 
éste último fue notificado y participó en el debate procesal, es decir, que no era 
necesario acudir a la acción de repetición para que el llamado fuera condenado a 
cancelar con su patrimonio el daño que generó, porque ya fue parte en el proceso. 
Es por lo anterior, que el Consejo de Estado, procedió revocar y modificar las 
sentencias de primera instancia, bajo los siguientes argumentos: 
 
Preciso la Corporación que de acuerdo al acervo probatorio, por los anteriores 
hechos se adelantó investigación penal en contra del señor Pedro Eugenio 
Montoya Jiménez, por los punibles de homicidio culposo y lesiones culposas, y se 
llegó a la conclusión de que la colisión de los automotores se produjo por la acción 
imprudente del sindicado, al violar el deber de cuidado al no hacer el pare como lo 
indicaba la señal de tránsito y por exceso de velocidad. Que de acuerdo con lo 
mencionado y las pruebas que se allegaron al plenario, no cabía la menor duda, 
que el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, en ejercicio de una 
actividad peligrosa como es la conducción de vehículos, incurrió en irregularidades 
violatorias de las normas de tránsito, conducta constitutiva de falla del servicio. 
 
Por lo que la Corporación, considero acertada la responsabilidad del llamado en 
garantía en el sentido de establecer que en el plenario se encontraba plenamente 
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demostrado que el accidente se debió a la conducta gravemente culposa del 
agente del DAS tal y como se había estableció tanto en la investigación 
disciplinaria como en la investigación penal. 
 
No obstante lo anterior, y en lo que interesa, se critica a la sala ya que la sentencia 
de primera instancia no resolvió condenar al llamado en garantía, pero sí ordenó 
que la Nación en cabeza del Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” 
repitiera contra su agente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 90 de la Constitución Política-, considerando para el efecto que el fallo 
debió, al encontrar acreditada la responsabilidad del Agente Estatal, condenarlo al 
reembolso de la indemnización que debía pagar la entidad, pues su vinculación a 
través del llamamiento en garantía le permitió realizar dicho pronunciamiento, y no 
someter nuevamente a la Administración Pública a iniciar un nuevo proceso en 
ejercicio de la acción de repetición, para lograr la condena del llamado; máxime si 
éste último fue notificado y participó en el debate procesal, es decir, que no era 
necesario acudir a la acción de repetición para que el llamado fuera condenado a 
cancelar con su patrimonio el daño que generó, porque ya fue parte en el proceso. 
 
4.1.1.7.La Responsabilidad de la Persona Llamada en Garantía o a quien se 
le inicia una acción de repetición es Diferente de la Responsabilidad 
Patrimonial del Estado y a la Responsabilidad Personal de los Agentes 
Públicos ¿Cuál es la diferencia entre la responsabilidad del Estado y la 
responsabilidad del Llamado en Garantía?, es igual a la responsabilidad personal 
de los agentes públicos? Aunque pareciera que estos tipos de responsabilidad 
están encaminadas a lograr la indemnización de un perjuicio económico, debe 
decirse que no es igual la responsabilidad declarada en contra del Estado y la que 




Al respecto, y en relación con los dos primeros tipos de responsabilidad, el 
Consejo de Estado, realizó algunas precisiones en un litigio120desatado en trámite 
de una acción popular, con ocasión de un proyecto desarrollado por El Instituto 
Nacional de Vías, el Municipio de Medellín, el Departamento de Antioquia y el 
Área Metropolitana de Medellín que generó daños a inmuebles de los 
demandantes. 
 
En ésta oportunidad, notificado el auto admisorio de la demanda, el Departamento 
de Antioquia y el INVÍAS llamaron en garantía a la Sociedad Integral S.A.,l 
lamamiento que fue resuelto a favor por el juez de primera instancia. 
 
El Consejo de Estado decide denegar el llamamiento en garantía de la Sociedad 
Integral S. A. que formularon el Departamento de Antioquia y el INVÍAS, al señalar, 
que la ley 472 de 1998 no contiene disposiciones especiales sobre esa modalidad 
de intervención de terceros en las acciones populares, y, por tanto, debe acudirse 
al Código de Procediendo Civil, al cual remite la ley 472.Para el efecto el 55 y 56 
ibídem prevén los requisitos y el trámite; que en lo que atañe con los requisitos 
formales se deben indicar los hechos y fundamentos de derecho en que se basa la 
solicitud, situación que no había operado en el caso tratado. 
 
Señaló la Corporación que se ha distinguido entre la responsabilidad patrimonial 
estatal y la responsabilidad de la persona llamada en garantía, porque cada una 
genera relaciones jurídicas independientes 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., dieciséis (16) de junio de dos mil 
cinco (2005), Radicación número: 05001-23-31-000-2003-03502-01(AG), Actor: Miguel Correa 
Flórez y otros, Demandado: Departamento de Antioquia - Municipio De Medellín; INVIAS y otro. 
Referencia: Apelación de Auto.  
126 
 
La primera: entre demandante y demandado que recae sobre el litigio propiamente 
dicho, con el fin de determinar la responsabilidad estatal por el daño causado por 
el acto, hecho, omisión, operación administrativa o contrato; y  
 
La segunda la relación jurídica; entre el demandado y el llamado, por el derecho 
legal o contractual, que invoca el llamante, para exigirle al llamado la 
indemnización o el reembolso total o parcial de la condena que deba pagar la 
suma pagada por condena judicial. 
 
Por su parte, y como consecuencia de una demanda originada por la acción de 
repetición iniciada por la procuraduría general de la nación contra un exfuncionario 
que en estado de embriaguez y en un accidente de tránsito lesionó algunos 
particulares el Consejo de Estado, luego de precisar los elementos del dolo y la 
culpa grave identificados en concreto, especialmente por el estado de embriaguez, 
como determinante de la violación de la ley, señaló que el elemento diferenciador 
entre la responsabilidad personal del agente y la del Estado e indicó que, debe 
diferenciarse el que El Estado está en la obligación de repetir contra el agente que 
generó la declaración de responsabilidad estatal; sin embargo, dicha 
responsabilidad tiene un fundamento diferente del que se le imprimió a la 
responsabilidad personal de los agentes públicos, en tanto que, aquélla procede 
de la existencia de un daño antijurídico imputable al Estado, ésta procede 
únicamente en aquellos eventos en que el daño antijurídico y la condena 
sobreviniente son consecuencia del obrar doloso o gravemente culposo del 
agente. 
 
4.1.1.8. Antes de la ley 678 de 2001, para admitir la solicitud de decreto de 
medidas cautelares, se requiere que se aporte prueba sumaria en la acción 
de repetición. Desde el año 2002, ya el Consejo de Estado, en pronunciamiento 
en proceso adelantado en contra de la Fiscalía General de la Nación, había 
indicado que a partir de la ley 678 de 2001, era necesaria la prueba sumaria del 
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dolo y la culpa grave para efectos de proceder a iniciar la acción de repetición o 
efectuar el llamamiento en garantía. 
 
En ése mismo, año esta Corporación en el mes de agosto reitera dicha posición, 
pero abre su análisis para considerar que esta prueba sumaria de dolo y culpa 
grave también era necesaria para la solicitud y decreto de medidas cautelares 
contra el llamado o accionado dentro del proceso respectivo.121 
 
En ésta oportunidad, en una demanda de reparación directa, adelantada en contra 
del Instituto de los Seguros Sociales - Seccional Cauca, para que se declarara 
administrativamente responsable de los perjuicios causados a la menor ISABELA 
AGUILAR MUÑOZ al momento de su nacimiento y a su familia. En trámite 
procesal, el apoderado judicial la entidad, solicitó que se llamara en garantía a los 
médicos que atendieron el parto de la madre de la víctima. 
 
En primera instancia, no fue aceptado el llamamiento en garantía, por 
considerarse que de conformidad con el artículo 19 de la ley 678 de 2001 se debe 
allegar entre otros requisitos, prueba sumaria de que el funcionario llamado actuó 
con dolo o culpa grave. Adicionalmente, el juez censuró el que la entidad solicitara 
dicho llamamiento si en la contestación de la demanda se habían propuesto las 
excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o 
fuerza mayor. 
 
Inconforme con lo decidido el Instituto de los Seguros Sociales interpuso recurso 
de apelación por considerar que al llamamiento en garantía no podía aplicársele el 
régimen establecido en la ley 678 de 2001, y por tanto no era dable tales 
exigencias. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Ricardo Hoyos Duque, Bogotá, D.C., ocho (8) de agosto de dos mil dos (2002, 
Radicación número: 19001-23-31-000-2001-0378-01(22179) Actor: Carmen Eugenia Muñoz 




La Corporación, efectivamente, precisó, que cuando fue solicitado el llamamiento 
en garantía no había aún entrado en vigencia la ley 678 de 2001.Por lo tanto y en 
virtud de lo anterior, al llevar a cabo un análisis de la normatividad aplicable, 
señalo que en auto del 27 de agosto de 1993 (exp. No. 8680) la sección tercera 
del Consejo de Estado consideró que la prueba sumaria no era exigencia legal 
para efectuar el llamamiento en garantía y además, que con la sola demanda 
podía entenderse cumplido ese requisito, en virtud de lo establecido en los 
artículos 56 y 57 del C. de P.C. , precisó para el efecto, que al efectuarse el 
llamamiento en garantía el Estado tiene la carga de indicar en la demanda los 
hechos, situaciones o informaciones que indiquen un eventual comportamiento 
doloso o gravemente culposo del funcionario respectivo. 
 
Indicó así mismo, que en el art. 19 de la ley 678 de 2001, ya se exige para 
efectuar el llamamiento en garantía de los agentes del Estado, “que aparezca 
prueba sumaria de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave”. 
Se señaló, que esta resulta innecesaria frente al llamamiento en garantía que le 
formula el Estado a sus agentes, por cuanto su derecho a formularlo no necesita 
ser acreditado mediante prueba, ya que se trata de un imperativo de rango 
constitucional; así mismo, que el llamamiento en garantía no es más que una 
demanda con una pretensión in eventum contra el llamado, esto es, que sólo debe 
examinar el juez siempre y cuando la demanda contra quien formula el 
llamamiento prospera. Esto significa que si se formula un llamamiento y éste no 
prospera, la única sanción que de allí puede derivarse es condenar en costas a 
quien lo hizo, si es que su conducta puede calificarse de temeraria (art. 171 
C.C.A).Por lo anterior, considera la Corporación que carece de toda lógica que 
para admitir una demanda se deba aportar prueba, así sea sumaria, es decir plena 
aunque no controvertida, de la culpa grave o el dolo como fuente de la 





No obstante lo anterior, en esta oportunidad hace una interpretación de la ley mucho más 
amplia en el sentido de que esa exigencia si debe cumplirse para solicitar y decretar 
medidas cautelares en el proceso de repetición (arts. 23 y ss. ley 678 de 2001). 
 
Como sustento de lo anterior, cita, el artículo 152 del Código Contencioso Administrativo, 
en virtud del cual sí se exige prueba sumaria del perjuicio que padece el demandante para 
decretar la medida cautelar de suspensión provisional de los actos administrativos en la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho; así mismo reitera que el artículo 568 del 
C.C. exige que el titular de una patente o licencia acredite sumariamente la existencia de 
la usurpación para solicitar que el juez tome las medidas cautelares necesarias; normas 
estas que en criterio de la Sala pueden ser trasladadas y aplicadas a los casos de 
llamamiento en garantía o el ejercicio de la acción de repetición. 
 
Este mismo aspecto, fue tenido en cuenta en el año 2004, en demanda interpuesta por el 
Ministerio de Comercio Exterior contra Morris Harf Meyer por el pago de una condena 
judicial efectuada por dicho ministerio y en virtud de la cual se había solicitado la práctica 
de medidas cautelares sobre las cuentas de dicho exfuncionario. 
 
En esta oportunidad, se indicó122que la institución de medidas cautelares en acción de 
repetición está "orientada a garantizar los principios de moralidad y eficiencia de la función 
pública, sin perjuicio de los fines retributivo y preventivo inherentes a ella”; por lo tanto la 
citación que se hace al agente o ex agente del Estado o al particular investido de 
funciones públicas, tanto en la acción autónoma de repetición como en el llamamiento en 
garantía con fines de repetición, tiene su causa en la imputación jurídica de dolo o culpa 
grave que le hace el Estado, con base en precisos hechos; esas cualificaciones de 
conducta son límites constitucionales para hacer comparecer a juicio a esas personas; 
para lo cual se cita el artículo 19 y el artículo 5 y 6 de la ley 678 de 2001. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá D. C., dos (2) de julio de dos mil cuatro 
(2004), Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00001-01(24187), Actor: Nación- Ministerio de 
Comercio Exterior-, Demandado: Morris Harf Meyer, Referencia: Acción de Repetición. 
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En ésta oportunidad al analizarse la figura a la luz de la ley 678, se concluyó que en 
primer lugar, la imputación jurídica de culpa grave o dolo que se hace en la demanda o en 
el memorial de citación, según el caso, debe estar atada también a imputaciones fácticas 
de incumplimiento u omisión por parte del servidor o ex servidor o del particular investido 
de funciones públicas respecto de obligaciones o de deberes etc.; lo cual se deduce de 
artículo 2 de la ley 678 de 2001.De allí que las conductas indicadas, en la demanda o en 
el memorial de citación, a título de culpa grave o dolo son extremos, fácticos y jurídicos, 
objeto de averiguación en el juicio, debido a que los procesos de cognición tienen como 
finalidad definir la verdad jurídica de las pretensiones y excepciones procesales, las 
cuales, por lo general, se edifican en afirmaciones definidas, que por su naturaleza deben 
demostrarse.  
 
Así las cosas, por la finalidad de los procesos de conocimiento, se debe que en los 
de repetición o con fines de repetición se interprete que la prueba sumaria de dolo 
o culpa grave, prevista en la ley 678 de 2001, es necesaria sólo para solicitar 
medidas cautelares y no como requisito de anexo de la demanda; como lo ha 
sostenido de la Sección Tercera del Consejo de Estado. 
 
Pero y ¿porqué de esa exigencia, de prueba sumaria, para las medidas 
cautelares?, para el efecto, se indicó que la finalidad y objeto de dichas medidas 
se instituye para amparar el patrimonio del demandante o del llamante, según el 
caso, pues buscan evitar que los bienes del demandado objeto -en repetición o del 
llamado en garantía- se sustraigan de su patrimonio y se haga ilusoria la 
obligación reclamada en el proceso son pues, las medidas cautelares, actos de 
aseguramiento que dicta el juez para proteger una situación jurídica o un derecho 
“así en el momento en que se hacen necesarias sean éstos solamente verosímiles 
o solo presumibles” decisiones en las cuales no se juzga ni se prejuzga sobre el 
derecho del peticionario. 
 
Recordó que ése tratamiento diferenciador entre los supuestos para la 
admisibilidad del llamamiento con finalidad de repetición y la acción autónoma de 
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repetición en relación con el decreto de medidas cautelares, en auto, con los 
supuestos necesarios para la declaratoria de responsabilidad, en el fallo, del 
llamado o del repetido, ha sido objeto de varios pronunciamientos por la Sección 
Tercera del Consejo de Estado123; en los cuales se ha indicado, que la sola 
circunstancia de que haya sido llamado en garantía no significa que se le 
considere responsable por los perjuicios que reclama el actor; es precisamente 
ese el objeto del proceso, establecer si están presentes los elementos 
constitutivos de la responsabilidad patrimonial pedida. 
 
Se indicó que en auto de 8 de agosto de 2002 citado, 124, refiriéndose a las 
expresiones de dolo y culpa grave, a “partir de la vigencia de la ley 678 de 2001 
debe entenderse que sí es necesaria la prueba sumaria del dolo y la culpa grave”, 
pero no concluyó si ello se aplica a todo llamamiento, o si por finalidad de la 
exigencia, es necesaria la prueba sumaria de esas conductas en los casos que se 
ha pedido además el decreto de medidas cautelares sobre el patrimonio del 
llamado...”. Por su parte, en auto de 30 de enero de 2003125, se dijo que no puede 
estudiarse en forma aislada el contenido del artículo 19 de la ley 678 de 2001 que 
exige como requisito de la solicitud de llamamiento, el que exista prueba sumaria 
que el agente actuó con culpa grave o dolo, ya que dicha norma pertenece a todo 
un sistema jurídico en el cual la prueba sumaria de lo pretendido o de las 
relaciones o situaciones jurídicas invocadas, sólo es exigible para aquellos casos 
en los que se vayan a aplicar medidas de cautela. 
 
Citó el Consejo de Estado a la Corte Constitucional, que al decidir la exequibilidad 
de diferentes leyes, en temas diversos, cuyos textos contienen también la 
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Ver autos de: 13 de diciembre de 2001. Exp. 18.217. José Ariel González Morales y otros; 7 de 
febrero de 2002. Exps. 21.071. Aerotaxi de Valledupar y 20.806. Edgar Marín Vallejo y otros; 14 de 
noviembre de 2002. Exp. 22.694. Yolanda Otalvaro Ceballos y otros y 17 de julio de 2003. Exp. 
22.990. Jorge Luis Pabón Apicella.  
124
   Providencia del 8 de agosto de 2002; exp. No. 22.398; actor: Omar Gamboa Mogollón. Y de la 
misma fecha expediente 22.179. Actor: Carmen Eugenia Muñoz Orozco y otros. 
125
   Expediente 23.443. Actor: María Aíza Estrada y otros. 
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posibilidad de decretar medidas cautelares contra agentes del Estado, indicó la 
importancia en la valoración probatoria que haga viable, legal y legítimo el decreto 
de las cautelas, sin que ello constituya un prejuzgamiento en la decisión definitiva 
.Así, citó la sentencia de 18 de noviembre de 2002126, que declaró exequible el 
aparte pertinente del decreto legislativo 1.975 de 2002.Preciso que en sentencia 
de 9 de agosto de 2001127, al declarar exequible el numeral 7 del artículo 41 de la 
ley 610 de 2000, sobre decreto de medidas cautelares en juicios de 
responsabilidad fiscal se señaló,, que las medidas cautelares no tienen ni pueden 
tener el sentido o alcance de una sanción, porque aun cuando afectan o pueden 
afectar los intereses de los sujetos contra quienes se promueven, su razón de ser 
es la de garantizar un derecho actual o futuro, y no la de imponer un castigo.128 
 
Así mismo, que en sentencia de 4 de mayo de 2000129, al decidir la exequibilidad 
de los artículos 327 y 513 del C. P. C., sobre medidas cautelares explicó: 
Existe pues una tensión entre la necesidad de que existan mecanismos cautelares, 
que aseguren la efectividad de las decisiones judiciales, y el hecho de que esos 
mecanismos pueden llegar a afectar el debido proceso, en la medida en que se 
imponen preventivamente, antes de que el demandado sea derrotado en el proceso. 
Precisamente por esa tensión es que, como bien lo señala uno de los intervinientes, 
la doctrina y los distintos ordenamientos jurídicos han establecido requisitos que 
deben ser cumplidos para que se pueda decretar una medidas cautelar, con lo cual, 
la ley busca que esos instrumentos cautelares sean razonables y proporcionados 
 
Al citar el asunto en particular, se indicó que la demanda fue admitida en razón de 
las imputaciones de culpa grave y dolo que la Nación (Ministerio de Relaciones 
Exteriores) hizo contra el demandado, señor Morris Harf Meyer, y no porque esas 
cualificaciones de la conducta estén probadas sumaria y previamente, pues como 
ya se vio desde el punto de vista normativo y jurisprudencial está plenamente 
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COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-1007-02. Revisión constitucional. 
Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-840-01. Actor: Andrés Caicedo 
Cruz. Magistrado Ponente Jaime Araujo Rentería. 
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COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-054 de 1997. Magistrado Antonio 
Barrera Carbonell. 
129
Sentencia C-490-00. Actor: Rodrigo Campo Ossa. 
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determinado y diferenciado el campo entre los presupuestos de procedibilidad de 
la medida cautelar y los de la declaratoria de responsabilidad frente al repetido o 
llamado en garantía. Sin embargo, con la solicitud de medidas cautelares la 
Nación no allegó prueba sumaria de culpa grave o de dolo del demandado en 
repetición, pues la prueba documental que allegó, que es la sentencia 
condenatoria que se le dictó en contra, lo cual no es prueba sumaria de las 
imputaciones de “culpa grave y dolo” contra el demandado. 
 
4.1.1.9. La sentencia judicial que condena al estado como prueba 
documental para el trámite de la acción de repetición. Procedencia- 
Autenticación.Hasta antes del año 2006, era usual que en los procesos 
contencioso administrativos que se adelantaban con la finalidad de repetir contra 
los servidores o ex servidores públicos responsables de una condena estatal, se 
acudiera a la prueba del dolo o culpa grave del mismo con los argumentos 
planteados en la sentencia proferida contra el Estado y para ello invocaban como 
único medio probatorio del mismo la respectiva condena estatal. 
 
Esta posición, en el año 2006, fue precisada por el Consejo de Estado130, al 
indicarse, que la sentencia judicial que condena al estado no es prueba suficiente 
y único de la conducta del agente para el trámite de la acción de repetición, y 
además de ello debe contar con unos requisitos de procedimiento necesarios para 
ser valorada como prueba. 
 
A esta conclusión se llegó luego de que llegara a su conocimiento un asunto en el 
cual se la Lotería la Nueve Millonaria de la Nueva Colombia Ltda. y la sociedad 
Todo Producciones Ltda., suscribieron un acta de conciliación ante la Cámara de 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
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Acción de Repetición. 
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Comercio de Bogotá en la que la lotería se obligó a pagar a la sociedad contratista 
la suma de $101.500.000 por concepto de la obligaciones derivadas de acta de 
liquidación del contrato celebrada y cancelada parcialmente con anterioridad, y 
que fuera enviada por el Procurador Octavo Judicial Administrativo al Tribunal con 
el fin de someterla a homologación. Ante el no pago, la sociedad contratista 
instauró demanda ejecutiva ante el Tribunal Contencioso Administrativo, en cuyo 
proceso se libró mandamiento de pago el por la suma de $142.442.920 más los 
intereses causados desde la fecha de exigibilidad de la obligación. La Lotería de la 
Nueve Millonaria de la Nueva Colombia Ltda., procedió a efectuar el pago dentro 
de los cinco días siguientes a la firmeza del mandamiento, a fin de evitar un mayor 
perjuicio a la entidad con ocasión del incumplimiento de la obligación de pago 
contraída con la firma del Acta de Liquidación de común acuerdo del Contrato 039 
de 4 de noviembre de 1998. 
 
Dado que el acta fue suscrita por el ex gerente general de la demandante, y que 
su negligencia e inobservancia de las normas y preceptos de índole presupuestal 
y contractual conllevaron al incumplimiento de las obligaciones de pago 
consignadas, resultaba claro que el perjuicio de índole patrimonial le resultaba 
única y exclusivamente imputable al mismo; es así como en ejercicio de la acción 
de reparación directa establecida, la Lotería la Nueve Millonaria interpone acción 
de repetición en contra del ex gerente de la entidad. 
 
El Tribunal indicó, que aunque resultaba claro que la demandante incurrió en una 
erogación económica para el pago de una obligación, por incumplimiento en los 
pagos acordados a cargo del entonces Gerente General y ahora demandado, 
nada dijo en la demanda y menos en la prueba aportada, acerca de la conducta 
del exfuncionario. Si bien en el libelo se señaló que cuando el demandado ejerció 
sus funciones como gerente de la lotería incumplió con los pagos convenidos y 
acordados en la liquidación del Contrato 039 – 98, no se allegó al expediente 
prueba alguna sobre la razón por la cual omitió el pago y, en consecuencia, olvidó 
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demostrar el supuesto indispensable para la viabilidad de la acción de repetición, 
esto es, el dolo o la culpa grave del funcionario. 
 
La parte demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia en la que 
por una parte, esgrimió que se denotaba claramente que el demandado es 
responsable contractual y patrimonialmente, por los perjuicios causados con su 
actuar. Al respecto el Consejo de Estado precisó que comoquiera que los hechos 
de este proceso sucedieron con anterioridad a la vigencia de la Ley 678 de 2001 
fuerza concluir que esta era la normativa que resultaba aplicable para determinar 
los aspectos sustanciales de la responsabilidad del agente público. 
 
De ahí que en aplicación directa de lo previsto en el artículo 90 de la Constitución 
Política, las condiciones objetivas para que procediera la acción de repetición, 
como se señaló consisten en: 1) que el Estado haya sido condenado o visto 
compelido conforme a la ley a la reparación de un daño antijurídico, y 2) que se 
haya pagado el perjuicio o indemnización impuesto en la condena, conciliación u 
otra forma de terminación de un conflicto. 
 
A éste último respecto indicó que dichas situaciones deben ser acreditadas en el 
plenario por la entidad pública demandante en el proceso, mediante el aporte de 
copias auténticas de la sentencia ejecutoriada o del acta de la conciliación junto 
con el auto aprobatorio de la misma o del documento en donde conste cualquier 
otra forma de solución de un conflicto permitida por la ley, según el evento, y 
copias auténticas de los actos administrativos y demás documentos que 
demuestren la cancelación de la indemnización del daño; de lo contrario, esto es, 
si no se cumplen esas dos condiciones y no se acreditan en forma legal dentro del 
proceso, el Estado no puede ni tiene la posibilidad de sacar avante la acción 
contra el agente estatal y menos aún la jurisdicción declarar su responsabilidad y 
condenarlo a resarcir.  
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Así mismo indicó que para la prosperidad de la repetición, es necesario el aporte 
de las pruebas que demuestren la culpa grave o el dolo del funcionario vinculado 
al proceso, y que precisamente, por dicha conducta cumplida en ejercicio de sus 
funciones, se causó un daño por el cual la entidad pública debió reconocer la 
indemnización a la víctima del daño, dado que este aspecto subjetivo constituye, 
como se explicó, la columna vertebral de la acción de repetición. 
 
Respecto del valor de los documentos recordó la Corporación sobre el valor 
probatorio de las copias de los documentos públicos, que por expresa remisión 
que el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo hace al régimen 
probatorio previsto en el Código de Procedimiento Civil. 
 
Al respecto, en cuanto a la admisibilidad, práctica y valoración de esta prueba 
documental, es aplicable el artículo 254 en virtud del cual si las copias de las 
providencias no reposan auténticas en el expediente, carecen de valor probatorio, 
porque, en tratándose de copias de documento público, para que puedan ser 
aducidas o apreciadas como prueba dentro de un proceso judicial, deben reunir 
las exigencias contenidas en dicho artículo 254 entre las cuales se encuentra la 
diligencia de autenticación. De ahí entonces, que las copias simples no son 
medios de convicción que puedan tener la virtualidad de hacer constar o 
demostrar los hechos que con las mismas se pretendan hacer valer ante la 
jurisdicción, en cuanto su estado desprovisto de autenticación impide su 
valoración probatoria, de conformidad con lo prescrito en la norma procesal antes 
citada. 
 
Precisó así mismo, que el auto de mandamiento de pago dentro de un proceso 
ejecutivo ante la jurisdicción por sí solo no es la prueba idónea del primer requisito 
objetivo de la acción, porque para integrarla deben acompañarse las copias 
auténticas de la providencia que dio lugar a la terminación del proceso ejecutivo, 
es decir, de la providencia que da por concluido el proceso por cumplirse la 
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obligación dentro del término señalado en el mandamiento ejecutivo o la sentencia 
que ordena el remate y avalúo de los bienes embargados si los hubiere o de 
continuar con la ejecución en los términos del artículo 507 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
De lo anterior se deduce entonces que la sentencia judicial que condena al estado 
como prueba documental para el trámite de la acción de repetición debe aportarse 
para el trámite del proceso debidamente autenticada. 
 
No obstante lo anterior, en el año 2009131, el Consejo de Estado, en su Sección 
Tercera, realizó un aporte jurisprudencial en materia probatoria: la forma de probar 
la responsabilidad del agente estatal por dolo del agente estatal cuando el origen 
de la condena patrimonial contra el Estado es un delito cometido por él. En estos 
casos argumentó la corporación la entidad pública solo debe adjuntar copia 
autenticada de la sentencia condenatoria penal, para acreditar la responsabilidad 
del agente estatal ya que en ésta el juez penal ha valorado conductas que serán 
posteriormente valoradas en igualdad de condiciones por el juez administrativo. 
Esta decisión fue tomada al respecto de un fallo que ratificó una orden de pago a 
favor del Ministerio de Defensa impartida contra varios ex militares condenados 
por la justicia penal militar por el asesinato de seis campesinos, en esta 
oportunidad la nación fue condenada patrimonialmente por esos hechos en acción 
de reparación directa, iniciándose como consecuencia la acción de repetición 
contra los exmilitares, la cual fue objeto del presente pronunciamiento. 
 
En esta oportunidad, el Consejero Mauricio Fajardo Salvo su voto, al considerar 
que por esa diversidad de criterios el cambio de jurisprudencia fue arbitrario pues 
                                            
131
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Enrique Gil Botero, Bogotá D.C. once (11) de noviembre de dos mil nueve 
(2009), Radicación número: 05001-23-25-000-1998-02246-01(35529), Actor: Ministerio de Defensa 
Nacional, Demandado: Tomás Ignacio Monroy R. y otros, Referencia: Acción de Repetición. 
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la sección no expuso claramente que se trataba de una variación jurisprudencial y 
omitió argumentar qué motivó la adopción de una nueva tesis.  
 
4.1.1.10. Competencia del Consejo de Estado en materia de Acción de 
Repetición. El artículo 7 de la ley 678 de 2001, establece que la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo conocerá de la acción de repetición. Por su parte, en 
relación con la competencia, se indicó que será competente el Juez o tribunal 
ante el que se tramite o se haya tramitado el proceso de responsabilidad contra el 
Estado de acuerdo con las reglas de competencias señaladas en el código 
Contencioso Administrativo. 
 
A éste respecto, el Código Contencioso Administrativo, en su título XIV se dedica 
a determinar las competencias en materia de acciones contencioso administrativas 
entre el Consejo de Estado, los Tribunales Administrativos y los Juzgados 
administrativos. 
 
En materia de acción de repetición en lo que concierne al manejo jurisprudencial 
dado desde el año 2001 y hasta el 2010, la Corporación ha hecho precisión en 
relación con la Competencia exclusiva de que goza el Consejo de Estado en única 
Instancia al tenor de lo establecido en el artículo 128 del Código Contencioso 
Administrativo, en tres sentencias desde las cuales se precisó la competencia que 
se adquiere en razón al cargo desempeñado por el funcionario, y la naturaleza que 
de única instancia tiene este proceso. 
 
En el primer caso, El Distrito Capital de Santafé de Bogotá, demando ante el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en ejercicio de la acción de repetición, a 
los señores Juan Martín Caicedo Ferrer, Hilda María Pardo Hasche y Sonia Durán 
de Infante, por haber obrado con dolo o culpa grave en la expedición de 
Resolución con la cual se declaró insubsistente una funcionaria de la entidad, acto 
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administrativo que fue anulado por la jurisdicción contencioso administrativa, la 
cual ordenó el reintegro de la ex empleada y el pago de los sueldos y demás 
prestaciones sociales dejados de devengar por ella, pago que efectivamente, la 
entidad demandante realizó. 
 
El Tribunal Administrativo en su momento, remitió el proceso al Consejo de 
Estado, por considerar que, en virtud de la calidad de Senador de la República 
que ostentaba el doctor Juan Martín Caicedo Ferrer, esta Corporación era 
competente para conocer privativamente y en única instancia de la acción de 
repetición en su contra, conforme a lo estipulado por el artículo 128 del Código 
Contencioso Administrativo; dicho proceso fue admitido por la Corporación. 
 
Sin embargo, al momento de su sustanciación, se señaló que se incurrió en un 
error al avocar el conocimiento de la acción de repetición, toda vez que ello no era 
procedente a la luz de lo estipulado por el artículo 128132 del Código Contencioso 
Administrativo, modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998, relativo a los 
procesos que conoce el Consejo de Estado en única instancia. 
 
Al respecto precisó, que en su momento, que el hecho que motivó la demanda en 
contra del señor Juan Martín Caicedo Ferrer y demás demandados fue la 
expedición de la Resolución mencionada, cuando aquel tenía la calidad de Alcalde 
Mayor del Distrito Capital, y la norma que le otorgaba competencia al Consejo de 
Estado para conocer en única instancia de la acción de repetición en contra de 
altos funcionarios del Estado en la cual no se menciona dicha investidura.  
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Art. 128.El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de los 
siguientes procesos privativamente y en única instancia: (...) 12. De las acciones de repetición que 
el Estado ejerza contra el Presidente de la República o quien haga sus veces, Senadores y 
Representantes, Ministros del Despacho, Directores de Departamento Administrativo, Procurador 
General de la Nación, El Contralor General de la República, Fiscal General de la Nación, 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo Superior de 
la Judicatura, de los Tribunales Superiores de Distrito judicial, de los Tribunales Administrativos y 




Recordó que tal y como lo determinó la Sala en Auto del 20 de octubre de 2000133, para 
establecer si el Consejo de Estado es competente o no en única instancia para decidir la 
acción de repetición, lo que se debe constatar es que los demandados hubieran tenido la 
investidura a que se refiere el artículo 128 del Código Contencioso Administrativo para la 
época en que ocurrieron los hechos, así ya no la ostenten al momento de la presentación 
de la demanda.  
 
En un segundo caso
134
, fue demandado por vía de acción de repetición al Contralor 
General de la República; la CGR demando al entonces funcionario previa autorización del 
comité de conciliación y defensa judicial, con ocasión de la expedición de una Resolución 
con la cual, fue en destituida una funcionaria de su cargo e inhabilitada para el ejercicio de 
empleos públicos durante un año, por parte de la Contraloría General de la República; 
que le generó a la Contraloría General de la República condena, con la que se generó el 
reintegro y el pago de salarios y prestaciones sociales. 
 
Al presentar la demanda, la Contraloría concluyó que la conducta del demandado 
fue dolosa por lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 678 de 2001, 
toda vez que expidió un acto administrativo con vicios en su motivación, por la 
“inexistencia” de la norma que le sirvió de fundamento para adoptar la decisión. 
Asimismo aseveró que la actuación del demandado también estuvo viciada por 
error inexcusable, pues la sanción impuesta fue imprudente al ser contraria a los 
fines del Estado. 
 
Al contestar la demanda, el señor David Turbay ex Contralor, propuso la 
excepción de falta de competencia pues en su criterio, el asunto era de doble 
                                            
133Expediente 18.440. M.P.: Jesús María Carrillo Ballesteros; esta posición continúa siendo 
aplicada por la Sala, y al respecto, se pueden consultar los autos del 20 de agosto de 2002, 
Expediente 22.527, M.P.: María Elena Giraldo Gómez; 8 de noviembre de 2002, Expediente 
23.670; 20 de febrero de 2003, Expediente 24.284; y 19 de enero de 2006, Expediente 31.477, 
M.P.: Alier Hernández Enríquez. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente:Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., veintisiete (27) de noviembre de dos mil 
seis (2006), Radicación número: 11001-03-26-000-2002-00002-01(22099), Demandante: Nación. 
Contraloría General De La República, Demandado: David Turbay Turbay, Referencia: Acción de 
Repetición en Única Instancia. 
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instancia y, por tal razón, el Tribunal Administrativo es la autoridad judicial a cargo 
de conocer de la demanda. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado realizó las siguientes precisiones: Respecto de 
la Falta de Competencia, cito el artículo 128 del C.C.A, en el cual se establece la 
competencia del Consejo de estado para conocer de las acciones de repetición 
contra el Contralor General de la República privativamente y en única instancia. 
Indicó así mismo que el artículo 86 ibídem, consagra que la acción de reparación 
directa, señala que las Entidades Públicas deben acceder a la administración de 
justicia cuando sean condenadas o concilien como consecuencia de la conducta 
calificada de uno de sus agentes o ex agentes. Y que la ley 678 del 3 de agosto de 
2001, aplicable respecto de la competencia dispone en el capítulo II titulado 
“Aspectos Procesales” que la acción procede aunque el funcionario se haya 
desvinculado del servicio y siempre y cuando el daño que produjo la reparación a 
cargo del Estado se haya ocasionado por su conducta dolosa o gravemente culposa 
durante el tiempo en que hayan ostentado tal calidad.  
 
Por lo anterior, de conformidad con el contenido normativo precitado, no le asiste 
razón al demandado porque de acuerdo con los artículos 86 y 128 del C. C. A. y 7 
de la Ley 678 de 2001, el Consejo de Estado es la autoridad judicial competente 
para conocer privativamente y en única instancia de las acciones de repetición que 
el Estado ejerza contra el Contralor o ex Contralor General de la República, entre 
otros.  
 
En un tercer caso, y en otra demanda interpuesta en contra de David Turbay ex 
contralor general de la república, por condena producida en contra de la entidad 
con ocasión del retiro del servicio del señor Jaime Navarro Urbina, quien se 
desempeñaba en la Contraloría General de la República en el cargo de Jefe de 
División Seccional, el Consejo de Estado, realizó las siguientes precisiones, 
destinadas a determinar los criterios de competencia, caducidad de la acción de 
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repetición y elementos esenciales para prosperidad de la misma en los siguientes 
términos: 
 
En relación con la competencia funcional determinó que la Corporación era 
competente para conocer de la misma; ya que de conformidad con lo dispuesto 
por el numeral 12 del artículo 128 del C.C.A, por el artículo 7 de la Ley 678 de 
2001 y el artículo 13 del Acuerdo No. 58 de 1999, modificado por el artículo 1 del 
Acuerdo 55 de 2003, ambos expedidos por esta Corporación, esta tiene 
competencia para conocer de las acciones de repetición instauradas en contra del 
Contralor General de la República, en única instancia, con independencia de que 
para la época de la presentación de la demanda, el demandado ya no ostentara 
esa investidura, conforme lo dispone el parágrafo primero del artículo 7 de la Ley 
678 de 2001, en concordancia con lo señalado por el artículo 228 del C. C. A. y 
conforme al reglamento interno. 
 
4.1.1.11. Prueba del Pago de la Condena para el Trámite de la Acción de 
Repetición. La ley 678 de 2001, establece como requisito de procedibilidad para 
el trámite de la acción de repetición, el que la entidad pública respectiva, haya 
llevado a cabo el pago total de la condena respectiva objeto de repetición. 
 
Es así, como a lo largo de éstos casi 10 años, el Consejo de Estado a efectuado 
una interpretación de ésta disposición y ha realizado una precisiones que son de 
gran importancia para el presente estudio. A continuación se presentaran las 
principales reflexiones: 
 
En el año 2005, en pronunciamiento originado en una controversia iniciada por la 
Fábrica de Licores del Tolima contra un exgerente de la misma, la Corporación 
indicó, que era improcedente el rechazo de la demanda respectiva por no 
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aportarse prueba del pago de la condena135.Sucedió que en el trámite procesal, el 
Tribunal Administrativo del Tolima inadmitió la demanda instaurada, por no reunir 
los requisitos del artículo 137 del C.C.A., ya que no se habría allegado prueba que 
acreditara el pago realizado por el actor, como consecuencia de la condena 
impuesta en el laudo arbitral objeto de repetición. Al no subsanarse lo señalado, 
procedió el tribunal a rechazar la demanda interpuesta por el actor, teniendo en 
cuenta que no fue subsanada conforme se indicó procedimiento; la parte actora a 
interponer el recurso de apelación contra la providencia anterior, fundamentó que 
no se requiere acreditar el pago de la condena para la admisión de la demanda, ya 
que existe otra hipótesis en virtud de la cual hallándose vencido el plazo de 18 
meses previsto en el artículo 177 inciso cuarto del Código Contencioso 
Administrativo, puede aceptarse la demanda presentada. 
 
En esta oportunidad, el Consejo de Estado, inició indicando que de conformidad 
con el artículo 90 de la Constitución Política, el Estado deberá repetir contra los 
agentes o ex agentes que, como consecuencia de su conducta dolosa o 
gravemente culposa, hayan dado lugar a que éste sea condenado a la reparación 
patrimonial de un daño antijurídico. Que para tal fin, el legislador expidió la Ley 
678 de 2001, la cual en su artículo 11 prevé que la acción de repetición caducará 
al vencimiento del plazo de 2 años, contados a partir del día siguiente al de la 
fecha del pago total efectuado por la entidad pública, o, a más tardar, desde el 
vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el artículo 177, inciso 4 del Código 
Contencioso Administrativo, tal y como lo preciso la Corte Constitucional. 
 
                   En este sentido, si bien indicó la Corporación, la disposición anterior señala un 
término de caducidad para el ejercicio de la acción de repetición, para lo cual es 
necesario tener certeza de la fecha en que la entidad pública hizo el pago, lo 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, D.C., diciembre siete (7) de dos 
mil cinco (2005), Radicación número: 73001-23-31-000-2004-02303-01(30841, Actor: Fabrica De 
Licores del Tolima, Demandado: Samuel Trujillo Aristizábal y otro. 
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anterior no implica, de ninguna manera, que deba acreditarse dicha circunstancia 
como requisito para la admisión de la demanda, pues el artículo 137 del C.C.A y la 
ley 678 de 2001 no hacen esta exigencia, convirtiéndose la misma en una carga 
adicional que el actor no está obligado a cumplir. Primero, porque la ley no la 
establece, y segundo, porque un requerimiento semejante contraviene el artículo 
84 de la Constitución Política, según el cual: “cuando un derecho o una actividad 
hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades no podrán 
establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio”. 
Precisó que cuando el juez exige el cumplimiento de ciertos requisitos que la ley 
no establece, y la parte a quien se le impone dicha carga no los acredita, o bien 
porque le resulta imposible hacerlo, o aunque pudiendo hacerlo considera que no 
es su obligación, es evidente que se le está vulnerando el debido proceso, puesto 
que tales requerimientos, lejos de garantizar el acceso a la justicia para hacer 
efectivos los derechos conculcados, le impide acudir a ella. 
 
Si bien la Ley 678 de 2001 prevé un término de caducidad para el ejercicio de la 
acción de repetición, y que dicho término está condicionado a que se verifique el 
pago, ello no implica que si este no se acredita con la presentación de la 
demanda, esta deba inadmitirse, pues solo cuando haya certeza de que la acción 
se encuentra caducada, el juez debe proceder a declararla desde el comienzo. 
Plantea el Consejo de Estado, que puede presentarse el caso de que, al admitir la 
demanda, el juez no cuente con los elementos de juicio suficientes para 
determinar si la acción instaurada está caducada, evento en el cual deberá seguir 
con el trámite del proceso, y será en la sentencia, una vez se hayan valorado las 
pruebas allegadas, el momento procesal adecuado para analizar y decidir sobre el 
particular. 
 
En otro caso decidido en el año 2006136, en el cual la Lotería la Nueve Millonaria 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejera ponente: Ruth Correa Palacio, Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil seis 
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de la Nueva Colombia Ltda. y la sociedad Todo Producciones Ltda., demando a un 
exgerente de la misma conforme pagos generados en un ejecutivo generado por 
el no pago de un acuerdo conciliatorio suscrito por la entidad; el Consejo de 
Estado al referirse a la Carga Probatoria de los actores, precisó algunos 
presupuestos necesarios para el éxito de la repetición. Señaló, que en aplicación 
directa de lo previsto en el artículo 90 de la Constitución Política, las condiciones 
objetivas para que proceda la acción de repetición, consisten en:1) que el Estado 
haya sido condenado o visto compelido conforme a la ley a la reparación de un 
daño antijurídico, y 2) que se haya pagado el perjuicio o indemnización impuesto 
en la condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, aclarando 
que debe ser acreditado en el plenario por la entidad pública demandante en el 
proceso, según la corporación ello debe llevarse a cabo, mediante el aporte de 
copias auténticas de la sentencia ejecutoriada o del acta de la conciliación junto 
con el auto aprobatorio de la misma o del documento en donde conste cualquier 
otra forma de solución de un conflicto permitida por la ley, según el evento, y en 
especial, copias auténticas de los actos administrativos y demás documentos que 
demuestren la cancelación de la indemnización del daño; de lo contrario, esto es, 
si no se cumplen esas dos condiciones y no se acreditan en forma legal dentro del 
proceso, el Estado no tendría la posibilidad de sacar avante la acción contra el 
agente estatal y menos aún la jurisdicción declarar su responsabilidad y 
condenarlo a resarcir.  
 
Lo anterior fue rectificado en acción de repetición instaurada en contra del 
Contralor General de la república David Turbay137, en esta oportunidad, se indicó 
adicionalmente, en relación con la obligación de pagar una suma de dinero a 
                                                                                                                                     
(2006), Radicación número: 25000-23-26-000-2003-00300-01(28448), Actor: Lotería La Nueve 
Millonaria de la Nueva Colombia LTDA, Demandado: Elkin Antonio Contento Sanz, Referencia: 
Acción de Repetición. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., veintisiete (27) de noviembre de dos 
mil seis (2006), Radicación número: 11001-03-26-000-2002-00002-01(22099), Demandante: Nación. 
Contraloría General de La República, Demandado: David Turbay Turbay, Referencia: Acción de 
Repetición en Única Instancia. 
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cargo de la entidad pública señalo que la entidad pública debe probar la existencia 
de la obligación de pagar una suma de dinero derivada de la condena o 
conciliación impuesta en su contra, en sentencia debidamente ejecutoriada. Para 
el efecto se indicó que la prueba del pago generalmente138 es documental, 
constituida por el acto en el cual se reconoce y ordena el pago a favor del 
beneficiario y/o su apoderado y por el recibo de pago o consignación y/o paz y 
salvo que deben estar suscritos por el beneficiario, precisión esta última realizada 
por la Corporación. 
 
Lo anterior se fundó en que en los términos del artículo 1.626 del Código Civil, el pago 
efectivo es la prestación de lo que se debe y debe probarlo quien lo alega, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 1.757 ibídem. Por lo que, no basta que la entidad pública aporte 
documentos emanados de sus propias dependencias, si en ellos no está la manifestación 
expresa del acreedor o beneficiario del pago sobre su recibo a entera satisfacción, 
requisito indispensable que brinda certeza sobre el cumplimiento de la obligación. Para 
ello se recordó, queen los juicios ejecutivos, según la ley procesal civil, las obligaciones 
de pago requieren de demostración documental que provengan del acreedor, 
circunstancia que en esos casos, permite la terminación del proceso por pago. Tal 
exigencia resulta procedente en los juicios de repetición, en consideración a que al ser su 
fundamento el reembolso de la suma de dinero pagada a un tercero, se parte de la base 
de la existencia previa de una deuda cierta ya satisfecha. Este mismo criterio fue tenido 
en cuenta en el caso en el que el IDU abrió la licitación pública 05, Grupos 1 y 2, para la 
construcción de la oreja y la rampa surorientales, intersección Avenida Boyacá - Avenida 
de las Américas, y los giros en U de la Avenida las Américas, sector Avenida 68 - 
Banderas139 
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 El artículo 232 del Código de Procedimiento Civil dispone que en los eventos en que se trate de 
probar el pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito será apreciado como 
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de las partes justifiquen tal omisión, situación que no es común debido a la prudencia y diligencia 
de todas las personas que acostumbran utilizar en sus relaciones jurídicas. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala Contencioso Administrativa, Sección Tercera, 
Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., veintiséis (26) de febrero de dos mil 
nueve (2009), Radicación número: 25000-23-26-000-2003-02608-01(30329), Actor: Instituto de 




En otro proceso adelantado contra el mismo funcionario, y fallado en el año 
2006140 se precisó así mismo, laimportancia de acreditar el pago en el juicio de 
repetición e indicó que el artículo 1625141 del Código Civil establece una 
enumeración, no taxativa, de los modos de extinción de las obligaciones dado que 
toda obligación esta llamada a ser cumplida y por lo tanto a extinguirse a través de 
la ejecución de la prestación debida. Dentro de ese listado previsto en la norma 
está contemplado el pago142, modo de extinción de la obligación entendido como 
la ejecución total de la prestación debida. Es decir, para que exista el pago es 
menester la preexistencia de una obligación entendida como el vínculo jurídico 
existente entre dos sujetos de derecho, en la cual se busca la satisfacción del 
acreedor y la liberación del deudor a través de la materialización de una 
prestación143 de dar, hacer o no hacer (dare, facere y prestare).  
 
Así mismo se indicó que respecto de ésta relación jurídica y de su extinción, el 
artículo 1757 del Código Civil ya citado, señala que “Incumbe probar las 
obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta.” O sea, que el acreedor 
deberá probar la existencia de la prestación con miras a hacerla valer ante su 
deudor y contrario sensu, el deudor debe probar la extinción de la misma, es decir, 
su liberación como sujeto pasivo dentro de la relación obligacional. De manera que 
en otras palabras, el acreedor debe demostrar el surgimiento de la obligación con 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejera ponente: Ruth Correa Palacio, Bogotá, D.C., cinco (5) de diciembre de dos mil seis 
(2.006), Radicación número: 11001-03-26-000-2001-00072-01(22056), Actor: Contraloría General 
de la República, Demandado: David Turbay Turbay, Referencia: Acción de Reparación Directa. 
(Repetición). 
141 Artículo 1625. Toda obligación puede extinguirse por una convención en que las partes 
interesadas, siendo capaces de disponer libremente de lo suyo, consientan en darla por nula. 
Las obligaciones se extinguen además en todo o parte:1) Por la solución o pago efectivo. 2) Por la 
novación. 3) Por la transacción. 4) Por la remisión. 5) Por la compensación. 6) Por la confusión. 7) 
Por la pérdida de la cosa que se debe. 8) Por la declaración de nulidad o por la rescisión. 9) Por el 
evento de la condición resolutoria. 10) Por la prescripción.(...) 
142Artículo 1626 del Código Civil. El pago efectivo es la prestación de lo que se debe. 
143
 HINESTROSA, Fernando. Tratado de las Obligaciones. Universidad Externado de Colombia. 
Primera Edición. Bogotá, 2002. 
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la prueba del hecho jurídico generador de la misma y el deudor debe demostrar la 
ocurrencia del hecho extintivo, lo que aplicado en el caso en concreto, para 
efectos del cumplimiento de los requisitos de la acción de repetición se materializa 
en el deber, por parte de una entidad pública de probar el pago efectivo de la 
indemnización contenida en una sentencia a la víctima. 
 
Así que en materia probatoria, a pesar de la consagración del principio de libertad 
probatoria y de apreciación conforme a las reglas de la sana crítica, la prueba por 
excelencia del pago es, de conformidad con nuestro Código Civil, la carta de 
pago,144 y en derecho comercial, el recibo145, documentos que reflejan que la 
obligación fue satisfecha.  
 
Por consiguiente, al analizar el artículo 1626 del Código Civil en consonancia con 
el artículo 1757 ibídem; se concluye que correspondía a la entidad demostrar el 
pago, y en virtud de esa carga aducir, dentro de las oportunidades legales, los 
elementos de convicción al proceso, que permitieran al juez llegar a la veracidad 
de la ocurrencia de este acto por parte del Estado, en este caso por una condena 
judicial. 
 
Por lo tanto, concluyó en ese caso que no se cumplió con el segundo requisito 
para la procedencia de la acción de repetición, esto es, la prueba del pago de la 
condena que le fue impuesta a la entidad pública en una sentencia en su contra.  
 
4.1.2. En cuanto a lo sustantivo. Para efectos de la presente investigación, es 
importante resaltar algunos pronunciamientos en lo que toca a aspectos 
sustantivos del trámite y naturaleza de la acción de repetición y llamamiento en 
garantía con fines de repetición que se describen a continuación. 
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 Artículos 1628, 1653, 1654 y 1669 del Código Civil. 
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 Artículos 877 y 1163 del Código de Comercio.  
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4.1.2.1. Caducidad de acción de repetición.146El artículo 11 de la ley 678 de 
2001, establece que a acción de repetición caducará al vencimiento del plazo de 
dos (2) años contados a partir del día siguiente al de la fecha de pago total 
efectuado por la entidad pública. Estableció así mismo, que cuando el pago se 
efectuara en cuotas, el término de caducidad comenzaría a contarse desde la 
fecha del último pago incluyendo costas y agencias en derecho si se hubiera 
condenado a ellas. 
 
Por último se indica, que la cuantía de la pretensión de la demanda de repetición 
se fijará por el valor total y neto de la condena impuesta al Estado más el valor de 
las costas y agencias en derecho si se hubiere condenado a ellas, del acuerdo 
conciliatorio logrado o de la suma determinada mediante cualquier otro 
mecanismo de solución de conflictos, sin tomar en cuenta el valor de los intereses 
que se llegaran a causar. 
 
Con éste marco normativo, dicho artículo fue demandado ante la Corte 
Constitucional, en el año 2002, al considerarse que vulneraba los artículos84 y 90 
de la Constitución Política, en la medida que el artículo 90 superior no establece 
para la acción de repetición ningún término de caducidad por lo que debía 
entenderse que la Constitución Política no autorizó imponer prescripción o 
caducidad al respecto, máxime si en la ley estatutaria de administración de justicia 
Ley 270 de 1996, tampoco se hizo referencia a ningún término de caducidad para 
la acción de repetición en materia judicial. 
 
En ésta oportunidad y previamente la Corporación consideró necesario efectuar 
algunas precisiones relativas a(i) la existencia de una cosa juzgada material en el 
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COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-394 de 2002, Magistrado Ponente Álvaro 
Tafur Galvis, fecha 22 de mayo de 2002. 
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proceso, (ii) una explicación de la institución jurídica de la caducidad, (iii) y el 
alcance de las disposiciones contenidas en la Ley Estatuaria de Administración de 
Justicia en este campo. 
 
Respecto de la Cosa juzgada material en relación con la expresión “contados a 
partir del día siguiente al de la fecha de pago total efectuado por la entidad 
pública”, la Corte se remitió a la Sentencia C-832 de 2001 con ponencia del 
Magistrado Rodrigo Escobar Gil, en la cual se declaró la exequibilidad 
condicionada de la expresión “contados a partir del día siguiente de la fecha del 
pago total efectuado por la entidad"147, contenida en el numeral 9º del artículo 136 
del Código Contencioso Administrativo, en la medida en que idéntica expresión se 
encuentra contenida en el primer inciso del artículo 11 de la ley 678 de 2001 
atacado148,para el efecto se indicó que debe estarse a lo resuelto en dicha 
Sentencia en relación con esa expresión, por configurarse en relación con ella el 
fenómeno de cosa juzgada material, máxime cuando la función que cumple la 
norma en uno y otro caso es idéntica, es decir el término de caducidad para el 
inicio de la acción de repetición y la señalada en el Código Contencioso 
Administrativo. 
 
Respecto de la institución jurídica de la caducidad y su propósito en la acción de 
repetición estimó la Corte señala que es una figura de orden público lo que explica 
su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del 
juez, cuando se verifique su ocurrencia, recordó que en su oportunidad en 
sentencia C-832, se indicó que la caducidad tiene como propósito fundamental 
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La Parte resolutiva de la Sentencia al respecto señaló : “Declarar exequible la expresión 
“contados a partir del día siguiente de la fecha del pago total efectuado por la entidad", contenida 
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término de caducidad de la acción empieza a correr, a partir de la fecha en que efectivamente se 
realice el pago, o, a más tardar, desde el  vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el artículo 
177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo. 
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propender por la eficiencia de la administración, al señalarse un plazo perentorio 
para que se pueda acudir a la jurisdicción en lo contencioso administrativo a 
demandar de los funcionarios, exfuncionarios, o de los particulares que ejerzan 
funciones públicas, el reintegro de lo pagado por el Estado como consecuencia de 
su conducta dolosa o gravemente culposa. Por lo que el establecimiento de dicho 
plazo no significa que el Estado abandone su derecho a repetir lo pagado, sino 
que, en aras de su propio interés, que es el interés público, señala un momento a 
partir del cual en beneficio de la seguridad jurídica clausura la posibilidad de la 
tramitación del proceso de repetición en contra de un servidor o ex servidor 
público. 
 
Respecto del alcance de las disposiciones de la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia en materia de repetición, fue clara la corte al señalar, 
que las disposiciones establecidas en dicho estatuto, no regularon de manera 
general la acción de repetición sino que simplemente afirmaron la vigencia de esta 
en los ámbitos de aplicación propios de la administración de justicia, con lo cual, 
no puede atribuirse a ésta ley, la de la administración de justicia, el carácter de 
norma reglamentaria general de la acción de repetición, ni de supeditar el 
contenido de las demás disposiciones que a ella se refieren a sus preceptos en 
este campo, por lo que es la ley 678 de 2001, y no la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia, de la que se puede predicar el carácter de norma 
general en la materia, como se desprende además de la lectura del parágrafo 3 
del artículo 2 la Ley 678 de 2001. 
 
Por su parte estableció la no existencia de violación del artículo 90 de la Carta 
Política al considerar que el legislador cuenta con un margen de configuración, en 
virtud del cual puede regular y expedir las normas que establezcan los 
procedimientos a los distintos procesos judiciales y administrativos, con lo cual era 
viable que fijase los términos de caducidad de la acción de repetición, por esta 
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misma vía no se viola el artículo el artículo 84de la Carta, puesto no se está 
estableciendo ningún requisito adicional para el ejercicio de un derecho o una 
actividad que hayan sido previamente reglamentados de manera general. 
 
De ésta manera, el establecimiento de términos de caducidad dentro del proceso 
de responsabilidad fiscal no viola la Carta Política, ya que obedece a los principios 
de protección al interés general. 
 
 
 Fecha partir de la cual se cuenta el término de caducidad para el inicio 
de la acción de repetición149Para éste respecto, en el análisis de la 
constitucionalidad del segundo inciso de la norma atacada, se indicó que en 
sentencia C-832 de 2001, se hizo un análisis específico de la fecha a partir de la 
cual debe contarse el término de caducidad de la acción de repetición, al estudiar 
la constitucionalidad de algunas expresiones del numeral 9 del artículo 134 del 
Código Contencioso Administrativo y que en la referida sentencia condicionó la 
constitucionalidad de las mismas a que se entendiera que el término de caducidad 
empezaba a correr, a partir de la fecha en que efectivamente se realizara el pago, 
o, a más tardar, desde el vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el artículo 
177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo. 
 
No obstante lo anterior, resultó necesario detenerse en la posible incidencia que el 
condicionamiento efectuado en esa ocasión para la aplicación de la norma 
contenciosa pudiera tener en el en relación con el segundo inciso del artículo 11 
de la ley 678 de 2001, cuyo contenido plantea igualmente el problema de la 
determinación de la fecha a partir de la cual se cuenta el término de caducidad. 
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Para el efecto entonces se indicó, que conforme a la interpretación dada por dicha 
sentencia, la fecha partir de la cual se cuenta el término de caducidad de la acción 
de repetición, empieza a correr, a partir de la fecha en que efectivamente se 
realizó el pago, o, a más tardar, desde el vencimiento del plazo de 18 meses 
previsto en el artículo 177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Como el inciso 2 del artículo 11 de la ley 678 de 2001, establece que en caso de 
que el pago se haga por cuotas, el término de caducidad comenzará a contarse 
desde la fecha del último pago, incluyendo las costas y agencias en derecho si es 
que se hubiere condenado a ellas, debe entenderse este contenido normativo,en 
el sentido que solo es constitucional si se somete al mismo condicionamiento 
establecido por la Sentencia C-832 de 2001 para la expresión “contados a partir 
del día siguiente a la fecha del pago total efectuado por la entidad pública” es decir 
queel término de caducidad de la acción empieza a correr, a partir de la fecha en 
que efectivamente e realice el pago, o, a más tardar, desde el vencimiento del 
plazo de18 meses previsto en el artículo 177 inciso 4 del Código Contencioso 
Administrativo, en el entendido que las entidades tienen un plazo para producir el 
proceso de presupuestación de los recursos para el pago de las respectivas 
sentencias:  
 
El Consejo de estado por su parte, en varios de sus pronunciamientos ha ratificado la 
posición señalada por la Corte Constitucional a lo largo de los casi 10 años de la 
expedición de la norma, por ejemplo, en sentencia del año 2005150en demanda de 
repetición iniciada por la Fiscalía General de la Nación, contra el fiscal Primero de la 
Unidad de Vida de Riohacha, y contra Soraya Constante Ensucho, y una funcionaria de la 
misma entidad, la Corporación precisó que el término de caducidad de la acción de 
repetición debe empezar a correr, a más tardar, 18 meses después de la ejecutoria de la 
sentencia que impone la condena, en esa oportunidad se indicó por ejemplo, que la 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, D.C., junio dieciséis (16) de dos 
mil cinco (2005), Radicación número: 44001-23-31-000-2004-00788-01(29748), Actor: Fiscalía 
General de la Nación, Demandado: Jaime Rafael Azar Martínez y otro. 
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sentencia quedó ejecutoriada el 16 de octubre de 1998, por lo que el término de 
caducidad de la acción de repetición debió contarse, a partir del 16 de abril de 2000. 
 
La Fiscalía General de la Nación presentó la acción de repetición el 25 de octubre de 
2004, por lo que resultaba evidente que la acción se encontraba caducada, pues el actor 
debió acudir a la jurisdicción, a más tardar, el 17 de abril de 2002.Confirmándose para el 
efecto, el rechazo de la demanda. 
 
Por su parte, en ese mismo año, en asunto relacionado con demanda incoada por la 
Procuraduría General de la Nación151, a conductor de la entidad que en accidente de 
tránsito generó pago de indemnización a familiares de las víctimas, atendiendo a que ésta 
última acción habría sido iniciada antes de la vigencia de la ley 678, la Corporación 
estimo, que en el caso en concreto como la acción fue iniciada antes de la vigencia de la 
ley 678 en virtud de lo establecido en el Código Contencioso Administrativo, el término de 
caducidad aplicable, sería el mismo que el de la acción de reparación directa de dos años; 
para el efecto, el hecho generador de la acción de repetición fue la sentencia, que 
condenó al Estado Colombiano. Aunque en ésta oportunidad no se determinó claramente 
cuál sería la fecha a partir de la cual se contaría el término de caducidad, lo cierto es que 
atendiendo a dicha interpretación dada del C.C.A. artículo 136 numeral 8, en estos casos 
el termino de caducidad se contaría a partir del acaecimiento del hecho cual será a la 
expedición de la sentencia condenatoria. 
 
Esta misma interpretación, fue adoptada en sentencia del 10 de noviembre del 
2005152, en demanda de repetición instaurada por el Ministerio de minas y energía 
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Minas y Energía, Demandado: Samuel Antonio Urrea Castaño. 
155 
 
a un ex funcionario de la entidad que efectuó el despido irregular de una 
funcionaria sometida a acoso sexual al interior de la entidad y que generó la 
condena y pago de indemnización a la misma. En esta oportunidad, la demanda 
también habría sido presentada antes de la vigencia de la ley 678 e incluso de la 
ley 446 de 1998. 
 
En asunto relacionado con demanda de repetición iniciada por el Ministerio de Defensa 
Policía Nacional contra un ex agente de la misma por haber causado herida en el 
antebrazo izquierdo a una joven al efectuar disparos al aire en las instalaciones del 
Comando, con su arma de dotación oficial y en la cual el Estado se vio obligado a 
indemnizar; luego de haber excepcionado la parte demanda que se habría generado el 
fenómeno de la caducidad en cuenta no se habría efectuado la notificación antes de los 
120 días hábiles de que trata el Código de Procedimiento Civil, la Corporación preciso 
nuevamente que como para la fecha de la presentación de la demanda aún no se 
encontraba vigente ni la Ley 446 de 1998, ni la Ley 678 de 2001; la repetición constituía 
una acción de reparación directa a favor del Estado, y de acuerdo con ello, ésta tenía una 
caducidad de dos años, término que deberá contarse, a partir del pago. 
 
Respecto del cómputo de los términos de caducidad, como se había indicado de 
acuerdo a la interpretación dada por la Corte Constitucional, este se efectuada 
desde la fecha del pago o del vencimiento de los 18 meses previstos en el artículo 
177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo, para ello entonces, en el año 
2005 en demanda iniciada por la Fábrica de Licores del Tolima por condena sobre 
laudo arbitral153, se generó un debate, que se centraba a establecer si era viable 
rechazarse una demanda por no aportarse prueba del pago. 
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En esta oportunidad se indicó, que si bien la disposición anterior señala un término 
de caducidad para el ejercicio de la acción de repetición, para lo cual es necesario 
tener certeza de la fecha en que la entidad pública hizo el pago, lo anterior no 
implica, de ninguna manera, que deba acreditarse dicha circunstancia como 
requisito para la admisión de la demanda, pues el artículo 137 del C.C.A y la ley 
678 de 2001 no hacen esta exigencia, pues la mismas, se convierte en una carga 
adicional que el actor no está obligado a cumplir. Primero, porque la ley no la 
establece, y segundo, porque un requerimiento semejante contraviene el artículo 
84 de la Constitución Política, según el cual: “cuando un derecho o una actividad 
hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades no podrán 
establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio”.  
 
Concluye la Corporación que si bien la Ley 678 de 2001 prevé un término de 
caducidad para el ejercicio de la acción de repetición, y que dicho término está 
condicionado a que se verifique el pago, ello no implica que si este no se acredita 
con la presentación de la demanda, esta deba inadmitirse, pues solo cuando haya 
certeza de que la acción se encuentra caducada, el juez debe proceder a 
declararla desde el comienzo. Planteó el Consejo de Estado, que puede 
presentarse el caso de que, al admitir la demanda, el juez no cuente con los 
elementos de juicio suficientes para determinar si la acción instaurada está 
caducada, evento en el cual deberá seguir con el trámite del proceso, y será en la 
sentencia, una vez se hayan valorado las pruebas allegadas, el momento procesal 
adecuado para analizar y decidir sobre el particular. 
 
Cabe aclararse que si bien la ausencia de prueba del pago no puede convertirse 
en presupuesto para el rechazo de la demanda atendiendo a los términos de 
caducidad de la acción, como requisito de la acción debe probarse de manera 
adecuada tal y como se ha precisado en sentencias ya señaladas por la 




En el año 2006154, en el sonado caso del Ex contralor General de la república, la 
Corporación reiteró nuevamente, que en relación con la caducidad, al citar el 
artículo 136 del C.C.A, vigente para la fecha del pago, se prevé que el término 
para que opere la caducidad de la acción de repetición es de 2 años y que éste se 
debe contar a partir del día siguiente de la fecha del pago total. Por lo tanto, que 
no le asistía razón al demandado al afirmar que el término de caducidad de la 
acción de repetición se cuenta a partir de la ejecutoria de la providencia que le 
impuso la condena, ya que eltérmino de caducidad está edificado sobre la 
necesidad de señalar un plazo objetivo, sin consideración a situaciones 
personales, es invariable para el interesado y, por tanto, no es susceptible de 
interrupción, ni de renuncia; el término fijado por la ley, obra independientemente y 
aún contra voluntad del beneficiario de la acción. 
 
Bajo este mismo criterio, en otro proceso incitado contra el ex contralor general de 
la república155, esta vez con ocasión del retiro de un funcionario de dicha entidad, 
respecto del cómputo pare el término de la caducidad la Corporación insistió en 
que esta figura se creó con la finalidad de garantizar la seguridad jurídica de los 
sujetos procesales, y como una sanción en los eventos en que determinadas 
acciones judiciales no se ejercen en un término específico, esquema que utilizó 
particularmente para las acciones que se tramitan ante la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa. Se precisó que las partes tienen la carga procesal de impulsar el 
litigio dentro de este plazo fijado por la ley y, de no hacerlo en tiempo, perderán la 
posibilidad de accionar ante la jurisdicción para hacer efectivo su derecho. Por lo 
anterior, el fenómeno de la caducidad busca atacar la acción por haber sido 
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impetrada tardíamente, impidiendo el surgimiento del proceso. Por esta razón, la 
efectividad del derecho sustancial que se busca con su ejercicio puede verse 
afectada. 
 
Indicó que la doctrina ha desarrollado las características propias de esta figura para 
intentar delimitarla y diferenciarla con la prescripción extintiva de corto plazo, las cuales 
corresponden a: La caducidad, a diferencia de la prescripción, no admite suspensión 
salvo la excepción con ocasión de la presentación de la solicitud de conciliación 
extrajudicial en derecho, consagrada en las leyes 446 de 1998 y 678 de 2001. La 
Caducidad, no admite renuncia y de encontrarse probada, debe ser declarada de oficio 
por el juez. 
 
Respecto del plazo para el ejercicio oportuno de la acción de repetición existen dos 
momentos en que comienza a contarse el término de dos años para impetrar la acción, a 
saber: a) A partir del día siguiente al pago efectivo de la condena impuesta en una 
sentencia y b) Desde el día siguiente del vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el 
artículo 177 inciso 4 del C. C. A. 156.Por lo anterior, no se puede, tomar como fecha para 
iniciar el cómputo del término del ejercicio oportuno de la acción, la de la fecha de la 
sentencia proferida por el juez administrativo en la cual condena a la administración al 
pago de una indemnización, dado que como ya se señaló, la ley es muy clara al indicar 
que dicho término se cuenta a partir del momento en que se efectuó el respectivo pago. 
Tampoco, puede tomarse como punto de partida para contabilizar el término para el 
ejercicio oportuno de la acción, la fecha en la que la administración profirió la respectiva 
Resolución ordenando efectuarse el pago de la condena, dado que ese acto 
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administrativo sólo refleja el derecho a que es acreedor el beneficiario de la misma, pero 
no constituye la prueba del pago efectivo realizado a su favor. 
 
En sentencia del año 2009, en otro asunto generado por la Contraloría General de 
la República157por un abandono del cargo, la Corporación reafirmó, que: 
 
La facultad potestativa de accionar comienza con el plazo prefijado por la ley y nada 
obsta para que se ejerza desde el primer día, pero fenece definitivamente al 
caducar o terminar el plazo, por tanto, el fenómeno de la caducidad de las acciones 
judiciales opera de pleno derecho, pues contiene plazos fatales no susceptibles de 
interrupción ni de suspensión, salvo en los casos expresamente determinados en la 
ley.  
 
En ésta oportunidad el asunto se desató aplicando los 18 meses que se da a la 
entidad para pagar en la medida que no existía constancia del pago total de la 
condena; así se definió: 
 
En el caso que aquí se estudia, de acuerdo con las copias auténticas aportadas al 
proceso, se tiene que la sentencia condenatoria proferida por la Sección Segunda del 
Consejo de Estado dictó el 17 de septiembre de 1998 y quedó ejecutoriada el 20 de 
octubre siguiente; el 27 de mayo de 1999, la entidad expidió la resolución 2639 de 
1999, mediante la cual ordenó dar cumplimiento a la decisión del Tribunal y ordenó el 
pago de $ 252´762.169,17 a favor de la señora Isabel Agudelo; posteriormente, en el 
año 2001 (día y mes ilegible) se expidió la resolución 342, mediante la cual la entidad 
pública demandante reliquidó la condena impuesta por el Tribunal y ordenó el pago 
de $ 56´682.334,47 más a favor de la señora Agudelo. Sin embargo, no obra prueba 
válida en el proceso que dé cuenta de la fecha en la cual se llevó a cabo el pago 
efectivo de las sumas referidas, circunstancia que entrará a analizarse en el siguiente 
numeral, razón por la cual para determinar si en este caso se configuró el fenómeno 
de caducidad de la acción se debe tener en cuenta el vencimiento de los 18 meses 
con los cuales contaba la entidad para dar cumplimiento a la sentencia proferida el 17 
de septiembre de 1998. Teniendo en cuenta lo anterior, debe decirse quela sentencia 
condenatoria quedó ejecutoriada el 20 de octubre de 1998, razón por la cual el 
término legal para realizar el pago venció el 20 de abril de 2000, fecha a partir de la 
cual empezó a correr el término de caducidad de la acción, el cual venció, en 
consecuencia, el 20 de abril de 2002, de manera que cuando se presentó la demanda 
de la referencia, esto es el 19 de diciembre de 2001, la acción no había caducado por 
no haber transcurrido los dos años previstos para el efecto. 
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4.1.2.2. Alcance de los estudios del Comité de Conciliación.158Frente a fallos 
judiciales en los que las causales de nulidad del acto administrativo, coincidan con 
eventos indicadores de presunción de dolo o culpa grave. Pregunta la consulta si 
en aquellos casos en que la parte motiva y no en la resolutiva de la sentencia, se 
señala que las causales de nulidad del acto administrativos son la violación de 
normas superiores, la falsa motivación y la desviación de poder, que están 
tipificada en los artículos 5 y 6 de la ley 678 de 2001 como constitutivas de un 
hecho generador de las presunciones de dolo o culpa grave, tendría el comité 
competencia para realizar los estudios tendiente4s a determinar la procedencia de 
la acción de repetición o si debe entenderse que en esos casos la interposición de 
la misma debe operar en forma automática. 
 
Considera la sala que el estudio del comité es obligatorio en todos los casos en 
que el Estado resulte condenado a reparación patrimonial como consecuencia de 
la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, pues las 
disposiciones legales que fijan sus funciones, no prevén ninguna excepción al 
respecto, sino que señalan como competencia general, adoptar la decisión 
motivada de iniciar o no el proceso de repetición y dejar constancia expresa y 
justificada de las razones de que se fundamenta (d. 1214 de 2000 artículo 12 y ley 
678 de 29991 artículo 4). 
 
Por lo tanto, cuando se está en presencia de una casual de presunción de dolo o 
culpa grave, surge para la entidad la obligación de iniciar el respectivo proceso, lo 
cual no significa pre se la culpabilidad del servidor o ex servidor público, o del 
particular investido de funciones públicas, pues nada impide que en ejercicio del 
derecho de defensa puedan .desvirtuarla, correspondiéndole al Estado demostrar 
los hechos que le dieron origen. 
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4.1.2.3.Ámbito de aplicación de la ley 678 de 2001.159En síntesis, la ley 678 de 
2001, se aplica en lo sustancial para los hechos y actos que hubiere tenido lugar 
con posterioridad al 4 de agosto de 2001, fecha de su entrega en vigencia, pues 
los ocurridos con antelación a dicha fecha y, por ende, la responsabilidad del 
agente público se debe analizar conforme a la normativa anterior, excepto las 
normas sustanciales posteriores favorables, y en lo procesal, con la excepción que 
permite el efecto ultractivo de las normas antiguas sobre actos procesales 
iniciados de que trata el aparte segundo del artículo 40 de la ley 153 de 1887, es 
obligado concluir que se aplica para los juicios de repetición en curso y pendientes 
a dicha fecha, incoados a la luz de la ley 446 de 1998. 
 
4.1.2.4. Repetición en contra del Delegante en materia Contractual.160El 
artículo 2 de la ley 678 de 2001, define que es la acción de repetición, y a renglón 
seguido, determina los sujetos que serían objeto de la misma. Este artículo en 
suparágrafo 4 del artículo 2 establece que en materia contractual el acto de 
delegación no exime de responsabilidad legal en materia de acción de repetición o 
llamamiento en garantía al delegante como si sucede en otras materias, ante lo 
cual puede ser llamado a responder de manera solidaria junto con el delegatario. 
 
Por el contenido de dicha disposición, dos ciudadanos, demandaron el parágrafo 4 
del artículo 2 de la ley 678 de 2001, y al respecto consideraron que esa 
disposición vulneraba los artículos 29 y 90 de la Constitución política, ya que como 
ocurre en el sistema penal colombiano, y en el estado social de derecho, las 
personas que sean sindicadas de cualquier delito, tienen derecho a presentar y 
controvertir las pruebas allegadas dentro de un proceso y en su contra, así como a 
que se respete el principio de presunción de inocencia, hasta tanto no sea 
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declarado culpable en una sentencia legalmente ejecutoriada. Sin embargo, en 
tratándose de la procedencia del inicio de la acción de repetición en contra del 
delegante dichos principios se desconocen, por cuanto, presupuso el legislador a 
la delegación de la facultada de contratar como fundamento de responsabilidad 
legal en materia de acción de repetición o de llamamiento en garantía, sin tener en 
cuenta que dicha acción (la de delegar) no puede tenerse en cuenta como 
causante de dicho efecto. En otras palabras el solo hecho de que se delegue una 
actuación no faculta al acto para demandar en su contra, sin analizar otras 
circunstancias. Así las cosas argumentan los actores, si por ejemplo, la acción no 
es cometida por el delegante, no habría como evaluar jurídicamente su 
culpabilidad en los grados exigidos por el ordenamiento superior. 
 
Son enfáticos en indicar los demandantes, que la norma acusada avala la 
consagración de una modalidad de responsabilidad objetiva al sancionar 
directamente la delegación en materia contractual, pues cada vez que ocurra una 
conducta del delegatario que atente contra el patrimonio del Estado el delegan 
será llamado a responder solidaria y directamente por un hecho cometido por otro 
y ejecutado sin su conocimiento o autorización y por tanto muy probablemente 
imputándose una responsabilidad objetiva a su acción u omisión. 
 
En concordancia con lo anterior, se indicó que se violaba el artículo 211 de la 
Constitución nacional, en la medida que éste último, exime de responsabilidad al 
delegante por los actos del delegatario lo que a su criterio es coherente con el 
principio de responsabilidad subjetiva del servidor delegado. 
 
Así mismo, se procrea una vulneración a los artículos 6, 90, 121, 122, y 123 de la 
Carta Política, pues en virtud de estas disposiciones, la responsabilidad de los 
servidores públicos, recae sobre la omisión o extralimitación de sus atribuciones o 
competencias funcionales, y siendo que en la delegación, la responsabilidad recae 
sobre el delegatario, pues éste es el encargado del cumplimiento de las funciones 
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que se le delegan, es a éste a quien debe enjuiciarse, y no a delegante pues se le 
estaría responsabilizando por conductas legalmente trasladadas que no estarían 
ya bajo su cuidado y alcance, no puede decirse para el efecto entonces que la 
conducta del delegatario sea la conducta del delegante. 
 
Con ocasión de ésta demanda, la Corte Constitucional, en Sentencia de 
Constitucionalidad, señala las siguientes conclusiones: 
 
Inicia la Corte indicando que en relación con el artículo demandando de la ley 489 
de 1998161, ya había operado el fenómeno de Cosa Juzgada constitucional y por 
tanto el asunto no sería nuevamente retomado; sin embargo y respecto de la 
norma demandada de la ley 678, la Corte se interroga en si la norma demandada 
de la ley 678 de 2001 reproduce la norma contenida en el parágrafo del artículo 12 
de la ley 489 de 1998, declarada exequible en su oportunidad por esta 
Corporación, o si se trata de una norma de derecho diferente de aquélla, pues lo 
contrario indicaría que correría la misma suerte de la norma consagrada en la ley 
489 de 1998. 
 
Al respecto, se concluyó que, aunque ambas se refieren a la responsabilidad del 
delegante en materia de contratación, se está frente a dos reglas de derecho 
diferentes, pues mientras la ley 489 alude al “acto de la firma expresamente 
delegada”, la ley 678 involucra genéricamente al acto de delegación en materia 
contractual, sin precisar ninguna fase o actividad particular de la contratación. 
Además, remiten a modalidades diferentes de responsabilidad de quien delega, 
por cuanto la ley 489 alude la responsabilidad legal civil y penal del agente 
principal y la ley 678 se refiere a la responsabilidad legal en materia de acción de 
repetición o llamamiento en garantía del delegante, y por tanto analiza el 
contenido material de la norma de repetición demandada. 
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Para el efecto, se hizo referencia a los principios que rigen la responsabilidad del 
servidor público, a la naturaleza administrativa de la actividad contractual y a las 
características de la delegación, y finalmente analizó si la norma acusada 
vulneraba o no los principios constitucionales sobre responsabilidad del delegante 
en materia contractual para efectos de acción de repetición o de llamamiento en 
garantía 
 
En relación con los principios que rigen la responsabilidad del servidor público, se 
indicó que nuestro sistema jurídico establece varios sistemas entre los que se 
encuentran el penal, disciplinario entre otros; que con carácter más específico, la 
ley 678 de 2001 desarrolla el artículo 90 de la Constitución Política para la 
determinación de la responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través 
del ejercicio de la acción de repetición o del llamamiento en garantía con fines de 
repetición.  
 
Que en éste orden de ideas, el legislador señala el juez competente ante el cual el 
Estado acudirá en acción de repetición e indica el procedimiento aplicable. Lo que 
evidencia que la ley 678 no consagra “la imposición automática de sanciones sin 
consideración alguna de la conducta del servidor público o del particular que 
cumple funciones públicas, sino precisamente del examen de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de los mismos, con el fin de establecer su responsabilidad en 
el acaecimiento del daño antijurídico que el Estado fue obligado a reparar”. 
Recordó además, que el artículo 14de la ley 678 de 2001 señala que la autoridad 
judicial cuantificará el monto de la condena correspondiente atendiendo al grado 
de participación del agente en la producción del daño, culpa grave o dolo, a sus 
condiciones personales, a la valoración que haga con base en las pruebas 
aportadas al proceso.  
 
Así que contrario a lo expresado por el demandante no se está en presencia de 
una forma de responsabilidad objetiva que desconocería de manera evidente el 
165 
 
ordenamiento superior, sino que es precisamente la conducta del servidor público 
o del particular que cumple funciones públicas el objeto de análisis en el proceso 
de acción de repetición o de llamamiento en garantía, pues es la culpa grave o 
dolo lo que se examina para determinar si se le debe condenar o no a resarcir a la 
administración por el pago que ella haya hecho. 
 
Ahora, bajo éste mismo análisis, al referirse a la actividad contractual, dejó en 
claro que si bien la titularidad de la contratación estatal ha sido radicada por el 
legislador en el jefe o representante legal de la entidad, esta circunstancia no 
excluye que, por la naturaleza y el nivel del empleo y por el tipo de atribuciones a 
cargo de este funcionario, pueda él, cuando lo estime procedente para dar 
cumplimiento a los principios de la función administrativa vincular a otros 
funcionarios de la entidad para que participen también en la gestión contractual del 
Estado. Por esta razón, el jefe o representante legal dispone de instrumentos de 
gestión a los cuales puede acudir, entre ellos la delegación total o parcial de su 
competencia para celebrar contratos en servidores públicos de la entidad. Así, la 
delegación es un instrumento para facilitar o flexibilizar el ejerció de la función 
administrativa. 
 
De esta manera la Corte analiza la responsabilidad del delegante en materia 
contractual para fines de acción de repetición desde dos puntos de vista: el 
primero, respecto de la posibilidad de vincular al delegante en materia de acción 
de repetición o llamamiento en garantía, y el segundo, el carácter solidario de tal 
vinculación.  
 
Posibilidad de vincular al delegante en materia de acción de repetición o 
llamamiento en garantía. Para el efecto entonces se plantearon 2 alternativas para 




1. En concordancia con lo establecido en el artículo 211 de la Constitución 
Política, el acto de delegación “es una barrera de protección o de inmunidad 
al delegante” y con ello sobre este último no recae ninguna responsabilidad 
y , 
2. El delegante, junto con el delegatario, responde siempre por las decisiones 
que éste tome en ejercicio de la delegación 
 
No obstante lo anterior la Corte consideró que estas dos alternativas son 
incompatibles, como primera medida por cuanto en relación con la primera 
alternativa, no puede admitirse que haciéndose una interpretación indebida del 
artículo 211 de la Constitución Política, el funcionario delegante quiera apartarse o 
desconocer un régimen de responsabilidad que como se verá le atañe a su 
función de control y vigilancia, es por ello que de ésta manera, realiza un análisis 
sistemático de la Constitución Política, con el fin de armonizar el contenido del 
artículo 211 con otras normas y principios constitucionales. 
 
Al respecto entonces, se plantea, que el daño antijurídico que diera lugar al 
responsabilidad patrimonial del Estado y como consecuencia de ello al inicio de 
una acción de repetición, puede en determinado momento desencadenarse en 3 
formas a saber, de acuerdo al nivel de participación entre delegante y delegatario 
a saber: a) Cuando al ejercer el delegatario la delegación otorgada sin la 
participación del delegante actúa con dolo o culpa grave en la producción del 
daño; conducta ésta a la cual hace referencia el inciso segundo del artículo 211 de 
la Constitución Política, siendo como consecuencia exento de responsabilidad el 
delegante. b) Cuando al ejercer el delegatario la delegación otorgada se convierte 
en un mero instrumento de delegante éste último quien actúa con dolo y culpa 
grave. C) Cuando tanto delegatario y delegante al ejercer la delegación actúan en 




En estas dos últimas hipótesis, se encuentra el marco regulatorio de la norma 
demandada, por cuanto como lo señaló la corte no puede ser constitucional una 
medida con la cual un funcionario se exonere de responsabilidad por sus 
actuaciones así participe con dolo o culpa graves en la producción del daño objeto 
de indemnización. De ahí entonces, que se precise, que el delegante debe 
también responder por “(…) sus propias acciones u omisiones en relación con los 
deberes de dirección, orientación, instrucción y seguimiento, las cuales serán 
fuente de responsabilidad cuando impliquen infracción a la Constitución y a la ley, 
la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones o el incumplimiento de 
los principios de la función administrativa (C.P., arts. 6º, 121 y 209)(…).  
 
De manera que la acción de Repetición en contra del Delegante en materia 
Contractual procede cuando éste último actúe con dolo o culpa grave en la 
producción del daño antijurídico, por el cual el Estado se haya visto obligado a 
reparar, así no aparezca formalmente como el funcionario que vinculó con su firma 
al Estado en la relación contractual o que lo representó en las diferentes etapas 
del proceso contractual; si el delegante participó a título de dolo o culpa grave 
deberá ser vinculado en el proceso de acción de repetición o llamamiento en 
garantía para que responda por lo que a él corresponda en atención a las 
circunstancias fácticas de cada situación.  
 
 
Carácter solidario de la vinculación en acción de repetición del delegante y 
delegatario en materia contractual. Se precisó al respecto que, de acuerdo con la 
naturaleza de la acción de repetición, la solidaridad que se establece, corresponde 
a una responsabilidad de carácter patrimonial, la cual se determinará en atención 
a los deberes funcionales y de la conducta dolosa o gravemente culposa del 
delegante y del delegatario en la producción del daño antijurídico a que se refiere 




Así mismo, se indicó que la responsabilidad solidaria entre delegante y 
delegatario, al ser consagrada en éste sistema normativo (ley 678), “materializa la 
definición del Estado colombiano como un Estado social” en la medida en que 
pretende garantizar el cumplimiento de los fines esenciales y la consolidación de 
los principios de la función administrativa  
 
4.1.2.5. Efectos de la Condena en ejercicio de la Acción de Repetición. No 
puede generar efecto distinto al Indemnizatorio.162Como fuere redactado y 
aprobado en el texto original de la ley 678 de 2001, en sus artículos 17 y 18, 
además del efecto indemnizatorio de la condena, las consecuencias de la misma, 
se extendían a producir en los servidores o ex servidores independientemente de 
las acciones penales, disciplinarias o fiscales, la desvinculación del servicio, así se 
encontrara desempeñando otro cargo en la misma entidad o en otra, y la 
declaratoria de caducidad del o los contratos suscritos y en ejecución con 
cualquier entidad estatal si era contratista, quedando además inhabilitado por un 
término de cinco (5) años para el desempeño de cargos públicos y para contratar, 
directa o indirectamente, con entidades estatales o en las cuales el Estado tenga 
parte.  
 
La norma además consagraba, que la inhabilidad persistiría, así el demandando 
hubiese efectuado el pago de la indemnización que se señaló en la sentencia.  
 
No obstante lo anterior, ésta disposición fue demandada por inconstitucional, al 
considerarse que se, vulneraba los artículos 90, 150, 23, 158, y 169 de la 
constitución política. Los argumentos señalados en su momento, establecieron 
que la expedición de la ley 678 de 2001, era la de regular estrictamente el carácter 
patrimonial de la acción y no las situaciones de naturaleza disciplinaria, y que por 
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tanto se contravino el principio de unidad de materia conforme los artículos 158 y 
169 de la Constitución Política. Así mismo, que en las disposiciones acusadas se 
incurrió en una contradicción, al considerarse que las sanciones planteadas serían 
independientes de las disciplinarias, penales y fiscales que generaran, deviniendo 
con ello doble posibilidad de sanción; y que como consecuencia de lo anterior, se 
desbordó el marco normativo del artículo 90 de la constitución Política, pues ésta 
no autoriza para que con la expedición de la norma se generaran inhabilidades, lo 
anterior, entonces conllevó a que se presentara una vulneración al debido 
proceso, pues la disposición limita el derecho de defensa de quien es convocado a 
un proceso de naturaleza estrictamente patrimonial sin las garantías del derecho 
disciplinario, a pesar de que en él podrá serle aplicada una sanción disciplinaria, 
sanción que tiene además en su concepto una naturaleza objetiva contraria a la 
Constitución. 
 
El análisis realizado por la Corte en su momento, se sustrajo a examinar 
cuestiones relativas a la responsabilidad del servidor público y del particular que 
cumple funciones públicas en el Estado social de Derecho y al respecto señaló 
que la circunstancia de que se asigne a los particulares el ejercicio de funciones 
públicas no modifica su estatus de particulares ni los convierte por ese hecho en 
servidores públicos163; sin embargo, es apenas evidente que el ejercicio de dichas 
funciones públicas implica un incremento de los compromisos que estos adquieren 
con el Estado y con la sociedad; a las diversas manifestaciones de la 
responsabilidad en el cumplimiento de funciones públicas y los principios 
aplicables a todo régimen sancionador ;y finalmente a las diferentes hipótesis que 
prevé la norma acusada.  
 
En relación con la última disposición, se indicó que el artículo 17 de la ley 678 de 
2001, determino tres posibles destinatarios de su contenido, el servidor público, el 
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ex servidor y el particular que desempeñe funciones públicas; que los efectos en 
este caso corresponden a(1) la desvinculación del servicio, para el efecto puede 
suceder que: i) el servidor público ha continuado en el mismo cargo en cuyo 
ejercicio se produjeron los hechos constitutivos de culpa grave o dolo ii) que el 
funcionario ocupa otro cargo en la misma entidad iii) que el funcionario 
desempeña un cargo en otra entidad pública; y iv) el caso del particular que en 
ejercicio defunciones pública incurre en culpa grave o dolo y que posteriormente 
se vincula como servidor público. En todas ellas, si la acción de repetición o el 
llamamiento en garantía han culminado en condena, la norma en estudio es 
aplicable. Respecto del segundo efecto la caducidad de los contratos con el 
Estado que se hayan suscrito o que se estén ejecutando puede surgir que i) el 
servidor público que actuó con culpa grave o dolo se retira del servicio público y 
posteriormente como particular contrata con el Estado ii) que el particular en 
ejercicio de funciones públicas incurre en culpa grave o dolo, deja de ejercer 
funciones públicas y como particular contrata con el Estado iii) el particular en 
ejercicio de funciones públicas incurre en culpa grave o dolo, y mediante convenio 
continua ejerciéndolas mismas funciones públicas iv) el particular en ejercicio de 
funciones públicas incurre en culpa grave o dolo, y mediante convenio ejerce otras 
funciones públicas. En todas estas hipótesis en caso de condena, la norma es 
igualmente aplicable; y como tercer efecto la inhabilidad por cinco años para el 
ejercicio de funciones públicas o para contratar directa o indirectamente, con 
entidades estatales o en las cuales el Estado tenga parte, y en virtud de las 
cuales, ésta se impone de manera general si se configura cualquiera de las 
hipótesis anteriores, e implica la imposibilidad para quien ha sido condenado en 
ejercicio de la acción de repetición o del llamamiento en garantía, de desempeñar 
durante cinco años cargos públicos y de contratar, directa o indirectamente, con 
entidades estatal eso en las cuales el Estado tenga parte.  
 
Al adentrarse en el estudio de las normas violadas, señala la Corte, en relación 
con el artículo 90 de la Carta Política que con el propósito de afianzar el régimen 
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de responsabilidad de quienes cumplen funciones públicas y de garantizarlos 
principios de moralidad y eficiencia, así como los fines retributivo y preventivo 
inherentes a la acción regulada, el legislador bien podía establecer sanciones 
accesorias derivadas de la obligación de repetir contra el servidor o el particular 
por cuya culpa grave o dolo hubiere resultado condenado el Estado. 
 
En relación con la violación del eje temático de la ley 678 de 2001, señaló que el 
precepto acusado en nada contravino el principio de unidad de materia, toda vez 
que existe de manera evidente una relación teleológica y sistemática entre los 
objetivos señalados en el artículo 3° de la ley y las disposiciones atacadas, las 
cuales desarrollaron su contenido, dado que los efectos derivados de la 
declaratoria de responsabilidad del servidor público o del particular que cumple 
funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o el llamamiento en 
garantía con fines de repetición, corresponden a la función preventiva inherente a 
la acción de repetición y a la realización de los principios de moralidad y eficiencia 
de la función pública que la ley pretende hacer efectivos. Señaló así mismo que la 
naturaleza civil de carácter patrimonial a que aluden los artículos 1 y 2 de la ley, 
no es óbice para que el legislador en ejercicio de su potestad de configuración, sin 
romper el carácter sistemático de la ley, sino por el contrario para afianzar sus 
objetivos previstos en el artículo 3°, haya dispuesto que se apliquen la 
desvinculación del servicio, caducidad contractual e inhabilidad sobreviniente. 
 
Respecto de la naturaleza de las disposiciones establecidas en el artículo 17 de la ley 678 
de 2001, establece la corte que este artículo no viola la competencia a cargo de la 
procuraduría general de la nación de imponer sanciones disciplinarias, de esta manera 
indica, que la competencia del Procurador a que se alude, no impide que el Legislador 
consagre otros mecanismos de desvinculación del servicio, por otras razones y en otros 
supuestos como los que consagra la norma atacada, y sin que se pueda entender que el 
único mecanismo y las únicas causales de desvinculación del servicio sean las 
establecidas en la citada norma constitucional.  
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Indicó a sí mismo que hay Ausencia de violación del principio de non bis in idem, ya que 
en relación con los bienes jurídicos protegidos con la acción de repetición o el 
llamamiento en garantía con fines de repetición y las sanciones aplicables en caso de 
condena a que se refiere el artículo 17 atacado, son la defensa del patrimonio público y el 
respeto de los principios de moralidad y eficiencia de la función pública, sin perjuicio de 
los fines retributivo y preventivo inherentes a ella, por lo cual, no se configura entonces la 
doble sanción disciplinaria por los mismos hechos a que alude el demandante, hechos 
que examinados desde la perspectiva de la conducta del agente que incurre en culpa 
grave o dolo son precisamente los elementos determinantes de la aplicación de las 
disposiciones señaladas en el artículo 17 atacado. 
 
Al efectuarse el análisis subjetivo de la conducta del servidor público o del particular que 
cumple funciones públicas mediante un procedimiento claramente establecido y la 
ausencia de sanción objetiva en este caso, indicó, que no se trata entonces de la 
imposición automática de sanciones sin consideración alguna de la conducta del servidor 
público o del particular que cumple funciones públicas, sino precisamente del examen de 
la conducta dolosa o gravemente culposa de los mismos, con el fin de establecer su 
responsabilidad en el acaecimiento del daño antijurídico que el Estado fue obligado a 
reparar, se efectúa en el trámite de la respectiva acción de repetición, por lo tanto no 
existe aplicación alguna de régimen de responsabilidad objetivo. 
 
En cuanto a la declaratoria de caducidad contractual, la Corte establece que no es 
atentatorio contra el debido proceso el que el legislador estableciera por fuera de la 
reglamentación jurídica, otras causales de caducidad de los contratos, siempre que los 
actos administrativos objeto de caducidad sean proferidos por la respectiva autoridad 
administrativa, y éstos sean objeto de control en vía gubernativa o control judicial. 
 
Pese a todo lo anterior, la Corte realiza un estudio de la proporcionalidad y 
razonabilidad de la norma demandada en el sentido de que las sanciones sean 
adecuadas al fin que persiguen y en virtud de ello precisa que como primera 
medida la finalidad de establecer estas normas por parte del legislador no es más 
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que atacar el flagelo de la corrupción, y de desalentar conductas que afecten el 
patrimonio público.  
 
Por ello, debe verificarse si el ordenamiento jurídico ofrece alternativas menos 
onerosas en términos de limitación de derechos que eventualmente pongan en 
evidencia la desproporción de las normas expedidas. 
 
Así, respecto del planteamiento de la desvinculación del servicio, señala la 
Corporación, que la norma resulta desproporcionada en relación con el beneficio 
que su aplicación está en capacidad de lograr para obtenerlos fines perseguidos, 
ya que es suficiente con la aplicación de las inhabilidades sobrevinientes 
señaladas en la ley 734 de 2002. 
 
Respecto de la declaratoria de caducidad contractual, se es claro que la finalidad 
de la norma era evitar que se continuaran ejecutando contratos con el Estado por 
parte de personas que por el hecho de la condena en la acción de repetición o el 
llamamiento en garantía, no ofrecieran las condiciones de confiabilidad y de 
seriedad exigidas a los contratistas, así las cosas, decretada la caducidad por el 
hecho de la condena en el proceso de repetición o de llamamiento en garantía, se 
configurará para el contratista la inhabilidad referida en el artículo 8° de la ley 80 
de 1993, independientemente de la aplicación de la inhabilidad que a su vez 
consagra el artículo 17 demandado. Es en éste sentido entonces que la corte hace 
el juicio de razonabilidad y proporcionalidad, y determinar que serían mayores los 
perjuicios que se le causan tanto a los destinatarios de la norma como a la 
colectividad al momento de aplicarse la sanción, máxime si se trata de una 
declaratoria de caducidad que no pudo ser prevista al momento de la celebración 
de los nuevos contratos en caso del particular afectado. 
 
Por último y en el caso de la inhabilidad para ejercer cargos públicos y para 
contratar con el Estado, señala la Corporación que esta sanción resulta 
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redundante y desproporcionada, ya que en primer lugar la ley 734 de 2002, 
establece en los artículo 45, 46 y en el parágrafo 1 del artículo 38 una serie de 
inhabilidades se generan tano del proceso disciplinario, como de la 
responsabilidad fiscal de la condena de repetición; en segundo lugar, es también 
clara en señalar, que mantener una inhabilidad supeditada al pago de la condena 
en repetición, vulnera el principio de igualdad, en la medida que no todos los 
servidores públicos están en la posibilidad de cancelar estas condenas, quedando 
supeditado ello a la capacidad económica de cada servidor público. 
 
Bajo este mismo contenido entonces se declara también inexequible el artículo 18 
de la ley 678 de 2001. 
 
4.1.2.6. Las hipótesis constitutivas de conductas gravemente culposas. En el 
agente estatal que ha causado el daño antijurídico y que ha originado la 
declaratoria de responsabilidad estatal, prevista en el inciso primero del artículo 6° 
de la Ley 678 de 2001, no restringe el fundamento de la responsabilidad 
patrimonial del Estado previsto en el artículo 90 de la Carta164- Una es el régimen 
de responsabilidad del Estado, y otro del agente Estatal. En la formulación, el 
debate ya aprobación de la ley de acción de repetición, el legislador dejo 
consagradas en su artículo 5 y 6, unas presunciones de dolo y culpa grave a partir 
de la cuales, se juzgaría el comportamiento del servidor público que 
probablemente generó la condena. Esta última norma, el artículo 6 de la ley 678, 
fue demandada con la finalidad de que se declarara su inexequibilidad, al 
considerarse, que restringía la responsabilidad de los agentes del Estado por 
culpa grave a la infracción directa de la Constitución o de la ley y a la inexcusable 
omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones, pues es en nuestro 
régimen jurídico, el daño antijurídico es el fundamento de la responsabilidad 
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administrativa y por tanto no la infracción de la constitución o de la ley de manera 
directa o inexcusable. 
 
En su momento, el Ministerio de Justicia y del Derecho, la Auditoría General de la 
República y el Procurador General de la Nación señalaron que las normas 
demandadas eran exequibles ya que no debe confundirse el título de 
responsabilidad estatal con el título de responsabilidad personal del agente estatal 
y por ello no es cierto que el inciso primero del artículo demandado restringiera el 
alcance del artículo 90 de la Carta. 
 
Al respecto la Corte luego hacer un breve análisis del esfuerzo que se emprendió 
desde la Corte Suprema de Justicia para encontrar los fundamentos legales de la 
responsabilidad patrimonial del Estado en los mismos fundamentos de la 
responsabilidad civil y hasta llegar a los actuales fundamentos de la 
responsabilidad del Estado y sus regímenes especiales en un esfuerzo realizado 
por el Consejo de Estado, reconoce, también que la previsión del daño antijurídico, 
ha sido el núcleo de la responsabilidad estatal, resultando un nuevo fundamento 
de la responsabilidad estatal, apoyado ya no solo en criterios de la falla del 
servicio, sino en otras hipótesis que sin ser falla, generaban un daño del cual el 
ciudadano no estaba en la obligación de soportar. 
 
Resalta así mismo, que la consagración del artículo 90 de la Carta, no solo se 
limitó a la consagración del daño antijurídico imputable al Estado, sino a la 
responsabilidad que le era imputable a sus agentes, señalándole para el efecto la 
faculta de repetir contra los mismos cuando hayan actuado con dolo o culpa grave, 
haciendo uso de la acción indemnizatoria denominada acción de repetición. 
 
De lo anterior se deduce entonces, que no existe identidad entre el fundamento de 
la responsabilidad patrimonial del Estado y el fundamento de la responsabilidad 
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personal de sus agentes pues en la responsabilidad patrimonial del Estado 
procede por la producción de un daño antijurídico, mientras que en el caso de la 
responsabilidad del agente, esta procede únicamente en aquellos eventos en que 
el daño antijurídico y la condena sobreviniente son consecuencia del obrar doloso 
o gravemente culposo del mismo. 
 
Así las cosas, precisa la corte, que no hay vulneración del artículo 90 de la Carta 
Política, pues no es cierto que se estén establecimiento requisitos adicionales para 
el ejercicio de un derecho reglamentado de manera general, ni restringiendo el 
fundamento de la responsabilidad estatal. 
 
4.1.2.7. La exclusión de los actos jurisdiccionales de la presunción de 
conducta gravemente culposa en el agente estatal, contemplada en el 
numeral 3° del artículo 6° de la ley678 de 2001 es contrario al derecho 
fundamental al debido proceso. Otro de los debates en los cuales se ha 
centrado la determinación de la responsabilidad de agente estatal corresponde, a 
la exclusión de los actos jurisdiccionales de la presunción de la conducta 
gravemente culposa del agente estatal, argumentando que era contrario al debido 
proceso. Ya que, la omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la 
validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable, supuestos 
que remiten a irregularidades cometidas en la expedición de actos administrativos 
y no de actuaciones judiciales. 
 
Con ocasión de éste argumento, el ministerio público consideró, que la 
responsabilidad patrimonial de los administradores de justicia se regula por un 
régimen diferente y ante ello no es cierto que la exclusión de los actos 
jurisdiccionales de la presunción consagrada en el numeral tercero del artículo 6° 
demandado vulnere el Texto Fundamental. Finalmente, para el Ministerio Público, 
la enunciación de los supuestos de culpa grave debe tomarse como la previsión 
de unos criterios mínimos a los que debe remitirse el juez para determinar en cada 
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caso si hay o no lugar a la acción de repetición pero no como una enumeración 
taxativa de causales. 
 
Para el efecto la Corte señala que la responsabilidad patrimonial del Estado por 
los daños antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o la omisión 
de sus agentes judiciales ha sido regulada por la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia Ley 270 de 1996.Para ello indicó, también se ha 
regulado lo pertinente a la acción de repetición contra los funcionarios judiciales, y 
se ha consagrado las siguientes presunciones como dolosas o gravemente 
culposas: 1. La violación de normas de derecho sustancial o procesal, 
determinada por error inexcusable; 2. El pronunciamiento de una decisión 
cualquiera, restrictiva de la libertad física de las personas, por fuera de los casos 
expresamente previstos en la ley o sin la debida motivación;3.La negativa 
arbitraria o el incumplimiento injustificado de los términos previstos por la ley 
procesal para el ejercicio de la función de administrar justicia o la realización de 
actos propios de su oficio, salvo que hubiere podido evitarse el perjuicio con el 
empleo de recurso que la parte dejó de interponer. 
 
De las anteriores presunciones, como lo señala la Corporación, se encuentra, la 
violación de normas de derecho sustancial o procesal determinada por error 
inexcusable, definido en el inciso segundo del artículo 65 de la Ley 270 de 1996 
como el cometido por una autoridad judicial, en su carácter de tal, en el curso de 
un proceso y materializado a través de una providencia contraria a la ley y como 
una de las causas por la que el Estado está llamado a responder patrimonialmente 
por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la 
omisión de sus agentes judiciales. En éste sentido la Corte ha ubicado este error, 




En todo caso, en el artículo 2°, parágrafo 3° de la citada ley se establece que, la 
acción de repetición o el llamamiento en garantía con fines de repetición “también 
se ejercerá en contra de los funcionarios de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar” pero de acuerdo con lo establecido en esa ley y“ en las normas que sobre 
la materia se contemplan en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”, tal 
y como se ha venido planteando. 
 
De tal manera que, por la existencia de un régimen especial para la 
responsabilidad patrimonial del Estado derivada de la actuación de la 
administración de justicia, es que la ley 678 se aplica en esencia en su numeral 3 
a los actos administrativos y no se refiere de manera expresa a las actuaciones 
judiciales. 
 
4.1.2.8. Interpretación del inciso 1 del artículo 6 de la ley 678 de 2001.El inciso 
1 del artículo 6la ley 678 de 2001, establece que: “… La conducta del agente del 
Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción 
directa a la constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones. 
 
Para el efecto, la Corte encuentra, que el inciso primero del artículo 6 establece 
que la enumeración establecida corresponde a los parámetros a los que debe 
atenerse el juez que conoce la acción de repetición para verificar, en cada evento, 
si se está o no ante un supuesto de culpa grave que legitime al Estado para repetir 
contra su agente más no una enumeración taxativa de los supuestos fácticos 
constitutivos de culpa grave. 
 
Por esta razón, el inciso primero del artículo 6° es una regla de derecho de 
alcance general en la cual se fijan los criterios para la determinación de la 
conducta gravemente culposa del agente estatal y el inciso segundo contiene una 
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relación de los eventos en que el legislador presume la existencia de una conducta 
gravemente culposa. 
 
Se señala así mismo, que: “por fuera de estas hipótesis, el juez puede deducir 
otras causales de culpa grave que si bien no se adecuen a alguna de las 
presunciones legalmente consagradas, si se enmarquen en los criterios fijados en 
el inciso primero, pero en estos supuestos, al no operar presunción de culpa grave 
alguna, deberán demostrarse los extremos de la acción de repetición ya que no 
habrá lugar a la inversión de la carga de la prueba” 
 
4.1.2.9. Presunción legal de dolo y culpa grave en agentes del estado para 
acción de repetición.165Los artículos 5° y 6° de la Ley 678 de 2001, contienen las 
presunciones de dolo y culpa grave a los agentes estatales para la acción de 
repetición. 
No obstante lo anterior, siendo demandadas, se manifestó que el artículo 6 al 
establecer que la conducta se presume gravemente culposa “por violación manifiesta 
e inexcusable de las normas de derecho”, se vulneraba la Constitución Política, 
debido a que al establecerse la presunción de culpa se le imponían al demandado 
mayores exigencias que a la presunción de dolo cuando por la naturaleza de la 
conducta debió ser éste el que suponga mayor atribución de antijuridicidad en la 
conducta del agente infractor, lo cual no resulta aceptable en el ámbito 
constitucional. 
Se señaló así mismo, que al expedirse la ley 678 se vulnero el principio de igualdad 
que debe existir entre los jueces de la república y los demás agentes del estado, ya 
que, la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, al regular la 
responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales establece en el numeral 
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1° del artículo 71 que se presume culpa grave o dolo la violación de normas de 
derecho sustancial o procesal determinada por error inexcusable, sin exigir que 
también sea manifiesto, como si lo hace la 678 de 2001. 
 
Las demandadas así mismo, se sustraen a establecer que existe una violación al 
principio de presunción de inocencia al expedirse los artículos 56 de dicha ley, ya 
que las presunciones de culpa o dolo que consagradas son una forma de juicio 
anticipado de la conducta del servidor público partiendo de unos hechos ya descritos 
aunque no hayan sido probados. Para el efecto se sostuvo, que la inocencia tiene 
carácter juristamtum y por tanto, admite prueba en contrario, impidiendo entender la 
presunción contraria, esto es como lo planteado, la de dolo y culpa en la actuación 
del servidor público, siendo aplicable tanto a la actuación administrativa como a la 
judicial. Por lo anterior, las presunciones de dolo y culpa implican que la carga de la 
prueba se traslade al servidor público, quien es el que asume la obligación de probar 
la inexistencia del dolo o la culpa en su actuar lo que significa que debe demostrar su 
inocencia, lo que es contrario al principio constitucional de la presunción de inocencia 
cuando se trata de definir o derivar la responsabilidad de las personas que pueden 
ser sujetos de una sanción, que como en el caso corresponde a una sanción 
pecuniaria.  
 
En relación con las dos primeras precisiones, no se efectuó pronunciamiento 
alguno, con lo cual una presunta vulneración del principio de igualdad que contrae 
tanto a los servidores públicos en concordancia con los operadores judiciales no 
ha sido objeto de revisión; sin embargo es de importancia la posición del Ministerio 




Por violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho, “por violación 
manifiesta e inexcusable de las normas de derecho”, la culpa grave tiene unas 
características esenciales que difieren de las otras clases de culpa, por lo que los 
calificativos “manifiesto” e “inexcusable” son los elementos que consideró el 
legislador adecuados para que el error de conducta del servidor o ex-servidor 
público se erija en ésta modalidad de culpa, ya que lo razonable en atención a la 
culpa grave, es que exista una correspondencia entre la absoluta negligencia o la 
imprudencia excesiva del funcionario que permitió la ocurrencia del daño para ser 
llamado a responder con su patrimonio, con la eventualidad de lo inexcusable, 
pues más que la evidencia de la violación de la norma, a ello se aunaría el que el 
funcionario no logra probar motivos que le permitan demostrar la ausencia de 
culpa en su actuar. 
 
Ahora, en relación con el dolo y la argumentación de la falta de correspondencia 
entre lo planteado en la culpa grave y la primera conducta, es claro, que si bien 
dicha norma (dolo) no exige la concurrencia de los factores de “manifiesta e 
inexcusable” se debe a que la presunción del dolo como lo indica la norma, opera 
cuando en la voluntad del servidor, se quiere la realización de un hecho ajeno a 
las finalidades del servicio del Estado, aspecto que difiere sustancialmente de la 
concepción de la culpa grave. 
 
De otro lado, se precisa, que el artículo 90 de la Carta Política, no discrimina en 
manera alguna el tratamiento que deben recibir los servidores sujetos de acción 
de repetición, por lo que en un solo cuerpo normativo, podía regularse lo 
concerniente a esta clase de reparación del daño, sin necesidad de elaborar un 
régimen especial para los agentes judiciales, ya que el parágrafo 3 del artículo 2 
de la Ley 678 de 2001, dispone que la acción de repetición también se ejercerá 
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contra los funcionarios de la Rama Judicial, de conformidad con lo dispuesto en 
esa ley y en las normas que sobre la materia se contemplan en la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia. Es decir, que lo no regulado en la ley estatutaria 
sería resuelto con lo establecido en la ley que consagra la acción de repetición; de 
ahí, que las disposiciones de la acción de repetición no son excluyentes de las 
establecidas en la ley 270 de 1996, pues ellas hacen referencia a actividades 
ejercidas por estos funcionarios y que pueden causar daño tales como el como el 
error judicial o la vía de hecho ,conductas que para este evento fueron 
consignadas en el artículo 71 de dicho ordenamiento, pero que en todo caso no 
obsta para que el legislador las amplíe a los agentes judiciales por vía de una ley 
ordinaria sobre situaciones distintas o que comúnmente se cometen por ostentar 
la calidad de servidor público, tales como las consagradas en la ley 678, por lo que 
dichas normas pueden ser aplicadas indiscriminadamente. 
 
Sin embargo, en relación con la violación al principio de presunción de inocencia, 
con ocasión de la consagración de las presunciones efectuada por la ley 678 de 
2001, se logró efectuar un análisis de la operatividad del régimen de presunciones 
el cual es perfectamente aplicable a las figuras consagradas. 
 
Al respecto se indicó, que las presunciones no son un juicio anticipado con el cual 
se desconoce la presunción de inocencia, ya que como lo definieron es un 
procedimiento de técnica jurídica que tiene como finalidad convertir en derecho lo 
que simplemente es una suposición fundada en hechos o circunstancias que 
pueden ocurrir, ya que la dificultad de la prueba puede significar la pérdida de un 
derecho afectando bienes jurídicos específicos. Por lo que asumen, queque la 
fuerza de la presunción dependa de la certeza del hecho conocido y de su relación 
con el desconocido. De allí entonces, que la presunción se convierta en un medio 




Es importante tal y como lo consagró la corporación, la distinción que hace el 
Código civil en su artículo 66 al hablarse de las presunciones legales y de 
derecho, dependiendo de que admitan o no prueba en contrario. 
 
Así las cosas, lo que señala es que en el caso de la presunción legal, quien se 
halla favorecido con ésta tiene la carga de probar únicamente los supuestos de la 
misma, o sea aquellos hechos que siendo ciertos hacen creíble el otro hecho del 
cual se deduce; de allí que si la presunción solo favorece, la carga de la prueba 
solo se limita a demostrar el hecho deducido, a menos que la otra demuestre lo 
contrario, caso en el cual, el que la ley permita probar en contrario lo que se 
deduce de una presunción se fundamentan en probabilidades que en su condición 
de tales no excluyen la posibilidad de error. Luego, dada esa posibilidad de 
equivocación, es apenas natural que la deducción sea siempre desvirtuable por 
prueba en contrario. Así, se garantiza el derecho de defensa de la persona contra 
quien la presunción no está a su favor. De manera que la presunción legal, tiende 
a corregir la desigualdad que pueda existir entre las partes en relación con el 
acceso a una prueba o proteger a quien se encuentra en menor posibilidad de 
defenderse. Por estas razones, en principio las presunciones legales, no 
comprometen el debido proceso. 
 
Hechas estas precisiones, al interpretarse que las presunciones consagradas en la 
ley 678 de 2001, de dolo y culpa grave son presunciones legales, la determinación 
de estas no implican atribución de culpabilidad alguna en cabeza de quien es 
demandado lo anterior por cuanto: 
 
1- Constituyen un mecanismo procesal indispensable para que el Estado 
pueda adelantar un proceso de repetición en contra sus agentes cuando 
éstos en razón de su conducta dolosa o gravemente culposa han dado 
lugar a una condena de reparación patrimonial en su contra. 
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2- Al objetivarse lo anterior, es entonces al Estado, al formular la 
correspondiente demanda, a quien le corresponde probar solamente el 
supuesto fáctico en el que se basa la presunción que alega para que ésta 
opere, y consecuentemente al demandado la carga de desvirtuar el hecho 
deducido a fin de eximirse de responsabilidad, con lo cual se logra un 
equilibrio en el debate probatorio que debe surtirse en esta clase de 
actuaciones, sin que pueda pensarse que por esta circunstancia se vulnera 
el debido proceso. 
 
Así las cosas, la existencia de presunciones legales en materia de acción de 
repetición, no comprometen el derecho al debido proceso ni el derecho de 
defensa, y mucho menos el derecho a la igualdad, ya que con el fin de promover 
la equidad en las relaciones procesales que surgen a raíz de esta acción de 
repetición, así como de propender por la protección y efectividad de bienes 
jurídicos relevantes como la moralidad y la defensa del patrimonio público, el 
legislador bien podía relevar al Estado de la carga de la prueba cuando al ejercer 
dicha acción alega en su favor presunción de dolo o culpa grave, sin perjuicio de 
que la parte demandada pueda desvirtuarla mediante prueba en contrario. De no 
haber apelado el legislador a la figura de las presunciones de dolo y culpa grave 
sería muy difícil adelantar con éxito un proceso de repetición contra el agente 
estatal y por tanto se harían nugatorios los propósitos trazados por el legislador 
con la expedición de la Ley 678 de 2001, de promover la efectividad de los 
principios constitucionales del a moralidad, eficiencia y economía en el ejercicio 
de la función pública. 
 
Debe tenerse en cuenta, que el establecimiento de estas presunciones, y los 
hechos allí señalados, se refieren a probabilidades fundadas en la experiencia que 
por ser razonables permiten en la mayoría de los casos deducir la existencia del 
hecho presumido. Dichas presunciones como se indicó persiguen finalidades 
constitucionalmente valiosas pues al facilitar el ejercicio de la acción de repetición 
185 
 
en los casos en que el Estado ha sido condenado a la reparación patrimonial de 
los daños antijurídicos originados en las conductas dolosas o gravemente 
culposas de sus agentes, permiten alcanzar los objetivos de garantizar la 
integridad del patrimonio público y la moralidad y eficacia de la función pública 
(arts. 123 y 209 de la C.P.) 
 
Por último, en relación con la presunción de inocencia, debe decirse, que la 
responsabilidad como ligada al deber de asumir las consecuencias de un acto o 
hecho no tiene las mismas implicaciones en las distintas áreas del derecho, pues 
en materia penal es de carácter personal al paso que en materia civil es de 
naturaleza patrimonial. Esto lleva a concluir que la culpa en materia penal nunca 
se presume, al paso que en el campo del derecho civil puede presumirse como 
sucede en las hipótesis a que se refieren los artículos 5° y 6° de la Ley 678 de 
2001. 
 
3.1.2.10. Prueba Sumaria del Dolo y la Culpa Grave a partir de la ley 678 de 
2001.En el año 2002, en interpretación realizada por el Consejo de Estado en 
demanda generada por la Sociedad AEROTAXI DE VALLEDUPAR, contra la 
Fiscalía General de la Nación por los perjuicios ocasionados con la retención de 
la aeronave CESSNA CONQUEST de matrícula colombiana HK-359; en ésta 
oportunidad166, por tratarse de un llamamiento en garantía se indicó, que el 
Consejo de Estado había venido sosteniendo que cuando se llama en garantía a 
un servidor público, se hace no porque se tenga la prueba del dolo y de la culpa 
grave sino porque se estima que dentro del proceso puede eventualmente 
probarse.167 Sin embargo, aclaró el Consejo de Estado, que a partir de la 
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vigencia de la ley 678 de 2001 debe entenderse que sí es necesaria la prueba 
sumaria del dolo y la culpa grave. 
 
En éste mismo año, en un asunto de responsabilidad médica ginescopstetricia, en 
el cual estaba involucrado el Seguro social como entidad demandada, el Consejo 
de Estado, efectivamente, precisó, para ese caso en concreto, que cuando fue 
solicitado el llamamiento en garantía no había aún entrado en vigencia la ley 678 
de 2001; y que por lo tanto y en virtud de lo anterior, al llevar a cabo un análisis de 
la normatividad aplicable, señalo que en auto del 27 de agosto de 1993 (exp. No. 
8680) la sección tercera del Consejo de Estado consideró que la prueba sumaria 
no era exigencia legal para efectuar el llamamiento en garantía y además, que con 
la sola demanda podía entenderse cumplido ese requisito, en virtud de lo 
establecido en los artículos 56 y 57 del C. de P.C. , precisándose que al efectuar 
el llamamiento en garantía el Estado tiene la carga de indicar en la demanda los 
hechos, situaciones o informaciones que indiquen un eventual comportamiento 
doloso o gravemente culposo del funcionario respectivo. 
 
Indicó así mismo, que contrario a lo anterior, en el art. 19 de la ley 678 de 2001,ya 
se exige para efectuar el llamamiento en garantía de los agentes del Estado, “que 
aparezca prueba sumaria de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa 
grave”.  
 
Al respecto señaló, que esta exigencia resulta innecesaria frente al llamamiento en 
garantía que le formula el Estado a sus agentes, por cuanto su derecho a 
formularlo no necesita ser acreditado mediante prueba, ya que se trata de un 
imperativo de rango constitucional; así mismo precisó, que el llamamiento en 
garantía no es más que una demanda con una pretensión in eventum contra el 
llamado, esto es, que sólo debe examinar el juez siempre y cuando la demanda 
contra quien formula el llamamiento prospera. Esto significa que si se formula un 
llamamiento y éste no prospera, la única sanción que de allí puede derivarse es 
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condenar en costas a quien lo hizo, si es que su conducta puede calificarse de 
temeraria (art. 171 C.C.A). 
 
Por lo anterior, consideró la Corporación que carece de toda lógica que para 
admitir una demanda se deba aportar prueba, así sea sumaria, es decir plena 
aunque no controvertida, de la culpa grave o el dolo como fuente de la 
responsabilidad del agente estatal, cuando justamente es ese el objeto del 
llamamiento. Por lo que se hace una interpretación de la ley mucho más adecuada 
en el sentido de que esa exigencia deba cumplirse para solicitar y decretar 
medidas cautelares en el proceso de repetición (arts. 23 y ss. ley 678 de 2001; cita 
como sustento de lo anterior, el artículo 152 del Código Contencioso 
Administrativo, en virtud del cual se exige prueba sumaria del perjuicio que padece 
el demandante para decretar la medida cautelar de suspensión provisional de los 
actos administrativos en la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, así 
mismo el artículo 568 que exige que el titular de una patente o licencia acredite 
sumariamente la existencia de la usurpación para solicitar que el juez tome las 
medidas cautelares necesarias.  
 
Hay que recordar que cuando se hizo mención a la imputación del dolo y la Culpa 
Grave en materia de acción de repetición se indicó, que la prueba sumaria del dolo 
y la culpa grave, eran solo necesarias para la solicitud de medidas cautelares y no 
como requisito anexo a la demanda en atención a que el proceso de repetición es 
un proceso de conocimiento que como sub especie de los juicios cognoscitivos 
requiere del debate probatorio dentro del mismo168. 
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Al respecto se citó auto de agosto 8 de 2002, en virtud del cual,169 se indicó que 
refiriéndose a las expresiones de dolo y culpa grave, que a “partir de la vigencia 
de la ley 678 de 2001 debe entenderse que sí es necesaria la prueba sumaria del 
dolo y la culpa grave”, pero no concluyó si ello se aplica a todo llamamiento, o si 
por finalidad de la exigencia, es necesaria la prueba sumaria de esas conductas 
en los casos que se ha pedido además el decreto de medidas cautelares sobre el 
patrimonio del llamado...”.  
 
Por su parte, en auto de 30 de enero de 2003170:, se indicó que no puede 
estudiarse en forma aislada el contenido del artículo 19 de la ley 678 de 2001 que 
exige como requisito de la solicitud de llamamiento, el que exista prueba sumaria 
que el agente actuó con culpa grave o dolo, ya que dicha norma pertenece a todo 
un sistema jurídico en el cual la prueba sumaria de lo pretendido o de las 
relaciones o situaciones jurídicas invocadas, sólo es exigible para aquellos casos 
en los que se vayan a aplicar medidas de cautela. 
 
El Consejo de Estado al citar la Corte Constitucional, que al decidir la 
exequibilidad de diferentes leyes, en temas diversos, cuyos textos contienen 
también la posibilidad de decretar medidas cautelares contra agentes del Estado, 
ha indicado la importancia en la valoración probatoria que haga viable, legal y 
legítimo el decreto de las cautelas, sin que ello constituya un prejuzgamiento en la 
decisión definitiva. Así, citó la sentencia de 18 de noviembre de 2002171, que 
declaró exequible el aparte pertinente del decreto legislativo 1.975 de 
2002.Preciso que en sentencia de 9 de agosto de 2001172, al declarar exequible el 
numeral 7 del artículo 41 de la ley 610 de 2000, sobre decreto de medidas 
cautelares en juicios de responsabilidad fiscal indicó, que las medidas cautelares 
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no tienen ni pueden tener el sentido o alcance de una sanción, porque aun cuando 
afectan o pueden afectar los intereses de los sujetos contra quienes se 
promueven, su razón de ser es la de garantizar un derecho actual o futuro, y no la 
de imponer un castigo.173 
 
Por otra parte indicó el Consejo de Estado, que es claro, que otras imputaciones 
fácticas contenidas en la demanda de repetición o de llamamiento en garantía con 
objeto de repetición, como son el daño ocasionado por el Agente o Ex Agente 
Estatal al Estado o el particular investido de funciones públicas, y la imputación del 
daño a éste, también son objeto de demostración en el juicio de conocimiento.  
 
De manera que para este primer aparte, la prueba del dolo y culpa grave en 
materia de acción de repetición a partir de la ley 678 de 2001, solo es necesaria 
para el decreto de medidas cautelares. 
 
4.1.2.11. Cosa juzgada constitucional-Desvinculación del servicio, 
caducidad contractual e inhabilidad sobreviniente en acción de 
repetición174Artículo 17 ley 678 de 2002. El demandante considera que el 
legislador, al establecer la sanción de inhabilidad por el término de cinco (5) años 
para todo servidor, ex servidor o particular que desempeñe funciones públicas, 
desconoce la distinción que debe hacerse frente a los magistrados que integran 
el Consejo Superior de la Judicatura y los Consejos Seccionales de la Judicatura, 
a quienes corresponde una mayor responsabilidad que la de los demás 
miembros de la rama judicial, en razón de la naturaleza de sus funciones, y por 
tanto un término superior de inhabilidad. 
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Por último, considera que cuando un funcionario de la rama judicial incurra en dolo 
o culpa grave, comprometiendo su responsabilidad frente al Estado, deben 
también responder los magistrados del Consejo Superior y de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, al configurarse en ellos la llamada culpa in eligendo 
y la culpa in vigilando. 
 
4.1.2.12. El uso de la Acción de Repetición para la recuperación del lucro 
cesante determinado por las contralorías en los fallos que le pongan fin a los 
procesos de responsabilidad fiscal.175El inciso segundo del parágrafo 1 del 
artículo 2 de la Ley 678 de 2001, estableció que para la recuperación del lucro 
cesante determinado por las contralorías en los fallos que le pongan fin a los 
procesos de responsabilidad fiscal, se acudiría al procedimiento establecido para 
el ejercicio de la acción de repetición, por considerar que se vulneraban las 
funciones y ejercicio del control fiscal que le corresponde a la contraloría general 
de la república y a las Contralorías territoriales, ya que el daño producido al 
patrimonio público, y determinado mediante un proceso de responsabilidad fiscal, 
es uno solo y como tal tiene el carácter de indivisible. Así mismo, que la 
competencia para ejercer la jurisdicción coactiva con el fin de resarcir aquel daño 
integral es constitucionalmente exclusiva de las contralorías y no de otras 
competencias. Vulnerándose de paso el principio de unidad de materia por parte 
del legislador en relación con la competencia de las contralorías y de los jueces 
administrativos. 
 
Al respecto la Corte Constitucional estableció que como primera medida, el 
legislador goza de una libertad de configuración en virtud de la cual puede 
establecer los procedimientos y procesos sobre los cuales serán juzgados los 
ciudadanos, pero que en todo cado aunque el legislador goza de esa libertad de 
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configuración, el ejercicio de esta facultad no es absoluto ni su ejercicio puede ser 
arbitrario, pues atender los límites que le fija la misma Constitución. 
 
Al respecto se indicó, entonces, que el principio de unidad de materia se 
encuentra en los artículos 158 y 169 de la Constitución, en los cuales se dispone 
respectivamente que "todo proyecto de ley debe referirse a una misma materia y 
serán inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen con 
ella" y que "el título de las leyes deberá corresponder precisamente a su 
contenido”, de allí entonces que la constitución fijó dos condiciones al congreso 
para el ejercicio de la función legislativa, como son:  
 
1) definir con precisión, desde el mismo título del proyecto, cuáles habrán de ser 
las materias en que se ocupe al expedir esa ley, 
 
2) de observar una estricta relación interna, desde el punto de vista sustancial, 
entre las normas que harán parte de la ley, para que todas ellas estén referidas a 
la misma materia. 
 
Para ello, se debe: determinar el núcleo temático de una ley pues es ese núcleo el 
que permite inferir si una disposición cualquiera vulnera o no el principio de unidad 
de materia. De ahí, que resultan valiosos elementos como el contenido de la 
exposición de motivos en cuanto allí se exponen las razones por las cuales se 
promueve el ejercicio de la función legislativa y se determinan los espacios de las 
relaciones sociales que se pretenden interferir. 
 
Es así, como al analizarse el índice temático de la acción de repetición, la corte 
aprecia que en efecto la norma demandada constituye un cuerpo extraño a la 
materia desarrollada enley678,por las siguientes razones y para ello plantea unas 
diferencias entre la acción de repetición y la acción fiscal así: 1) son diferentes las 
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modalidades de responsabilidad a que hacen referencia los artículos 90 y 268 
numeral 5 de la Constitución Política; ya que en un caso se trata de la 
responsabilidad patrimonial del Estado y de la acción de repetición en contra del 
agente que genera el daño antijurídico, y en el otro de la responsabilidad que se 
deduce de la gestión fiscal, 2) Se persiguen objetivos distintos, ya que una es la 
responsabilidad patrimonial que corresponde al Estado por los daños antijurídicos 
que le sean imputables y otra es la responsabilidad por el daño que se ha causado 
al patrimonio del Estado como consecuencia de una gestión fiscal irregular.  
 
En uno y otro caso, el Estado se ubica en posiciones diferentes: en el primero, el 
Estado es el que responde patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, con la oportunidad para repetir contra el agente que éste haya 
actuado con dolo o culpa grave en la producción del daño; y en el segundo, el 
patrimonio del Estado es el que resulta afectado en ejercicio de la gestión fiscal a 
cargo de servidores públicos o de particulares, quienes son estos últimos los que 
deben responderle al mismo estado; 3) La determinación de cada modalidad de 
responsabilidad se lleva a cabo a través de procesos de diferente naturaleza: uno 
judicial con el fin de establecer la responsabilidad patrimonial del Estado y, cuando 
a ello haya lugar, de la responsabilidad que corresponda a su agente del Estado; y 
otro administrativo, del proceso de responsabilidad fiscal ya que así has sido 
declarada por la misma Corte Constitucional en la sentencia SU-620 de 1996. 4) 
No hay conexidad teleológica, sistemática ni material entre la norma acusada y la 
Ley en la cual está circunscrita, pues la finalidad de la Ley 678 es reglamentar la 
determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través 
del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de 
repetición, lo cual es un asunto distinto de la responsabilidad por la gestión fiscal y 
del proceso de responsabilidad fiscal; el contenido de la Ley 678 corresponde a su 
título, es decir a la acción de repetición y al llamamiento en garantía con fines de 
repetición, razón que convierte a la norma demandada en un asunto extraño al 




Por otra parte, el aparte demandado con el contenido del artículo 2 y del parágrafo 
1 en el cual se inserta, pues mientras éstos últimos se refieren a la naturaleza, los 
destinatarios y la procedencia de la acción de repetición, aquel alude al 
procedimiento que se empleará para recuperar el lucro cesante determinado por 
los contralores en los fallos con responsabilidad fiscal.5) Por último, el proyecto de 
ley fue estructurado, discutido y aprobado desde la óptica de la acción de 
repetición y no desde la perspectiva de la regulación de la gestión fiscal ni del 
proceso de responsabilidad fiscal. En el trámite legislativo estuvo siempre 
presente como propósito del legislador regular la figura de la acción de repetición 
establecida en el artículo 90 de la Carta Política. Al respecto indicó:“La acción de 
repetición, a través de la cual se concreta lo anterior, ha sido condenada desde su 
creación legal en 1984 a la inaplicabilidad, ya por un régimen normativo débil, ya 





Con lo anterior, la norma fue declarada inexequible. 
 
4.1.2.13. Acción de Repetición y Acción Fiscal.177La Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado, previa consulta que fuera efectuada por el 
Ministro del Interior y de Justicia por solicitud del Contralor General de la 
República, señaló el mecanismo procesal que procede en caso de menoscabo al 
patrimonio público por pago de condena proveniente de sentencia judicial por la 
conducta dolosa o gravemente culposa de un servidor público en ejercicio de 
gestión fiscal. 
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Para este efecto la Contraloría General de la República, en su consulta requería 
se especificaran las siguientes situaciones: A) la procedencia del adelantamiento 
de la acción de repetición y del proceso de responsabilidad fiscal de manera 
simultánea o concurrente, o, B) si por el contrario, el proceso de responsabilidad 
fiscal no es procedente frente a la existencia de una acción de repetición en curso, 
debidamente instaurada por la entidad pública afectada, C) si en caso de que una 
entidad pública se abstuviera de promover dicha acción y la misma caducaba era 
procedente el inicio de la acción fiscal y D) Si procedía el proceso de 
responsabilidad fiscal contra el funcionario que con su actuar dio lugar al pago de 
una condena, el término de caducidad se contaría a partir del pago efectivo de la 
condena, momento en el cual se materializa el menoscabo al patrimonio público o 
este término se contaría desde el momento de realización de la acción irregular 
que originó la condena, ya que el artículo 9 de la ley 610 de 2000 establece que el 
proceso transcurre desde la ocurrencia del hecho generador del daño. 
 
Las respuestas a los anteriores interrogantes se sentaron a establecer lo 
siguiente:  
 
A) El menoscabo producido al patrimonio público por el pago de una condena 
proveniente de una sentencia judicial, de una conciliación u otra forma de 
terminación de un conflicto, como consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un servidor público que ejerce gestión fiscal, se 
resarce mediante el ejercicio de la acción de repetición, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 90 de la Carta, 77 y 86 del C.C.A. y en la ley 678 de 
2001. La acción de repetición y el proceso de responsabilidad fiscal son 
mecanismos procesales autónomos. Si una entidad o el Ministerio Público se 
abstienen de promover la acción de repetición, siendo ella procedente 
conforme a la ley, en el evento estudiado no es viable iniciar el proceso de 
responsabilidad fiscal.  
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B) La acción de repetición y el proceso de responsabilidad fiscal, se repite, 
constituyen mecanismos procesales autónomos y por tanto no existe 
prevalencia de uno sobre el otro; ante la improcedencia del proceso de 
responsabilidad fiscal en el caso consultado, no hay lugar a la contabilización 
del término de caducidad de éste, aún en el supuesto de que la acción de 
repetición haya caducado. 
C) El proceso de responsabilidad fiscal no procede contra el funcionario que da 
lugar con su conducta dolosa o gravemente culposa al pago de una condena y 
por tanto no hay lugar a contabilizar término de caducidad.  
 
A ésta conclusión llegó la Corporación luego de efectuar un análisis del artículo 90 
de la Constitución Política al señalar que éste se encuentra encaminado a darle 
rango constitucional al tema de la responsabilidad patrimonial del Estado siendo 
entonces imperativo, coercitivo, de carácter explícito e indefectible. Respecto de la 
figura de la acción de repetición, indicó de manera importante, que es el 
mecanismo ideado por el legislador para regular la responsabilidad patrimonial de 
éstos, proteger el patrimonio público y evitar el detrimento económico de las 
entidades públicas mediante el reembolso o el reintegro del monto pagado por la 
administración, es la acción de repetición, cuya naturaleza es jurisdiccional. 
Plateándose como fundamentos para su procedibilidad, la lesión al patrimonio de 
un tercero y la consecuente obligación de indemnizarlo por razón de una condena 
o de un arreglo conciliatorio, por la acción dolosa o gravemente culposa del agente 
del Estado. 
 
En relación con el proceso de responsabilidad fiscal precisó que en éstos casos se 
valora la responsabilidad patrimonial de los servidores públicos y de las personas 
de derecho privado que manejen o administren bienes, recursos o fondos 
públicos, derivada de una inadecuada gestión fiscal que cause un daño 
directamente al patrimonio del Estado, su naturaleza es administrativa y su 
finalidad es la de obtener el resarcimiento de los daños ocasionados. Así mismo 
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se aclaró que para que se configure la responsabilidad fiscal es necesaria la 
existencia de un nexo causal entre la conducta dolosa o culposa del agente que 
ejerza gestión fiscal en los términos señalados en la ley y el daño al patrimonio del 
Estado. Se precisó que era un proceso resarcitorio y de carácter administrativo y 
no judicial. 
 
Para diferenciarlas la Corporación estableció que dichas acciones:1) Son 
autónomas e independientes;2) Tienen diferente naturaleza, judicial la acción de 
repetición y administrativa la del proceso de responsabilidad fiscal; 3) No son 
subsidiarios, ni su ejercicio es discrecional, razón por la cual no pueden 
promoverse indistintamente. Aunque su objeto es parcialmente afín - resarcir los 
daños causados al patrimonio público –, tienen un fundamento de hecho condición 
de aplicación diferente, pues, mientras el fundamento de hecho de la acción de 
repetición es el daño antijurídico ocasionado a un tercero imputable a dolo o culpa 
grave de un agente del Estado, que impone a la administración la obligación de 
obtener de éste el reembolso de lo pagado a la víctima; el del proceso de 
responsabilidad fiscal está constituido por el daño directo al patrimonio del Estado 
por el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causado por servidores 
públicos y personas de derecho privado que manejen bienes y fondos públicos – 
art. 1º ley 610. 
 
Adicional a lo anterior, el Consejo de Estado precisó, que si bien al no iniciarse y 
dejarse caducar la acción de repetición, podríamos estar en presencia de una 
gestión fiscal irregular, la consecuencia inmediata y directa de ello debe obedecer 
al ejercicio de dicha acción y no de la acción fiscal, ya que en la primera, es 
irrelevante o no la consideración del origen de la condena sea o no con ocasión de 
la gestión fiscal, para su procedibilidad, lo importante es que el daño de sustente 
en una condena, acuerdo conciliatorio u otro mecanismo de solución de conflictos 




Aunque el concepto citado no hace otro análisis, si queda la inquietud frente a qué 
¿si no se inicia la acción de repetición, esos recursos pueden extraviarse?, y ¿qué 
pasa con las consecuencias disciplinarias para el servidor público? ¿Pueden ir 
más allá del disciplinario y lo pecuniario, y el tesoro público entonces? 
 
4.1.2.14. Normatividad Aplicable a los conceptos de dolo y culpa 
grave.Determinar la normatividad aplicables a los conceptos de dolo y culpa 
grave, implica hacer un esfuerzo para posicionar el caso en concreto en la fecha 
en que ocurrieron los hechos y especialmente la fecha en que fue presentada la 
respectiva demanda. 
 
Para el efecto es importante traer a colación un caso fallado en virtud del cual la 
nación fue demandada por las lesiones personales causadas a dos particulares y 
que fueran imputadas a miembros de la Policía Nacional178.En ésta oportunidad, el 
Consejo de Estado, precisó que para cuando se solicitó y se admitió el 
llamamiento en garantía, 21 de febrero y 24 de noviembre de 1994, no se había 
expedido la ley 678 de 2001, y por tanto sólo eran aplicables las normas 
anteriores. 
 
Así las cosas, señaló que el Código Contencioso Administrativo refiere al 
llamamiento en garantía y a favor del demandado; y la Constitución Política al 
aludir a la acción de repetición precisa que el Estado la promoverá en contra de un 
Agente suyo cuando su conducta dolosa o gravemente culposa comprometió la 
responsabilidad del mismo. 
 
Precisa la Corporación que en ese sentido, deben tenerse en cuenta las normas 
del Código civil, y el Código Civil define el DOLO como la intención positiva de 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., once (11) de agosto de dos mil 
cinco, radicación número: 54001-23-31-000-1993-08180-01(15795), Actor: Marcos Ovidio Vera 
Carrillo y otros. 
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inferir injuria a la persona o propiedad de otro y a la CULPA GRAVE como en no 
manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes 
o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios (art. 63). Acotó así 
mismo, que la Ley Penal Colombiana dice que la conducta es dolosa cuando el 
agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere su 
realización (art. 22 Código Penal) y que la conducta es culposa cuando el 
resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el 
agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en 
poder evitarlo (art. 23 Código Penal). 
 
A partir de dichos conceptos legales, la doctrina, como criterio auxiliar para el 
administrador de justicia (art. 230 Carta Política), destaca que “el agente tanto 
tiene que conocer los hechos que ejecuta cuanto saber, con el saber del lego en el 
mismo sentido que el del técnico, que esos hechos son punibles, esto es, están 
amenazados legalmente con pena criminal o, lo que es igual, está tipificados como 
delito” y que “La culpa es la producción de un resultado típico previsible y evitable, 
por medio de una acción violatoria del cuidado requerido en el ámbito social 
correspondiente”179 
 
Lo anterior indica entonces que la anterior normatividad citada fue la tenida en 
cuenta por el Consejo de Estado, para valorar asuntos demandados con 
anterioridad a la existencia de la ley 678 de 2001. 
 
Esta misma posición fue ratificada por el fallo proferido en el año 2006,180en el 
cual el Tribunal competente habría ratificado el criterio de Culpa grave sostenido 
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FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, Juan. Derecho Penal Fundamental, Tomo II, Teoría General del 
Delito y Punibilidad, 2ª ed., Temis, 1982. pp. 228 y 266. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, dieciséis (16) de febrero de dos mil seis 
(2006), Radicación: 25000-23-26-000-1993-09946-01(14307), Actor: María Doris Gil Arboleda, 
Demandado: Nación - Ministerio de Justicia. Consejo Superior de la Judicatura, Referencia: 
Apelación Sentencia, Acción De Reparación Directa. 
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por el código Civil, en esta oportunidad se indicó que La culpa grave consiste en 
no manejar los negocios ajenos con aquél cuidado que aún las personas 
negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Cuando 
el actor o agente no prevé el daño que pueda causarse con un acto suyo, pero 
hubiera podido proveerlo, dado su desarrollo mental y conocimiento de los hechos 
debe responder a título de culpa. Así mismo, que la culpa grave en cabeza de ese 
funcionario estatal, en lugar y tiempo del servicio y en ejercicio de sus funciones, 
constituye una falla en nexo con el servicio, tanto por el criterio material, como por 
el funcional, que genera responsabilidad patrimonial en cabeza del ente estatal 
demandado. En este evento, la culpa de la persona natural constituye la falla de la 
administración” aclaró así mismo, que la parte actora no adelantó un pleito 
idéntico, por su objeto y por su causa, porque el proceso penal en que se hizo 
parte civil, es el que se adelanta contra la persona que retiró el título y que 
figuraba como única sindicada. 
 
Pero en el año 2008,181en asunto relacionado con demanda presentada por el 
Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, en ejercicio de la acción de repetición, 
tratándose del tránsito normativo de la ley, se indicó que los actos o hechos que 
originaron la responsabilidad patrimonial del servidor público acaecidos con 
anterioridad a la Ley 678 de 2001, continúan rigiéndose por la normatividad 
anterior, máxime cuando la responsabilidad del agente es subjetiva, en tanto única 
y exclusivamente compromete su patrimonio por su conducta calificada a título de 
dolo o culpa grave. 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección tercera, 
Consejera ponente: Myriam Guerrero de Escobar, Bogotá, D.C., veinte (20) de febrero de dos mil 
ocho (2008), Radicación número: 19001-23-31-000-1998-01148-01(23652), Actor: Ministerio de 
Defensa. Ejército Nacional. Demandado: José Javier Agreda Narváez. 
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De manera que si los hechos o actos que originaron la responsabilidad patrimonial 
del servidor público son posteriores a la vigencia de la Ley 678 de 2001 para 
determinar y enjuiciar la falla personal del agente público, será aplicable esta 
normativa en materia de dolo y culpa grave, sin perjuicio de que dada la estrecha 
afinidad y el carácter civil que se le imprime a la acción en el artículo 2º de la 
misma ley, se acuda al apoyo del Código Civil y a los elementos que doctrinal y 
jurisprudencialmente se han estructurado en torno a la responsabilidad patrimonial 
por el daño, en lo que no resulte irreconciliable con aquélla y los fundamentos 
constitucionales que estructuran el régimen de responsabilidad de los servidores 
públicos (artículos 6, 121, 122, 124 y 90 de la Constitución Política). 
 
Si los hechos o actuaciones que dieron lugar a la demanda y posterior condena 
contra la entidad, fueron anteriores a la expedición de la Ley 678 de 2001, como 
en este caso (24 de mayo de 1994), las normas aplicables para dilucidar si se 
actuó con culpa grave o dolo serán las vigentes al tiempo de la comisión de la 
conducta del agente público que es la que constituye la fuente de su 
responsabilidad patrimonial frente al Estado, casos en los cuales es necesario 
remitirse directamente al concepto de culpa grave y dolo plasmados en el Código 
Civil. 
 
Se dijo así mismo, que para determinar la existencia de la culpa grave o del dolo, el 
juez no se debe limitar a las definiciones contenidas en el Código Civil, sino que 
debe tener en cuenta las características particulares del caso que deben 
armonizarse con lo previsto en los artículos 6º y 90 de la Constitución Política sobre 
la responsabilidad de los servidores públicos, como también la asignación de 
funciones contempladas en los reglamentos o manuales respectivos. Así mismo 
otros conceptos como los de buena y mala fe, que están contenidos en la 
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Constitución Política182 y en la ley, a propósito de algunas instituciones como por 
ejemplo contratos, bienes y familia. 
 
Esta misma posición ha sido tenida en cuenta en otros asuntos tales como en 
sentencia proferida en el año 2009 en asunto relacionad con el INPEC en la 
atención de uno de sus internos, en esta oportunidad se reiteró el proceso que 
conlleva el transito normativo, y las normas que pueden ser aplicadas por el 
operador jurídico en un caso concreto ya citadas.183 
 
Desde el punto de vista procesal en fallo del año 2009184, se indicó que si los 
hechos o actos que originaron la responsabilidad patrimonial del servidor público 
tuvieron ocurrencia con anterioridad a la vigencia de Ley 678, tal como ocurrió en 
el caso que aquí estudia la Sala, dado que el retiro del servicio del señor 
Severiano Cala Toloza que dio lugar a la imposición de una condena judicial en 
contra del Senador de la República se decidió en marzo de 1993, es claro que las 
normas sustanciales aplicables para dilucidar si se actuó con culpa grave o con 
dolo serán las vigentes al tiempo de la comisión de la conducta del agente público, 
en cuyos eventos resulta necesario remitirse directamente al criterio de culpa 
grave y dolo que recoge el Código Civil en su artículo 63 y no a las presunciones 
previstas en la Ley 678. Lo anterior sin perjuicio de que las disposiciones 
procesales contempladas en la citada ley sí hubieren entrado a operar 
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El artículo 83 Constitucional reza: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las 
gestiones que aquellos adelanten ante éstas”.  
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
Sección Tercera, Consejera ponente: Myriam Guerrero de Escobar, Bogotá, D.C., veintitrés (23) de 
septiembre de dos mil nueve (2009), Radicación número: 19001-23-31-000-1995-03024-
01(17483), Actor: Jerson Medina Narváez, Demandado: Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario-INPEC. 
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 COLOMBIA.CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D.C., julio veintidós (22) de dos mil nueve 
(2009), Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00057-01(25659), Actor: Nación - Senado de 
la República, Demandado: Rito Edmundo Rueda Guarín. 
202 
 
directamente aun en relación con aquellos litigios que se encontraban en trámite, 
pues la naturaleza de las mismas exige su aplicación inmediata. 
 
 
4.2. LA ACCION DE REPETICIÓN Y LA REFORMA AL CODIGO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
El Gobierno Nacional a través del Ministerio del interior y de Justicia, mediante 
decreto 4820 del 14 de diciembre de 2007, creó una Comisión para la reforma a la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa cuyos fines serían estudiar la modificación 
del Código Contencioso Administrativo, incluyendo la reducción de los diferentes 
procedimientos judiciales que se aplican en la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y la determinación sobre la viabilidad de implementar la oralidad en 
esta jurisdicción. 
 
El reto de la reforma y la creación de esta comisión tal y como se adujo en el 
discurso de instalación tuvo como finalidad “Repensar la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa” como una invitación a reflexionar en torno a las transformaciones 
legislativas que demanda la jurisdicción, de cara a los cambios impuestos por un 
entorno bastante diferente a aquel en que fue expedido el Código Contencioso 
Administrativo de 1984. 
 
Es por lo anterior, que se consideraron como razones justificativas para adelantar 
una reforma a fondo de las instituciones que se integran en el Código Contencioso 
Administrativo las siguientes: 
Una primera de tipo estructural, que surge de la elemental verificación de que el 
mundo ha cambiado en forma dramática en las últimas décadas. La globalización 
nos impuso modificaciones de la económica, la tecnología, la cultura, la política, y 
por supuesto del derecho. Los cambios producidos en nuestro ordenamiento 
constitucional los cuales imponen la necesidad de adecuar el Código Contencioso 
Administrativo redactado en el contexto de la Constitución de 1886, a las realidades 
de la Constitución Política de 1991, que ha impregnado todas la áreas del derecho 
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convirtiéndose en el eje sobre el cual gravitan, hoy por hoy, buena parte de las 
decisiones judiciales. Las acciones constitucionales, asignadas a nuestra 
jurisdicción, y en especial la de tutela, introdujeron procesos judiciales con alto 
grado de informalidad, sumarios, flexibles que generaron dificultades para la 
jurisdicción contribuyendo a la actual situación de congestión judicial. La creación 
y puesta en marcha de los juzgados administrativos que después de más 
de 90 años implican la conformación de una estructura piramidal de tres 
niveles y un cambio cualitativo en la toma de las decisiones, al pasar de 
una decisión colegiada a una unipersonal, conduce a definir el mecanismo 
por el cual el Consejo de Estado unifique los distintos pronunciamientos y 
evite el fenómeno, de lo que algunos han denominado la “federalización 
de la jurisprudencia”  
 
El pasado 18 de enero de 2011, esas expectativas recogidas desde el año 2007, 
tomaron forma, y luego de efectuados los debates respectivos ante el Congreso 
de la República y producida su sanción presidencial se expidió la ley 1437 “por 
medio de la cual se expide el código de procedimiento administrativo y de lo 
contencioso administrativo”, modificándose entre otras la denominación de 
“Código Contencioso Administrativo” traída desde la reforma. La introducción de 
elementos tales como: el régimen sancionatorio administrativo, acatamiento de la 
jurisprudencia, el recurso extraordinario de unificación, procesos contenciosos por 
medio de audiencias, derecho de petición prevalente, y la actualización 
tecnológica, harán de éste paquete normativo un nuevo reto tanto para la 
administración pública que se verá obligada a modificar algunas costumbres de 
técnica jurídica administrativa como para la administración de justicia en ésta rama 
con un cambio estructural del procedimiento contencioso administrativo. 
 
Aunque la reforma fue ambiciosa en la inclusión de los estamentos ya señalados, 
es importante señalar que en materia de acción de repetición y llamamiento en 
garantía, trajo consigo la consagración normativa de de las más importantes líneas 
jurisprudenciales señaladas en éste capítulo tanto en materia de procedimiento, 
régimen probatorio, como algunos elementos de carácter sustantivo respecto de la 
repetición y el llamamiento en garantía. 
                                            





En lo que tiene que ver con su consagración legal, se debe recordar que el 
decreto 01 d 1984, modificado por la ley 446 de 1998, establecía en su artículo 86, 
el marco regulatorio de la acción de reparación directa, estableciéndose quelas 
entidades públicas debían promover esta acción cuando resultaran condenadas o 
hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o 
dolo de un servidor o ex servidor púbico que no estuvo vinculado al proceso 
respectivo o cuando resultaran perjudicadas por la actuación de un particular o de 
otra entidad pública. 
 
La consagración legal en la reforma, le da a la acción de repetición un tratamiento 
especial e independiente de la reparación directa. Así, de la lectura del artículo 
140 de la ley 1437, se puede establecer en lo que concierne a la reparación 
directa que ya no se habla de una titularidad de las entidades públicas cuando 
resultaran condenadas o hubieren conciliado por una actuación administrativa 
originada en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor púbico; éste aparte 
desaparece de la nueva norma y queda la titularidad de la acción en “la persona 
interesada” y “las entidades públicas, cuando resulten perjudicadas por la 
actuación de un particular o de otra entidad pública”. Así establece:  
 
Artículo 140. Reparación Directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la 
persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico 
producido por la acción u omisión de los agentes del Estado. De conformidad con el inciso 
anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho una 
omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por 
causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública o a un 
particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma. Las entidades 
públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por la 
actuación de un particular o de otra entidad pública. En todos los casos en los que en la 
causación del daño estén involucrados particulares y entidades públicas, en la sentencia se 
determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la 




No obstante lo anterior, en el artículo 142 ibidem, la reforma le da a la acción de 
repetición una norma expresa con una consagración en términos distintos a los 
establecidos en el artículo 2 de la ley 678 de 2001185, de la siguiente manera: 
 
Artículo 142.Repetición.Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento 
indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de 
conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o 
ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva 
deberá repetir contra éstos por lo pagado. 
 
La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del 
servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del 
proceso de responsabilidad contra la entidad pública.  
 
Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o 
servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago 
será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra al 
funcionario responsable del daño.  
 
Esta norma, consagra en su aparte final, la necesidad de la existencia del 
certificado del pagador en el que se conste el pago por parte de la entidad como 
prueba suficiente para iniciar el proceso de repetición, en concordancia con lo 
expresado en la Sentencia proferida dentro del proceso radicado bajo el número 
22099adelantado en contra del entonces contralor David Turbay Turbay, ya 
citada.186Esta misma forma fue reproducida dentro de los requisitos previos 
establecidos para demandar en materia administrativa de la siguiente manera:  
 
Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 
someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:(…)5. Cuando 
el Estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, conciliación u otra forma de 
terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya realizado dicho pago. 
(…). 
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Y finalmente en lo correspondiente a los anexos de la demanda se reitera la 
necesidad de exigir la prueba del pago del mismo: 
 
Artículo 166. Anexos de la demanda. A la demanda deberá acompañarse: 1. Copia 
del acto acusado, con las constancias de su publicación, comunicación, notificación o 
ejecución, según el caso. Si se alega el silencio administrativo, las pruebas que lo 
demuestren, y si la pretensión es de repetición, la prueba del pago total de la 
obligación. 
 
En materia de caducidad de las acciones, el artículo 164 de la reforma, traduce lo 
establecido en el artículo 11 de la ley 678 de 2001, estableciéndose una 
caducidad de dos (2) años contados a partir del día siguiente de la fecha del pago; 
sin embargo esta norma incluye que también se contará a más tardar desde el 
vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas 
de conformidad con lo previsto en este Código; retomando el criterio 
jurisprudencial establecido en la Corte Constitucional enSentencia C-832 de 2001. 
 
La norma al respecto señala:  
 
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
l. 1) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una 
condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el término. Será de dos (2) 
años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el 
vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de 
conformidad con lo previsto en este Código. 
 
De otro lado, la reforma hace una consagración especial, de la figura del 
llamamiento en garantía en materia administrativa que como se vio en reiteradas 
sentencias, aplicaba el régimen general del Código de Procedimiento Civil. Por su 
parteen materia de acción de repetición, la norma establece que se aplicará lo 
señalado en el capítulo III de la ley 678 de 2001 en sus artículos 19 a 22 de dicha 




Artículo 225. Llamamiento en garantía. Quien afirme tener un derecho legal o 
contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a 
sufrir, o el reembolso total o parcial, del pago que tuviere que hacer como resultado 
de la sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se 
resuelva sobre tal relación. 
 
El llamado dentro del término de que disponga para resolver el llamamiento que será 
de quince (15) días, podrá a su vez, pedir la citación de un tercero, en la misma forma 
que el demandante o demandado. 
 
El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos:  
 
1. El nombre del llamado y su representante si aquél no puede comparecer por si al 
proceso. 
2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de 
su habitación u oficina y los de su representante, según fuere el caso, o la 
manifestación de que se ignoran, lo último bajo juramento, que se entiende prestado 
por la sola presentación del escrito. 
3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de hecho en que se 
invoque. 
4. La dirección de la oficina o habitación, donde quien hace el llamamiento y su 
apoderado recibirán notificaciones personales. 
 
El llamamiento en garantía con fines de repetición se regirá por las normas de 
la ley 678 de 2001 o por aquellas que la reformen o adicionen.  
 
En materia de medidas cautelares, la reforma consagra en sus artículos 229 a 
238, un régimen de medidas cautelares para los procesos contenciosos 
administrativos, vale la pena resaltar que para el efecto antes de la expedición de 
éstas normas, se daba aplicación a las normas del código de procedimiento civil, 
con lo cual en materia contencioso administrativo se estableció un régimen 
especial. 
 
Es importante resaltar que aunque existe una normatividad especial la ley 678 de 
2001, que establece en su capítulo IV el régimen de medidas cautelares; las 
normas de la reforma al procedimiento contencioso administrativo por ser de orden 
público estarían por encima de cualquier otra disposición. En este sentido, en 
materia de repetición puede rescatarse lo establecido en el artículo 231 de la 
reforma en virtud de la cual se establece como requisito para el decreto de las 
medidas cautelares, el que “…El demandante haya presentado los documentos, 
informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un 
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juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés 
público negar la medida cautelar que concederla…”, con lo cual se acudiría a la 
aplicación de la sentencia proferida en el expediente radicado bajo el número 
24187 entre la nación y Morris Harf Meyer la cual reiteró el argumento de la 
presentación de medidas cautelares probando187, así sea de manera sumaria, es 
decir plena aunque no controvertida, de la culpa grave o el dolo como fuente de la 
responsabilidad del agente estatal ante de la defensa del interés público. 
 
Por último en la reforma realizada por la ley 1474 del 12 de julio de 2011, en su 
artículo 6 se llevó a cabo la modificación del numeral 2 del artículo 8 de la ley 678 
de 2001, consistente en que es el Ministerio de Justicia y del Derecho, a través de 
la Dirección de Defensa Judicial de la Nación o quien haga sus veces, una de las 
legitimadas para ejercer la acción de repetición cuando la entidad afectada no la 
iniciara. 
 
Lo trascendental de la reforma, se constituye en que en el artículo sin 
modificación, el ministerio de justicia y del derecho a través de la defensa judicial 
de la nación llevaría a cabo el inicio de la acción, cuando la perjudicada con el 
pago fuera una entidad pública del orden nacional, este último requisito 
desapareció de la nueva redacción con lo cual se estima que ésta entidad asumirá 
no solo la legitimación para accionar en repetición en asuntos de carácter nacional 
sino en asuntos de carácter territorial, situación que se encontraba a la deriva en 
la normativa anterior. 
 
Las anteriores reflexiones jurisprudenciales y legales, entonces, le brindan tanto a 
las entidades del estado como a los particulares atentos a la defensa de sus 
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intereses unas herramientas adecuadas para interactuar en los procesos judiciales 
que por éste concepto se adelanten ante la jurisdicción contencioso administrativa 
hoy alimentado en la nueva reforma. 
 
Como el estudio adelantado, nos debe permitir identificar los puntos en los cuales 
dicha herramientas es o no eficaz, es importante ver el papel del Estado como 
impulsador de una política pública tendiente a la defensa de los recursos 
estatales, por lo que en el siguiente capítulo se hará una breve reseña de papel 
que desempeñan tanto los órganos del nivel central como los organismos de 






5. ANALISIS DE LA CONDENAS PROFERIDAS EN CONTRA DEL ESTADO 
FRENTE AL PRESUPUESTO PÚBLICO DE LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES DE COLOMBIA, ENTRE LOS AÑOS 2001 A 2008 
DESDE LA PERSPECTIVA DE LOS ORGANISMOS DE CONTROL Y 
ENTIDADES PUBLICAS DEL ORDEN NACIONAL 
 
 
Es de gran importancia para éste estudio, además de conocer la evolución 
histórica y algunos aspectos doctrinales y especialmente jurisprudenciales de la 
figura de la acción de repetición y llamamiento en garantía, los pronunciamientos, 
actos y gestiones que en general las principales entidades públicas responsables 
del control de las actuaciones de las entidades territoriales han adoptado, para 
efecto, se realizó un sondeo entre entidades de control, como entidades de la 
rama ejecutiva del orden nacional que se describirán a continuación. 
 
 
5.1. ANALISIS DEL PORCENTAJES DE CONDENAS EFECTUADAS POR 
LAS ENTIDADES DEL ESTADO DEL ORDEN NACIONAL 
 
5.1.1 Datos Del Ministerio del Interior y de Justicia. El Ministerio del Interior y 
de Justicia, señaló que de conformidad con el Decreto 4530 de 2008, la sección 
de Defensa Jurídica del Estado quien ejerce funciones de administración de la 
Información litigiosa a portada por las Entidades de la Administración Pública 
Nacional, precisó que en la actualidad el sistema único de información litigiosa 
experimenta una seria de problemas que impiden generar reportes de información 
de litigios del estado del año anteriores, con lo cual no se consolidó una base de 




La dirección de Defensa Jurídica del Estado, a partir de datos recaudados en la 
Relatoría de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se ha declarado 
responsabilidad personal, aclarando que no se cuenta con datos sobre acción de 
repetición para los años 2001 a 2008 por la falta de funcionalidad del Sistema 
Único de Información Litigiosa. 
 
A pesar de lo anterior, el Ministerio del Interior y de Justicia, afirma que algunas de 
las causas más comunes que se presentan al interior de los Comités de 
Conciliación de las Entidades Públicas, para no iniciar la acción de repetición, 
radica frecuentemente en la dificultad para recopilar pruebas, documentos, como 
también establecer cuáles eran los manuales de funciones vigentes para la época 
en la cual se presentó el hecho generador de los posibles daños patrimoniales; 
otro de los obstáculos, radica en la individualización de los posibles funcionarios 
responsables o intervinientes en las actuaciones que ocasionaron las sentencias 
desfavorables. 
 
De igual manera, en los eventos de llamamiento en garantía con fines de 
repetición, existen en algunas ocasiones temores y posibles lasos de amistad con 
anteriores directivos de la entidad, originando impedimentos y dificultades al 
momento de la conformación del quórum necesario para adoptar una decisión en 
ese sentido, sin olvidar las posibles incidencias o limitaciones que se pueden dar 
en la defensa técnica de la entidad, en los casos en los que se decide 
favorablemente adelantar el llamamiento en garantía.  
 
Con respecto a la evaluación de eficiencia de la ley 678 de 2001, el Ministerio del 
Interior y de Justicia, a establecido que no existe una metodología determinada 
para establecerla y tampoco se cuenta con datos estadísticos como tampoco 
procesos adelantados sobre acción de repetición con fundamento en la facultad 




5.1.2 Datos de la Contaduría General de la Nación. La contaduría General de la 
nación por su parte no hace un reporte específico o consolidado de condenas 
generadas por las entidades territoriales objeto de investigación sin embargo, 
remite un consolidado de cuentas departamento por departamento como 
entidades principales del orden territorial como reflejo de los saldos generados año 
a año en materia de condenas, pagos y apropiaciones presupuestales realizadas 
para tal fin. 
 




Putumayo Amazonas Guainía Guaviare Vaupés Caquetá 
2000 238.538 0 0 0 0 0 
2001 184.109 0 0 0 0 0 
2002 39.445 49000 0 0 0 0 
2003 64.754 0 0 0 0 0 
2004 58.619 0 0 0 0 0 
2005 144.267 0 0 0 0 0 
2006 144.268 0 4365 0 0 0 
2007 350.096 0 22525 0 0 834.790 
2008 325.096 0 4911 0 0 1.049.790 
2009 568.971 101319 4490 0 0 483.535 
2010 568.971 0 0 0 0 5.427 
 
2.687.134 150319 36291 0 0 2.373.542 
Fuente: Contaduría general de la Nación 
 
El análisis generado por la Contaduría, permite establecer en cifras las siguientes 
situaciones en cada departamento y sobre los periodos fiscales de 2000 a 2010; 
para el efecto, el análisis se realizó sobre las cuentas generales enviadas 
0.3.75.03 denominada sentencias y conciliaciones y que corresponden a 
Compromisos adquiridos convertidos en obligación, que se constituyeron en 
cuentas por pagar, pagados por la entidad y la cuenta2.4.60.02, denominada 
Sentencias y Conciliaciones que se constituyeron en valores por obligaciones 
contraídos por la entidad, por concepto de fallos judiciales ejecutoriados, así como 
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los mandamientos ejecutivos, conciliaciones administrativas y otras órdenes 
judiciales falladas a favor de terceros y originadas en litigios de carácter civil, 
laboral o administrativo, con lo cual se representa de manera general las deudas y 
valores asumidos por la entidad en cada periodo fiscal por efecto de condenas 
judiciales y el consolidado final. 
 
Este análisis general, nos permite deducir que en materia de obligaciones 
contraídas por fallos ejecutoriados por las principales entidades territoriales de la 
región amazonia durante las vigencias fiscales 2000 a2010, éstas presupuestaron 
un total de 5.247.286 millones de pesos, donde Departamentos como Guaviare y 
Vaupés, en ningún periodo fiscal reportaron en su presupuesto asignación o 
compromiso alguno producto de fallos judiciales ejecutoriados es decir estos 
departamentos durante dichos periodos no tuvieron fallos judiciales en contra. 
 
Así mismo, Departamentos como Putumayo reporta año a año compromisos de 
carácter fiscal por éste concepto, por un valor total de 2.687.134 millones muy por 
encima de las demás entidades territoriales; departamentos como Guainía y 
Caquetá reportan fallos ejecutoriados y obligaciones generadas a partir del año 
2006. 
 
Tabla 2.Valores constituidos en cuentas por pagar y pagados por la entidad 
Vigencia 
fiscal 
Putumayo Amazonas Guainía Guaviare Vaupés Caquetá 
2000 0 0 0 0 0 0 
2001 0 0 0 0 0 0 
2002 0 0 0 0 0 0 
2003 0 0 0 0 0 0 
2004 0 0 0 0 0 0 
2005 0 0 0 0 0 0 
2006 0 0 0 0 0 0 
2007 408.477 0 0 0 0 92.022 
2008 140.514 0 0 0 0 291.949 
2009 400.000 66 0 0 123.208 1.089.499 
214 
 
2010 61.341 0 0 0 0 0 
 
1.010.332 66 0 0 123.208 1.473.470 
Fuente: Contaduría general de la Nación 
 
En lo que tiene que ver con valores finalmente constituidos en cuentas por pagar y 
pagados por la entidad territorial correspondiente a sentencias judiciales, se 
encuentra que las entidades territoriales de la región amazónica durante los 
periodos fiscales 2000 a 2010, cancelaron un total de 2.607.076 millones de pesos 
por sentencias judiciales, los mayores valores cancelados, fueron efectuados por 
el Departamento del Caquetá y Putumayo, y en menores porcentajes los 
departamentos de Amazonas y Vaupés. Finalmente los Departamentos de 
Guaviare y Vaupés, coinciden en la no realización de desembolsos por concepto 
de fallos judiciales frente a obligaciones ejecutoriadas, pero Vaupés reporta un 
valor de 123.208, millones comprometidos y pagados, producto de obligaciones 
derivadas de proceso de indemnización de personal probablemente producto de 
un proceso de reestructuración administrativa. Es interesante así mismo, ver 
respecto del departamento del Caquetá la presupuestación desembolsos 
efectuados por concepto de proceso de saneamiento fiscal y financiero del mismo. 
 
Así las cosas en materia de condenas en contra de las entidades territoriales de la 
región amazonia, es del Departamento del Caquetá, quien reporta los mayores 
más altos en el pago de condenas judiciales, pese a que es el Departamento del 
Putumayo quien reporta la mayor carga de obligaciones judiciales ejecutoriadas 
 
5.2. ANALSISDEL PORCENTAJE DE CONDENAS EFECTUADAS PORLOS 
ORGANISMOS DE CONTROL 
 
5.2.1. Datos de la Procuraduría General de la Nación. 
 
5.2.1.1. Procuraduría primera delegada ante el consejo de estado. De 
conformidad con el numeral 15 del artículo 24 del Decreto 262 del 22 de febrero 
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de 2000, corresponde a la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de 
Estado la siguiente función preventiva y de control de gestión: 
Llevar un registro actualizado de las sentencia proferidas contra las entidades públicas del 
orden Nacional, mediante las cuales se les condene al pago o la devolución de una 
cantidad líquida de dinero, así como de los acuerdos conciliatorios celebrados por éstas y 
exigir a los servidores públicos la inclusión de las partidas correspondientes, de 
conformidad con lo dispuesto por el código contencioso administrativo y en la ley anual del 




De acuerdo a lo anterior, se infiere que el registro de sentencias en contra de 
entidades públicas se limita, fundamentalmente, a las de orden Nacional. Sin 
embargo, en aras de contribuir a la investigación, se remite un listado de 
sentencias del año 2001 a 2009 reportadas por el Tribunal Administrativo del 
Departamento del Caquetá y por un Juzgado Administrativo del Circuito de 
Florencia. Con relación a los Departamentos del Amazonas, Guaviare, Guainía y 
Vaupés no se cuenta con registros. 
 
La problemática existente se caracteriza por el incremento en las pretensiones 
económicas y en el número de demandas en contra de las entidades de Derecho 
Público; el crecimiento de las condenas en contra del Estado; el alto contingente 
judicial con efectos macroeconómicos y la deficiente defensa judicial de las 
Entidades de derecho público. 
 
Al respecto considera el Ministerio Público, bajo la directriz del Señor Procurador 
General de la Nación, que la mejor manera de abordar esta problemática se 
encuentra en el fortalecimiento de lo que hoy se conoce como la Gerencia Jurídica 
Pública, entendida como el conjunto de políticas, acciones y ejecutorias 
encaminadas a la buena dirección, manejo y control de los conflictos judiciales en 
que es parte un entidad de derecho público, implementando así la visión de la 
empresa privada a la administración pública, para de esta manera lograr la 
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eficiencia y eficacia de las organizaciones estatales. Ese programa se viene 
fortaleciendo e impulsando desde el año 2004 con ocasión de la expedición de la 
Resolución 381 del 4 de octubre del mismo año, “Por medio del cual se crea en la 
Procuraduría General de la Nación un Grupo de Trabajo para que promueva la 
interposición, por los agentes del Ministerio Público y por las Entidades Públicas, 
la Acción de Repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición 
(adicionada mediante la Resolución N° 83 de 2006). 
 
 Visitas a los comités de conciliación y acciones preventivas En esa 
misma dirección se estipuló que “Los Procuradores Judiciales Administrativos II, 
bajo la coordinación del Procurador Delegado ante el Consejo de Estado, 
apoyarán al grupo de Gerencia Jurídica en su labor de visitas a los comités de 
conciliación y en las capacitaciones que sobre instrumentos de protección al 
patrimonio público se adelanten, conforme a las directrices y cronogramas 
establecidas por la coordinación del Grupo. 
 
Una de las preocupaciones del Ministerio Público, es la de optimizar y hacer más 
eficiente y eficaz tanto el uso de la acción de repetición como herramienta 
fundamental para la defensa del patrimonio público. En aras de dicho objetivo, se 
elaboró la circular conjunta firmada el 20 de noviembre de 2008 por el Ministerio 
del Interior y de Justicia, el Contralor General de la República y el Procurador 
General de la Nación, cuyo asunto fue los : “Aspectos a considerar en el ejercicio 
de la acción de repetición y del llamamiento en garantía con fines de repetición”, la 
cual estaba dirigida a los “miembros de los comités de conciliación, representantes 
legales y apoderados de entidades públicas del orden nacional y territorial y 
procurado es delegados ante el consejo de estado y judiciales administrativos”. 
 
Como resultado de lo anterior, se realizó un programa de actividades, en donde se 
daba a conocer la circular en mención, denominado “Programa de Gerencia 
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Jurídica Pública”, llevada a cabo en el año 2005, reportando los siguientes 
resultados: 
 
Tabla 3. Actividades “Programa de Gerencia Jurídica Pública” año 2005 
Actividad Número de registros 
Visitas preventivas y de capacitación a los comités de 
conciliación de entidades del orden Nacional 
14 
Visitas preventivas y de capacitación de algunos Procuradores 
Judiciales II para Asuntos Administrativos, con sede en Bogotá, 
a los Comités de conciliación de entidades del orden 
departamental, distrital y municipal. 
62 
Jornadas de capacitación en acción de repetición, llamamiento 
en garantía, régimen disciplinario y conciliación en materia 
contenciosa administrativas. 
14 
Jornadas de capacitación en materia de defensa judicial por 
medio del programa seminario de actualización en Gestión 
Pública en diecisiete (17) ciudades del país. 
17 
Fuente: Procuraduría Delegada ante el Consejo de Estado. 
 
Tabla 4.Actividades “programa de gerencia jurídica pública” año 2006 
Actividades Número de Registros 
Visitas preventivas y de capacitación a los comités de 
conciliación de entidades del orden Nacional, departamental, 
distrital y municipal. 
139 




Tabla 5. Actividades y Resultados “Programa de Gerencia Jurídica Pública” 
año 2007 
Actividades Número de registros 
Visitas Preventivas y de capacitación a los comités de 
conciliación de entidades del orden nacional, departamental, 
distrital y municipal. 
201 
Fuente: Procuraduría Delegada ante el Consejo de Estado. 
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acuerdo al resultado de la visita practicada. 
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Tabla 6. Actividades y Resultados “Programa de Gerencia Jurídica Pública” 
año 2008 
Actividades Número de registros 
Entidades visitadas presentaron planes de mejoramiento de su 
gestión. 
250 
Entidades formularon políticas de prevención del daño 
antijurídico 
167 
Entidades diseñaron políticas de defensa judicial. 192 
Entidades tienen políticas definidas en materia de conciliación. 179 
Entidades estudiaron la procedencia de la acción de repetición. 209 
Fuente: Procuraduría Delegada ante el Consejo de Estado. 
 
En la actualidad, nuevamente por decisión del Señor Procurador General se va a 
retomar el programa de visitas a los comités de conciliación no sólo de las 
entidades del orden Nacionales, sino también de entidades del orden 
departamental y para ello se tiene unos protocolos a implementar. 
 
En síntesis, la Circular Conjunta elaborado por el Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República y el Ministerio del Interior y de Justicia, 
recordó que respecto de la aplicación de las disposiciones contenidas en la Ley 
678 de 2001, el Consejo de Estado ha sostenido que en virtud del Derecho 
Constitucional fundamental al debido proceso, ha de tenerse en cuenta que la 
mencionada ley contiene normas tanto de carácter sustancial, como normas de 
carácter procesal, cada una de las cuales tiene un régimen de aplicación diferente. 
 
 Análisis y estudios realizados por la Procuraduría General de la 
Nación Adicional a esta circular, se llevó a cabo una Teleconferencia Informativa 
sobre defensa jurídica del Estado, desarrollada por el señor Alejandro Ordoñez 
Maldonado, Procurador General de la Nación. 
 
Como supremo Director del Ministerio Público, celebró una Alianza 
interinstitucional con la Contraloría General de la República y con el Ministerio del 
219 
 
Interior y de Justicia, con el propósito de abordar, desde las distintas ópticas, la 
grave problemática de la defensa judicial del Estado. 
 
Según la información estadística dada a conocer por la Contaduría General de la 
Nación, las entidades y organismos del orden nacional y territorial, durante el año 
2007, ejecutaron recursos por más de un billón ciento noventa y siete millones de 
pesos ($1.197 billones) por concepto de pago de conciliaciones y condenas 
derivas de sentencias y laudos condenatorios. También es un hecho cierto que el 
pasivo contingente judicial asciende a la suma de 89 billones, 992 millones de 
pesos ($89.992 billones) y que en un importante número de casos se presenta una 
situación de alta probabilidad de condena contra la entidad u organismo de 
derecho público que figura como parte demandan o convocada en el trámite 
conciliatorio. 
 
A lo anterior, el señor Procurador General de la Nación estableció que existían 
múltiples casos que evidencian la deficiente defensa de los intereses litigiosos de 
los entes públicos, sin dejar de lado que distintos organismos se ven obligados a 
cancelar significativas sumas de dinero por concepto de reconocimiento de 
intereses moratorios ocasionados por el pago tardío de sentencias, laudos y 
conciliaciones, producto de la falta de una adecuada valoración del pasivo 
contingente judicial y de la inexistencia de provisión de reservas presupuestales 
para cancelar estas obligaciones. 
 
Ese panorama crítico convoca a los entes de control y al Ministerio del Interior y de 
Justicia a hacer los mayores esfuerzos en materia preventiva, específicamente en 
el control de gestión y en la verificación del cumplimiento de políticas públicas. A 
través de dichas acciones se logrará el fortalecimiento de la denominada Gerencia 
Jurídica Pública, lo que se traducirá en la adopción de medidas de prevención del 
daño antijurídico y en la optimización de la defensa judicial de los intereses de las 




El señor ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO, Procurador General de la 
Nación, estableció que el ministerio público tiene un reto que le fue asignado 
recientemente por el Legislador, lo cual es la competencia exclusiva para celebrar 
acuerdos conciliatorios extrajudiciales en asuntos de lo contencioso administrativo 
y a partir de la vigencia de la reforma de la Ley Estatutaria de Administración de 
Justicia, contenida en la Ley 1285 de 2009, ninguna persona que pretenda incoar 
una acción indemnizatoria contra el Estado, podrá presentar una demanda en 
sede judicial si antes no ha intentado celebrar una conciliación de sus diferencias 
con su contraparte.  
 
El agente del Ministerio Público tiene el poder-deber de desempeñar un rol 
proactivo en la audiencia, motivando a las partes a que concilien sus diferencias, 
proponiendo fórmulas que garanticen un acuerdo justo y pidiendo a los comités de 
conciliación la reconsideración de sus decisiones. 
 
Esa importante oportunidad que surge de la ley de reforma de la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia, obliga a un cambio de mentalidad en los Abogados 
litigantes y de los mismos servidores públicos encargados de la toma de 
decisiones respecto de la procedencia o improcedencia de un acuerdo 
conciliatorio. 
 
El abogado litigante que tiene a su cargo la representación de un apersona que ha 
sido víctima de un daño antijurídico, debe facilitar la consolidación de acuerdos 
que sean respetuosos de los intereses de su representado, pues de esta manera 
satisface el interés general en la medida en que la ciudadanía tiene interés en que 
terminen los conflictos, e igualmente desarrolla el postulado constitucional de la 
pronta y cumplida administración de justicia, lo que se consolidad, en este caso, a 
través de un mecanismo auto compositivo de solución de controversias, que no 




Por su parte las entidades de derecho público deben darle la mayor importancia al 
tema de la conciliación extrajudicial como uno de los mecanismos principales de 
solución de conflictos, y proceder a aplicar los principios de la función pública 
contenidos en el artículo 209 de la constitución Nacional. 
 
Posterior a esta teleconferencia, los señores PROCURADOR GENERAL DE LA 
NACION, CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA Y MINISTERIO DEL 
INTERIOR Y DE JUSTICIA, elaboran la circular conjunta de fecha 10 de 
noviembre de 2008, en la cual regula aspectos específicos sobre la acción de 
repetición. 
 
Dicha circular estableció, que aunque diversas normas anteriores a la Constitución 
Política de 1991 ya consagraban la acción de repetición190, la constitución política 
de 1991 en su artículo 90 estableció expresamente que en el evento de ser 
condenado el Estado a la reparación patrimonial de un daño antijurídico "que haya 
sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquel deberá repetir contra éste". 
 
Señalo así mismo que a partir de esta norma superior, varias leyes han contenido 
regulaciones específicas acerca de la acción de repetición191 y la Ley 678, del 3 de 
agosto de 2001, reglamentó "la determinación de la responsabilidad patrimonial de 
los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de 
llamamiento en garantía con fines de repetición".  
                                            
190
Decreto 1400 de 1970 (C. de P.C.) art. 40; Decreto-Ley 150 de 1976, arts. 194 a 201; Decreto-
Ley 222 de 1983, arts. 290 y 297; Decreto-Ley 01 de 1984 (C.C.A.), arts. 77 y 78; Decreto 1222 de 
1986 art. 235; Decreto 1333 de 1986, art. 102. 
191
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 80 de 1993. Estatuto de Contratación 
Estatal, art. 54; Ley 136 de 1994, art. 5-e; Ley 270 de 1996. Estatutaria de la Administración de 
Justicia, arts. 71-74; Ley 446 de 1998, arts. 31, 42-8 y 44-9. 
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La circular determina algunos asuntos puntales en relación con el funcionamiento 
de la figura de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de 
repetición que se resaltan a continuación: 
 Características. Las principales características que se derivan del diseño 
normativo de la acción de repetición son las siguientes: 
 Finalidad: Además de sus fines retributivo y preventivo, se orienta a 
garantizar los principios constitucionales de moralidad administrativa y eficiencia 
de la función pública.192 
 
 Naturaleza: Es una acción principal, civil de carácter patrimonial193, no 
desistible194, con pretensión indemnizatoria.  
 
 Obligatoriedad: Es deber de los respectivos funcionarios de las entidades 
públicas ejercitar la acción de repetición siempre que se verifiquen los 
presupuestos que la Constitución y la ley establecen para el efecto195. En 
consecuencia, no siempre que el Estado haya sido condenado tiene que 
instaurarse automáticamente la acción de repetición, sino únicamente "cuando el 
daño causado por el Estado haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de sus agentes. El incumplimiento de este deber constituye 
falta disciplinaria."196 
 
En desarrollo de lo anterior, la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, 
estableció, en su artículo 48-36, como falta gravísima "[n]o instaurarse en forma 
oportuna por parte del Representante Legal de la entidad, en el evento de 
                                            
192
COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 678. Diario Oficial No. 44.509, art. 3°. 
193
Ley 678, art. 2° y Sentencia C-484 de 2002, proferida por la Corte Constitucional. 
194
 Ley 678, art. 9°. 
195
Así lo ha destacado el Consejo de Estado, al señalar: "Otra característica de la Acción de 
Repetición es su obligatoriedad, lo que significa que cuando se presenten los respectivos 
supuestos, el representante legal de la entidad pública legitimada está en la obligación de 
instaurarla." SECCIÓN TERCERA, CONSEJERO PONENTE: Mauricio Fajardo Gómez, Sentencia 
de diciembre 4 de 2006, RADICACIÓN: 10010326000199900781-01 (16.887). 
196
COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 678. Diario Oficial No. 44.509, art. 4°. 
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proceder, la acción de repetición contra el funcionario, ex funcionario o particular 
en ejercicio de funciones públicas cuya conducta haya generado conciliación o 
condena de responsabilidad contra el Estado.” (Resaltado fuera de texto). 
 
 Sujetos activos: La persona jurídica de derecho público que sufrió 
detrimento patrimonial con motivo del pago de "condena, conciliación o cualquier 
otra forma de solución de un conflicto permitida por la ley", está legitimada para 
ejercer la acción de repetición. Si no lo hace dentro de los seis meses siguientes al 
pago total, también pueden ejercer la acción: el Ministerio Público, en cualquier 
caso, o la Dirección de Defensa Judicial de la Nación, cuando la entidad pública 
perjudicada sea del orden nacional.197 
 
 Sujetos pasivos: La acción de repetición puede dirigirse contra servidores o 
ex servidores públicos y contra particulares que desempeñen funciones 
públicas198. Para efectos de esta acción se consideran como tales los contratistas, 
interventores, consultores y asesores en lo concerniente a la actividad contractual 
de la Administración.199 
 
 Caducidad: El término de caducidad de la acción de repetición es de dos (2) 
años, contados a partir del día siguiente al de la fecha del pago total efectuado por 
la entidad pública200. La Corte Constitucional sostuvo que, por tratarse de un 
asunto de libre configuración del legislador, resulta ajustado a la Carta que dicho 
término se encuentre determinado por la fecha de pago de la condena, “bajo el 
entendido que el término de caducidad de la acción empieza a correr, a partir de la 
                                            
197
 Ley 678, art. 8°. 
198
La Convención Interamericana contra la Corrupción, suscrita en Caracas el 29 de marzo de 1996 
y aprobada mediante la Ley 412 de 1.997, en su artículo 1° define Función Pública como “toda 
actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona natural en 
nombre del Estado o el servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles 
jerárquicos.” Diario Oficial No. 43.168, de 7 de noviembre de 1997.  
199
 Ley 678. Art. 2°, parágrafo 1°. 
200
Ley 678. Artículo 11. 
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fecha en que efectivamente se realice el pago, o, a más tardar, desde el 
vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el artículo 177 inciso 4 del Código 
Contencioso Administrativo”.201 
 
 Aspectos probatorios. El Consejo de Estado ha señalado en forma reiterada 
que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 177 del C. de P. C., le incumbe 
a la Administración probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que persigue y, en consecuencia, "al ejercer dicha acción, si en 
verdad existe, como siempre debe existir, el interés de que se despachen 
favorablemente sus pretensiones, tiene la carga de acreditar oportuna y 
debidamente: 
 
i) Que surgió para el Estado la obligación de reparar un daño antijurídico, bien sea 
por condena judicial, por conciliación o por otra forma de terminación de un 
conflicto; 
 
ii) Que el Estado pagó totalmente dicha obligación, lo que, desde luego, le causó 
un detrimento patrimonial; 
 
iii) La magnitud del detrimento patrimonial que se reclama del demandado y su 
fundamento, puesto que no en todos los casos coincide con el valor anterior; 
 
iv) Que el demandado, a quien debe identificar de manera precisa, es o fue agente 
del Estado, acreditando la calidad o cargo que tuvo; 
 
v) Que el demandado actuó con dolo o con culpa grave; 
                                            
201
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-832 de 2001. Magistrado ponente 




vi) Que el daño antijurídico -referido en el primer numeral-, fue consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa del demandado."202 
 
Se resalta la importancia de tener en cuenta al impetrar la acción de repetición, los 
siguientes aspectos probatorios, que la jurisprudencia ha sido enfática al destacar, 
referidos a: i) que las copias simples carecen de valor probatorio y ii) que el pago 
debe acreditarse debidamente por parte de la entidad accionante. En relación con 
la carencia de valor probatorio de las copias simples, la jurisprudencia ha sido 
reiterativa:203 
 Normatividad aplicable. Respecto de la aplicación de las disposiciones 
contenidas en la Ley 678, el Consejo de Estado ha sostenido que en virtud del 
Derecho Constitucional fundamental al debido proceso, ha de tenerse en cuenta 
que la mencionada ley contiene tanto normas de carácter sustancial, como normas 
de carácter procesal, cada una de las cuales tiene un régimen de aplicación 
diferente. 
En relación con las normas sustanciales, se ha indicado: 
a) Si los hechos o actos que originaron la responsabilidad civil patrimonial del 
servidor público, son posteriores a la vigencia de Ley 678 de 2001, para determinar 
y enjuiciar la falla personal del agente público será aplicable esta normativa en 
materia de dolo y culpa grave (…). 
 
b) Si los hechos o actuaciones que dieron lugar a la demanda y posterior 
condena contra la entidad, fueron anteriores a la expedición de la Ley 678 de 2001, 
las normas aplicables para dilucidar si se actuó con culpa grave o dolo serán las 
                                            
202
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo 
Gómez, Sentencia del 4 de diciembre de 2006, RADICACIÓN: 18.270, REF: Acción de Repetición, 
Actor: Municipio De Belén De Umbría, Demandado: Jorge de Jesús Colorado. 
203
 Sentencia del 11 de mayo de 2006, Expediente 15.042, Actor: Nación – Ministerio de Transporte 
– INVIAS y otros, Consejero Ponente: Dr. Ramiro Saavedra Becerra. 
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vigentes al tiempo de la comisión de la conducta del agente público que es la fuente 




En cuanto a los aspectos procesales, por tratarse de normas de orden público, 
que rigen hacía el futuro y con efecto general e inmediato, ha de aplicarse lo 
dispuesto en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, norma según la cual “Las leyes 
concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deban empezar a regir. Pero los términos 
que hubieren empezado a correr, y las situaciones y diligencias que ya estuvieren 
iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”.  
 
De igual forma, en dicha circular regulo aspectos importantes en relación con el 
llamamiento en garantía con fines de repetición. 
 
 Llamamiento en garantía con fines de repetición Oportunidad. Respecto del 
llamamiento en garantía con fines de repetición, cabe anotar que la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-484 del 25 de junio de 2002,declaró la 
inexequibilidad de la norma que permitía su ejercicio hasta antes de finalizar el 
período probatorio205, como quiera que con este precepto se podrían afectar los 
derechos de contradicción y defensa de quien fuere vinculado al proceso a través 
de este mecanismo. Por ende, el uso de la figura únicamente podrá realizarse 
durante el término de fijación en lista del proceso, es decir, antes de que la 
respectiva actuación judicial se abra a pruebas 
 
  Análisis de procedencia. Especial estudio sobre la procedencia del 
llamamiento en garantía con fines de repetición debe realizarse en aquellos casos 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejera Ponente: Ruth Correa 
Palacio, Bogotá, D.C., ocho (8) de marzo de dos mil siete (2007), Radicación número: 
110010326000200300019 01 (24953), Actor: Contraloría General De La República. 
205
 Ley 678, art. 20. 
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en los que existan decisiones jurisprudenciales uniformes y reiteradas por parte 
del Consejo de Estado en relación con la responsabilidad administrativa del 
Estado frente a particulares o a la ilegalidad recurrente de actos administrativos, 
particularmente de naturaleza laboral administrativa.  
 
 Prueba sumaria. De otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 19 de la Ley 678, las entidades públicas pueden solicitar el llamamiento en 
garantía del respectivo agente, “frente al que aparezca prueba sumaria de su 
responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave, para que en el mismo 
proceso se decida la responsabilidad de la administración y la del funcionario”. 
  
Ha de tenerse en cuenta el cambio de línea jurisprudencial en torno al requisito del 
acompañamiento de la prueba sumaria en el llamamiento en garantía con fines de 
repetición, en virtud del cual, "para que proceda legalmente el llamamiento en 
garantía se deben cumplir a cabalidad con el conjunto de requisitos formales y 
sustanciales de que tratan los artículos 57, 56, 55 y 54 del C.P.C., y 
concretamente respecto de este último, debe reiterarse la necesidad de que se 
acompañe al escrito de llamamiento la prueba siquiera sumaria, que sea 
demostrativa de la existencia del vínculo jurídico sustancial que fundamenta la 
vinculación del tercero pretendida"206. 
 
 Funciones de los Comités de Conciliación. Por último, la circular conjunta, 
recuerda a los integrantes de los Comités de Conciliación de las entidades 
públicas de los distintos órdenes y niveles, la importancia de dar estricto y 
adecuado cumplimiento a lo ordenado por el Decreto 1214 de 2000, respecto de 
las siguientes funciones orientadas a optimizar la defensa judicial y a garantizar 
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COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejero Ponente: Alier Hernández Enríquez, Bogotá, D.C., once (11) de octubre de dos mil seis 
(2006), Expediente No: 080012331000200200769 01, Número interno: 32324, Actor: Ricardo 
Antonio Suárez Venegas, Demandados: Nación – Fiscalía General de la Nación, Proceso: Acción 




una eficiente y eficaz gerencia jurídica pública. 
 
Debido a la situación preocupante que enfrenta el patrimonio público por las 
cuantiosas sumas de dinero que deben asumir como resultado de las condenas 
proferidas en contra del Estado, el señor Ex Procurador Edgardo José Maya 
Villazón, elaboró un artículo denominado “El fortalecimiento de la gerencia jurídica 
pública como herramienta para la protección del patrimonio público.” 
 
En el comenta que uno de los escenarios que mayor preocupación genera a los 
órganos de control encargados de proteger el patrimonio público, lo constituye la 
afectación de este derecho colectivo ante las multimillonarias erogaciones 
patrimoniales efectuadas por entidades de derecho público, producto de acuerdos 
conciliatorios extrajudiciales y de sentencias condenatorias. 
 
Este panorama cobra mayor trascendencia si se tiene en cuenta el crecimiento 
significativo de demandas judiciales entabladas contra organismos judiciales, que 
un número considerable y probabilidad de condena, no solo por la presencia de 
elementos probatorios que dan cuenta de un comportamiento antijurídico 
subyacente, sino por la deficiente defensa que en un elevado número de casos, se 
presenta por quienes tienen a su cargo la importante tarea de representar 
judicialmente los intereses de aquellas entidades, como quiera que algunos 
organismos, a pesar de ser frecuentes demandados, siguen incurriendo en los 
errores y omisiones propios de los litigantes ocasionales, especialmente por la 
falta de contestación de las demandas, la no presentación de alegatos de 
conclusión, la ausencia de intervención en la práctica de las pruebas judiciales, la 
falta de contradicción de las mismas, así como el desconocimiento de los 
precedentes jurisprudenciales. 
 
La información recopilada por el Ministerio del Interior y de Justicia da cuenta de la 
existencia de más de 65.000 demandas contra entidades del Orden Nacional, las 
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cuales registran pretensiones cercanas a los 100 billones de pesos. La dramática 
situación no es muy diferente en el escenario territorial, en tanto las 
gobernaciones, alcaldías y entes de estos mismos niveles, reportan miles de 
procesos en su contra en los que también aparecen elevadas pretensiones 
patrimoniales. 
 
En cuanto al compromiso fiscal derivado de estas conciliaciones y condenas, debe 
resaltarse que en la década de 1993-2003, el Estado sufrago 3.1 billones de pesos 
por tales aspectos y según informe del Banco Mundial basado en estudios de la 
Contraloría General de la República y la Contaduría General de la Nación, la 
responsabilidad contingente de la Nación viene en aumento y se podrá predecir 
que para el año 2006 representará el 2% del producto interno bruto, con grave y 
directa afectación de la inversión social. 
 
Para evitar la afectación del patrimonio pública ante esta problemática, plantea el 
Doctor EDGARDO JOSE MAYA VILLAZON, se debe fortalecer la gerencia jurídica 
pública y desplegar acciones que prevengan la causación de daños antijurídicos 
como uno de los componentes de aquella y que en aras de lograr dichos objetivos, 
la Procuraduría General de la Nación ha diseñado y puesto en ejecución distintas 
acciones preventivas, cuyo propósito no es otro que el de lograr la eficacia y la 
eficiencia de las medidas orientadas al fortalecimiento de la gerencia jurídica 
pública. 
 
 Intervención Judicial realizada por la Procuraduría General de la 
Nación Conforme lo publicado en la revista de derecho público No. 7, El Ministerio 
Público, bajo las precisas instrucciones señaladas por el señor Procurador 
General de la Nación por medio de la Resolución No. 317 del 6 de octubre de 
2005, ha señalado a los procuradores delegados y judiciales los parámetros de 
intervención obligatoria en los procesos de repetición. De igual manera, por medio 
de la Circular 027 de 13 de mayo de 2004, el señor Procurador señaló directrices 
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a los agentes del Ministerio Público, para la promoción de llamamientos en 
garantía con fines de repetición, en los temas de traslados de servidores públicos 
que son padres cabeza de familia y de desvinculación del cargo de servidora en 
estado de embarazo. 
 
Además de lo anterior, los procuradores delegados ante el Consejo de Estado y 
los procuradores judiciales deberán atender los mandatos legales, y cuando 
evidencien las circunstancias previstas en los artículos segundo y siguientes de la 
Ley 678 de 2001, deben iniciar las acciones correspondientes. 
 
En este punto, importa destacar que durante los años 2001 a 2004, los agentes 
del Ministerio Público han iniciado setenta y ocho (78)procesos de repetición en 
favor de diversas entidades públicas y tres (3) en contra de exservidores de la 
Procuraduría General de la Nación. Estas últimas demandas han sido dirigidas 
contra un Procurador General de la Nación y dos Procuradores Generales de la 
Nación encargados, lo cual pone de presente la utilización del mecanismo de la 
acción de repetición en contra de sus propios agentes o ex agentes, como lo 
manda la Constitución y a ley. Han sido casos en que la jurisdicción de lo 
contencioso ha determinado la ocurrencia de fenómenos de desviación de poder y 
condenado a la entidad al pago de sumas de dinero. En estas ocasiones, el 
Comité de Conciliación de la Procuraduría ha examinado cada caso, lo ha 
debatido y ha tomado las decisiones motivadas de formular las correspondientes 
pretensiones de repetición. 
 
En materia de llamamientos en garantía, los agentes del Ministerio Público han 
presentado, entre los años 2000 a 2004, seiscientos cincuenta y tres (653) 
llamamientos en garantía de servidores o ex servidores públicos, y en el curso del 
año han sido formuladas ciento catorce (114) solicitudes. Principalmente en 
asuntos laborales administrativos de supresiones de cargos, violaciones a los 
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derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, y en 
temas relativos a contratos. 
 
 Intervención en el ámbito de lo Disciplinario El Código Único 
Disciplinario (Ley 734 de 2002) contiene un conjunto de disposiciones que regulan 
el marco conductual de los servidores públicos, las faltas en que podrán incurrir y 
las disposiciones relativas al procedimiento para la determinación de los 
censurables comportamientos y las condignas penas. 
 
En la medida en que esa ley contiene drásticas sanciones, como la destitución y 
las inhabilidades para el ejercicio de cargos públicos hasta de diez a veinte años, y 
permanentes para aquellos casos en que se afecte el patrimonio público, se 
constituye en un elemento disuasivo de la conducta dolosa o negligente de los 
servidores públicos, y en esa medida el Régimen Disciplinario es un colaborador 
sin par de la prevención del daño antijurídico en las entidades públicas. En el 
repertorio de faltas disciplinarias contenidas en el Código, se pueden observar, 
entre otras (art. 48), las gravísimas de incumplimiento injustificado de funciones 
propias de su cargo, infringir dolores o sufrimientos físicos o psíquicos a las 
personas, privarlas injustamente de la libertad y violar los derechos humanos o el 
derecho internacional humanitario, ejercer actividades incompatibles con el buen 
nombre y prestigio de la institución, causar destrozos a los bienes de la entidad. 
 
Adicionalmente, constituye falta disciplinaria gravísima para los representantes 
legales de las entidades públicas no iniciar oportunamente, cuando fuere del caso, 
las acciones de repetición contra los funcionarios o exfuncionarios, situación 
asumida por la Ley 678 de 2001 como causal de destitución del cargo. 
 
Así, en la medida en que la labor de la Procuraduría General de la Nación en el 
campo de lo disciplinario sea pronta, eficaz y muestre resultados, no solamente se 
pondrá corto a esas censurables conductas, sino que servirá para ir creando una 
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conciencia de respeto por la cosa pública, por el debido cumplimiento de los 
deberes y funciones de los servidores y por la consideración de los derechos de 
los demás. 
 
Se observa, entonces, la total cercanía de los conceptos acción de repetición y 
llamamiento en garantía con la función y las labores que desempeña la 
Procuraduría General de la Nación. El Ministerio Público se encuentra a la cabeza 
de la prevención del daño antijurídico de las entidades públicas, y con sus 
actuaciones en los ámbitos preventiva, de intervención judicial y disciplinaria dará 
realidad a la ética de lo público, a la protección del patrimonio de todos los 
colombianos. 
 
5.2.2. Datos de la Contraloría General de la República. Por su parte la 
Contraloría General de la República, del Sector Defensa, Justicia y Seguridad, a 
través del documento 89113-174-02 titulado Seguimiento a la problemática de las 
demandas contra el estado, elaborados por los señores Gloria Edith Rueda Molina 
y Andrés José Quintero Gnecco de fecha 30 de marzo de 2010, manifestaron que 
los pasivos contingentes, por sentencias y conciliaciones continúan siendo uno de 
los problemas más graves para las finanzas públicas del país y que esta es la 
razón por la cual la Contraloría General de la República, desde hace varios años 
viene realizando el seguimiento a esta problemática con el propósito de alertar al 
país sobre el riesgo para la estabilidad de las finanzas públicas, en caso de no 
aplicar los correctivos necesarios tanto en la prevención del daño antijurídico como 
en la gestión eficiente y efectiva de la defensa jurídica de los intereses estatales. 
 
Lo que pretendieron a través de ese documento es presentar el seguimiento a la 
evolución de la problemática de las demandas contra el Estado, en lo referente a 
los aspectos contables, tanto en el orden Nacional como Territorial, los recursos 
presupuestales ejecutados por la Administración Central Nacional, en el periodo 
2003-2009 y las acciones emprendidas por la contraloría en el ámbito de sus 
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competencias referente a esta problemática y las conclusiones. Para lo anterior 
tomaron los siguientes aspectos fundamentales: 
 
5.2.2.1 Respecto de los aspectos normativos En Colombia en virtud del Estado 
Social de Derecho, la actuación estatal se realiza en virtud de la ley; por lo que 
resulta poco entendible, por qué si las actuaciones se llevan a cabo amparadas en 
ella, se generan daños antijurídicos que deben ser indemnizados a los 
ciudadanos? De estos daños se derivan las obligaciones contingentes de las 
entidades del Estado.  
 
Teniendo en cuenta que en otros estudios realizados también por esta entidad en 
relación con la normatividad expedida para la defensa jurídica del Estado, para el 
presente análisis solo se hizo énfasis en el Fondo de contingencias, 
específicamente para atender lo relacionado con sentencias y conciliaciones. 
 
Es así como en 1998, se expidió la ley 448207, esta disposición estableció la 
obligación de la Nación, las entidades territoriales y las entidades descentralizadas 
de cualquier orden, de incluir en sus presupuestos de servicio de deuda las 
apropiaciones necesarias para cubrir las posibles pérdidas de las obligaciones 
contingentes a su cargo. Para este efecto, el Gobierno Nacional reglamentaría 
entre otras, la metodología de inclusión y los eventos en los cuales dichos 
recursos (presupuestados) debían ser transferidos al Fondo de Contingencias de 
las Entidades Estatales que creó la misma norma. 
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 Por medio de la cual se adoptan medidas en relación con el manejo de las obligaciones 




Posteriormente la ley 819 de 2003,208 en su artículo primero literal h, establece la 
obligación de elaborar una relación de los pasivos contingentes que pudieran 
afectar la situación financiera de la Nación. 
 
Dicha ley estableció la necesidad de incluir dentro del Marco Fiscal de Mediano 
Plazo un análisis sobre los pasivos contingentes que podría enfrentar la Nación. 
La importancia de incluir estas estimaciones radica en que estos conceptos logran 
hacer una aproximación a la realidad de la problemática, específicamente cuando 
se trata de procesos judiciales contra el Estado y que pueden llegar a representar 
un riesgo para la sostenibilidad fiscal por cuanto son pagos a los que puede ver 
conminado el Gobierno en el Futuro. 
 
El legislador consciente de los desajustes financieros que pueden generarse en la 
entidades estatales por la ocurrencia de un siniestro o la materialización de un 
riesgo jurídico, prevé la creación del Fondo para el pago de las obligaciones 
sujetas a condición, y no se tiene una cuantía determinada; se afirma que no se 
trata de la transferencia de recursos entre entidades sino del aprovisionamiento 
para cubrir las eventuales contingencias. 
 
Lo que se busca con el Marco Fiscal de Mediano Plazo de 2010 al igual que en 
proyectos de infraestructura y en las operaciones de crédito público garantizadas 
por la Nación, se realicen aportes al Fondo de Contingencias Estatales destinadas 
a cubrir posibles contingencias derivadas de los procesos litigiosos. 
 
Ha señalado la Contraloría General de la República, que para la valoración de 
riesgos en actividades litigiosas en contra de la Nación es de gran importancia, 
como primer elemento de la gestión de la defensa judicial, la identificación de los 
procesos en contra, la recolección, estandarización y consolidación de esta 
                                            
208
 Mediante la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y 
transparencia fiscal, entre otras, establece en su articulado el marco Fiscal de Mediano Plazo para 
la Nación y para las entidades territoriales. 
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información, con el fin de realizar un estimativo de la probabilidad de fallo en 
contra y el valor final de la contingencia, para así lograr anticipar políticas que 
prevengan el impacto fiscal que tendrían los pagos resultantes de las condenas. 
 
De igual forma estableció, que doce años después de promulgada la Ley 448, el 
Gobierno no la ha reglamentado ni ha realizado el fondeo de los recursos 
necesarios para cubrir los pagos por condenas en contra de las entidades 
públicas, desconociendo la magnitud del problema y el impacto que tiene sobre las 
Finanzas públicas. 
 
En lo referente a lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 (ley 
812 de 2003) se definió un programa con aspectos relevantes, como lo fue la 
implementación de un sistema de información de la actividad litigiosa, con 
formatos unificados y que permitiera el seguimiento, control y evaluación 
pertinente; el diseño de un modelo de gestión para las oficinas jurídicas y el diseño 
de un plan de capacitación. 
 
Con el propósito de reglamentar lo establecido en la Ley del plan, en el 2003 se 
expidió el documento CONPES 3250, el cual formula las “Líneas de acción para el 
fortalecimiento de la defensa legal de la Nación y para la valoración de pasivos 
contingentes”. 
 
La importancia del CONPES radicó, en el diagnóstico que presenta sobre la 
situación de la Nación demandada y el riesgo que corren las Finanzas públicas por 
el fenómeno de sentencias y conciliaciones, poniendo de manifiesto las causas de 
la problemática y estableciendo mecanismos eficaces para la debida gestión de la 




La Directiva Presidencial 02 de 2003, promueve la utilización de los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos, con el fin de evitar la congestión Judicial y el 
litigio.  
 
Ha sido el inmenso esfuerzo por parte del Gobierno Nacional en procurar atender 
uno de los aspectos que incrementan la problemática de las demandas; sin 
embargo, esa Directiva que establece en cabeza de la Dirección de Defensa 
Jurídica del Estado del Ministerio del Interior y de Justicia, la labor de mediación y 
gestor de acuerdos entre las entidades, hasta ahora no ha dado los resultados 
esperados, teniendo en cuenta que se han registrado 54 experiencias positivas 
consistentes en acuerdos o transacciones entre las distintas entidades públicas 
desde la entrada en vigencia de la Directiva. 
 
Es importante señalar que el decreto 200 de 2003 y posteriormente el decreto 
4530 de 2008, le asignan la función de coordinación, fijación de políticas de 
defensa para el Estado y otras complementarias, a la Dirección de Defensa 
Jurídica del Estado del Ministerio del Interior y de Justicia. Esta dirección209 ha 
realizado acciones para cumplir con sus funciones legales, no obstante sus 
esfuerzos han sido insuficientes, porque los procesos en contra, las pretensiones y 
los recursos destinados para el pago de las condenas registran tendencia 
creciente. 
 
De otra parte, la ley 1285 de 2009, reformatoria de la ley estatutaria de la ley 270 
de 1996, Estatutaria de Administración de Justicia, estableció en el artículo 13 el 
requisito de procedibilidad de las acciones consagradas en los artículos 85, 86 y 
                                            
209
 La Dirección de Defensa Jurídica del Estado DDJE, presta a las oficinas jurídicas y comités de 
conciliación de las entidades estatales servicio de asesoría, acompañamiento, coordinación en el 
diseño de estrategias de defensa de los procesos contra el estado ante estrados judiciales 
nacionales e internacionales, mediación en la solución de conflictos interadministrativos, y diseño 
de lineamientos y políticos para la adecuada función preventiva del daño antijurídico y la defensa 
de los interés litigiosos. 
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87 del código contencioso administrativo; para ello el Gobierno Nacional expidió el 
Decreto 1716 de 2009. 
 
Posteriormente se expidió la Directiva Presidencial 05 de 2009 para el adecuado 
ejercicio de la conciliación como requisito de procedibilidad, dando instrucciones a 
las entidades descentralizadas de orden Nacional y miembros de los comités de 
conciliación de los organismos y entidades del Orden Nacional. 
 
La experiencia del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial en 
materia contencioso administrativa, como herramienta alternativa de solución de 
controversias con el Estado, tampoco ha sido satisfactoria; teniendo en cuenta que 
durante el periodo comprendido entre el 1 de mayo de 2009 hasta el 31 de marzo 
de 2010, se habían radicado 75423 solicitudes de conciliación, de las cuales 
fueron admitidas 63677 (84%), de las cuales se realizaron 51942 (82%). De este 
total se logró acuerdo conciliatorio en 3354 (6%) y sin acuerdo se registran 48588 
(94%).210 
 
De lo anterior, establece la Contraloría General de la República, que ese 
mecanismo no ha sido eficiente en cuanto a la finalidad de lograr atenuar el 
impacto fiscal, disminuyendo el valor a pagar con recursos de presupuesto 
General de la Nación, evitando que se instauren demandas en contra del Estado y 
contribuir a la descongestión de los despachos judiciales. 
 
Así mismo, la Procuraduría General de la Nación expidió la Circular 11 de 2007, 
que establece acciones encaminadas al ejercicio eficiente y eficaz de la acción de 
repetición y del llamamiento en garantía con fines de repetición, como 
instrumentos de protección del patrimonio público. 
 
                                            
210
Fuente: Procuraduría General de la Nación, Delegada para la Conciliación Administrativa, 
cálculos DES-DJS/CGR, Información a 31 de marzo de 2010. 
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5.2.2.2. En relación con los aspectos contables. De acuerdo con la Constitución 
Política de Colombia, corresponde al Contador General uniformar, centralizar y 
consolidar la contabilidad pública, elaborar el balance general y determinar las 
normas contables que deben regir en el país, conforme a la ley. En cumplimiento 
de esas funciones, la Contaduría General de la Nación, ha expedido instrucciones 
para el adecuado control y registro de las demandas en contra de las entidades 
públicas así: 
 
1. Circular 078 de diciembre 19 de 2007; en ella se reglamenta la 
cuantificación de las demandas o procesos litigiosos que cursan en contra 
del Estado y a favor del mismo, por ello la Contaduría General de la Nación, 
ordena que “es necesario que en las notas a los estados contables básicos 
que preparan las entidades públicas y en el reporte de notas de carácter 
específico que se remite a través del Sistema Consolidar de Hacienda e 
Información Pública – CHIP, se incluya, adicional al valor, el número o 
cantidad de procesos que tiene la entidad, clasificados en civiles, laborales, 
penales, administrativos,, fiscales, otros litigios y mecanismos alternativos 
de solución de conflictos, tanto los registrados en Cuentas de orden en las 
respectivas subcuentas denominadas LITIGIOS Y MECANISMOS 
ALTERNATIVOS DE SOLUCION DE CONFLICTOS. 
 
2. Resolución 356 de 2007; por el cual se adoptó el Manual de Procedimientos 
del Régimen de Contabilidad Pública. 
 
La Contraloría General de la República, continúa realizando seguimiento a la 
problemática de las demandas y ha evidenciado que las entidades públicas aun 
presentan debilidades en los registros contables tales como; no se registra la 
totalidad de los procesos; de los registrados, se desconoce el Estado en que se 
encuentran y en consecuencia no se registran en la cuenta correspondiente para 




De acuerdo a lo anterior, manifiesta la Contraloría General de la República que 
aún es incierto el número total de procesos, estado jurídico en que se encuentran 
y posible valor de las condenas, por lo tanto no se conoce la dimensión real de la 
problemática, ni es posible estimar los recursos presupuestales que deberán 
destinarse a cubrir los pagos por este concepto. 
 
Conforme a la información que las Entidades Públicas, tanto del orden nacional 
como territorial, reportan a la Contaduría General de la Nación, para diciembre de 
2009, las pretensiones de los demandantes en contra del Estado ascendieron a 
$754.7 billones (incluye las pretensiones registradas en CUENTAS DE ORDEN – 
LITIGIOS por $741.6 billones y la PROVISION PARA CONTINGENCIAS $13.1 
billones). La cuenta CREDITOS JUDICIALES, es decir las sentencias 
ejecutoriadas que quedaron pendientes de pago ascendieron a $1.4 billones. 
 
En el orden Nacional se presentaron pretensiones por $728 billones (96%) y en el 
territorial $26.7 billones (4%). En el orden Nacional el sector con mayor 
representatividad en las pretensiones es Agropecuario con $596 billones (88%). El 
total de pretensiones en el orden nacional asciende a $140.4 billones, dentro de 
los cuales el sector Infraestructura es el que mayores pretensiones registra con 
$38 billones (24%). Seguido por el sector defensa, justicia y seguridad con 37% 
billones (23%) y en tercer lugar Gestión Pública con $27 billones (17%). 
 
Informa la Contraloría General de la República, que ese valor de $140.4 billones 
representa 142% del Presupuesto General de la Nación, ejecutado en la vigencia 
2009 y al 28% del producto interno bruto del mismo año, precisando la 
representatividad de las cifras por cuanto cada año la tendencia es creciente.211 
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 Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES.DJS/CGR. Cuadro 2. Diciembre 2009 
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En el orden territorial, el nivel descentralizado registra las mayores pretensiones 
con $9 billones (45%), en segundo lugar se encuentran los municipios con $5.5 
billones (28%) y por último los departamentos con $5.4 billones (27%). 
 
En general, las 20 entidades con mayores pretensiones en el orden Nacional en 
los niveles central y descentralizado, es la Fiscalía General de la Nación, seguida 
por el Ministerio de Transporte, Superintendencia Financiera y Ministerio de Minas 
y Energía. Esas pretensiones representan el 79% del total, de las cuales el 27% 
corresponden al sector infraestructura y sector Defensa, Justicia y Seguridad con 
22%, las cuales suman $69 billones, que equivale al 52% del total.212 
 
En el orden territorial las entidades con mayores pretensiones son el 
Departamento del Caquetá seguido por las Empresas Públicas de Medellín, el 
Área Metropolitana del Valle de Aburrá y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado 
de Bogotá, las cuales representan el 57% del total de pretensiones con $11.5 
billones.213 
 
5.2.2.3. En lo referente a los aspectos presupuestales. En lo referente a los 
aspectos presupuestales, manifestó la Contraloría General de la República, que 
en los últimos años, la ejecución por concepto de sentencias y conciliaciones ha 
sido creciente y el número de procesos en contra de las entidades igualmente se 
ha incrementado, como consecuencia a las crecientes condenas en contra. 
 
Es así, que los recursos que se han ejecutado para pagar las condenas en contra 
de las entidades públicas han sido cuantiosos, los cuales en el periodo 2003-2009 
ascendieron a $2.39 billones.  
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 Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES-DJS/CGR. Cuadro 3. Diciembre 2009 
213
 Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES-DJS/CGR. Cuadro 4. Diciembre 2009 
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Dentro de la Ejecución Presupuestal de la Administración Central Nacional, en el 
periodo mencionado, el sector más representativo continúa siendo Defensa, 
Justicia y Seguridad – DJS con $1.6 billones (67%), seguido del sector 
infraestructura que registro $309.000 millones (13%).214 
 
Por sectores, el de mayor crecimiento durante el periodo fue Defensa, Justicia y 
Seguridad con 171% al pasar de $134.441 millones en 2003 a $364.588millones 
en 2009, especialmente por reparaciones directas, entre las cuales se encuentran 
también las proferidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En 
segundo lugar se encuentra el Sector Infraestructura con 59% al pasar de $44.180 
millones en 2003 a $70.128, en tercer lugar se encuentra Gestión Pública con 80% 
al pasar de $16.489 millones en 2003 a $29.732 millones en 2009.215 
 
Argumenta la Contraloría General de la República, que otra forma de atender las 
condenas en contra de las entidades públicas, además de pagarse con recursos 
del presupuesto General de la Nación, es el reconocimiento mediante otras 
modalidades, tales como la emisión de bonos de deuda pública y compensaciones 
tributarias. Esta materia se encuentra regulada en la Ley 344 de 1996, articulo 
29.216 
 
De acuerdo a la norma, en los últimos años se han reconocido sentencias y 
conciliaciones por valores importantes, mediante la emisión de bonos de deuda 
pública. Según información del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, entre 
2003 y 2009, dicha entidad reconoció mediante Títulos de Tesorería – TES clase 
B, un total de $827.525 millones, consignadas en 42 resoluciones 
                                            
214
Fuente: SIIF. Administración Central Nacional, Ejecución Presupuestal por sectores sentencias y 
conciliaciones 2003-2009. Grafica 1. 
215
 Fuente: SIIF. Cálculos DES-DJS/CGR. Administración Central Nacional, Ejecución Presupuestal 
por sectores sentencias y conciliaciones. (millones de pesos de 2009). Cuadro 5. 
216
 De acuerdo con este artículo, el Ministerio de Hacienda podrá reconocer como deuda pública 
las sentencias y conciliaciones judiciales. 
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correspondientes a condenas en contra del INCO, INVIAS, Ministerio de Defensa y 
el INPEC.217 
 
Las cifras anteriores deberán ser pagadas con los rendimientos que los títulos 
generen hasta la fecha de la redención. Argumenta la Contraloría General de la 
República, que si bien la ley permite este tipo de operaciones, en el fondo se trata 
de un aplazamiento del gasto por concepto de sentencias y conciliaciones, para 
ser cubierta en diez o más años, convirtiéndose en deuda pública e incrementando 
los costos por concepto de intereses. 
 
5.2.2.4. Actividades adelantadas por la Contraloría General de la República. 
La contraloría General de la República establece que los hallazgos más relevantes 
detectados en la aplicación del control fiscal micro son: 
 
 Las entidades en general no cuentan con un estudio de riesgo jurídico que 
les permita tomas medidas efectivas frente a las responsabilidades 
contingentes. Las entidades no han formalizado un procedimiento de 
reconocido valor técnico para evaluar el riesgo de la distintas contingencias; 
esto limita la gestión financiera de la Entidad en el sentido de proyectar y 
justificar en el anteproyecto de presupuesto, las necesidades reales de 
recursos para poder cumplir oportunamente con las obligaciones, cuando 
estas se materialicen y así evitar el pago por intereses de mora. 
 Los archivos de los procesos no se encuentran organizados de acuerdo con 
las actuaciones, ello no permite conocer el estado real de los mismo al no 
contar con la información suficiente; reflejando deficiencias de seguimiento 
y control. 
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 COLOMBIA. MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. Cálculos DES-DJS-CGR. En 




 Se presentan debilidades en la gestión procesal, en lo referente a la 
contestación de las demandas, interposición de recursos, aporte y solicitud 
de pruebas, cumplimiento de términos, presentación de alegatos, etc. 
 La información reportada en la cuenta Fiscal presentada a la Contraloría 
General de la República, “Relación de Procesos Judiciales” presentan 
diferencias respecto de lo registrado en los Estados contables. Lo anterior 
denota falta de control y consistencia en la información que debe ser 
presentada a los diferentes órganos de control, debido a la falta de 
coordinación entre las áreas contable y jurídica. 
 En los registros contables no se refleja la realidad de los procesos. 
 
Teniendo en cuenta que esa problemática tiene un impacto creciente en las 
Finanzas públicas y que se han evidenciado debilidades en la defensa jurídica por 
parte de las entidades públicas, la Contraloría General de la República, ha 
propuesto la creación de una entidad (Abogacía General del Estado), que se 
encargue de dictar políticas en materia de defensa de los intereses del Estado, 
controle la información de los procesos y represente al Estado en casos 
específicos, de acuerdo con la Ley. 
 
De acuerdo con el análisis realizado por la Contraloría General de la República, 
concluye estableciendo que es necesario fortalecer la política de prevención del 
daño antijurídico en todos los niveles del Estado, especialmente en lo referente a 
promover la capacitación en Derechos Humanos, Derecho Internacional 
Humanitario, para los miembros de la Fuerza Pública, los servidores Judiciales y 
demás servidores públicos del sector Defensa, Justicia y Seguridad, a fin de lograr 
la reducción de las demandas. 
 
En el aspecto contable, concluye la CGR, que si bien las entidades han realizado 
esfuerzos por depurar la información relativa a las demandas en contra, los 
244 
 
resultados no han sido satisfactorios, debido a que no se ha dado cumplimiento a 
las reglamentaciones expedidas por la Contaduría General de la Nación, lo cual 
conlleva a que no se revele plenamente la realidad de la problemática en los 
estados contables, creando incertidumbre tanto en las cifras de las entidades 
públicas como en las consolidadas en el Balance General de la Nación. 
 
Finalmente, establece la Contraloría General de la República, que además de las 
acciones preventivas del daño antijurídico, se hace imperiosa la creación de la 
Abogacía General de la Nación, con el fin de garantizar una eficaz y eficiente 
defensa jurídica de los intereses estatales. 
 
Aunque existen entonces, mecanismos impulsados por cada una de las entidades 
de control como por las entidades del orden nacional interesadas en la vigilancia 
de los recursos estatales producto de las condenas judiciales, se puede observar 
que no existe una unidad de criterios frente a la determinación de los montos que 
afectan el patrimonio de las entidades públicas y especialmente en lo que tiene 
que ver con las entidades territoriales de la región amazónica, y las actividades y 
estudios realizados arrojan información diversa en cada caso y no existe un 
reporte de la medición de los niveles de eficacia o efectividad de la acción de 
repetición y el llamamiento en garantía en dichas entidades. 
 
Por lo anterior, a continuación se llevó a cabo el estudio de la situación de cada 
uno de los departamentos de la región amazónica a fin de determinar el número 
de condenas proferidas desde el año 2001 a2008, frente a lo ejecutado 
presupuestalmente, para posteriormente comparar con los niveles de ejecución de 





6. TRATAMIENTO DE LA ACCION DE REPETICIÒN Y EL LLAMAMIENTO 
EN GARANTIA EN LAS ENTIDADES TERRITORIALES DELORDEN 




Tal y como se estableció en el capítulo anterior, fue importante conocer el análisis 
llevado a cabo por las distintas entidades del orden nacional así como de los 
órganos de control, respecto del porcentaje de condenas impuestas en contra del 
estado, y la existencia de valoración frente al presupuesto público de las entidades 
territoriales del orden departamental de la región amazónica. 
 
Como se pudo observar, pese a que existen medidas en orden a requerir a las 
entidades públicas a que hagan uso del mecanismo de la acción de repetición, 
como del llamamiento en garantía, no existe un dato oficial y general uniforme, 
que le permita al estado determinar si existe o no un monto viable de recuperación 
de recursos o por lo menos un análisis de la afectación de las condenas a los 
presupuestos de las entidades territoriales. 
 
Es en esa medida, y retomando lo contenido en el documento conpes 3250 del 20 
de octubre de 2003, es que se consideró necesario evaluar la viabilidad presupuestal 
de aquellos departamentos que hoy comprenden la región amazónica y que puedan verse 
afectados con las inminentes condenas en su contra y verificar: a)el número de condenas, b) 
el tratamiento de la acción de repetición y el llamamiento en garantía en dichas entidad y c) El 
funcionamiento de los comités de conciliación y defensa judicial de los Departamentos. 
 
6.1. ANALISIS DE CONDENAS PROFERIDAS EN LAS ENTIDADES 





Antes de abordar los datos específicos de algunas entidades territoriales que 
iniciaron la acción de repetición en los periodos 2001 a 2008, es importante 
reportar el análisis realizado sobre el número de condenas judiciales que fueron 
generadas durante dicho periodo y que debieron ser objeto de estudio para la 
respectiva acción de repetición. 
 
Para el efecto, fueron reportados los datos por cada uno de los Departamentos de 
la región amazónica en formatos enviados a cada una de las entidades territoriales 
generándose la siguiente información:  
 
6.1.1. Departamento del Caquetá. Gracias a la facilidad para el acceso de la 
información, de acuerdo al diagnóstico que se hizo en el Departamento Jurídico de 
la Gobernación del Caquetá y con el apoyo de la División de Presupuesto de la 
misma Entidad, se pudo obtener como primera medida la cantidad y tipo de 
procesos en contra del Departamento. Se clasificaron los tipos de acciones que 
cursan en los diferentes estrados judiciales en contra de la administración central 
departamental y allí se pudo observar, que en gran porcentaje (52%) la 
administración central cuenta con procesos de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, ocasionado por despidos masivos a los diferentes funcionarios que se 
encuentran en provisionalidad, la mayoría en cargos de carrera, con 
nombramiento provisional. De otro lado, el porcentaje que le siguen en igual 
escala (52%) son las acciones populares presentadas en beneficio de una 
comunidad en general, en porcentaje similar (53%) corresponde a las 
reparaciones directas, presentadas en contra de diferentes entidades del Orden 
Nacional y vinculado el Departamento, el resto de procesos judiciales se 
encuentran en mínima escala porcentual puesto que son pocas las demandas 
presentadas, como son las acciones de cumplimiento, controversias contractuales, 




Planteado lo anterior, se llevó a cabo un análisis del porcentaje de condenas que 
se profirieron en contra del Departamento, y como esto ha afectado el presupuesto 
público del mismo; luego de obtener el valor de las condenas canceladas por la 
Gobernación del Caquetá se puede hacer un acercamiento respecto de los 
beneficios de inversión que ocasionaría la recuperación de dichos dineros, para 
favor de toda la localidad, debido a que el rubro de sentencias y conciliaciones 
creado en la Administración Departamental está conformado por recursos de libre 
inversión. En la siguiente tabla se puede observar el valor de las condenas 
presupuestadas dentro de los años 2001 al 2010 datos tomados de la división de 
presupuesto del departamento. 
 
Tabla 7. Valores Presupuestados por el Departamento del Caquetá 
Año Valor 
2001 13.831.266,20 
2002 16.819.129,68  
2003 69.854.097,87  
2004 10.000,00  
2005 282.423.862,59  
2006 791.808.795,50  
2007 92.021.955,00  
2008 292.009.065,00  
2009 1.089.498.815,63  
2010 346.366.106,00  
Total  2.994.643.093,47 
Fuente: División de presupuesto del Departamento 
 
De acuerdo al análisis hecho a los procesos que cursan en contra del 
Departamento los cuales reposan en el Departamento Jurídico de la Gobernación 
y con el reporte de la División de Presupuesto de la Secretaría de Hacienda 
Departamental se pudo comprobar que el valor de condenas presupuestadas, 
durante los años 2001 a 2010 asciende a la suma de $2.994.643.093,47, valor 
pendiente de cancelación por sentencias y conciliaciones del rubro creado en el 
presupuesto departamental, de los cuales la gran mayoría corresponde a fallos 
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dentro de los procesos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho por despido 
masivos de funcionarios nombrados en provisionalidad pero en cargos de carrera, 
funcionarios que han sido desvinculados por declaratoria de insubsistencia sin 
motivación del acto administrativo y en sus reemplazos han sido nombrado 
funcionarios con menos calidades profesionales que los anteriores. Debe tenerse 
en cuenta, que el reporte anteriormente realizado corresponde a condenas 
producidas en años anteriores con algunos saldos pendientes de ser pagados. 
 
Pese a que la entidad territorial en el año 2001 a 2006 reporta discriminados los 
procesos y condenas en contra del departamento, de los años 2007 a 2009se 
reportan las siguientes condenas: 
 








FECHA DE LA 
CONDENA 
VALOR 

















































  1.209.646.923 
 
Fuente: Departamento Jurídico del Departamento del Caquetá  
 
Lo anterior indica, que pese a que se ha presupuestado un valor de 
2.994.643.093,47 proveniente del rubro de sentencias y conciliaciones existe ala 
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fecha del reporte de la información la suma de1.209.646.923, pendientes de 
proceso de pago. 
 
6.1.2. Departamento del Vaupés.En lo que tiene que ver con el Departamento del 
Vaupés, fue consultada tanto la entidad territorial como sus descentralizadas. 
Respecto del Departamento, se tiene que de los años 20012006, no se reportan 
condenas en contra de la entidad. De los años 2007 a 2009, solo se reporta una 
sola condena por valor de $ 259.953.239, que a continuación se describe. 
 
Tabla 9. Número de condenas departamento Vaupés 
NOMBRE DEL DEMANDANTE CLASE DE ACCIÓN MOTIVO DE LA DEMANDA 










falla en el servicio por 
omisión 
03/05/2007 259953239 
Fuente: Gobernación del Vaupés 
 
Por su parte, la ESE Hospital San Antonio de Mitú que opera como empresa social 
del Estado, reporta las siguientes condenas: 
 





MOTIVO DE LA 
DEMANDA 
FECHA DE LA 
CONDENA(dd/mm/aaaa) 
VALOR 
TOTAL DE LA 
CONDENA 














Fuente: ESE Hospital San Antonio de Mitú 
 
Respecto del Instituto Departamental de Departamental de Deporte, Cultura y 
Recreación este reporta que entre los años 2001 a 2009, no se han tenido 




6.1.3. Departamento del Guaviare. Este Departamento por su parte, reporta que 
entre los años 2001 a 2009, no existen condenas proferidas en ese periodo en 
contra del Departamento, excepto una en el año 2008, que se describe a 
continuación:  
 
Tabla 11. Número de condenas departamento de Guaviare 
NOMBRE DEL DEMANDANTE 
CLASE DE 
ACCIÓN 
MOTIVO DE LA DEMANDA 
FECHA DE LA 
CONDENA(dd/mm/
aaaa) 
VALOR TOTAL DE LA 
CONDENA 
Luis Jorge Álvarez y otros Laboral 
Reconocimiento pago de 
derechos salariales y 
prestaciones laborales por 
despido sin justa causa. 
01/04/2008 163.063.555 
Fuente: Departamento de Guaviare 
 
No obstante lo anterior, éste Departamento reporta los siguientes valores que 
fueron establecidos en el presupuesto del Departamento y los que fueron 
comprometidos en el rubro de sentencias y conciliaciones durante las vigencias 
2001 a 2010 de la siguiente manera:  
 










2001 45.925.122.622 23.134.272 0,05 
2002 53.569.375.679 40.240.000 0,075 
2003 53.569.375.679 3.398.400 0,006 
2004 57.726.902.823 93.921.020 1,62 
2005 64.048.978.239 2.411.453 0,003 
2006 71.732.211.448 41.740.570  0,058 
2007 75.209.720.680 389.798.305 0,051 
2008 79.384.897.300 398.191.280 0,050 
2009 82.721.404.701 64.918.520 0,07 
2010 75.944.183.471 53.800.000 0,07 
Total  1.111.553.820  
FUENTE: Secretaría de Hacienda Departamental del Guaviare- Of-1007-403. 9 diciembre de 2010 
 
6.1.4. Departamento de Guainía. Como todas las anteriores entidades 
indagadas, fue muy complejo el acceso a los archivos debido a la falta de 
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organización de los mismos de conformidad con las normas de la ley de archivo. 
Sin embargo el Departamento reporta una sola condena impuesta entre los 
periodos 2001 a 2009por el Tribunal administrativo del Meta por asunto contractual 
en el año 2008 la cual ascendió al 10% del valor del contrato $4.415.680.04. 
Indicaron que no se tenía conocimiento de más condenas impuestas al 
Departamento de Guainía debido a que por el cambio de tribunales a jueces 
administrativos, los procedimientos fueron demorados y es hasta el año 2009, que 
fueron recibidas sentencias que impusieran condenas por indemnización.218 
 
Respecto del rubro de sentencias y conciliaciones, no reportaron valor alguno. 
 
6.1.5. Departamento del Amazonas. El departamento del Amazonas por su 
parte, del año 2001 al 2005 no reporta condenas en contra de la entidad territorial, 













2001 No reporta No reporta - 
2002 50.542.283.170 284.107.099 0.56 
2003 42.583.128.590 658.293.063 0,15 
2004 51.522.926.099 97.322.375 0,18 
2005 62.176.132.089 329.848.892 0,53 
2006 69.217.066.519 222.767.413 0,00 
2007 70.635.150.495 635.757.235 0,90 
2008 75.268.185.014 434.238.116 0,50 
2009 90.101.343.227 2.121.524 0,00 
2010 81.934.037.878 No reporta - 
Total  2.664.455.717  
Fuente: Departamento de Hacienda y Crédito Público del Departamento del Amazonas –Oficio 
DFCP-PD No. 0665del 14 de octubre de 2010. 
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No obstante lo anterior, éste Departamento reporta los siguientes valores que 
fueron establecidos en el presupuesto del Departamento y los que fueron 
comprometidos en el rubro de sentencias y conciliaciones durante las vigencias 
2001 a 2010 de la siguiente manera:  
 
6.1.6. Departamento del putumayo. Por su parte, el departamento del Putumayo, 
no reporta entre los años 2001 al 2010, condena judicial alguna en su contra 
conforme los reportes realizadas en formatos. 
 
6.1.7. Análisis General 
 


















Vaupés 3 2007, 2009 277.139.739 No reportados 
Guaviare 1 2008 163.063.555 1.111.553.820 
Guainía 1 2008 4.415.680.04 No reportados 
Amazonas 1 2007 No reportado 2.664.455.717 
Putumayo 0 0 0 No reportados 
TOTAL 11 2007 a 2009 
1.654.265.897  
Fuente: Investigación Directa 
 
El anterior análisis nos permite deducir, la existencia de un total de 11 condenas 
proferidas en todo el periodo investigado según revisión y reporte efectuado por 
las entidades, la deficiencia en la información dada, aunque si un adecuado 




6.2. LA ACCION DE REPETICIÒN EN LOS DEPARTAMENTOS DE LA 
REGIÓN AMAZONICA DURANTE LOS AÑOS 2001 A 2010 
 
En lo que tiene que ver con el reporte de las acciones de repetición de los 
Departamentos de la Región Amazónica, iniciados durante el periodo 2001 a 
2010, la información arrojada por dichas entidades territoriales es muy bajo, si bien 
cierto existen unos fallos proferidos, una provisiones realizadas y unos pagos 
registrados, el número de acciones de repetición iniciadas durante este periodo 
fue muy bajo por no decir nulo de conformidad con los parámetros que establece 
el artículo 2 de la ley 678 de 2001, es decir frente a una condena, conciliación u 
otra forma de terminación de un conflicto o cuando se genera la reparación 
patrimonial a un particular por la conducta dolosa o culposa de un agente estatal, 
a continuación se presenta el resultado del análisis realizado departamento por 
departamento. 
 
6.2.1. Departamento del Caquetá. En la Administración Departamental, sede 
central, el Departamento Jurídico es el responsable de velar por la asistencia 
judicial del Departamento, realizando un control permanente a cada uno de los 
procesos y presentando semestralmente un informe a la División de Contabilidad, 
con el fin de ser enviado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  
 
Se pudo observar valores cancelados por sentencias judiciales dentro de los 
procesos de nulidad y restablecimiento del derecho, como los procesos laborales 
que son los que se pueden recuperar más fácilmente por medio de la acción de 
repetición debido a que la gran mayoría han sido por causa del ejercicio de un 
servidor público en uso de sus funciones. 
 
Hasta la fecha del reporte, solo hasta el año 2009 la Administración Departamental 
por medio del Departamento Jurídico había instaurado la primera acción de 
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repetición en contra del Señor JUAN CARLOS CLARO PINZON en su condición 
de mandatario Departamental por condena judicial dentro del proceso de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho a favor de DIANA CAROLINA TAMAYO LLANOS, 
sentencia equivalente a $208.337.043. 
 
Se llevó a cabo el análisis de una condena proferida en un proceso laboral en 
donde se corroboró que no era de naturaleza indemnizatoria por lo cual se 
determinó no dar inicio a la respectiva acción de repetición219, los motivos del fallo 
fueron la presunción de la existencia de un contrato de trabajo. 
 
6.2.2. Departamento del Vaupés. Respecto del Departamento del Vaupés, la 
entidad no reporta entre los años 2001 a2009 el inicio de acción de repetición 
alguna y se informa de la existencia de secretaría técnica del comité de 
conciliación a partir del año 2008. 
 
Entidades como la ESE Hospital San Antonio de Mitú, no reporta documentos ni 
datos existentes en dicho periodo, así mismo lo certificó el instituto Departamental 
de Deportes, Cultura y Recreación del Departamento.220 
 
6.2.3. Departamento del Amazonas. Este Departamento, no reporta el inicio del 
acción de repetición alguna, en el periodo investigado. 
 
6.2.4. Departamento del Guaviare. El Departamento del Guaviare, por su parte 
señaló que entre los años 2001, a 2009 conforme la información dada a través de 
las actas de empalme respectivo, no se reportó el inicio de ningún proceso por vía 
de acción de repetición. 
 
                                            
219
Vistos en acta de comité No.003 de 2008. 
220
Información reportada mediante oficio No. DGV-0468 del 13 de junio de 2010. 
255 
 
6.2.5. Departamento del Putumayo. Este departamento, reporta el inicio de una 
sola acción de repetición analizada en comité en el año 2010 por el pago de 
salarios y prestaciones sociales a funcionario que fuera retirado de manera ilegal 
de la administración. 
 
6.2.6. Departamento del Guainía. El Departamento del Guainía por su parte, 
señala que entre los años 2001 a 2009, no fueron encontrados reportes algunos ni 
archivos desde el año 2006 hacia atrás, señalan que probablemente estos no 
existían debido a que el comité de conciliación de la entidad fue reglamentado 
hasta el año 2005.221 
 
6.2.7 Análisis General. 
 
Tabla 15. Total acciones de repetición por periodo 
 
Departamento 






Caquetá 1 2009 208.337.043 
Vaupés 0   
Guaviare 0   
Guainía 1 2008 No reporta 
Amazonas 0   
Putumayo 0   
TOTAL 2  
 
 
La anterior tabla permite entonces determinar que efectivamente, las entidades 
territoriales de la región amazónica, no hacen uso de la acción de repetición ni del 
llamamiento en garantía con fines de repetición. 
 
6.3. USO DEL LLAMAMIENTO EN GARANTIA EN LOS DEPARTAMENTOS 
 
                                            
221
Información reportada mediante oficio No. D.G.G. – 0319 del 5 de septiembre de 2011, vía 
acción de tutela. 
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El capítulo III de la ley 678 de 2000,en los artículos 19 y siguientes, establece que 
dentro de los procesos de responsabilidad en contra del Estado relativos a 
controversias contractuales, reparación directa y nulidad y restablecimiento del 
derecho, que la entidad pública directamente perjudicada o el Ministerio Público, 
podrán solicitar el llamamiento en garantía del agente frente al que aparezca 
prueba sumaria de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave, 
para que en el mismo proceso se decida la responsabilidad de la administración y 
la del funcionario. 
 
La Corte Constitucional como ya se indicó, mediante Sentencia C-484 del 25 de 
junio de 2002, declaró la inexequibilidad de la norma que permitía su ejercicio 
hasta antes de finalizar el período probatorio, así que el uso de la figura 
únicamente podrá realizarse durante el término de fijación en lista del proceso, es 
decir, antes de que la respectiva actuación judicial se abra a pruebas. 
 
Así mismo la ley le señaló a las entidades públicas, que no se podrá realizar el 
llamamiento al agente si dentro de la contestación de la demanda propuso 
excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o 
fuerza mayor. 
 
Aunque como se vio en capítulos anteriores, la figura del llamamiento en garantía, 
viene a ser una importante herramienta con la que cuentan las entidades públicas, 
para que en un solo proceso pueda ser determinada tanto la responsabilidad 
estatal como la del agente que pudo haber actuado con dolo o culpa graves, 
acudiendo al principio de economía procesal, no puede considerarse que respecto 
de la entidades objeto de investigación esta haya sido objeto de análisis dentro de 
sus respectivos comités de conciliación. 
 
A lo largo de la búsqueda de información, ninguna de las entidades territoriales y 
sus descentralizadas consultadas ha hecho uso de ésta figura excepto en el 
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Departamento del Caquetá en proceso que aún se encuentran en curso y que 
correspondió a la empresa de licores del Caquetá entidad que fuera liquidada en 
el año 2008; las demás entidades de la región amazónica no remiten información 
relacionada con el uso de esta figura y menos aún de la discusión de la 
procedencia de la misma al seno de los respectivos comités de conciliación. 
 
Es decir por diversas razones que van desde lo político, la conveniencia personal 
y hasta el desconocimiento normativo, el uso de esta figura es nulo en las 
entidades territoriales de la región amazónica. 
 
 
6.4. Y QUÉ DE LOS COMITÉ DE CONCILIACIÓN 
 
La Ley 23 de 1991222, en su artículo 65, establecía el trámite o procedimiento para 
la conciliación judicial; esta norma fue adicionada por el artículo 75 de la ley 446 
de 1998223,en virtud del cual se estableció que las entidades y organismos de 
Derecho Público del orden nacional, departamental, distrital y de los municipios 
capital de departamento y los Entes Descentralizados de estos mismos niveles, 
debían integrar un comité de conciliación, conformado por los funcionarios del 
nivel directivo que se designaran y cumplirían las funciones que se le señalaran. 
Dando esta misma facultad a las entidades de derecho público de los demás 
órdenes. 
 
Como no existía una reglamentación clara para el funcionamiento de esta clase de 
comités, el gobierno nacional en el año 2000 expide el decreto 1214 de 2000, con 
                                            
222
Por medio de la cual se crean mecanismos para descongestionar los Despachos Judiciales, y se 
dictan otras disposiciones. 
223
Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, 
se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y 
del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y 




el cual se determinó el campo de aplicación, funciones, No. De sesiones, 
integración, y con la finalidad de ser una instancia administrativa que actúa como 
sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño 
antijurídico y defensa de los intereses de la entidad, adicionalmente puso en 
cabeza de esta instancia, la realización de los estudios pertinentes para 
determinar la procedencia de la acción de repetición, en las entidades públicas del 
orden Nacional, Departamental, distrital y municipios capital de Departamento y 
sus descentralizadas. 
 
Desde aquel entonces, se determinó, que dichos entes pondrían en funcionamiento 
los Comités de Conciliación, de acuerdo con las reglas allí establecidas. 
 
Es decir, que la obligatoriedad de constituir estos entes en las entidades arriba 
mencionadas, surge desde el año 2000. 
 
Con la expedición de la ley 678 de 2001,224 a partir del artículo 4 nace la 
obligación para las entidades públicas de constituir dicho comité, con el fin de 
adoptar la decisión respecto de la acción de repetición dejando expresa 
constancia y justificación de las razones en que se fundamentaron para la misma. 
 
En el año 2002, con la expedición del decreto 2097 fue modificado el artículo 3 del 
decreto 1214 de 2000, respecto de la integración de dichos comités regulando 
quienes asisten con voz y voto a los mismos. 
 
En el año 2009, con la expedición de la ley 1285 que reformó la ley estatutaria de 
la administración de justicia, en su artículo 13225 se determinó, la Conciliación 
                                            
224
Por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los 
agentes el estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantí con 
fines de repetición” 
225
Por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo75 de la Ley 446 de 




judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa y para el efecto, se 
expidió el decreto 1716 de 2009, éste último el cual integro la normativa existente 
en materia de funcionamiento de los comité de conciliación dejando finalmente 
respecto de la acción de repetición para las entidades la obligación en su artículo 
26 ya consagrada en decretos anteriores de: 
 
Realizar los estudios pertinentes para determinar la procedencia de la acción de 
repetición, para lo cual, el ordenador del gasto, al día siguiente del pago total del 
capital de una condena, de una conciliación o de cualquier otro crédito surgido por 
concepto de la responsabilidad patrimonial de la entidad, deberá remitir el acto 
administrativo y sus antecedentes al Comité de Conciliación, para que en un término 
no superior a seis (6) meses se adopte la decisión motivada de iniciar o no el 
proceso de repetición y se presente la correspondiente demanda, cuando la misma 
resulte procedente, dentro de los tres (3) meses siguientes a la decisión.  
 
El anterior análisis, permite entonces deducir, existe desde el año 2000, la 
obligación de las entidades públicas del orden nacional departamental, distrital, 
sus descentralizadas y sus municipios cabecera de capital de conformar los 
respectivos comités de conciliación, con la finalidad de no solo de adoptar 
medidas para la prevención del daño antijurídico de las entidades, sino también 
para analizar las decisiones que se tomarán respecto del inicio de la acción de 
repetición y/o llamamiento en garantía; dejando como corresponsales de la 
vigilancia y seguimiento al Ministerio del Interior y de justicia y a los órganos de 
control. 
 
En lo que tiene que ver con el proceso de investigación realizado con las 
entidades territoriales de la región amazónica en los periodos 2001 a 2010, se 
encontró un ejercicio deficiente del funcionamiento de éstos comités 
especialmente en lo que tiene que ver con el análisis de casos objeto de 
repetición. Como se verá a continuación cada entidad en particular reporta 
información en virtud de la cual o dicho órgano no funciona, o está dedicado 
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especialmente a la adopción de decisiones encaminadas exclusivamente ala 
conciliación de situaciones administrativas generadoras de futuros conflictos 
judiciales, es decir a la prevención del daño antijurídico. 
 
6.4.1. Departamento del Caquetá. 
 
Tabla 16. Número de sesiones comité conciliación departamento Caquetá 
Año No. De Sesiones 
2001 No reporta 
2002 No reporta 
2003 9 
2004 No reporta 
2005 No reporta 





TOTAL  45 
Fuente: Secretaria técnica comité de conciliación y defensa judicial del Departamento del Caquetá  
 
Del total de esas 45 sesiones reportadas por el departamento del Caquetá, la 
mayor parte de las mismas corresponde a la toma de decisiones relacionadas con 
asuntos del sector educación, fallos de tutela y asuntos de naturaleza contractual; 
únicamente, se tuvo para el estudio de procedibilidad de llamar en garantía o 
iniciar acción de repetición en el año 2008en acta del 22 de octubre de 2008 y se 
decidió iniciar la respectiva acción de repetición. 
 
6.4.2. Departamento del Vaupés. 
Respecto del Departamento del Vaupés, en Informe sobre la viabilidad fiscal de la 
vigencia 2008, emanado del Ministerio de hacienda, se señaló que el 
Departamento del Vaupés, presenta riegos financieros asociados a las demandas 
en su contra, la oficina jurídica reporta un total de 28 procesos activos en contra 
de la administración, con pretensiones valoradas en 1.300 millones de pesos, sin 
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embargo en los documentos enviados solo se reportan sesiones realizadas a 
través del comité de conciliación sea para la prevención del daño jurídico u otras 
situaciones para los años 2008 y 2009 , pero no fueron dedicadas ni para el 
estudio de la procedibilidad de llamar en garantía o iniciar acciones de repetición; 
señala la entidad que en la búsqueda realizada en sus propios archivos, no existe 
información alguna de los años 2002 a 2007 y la encontrada en el 2001, no 
reporta dato alguno con relación al inicio de acciones de repetición. 
 
Tabla 17. Número de sesiones comité conciliación departamento Vaupés 
Año No. De Sesiones 
2001 No reporta 
2002 No reporta 
2003 No reporta 
2004 No reporta 
2005 No reporta 
2006 No reporta  
2007 No reporta 
2008 6 
2009 6 
2010 No reporta 
TOTAL  12 
Fuente: remisión documento magnético 14 septiembre de 2010 
 
Respecto de sus entes descentralizados, se reporta del instituto Departamental de 
Deportes Cultura y recreación, la creación del comité de conciliación mediante 
acto administrativo expedido solo y hasta el 30 de septiembre de 2009, por lo cual 
no existen reportes de sesiones y menos aún del análisis realizado sobre la 
procedencia de la acción de repetición o del llamamiento en garantía en esa 
entidad.  
 
Por su parte, la ESE, Hospital San Antonio de Mitú, señala que su comité de 
conciliación y defensa judicial se ha reunido en ocho (8) oportunidades sin precisar 
                                            
Oficio IDDV-221 del 22 de junio de 2010, Wilmer René Pulido Manrique, Gerente (E ), Instituto 
Departamental de Deportes Cultura y Recreación. 
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las vigencias, para efectos de analizar asuntos derivados de la contratación de la 
entidad, sin haberse tenido la necesidad de acudir a la figura del llamamiento en 
garantía o acción de repetición. 
 
6.4.3. Departamento del Amazonas. El Departamento del Amazonas por su 
parte, integro su comité de conciliación mediante decreto 017 del 1 de marzo de 
2001. Se reporta la siguiente de sesiones del comité vigencia por vigencia así: 
 
Tabla 18. Número de sesiones comité conciliación departamento amazonas 










2010 No reporta 
TOTAL  75 
Fuente: remisión documento magnético 14 septiembre de 2010 
 
En el caso particular del Departamento de Amazonas, se encontró que la mayor 
parte de sesiones del comité de conciliación y defensa judicial han sido para 
resolver asuntos de naturaleza administrativa, en un gran porcentaje, 
corresponden ala viabilidad de conciliar la prestación de servicios y el suministro 
de bienes sin respaldo presupuestal y contractual, y la prestación de servicios de 
salud, que luego fueron conciliados ante la respectiva procuraduría. Tan solo en 
un comité realizado se trató el pago de una sentencia judicial, pero las demás 
actas no trata en parte alguna el análisis del inicio de acciones de repetición o 





6.4.4. Departamento del Guaviare. 
 
Tabla 19. Número de sesiones comité conciliación departamento Guaviare 
Año No. De Sesiones 









2010 No reporta 
TOTAL  64 
Fuente: Reporte Secretaría Jurídica Departamental del2 de agosto de 2010 
 
Del total de las sesiones realizadas durante los periodos relacionados el 
Departamento no llevo a cabo en ningún análisis para determinar o no la 
procedencia del inicio o no de la acción de repetición o de la procedencia del 
llamamiento en garantía en procesos judiciales adelantados. 
 
6.4.5. Departamento del Guainía. Respecto del Departamento del Guainía, 
reporta la entidad que no fueron encontrados archivos desde el año 2001 y hasta 
el año 2005 período en el cual fue reglamentado el comité de conciliación respecto 
de los demás periodos se tiene la siguiente información. 
 
Tabla 20. Número de sesiones comité conciliación departamento Guainía 





2010 No reporta 
TOTAL  33 




Del total de las sesiones realizadas durante los periodos relacionados el 
Departamento no llevo a cabo en ninguna de las sesiones realizadas análisis para 
determinar o no la procedencia del inicio o no de la acción de repetición o de la 
procedencia del llamamiento en garantía en procesos judiciales adelantados. 
 
6.4.6. Departamento del Putumayo. El Departamento del Putumayo, no reporta 
desde el año 2001 y hasta el año 2005 sesiones del comité de conciliación 
respecto de los demás periodos se tiene la siguiente información. 
 
Tabla 21. Número de sesiones comité conciliación departamento Putumayo 






TOTAL  24 
Fuente: oficio D.G.G.-0319 del 5 septiembre2011Actas Comité. 
 
Del total de las sesiones realizadas durante los periodos relacionados el 
Departamento no llevo a cabo en ninguna de las sesiones realizadas análisis para 
determinar o no la procedencia del inicio o no de la acción de repetición o de la 
procedencia del llamamiento en garantía en procesos judiciales adelantados. 
 
6.4.7. Análisis General. A continuación se presenta el análisis total del número de 
sesiones de los comités e conciliación realizadas, versos las dedicadas al estudio 
de la procedencia de la acción de repetición, encontrándose muy baja por no decir 





Tabla 22. Total sesiones comités de conciliación durante el periodo 
 
Departamento 
Numero de sesiones comités 
conciliación y defensa judicial 
Número de sesiones para 
análisis procedencia acción 
de repetición 
Caquetá 45 1 
Vaupés 12 0 
Guaviare 64 0 
Guainía 33 0 
Amazonas 75 0 
Putumayo 24 0 
TOTAL 253 1 
Fuente: Investigación directa. 
 
6.5. PORCENTAJE DE RECUPERACIÒN DE RECURSOS EN LAS 
ENTIDADES TERRITORIALES DEL ORDEN DEPARTAMENTAL 
 
Luego de obtener la cantidad y el valor de las condenas de cada una de las 
entidades territoriales pertenecientes a la región amazónica, sería procedente 
realizar el análisis correspondiente a la falta de aplicabilidad de la norma, y los 
beneficios de inversión que ocasionaría la recuperación de dichos dineros, para 
beneficio de dichas entidades; para lo pertinente se planteó una fórmula que 
permitiera establecer de acuerdo al No. De fallo versus las acciones de repetición 
iniciada, el porcentaje respectivo de avance de la siguiente manera: 
 
Eficacia = No. Repetición x 100%  
       No. De Fallos 
 
No obstante lo anterior, y con los datos ya señalados en el presente capítulo y en 
virtud de los cuales se encuentra el bajo nivel de inicio de acción de repetición por 
parte de los departamentos, la aplicación de la norma arrojaría un margen o 
porcentaje que indique niveles de eficiencia de la misma frente a los fallos o 





6.6. DETERMINACIÓN DE LOS NIVELES DE EFICACIA DE LA APLICACIÓN 
DE LA FIGURA DE LA ACCION DE REPETICION Y LLAMAMIENTO EN 
GARANTIA CON FINES DE REPETICION 
 
Bajo este mismo contexto, se llevó a cabo a través de los análisis de los comités 
de conciliación y defensa judicial de los departamentos de la región amazónica, 
Municipios Capital de Departamento y entes descentralizados del orden 
departamental, una estimación de las condenas impuestas versus los casos 
estudiados y aprobados en éstos organismos para que aplicando el método 
estadístico de regresión modelo lineal226 se demostrara los niveles de eficacia de 
dicha figura y bajo este mismo esquema la proyección del cumplimiento a 100% 
de la normatividad vigente.  
 
Para el efecto, 15 entidades territoriales reportaron 65 encuestas correspondiente 
a igual número de miembros de diferentes Comités de Conciliación y defensa 
judicial de dichas entidades de la región amazónica.  
 
Al analizar las estadísticas de las condenas impuestas y los casos estudiados y 
aprobados por los respectivos comités, para efectos de viabilizar las 
correspondientes acciones de repetición, durante los años 2001 al 2008, se 
encontró que tan solo cinco entidades territoriales contestaron la pregunta dirigida 
a obtener dicha información. Los datos se tabularon y representaron de manera 
general para toda la región amazónica y se diferencian ostensiblemente de la 
información obtenida en el trabajo de campo. 
 
 
                                            
226
Aplicación estadística realizada con el apoyo del señor Bernardo Murcia Leal, especialista 
Estadística análisis de datos. Universidad Nacional., Método de Regresión. 
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Tabla 23.Número de condenas impuestas, casos estudiados, aprobados y 















2004 4     0.00% 
2005 8     0.00% 
2006 28 1 1 3.57% 
2007 28 5 5 17.86% 




2011       35.59% 
2014       52.13% 
2018       74.19% 
2022       96% 
Fuente: Investigación directa. 
 
En el quinquenio de la referencia, las condenas impuestas a las diferentes 
entidades territoriales han aumentado considerablemente pasando de cuatro en el 
año 2004 a 59 en el 2008.Aquí hay que denotar la diferencia que se presenta 
respecto de la información documental y de campo obtenida. 
 
No así sucede lo mismo con los casos estudiados para procedencia de la acción 
de repetición ni con el número de casos aprobados en el Comité de Conciliación y 
Defensa Judicial para llamar en garantía o dar inicio al proceso de acción de 
repetición (como ya se verifico en el capítulo anterior), aunque este último proceso 
comienza a incrementarse a partir del año 2006, pasando de 1 caso a 11 en el 
2008.  
 
Para el efecto, y con el fin de tener una mejor idea de este incremento, se 
construyó el indicador “porcentaje de casos aprobados (%Casos aprobados)” que 
es la relación entre los casos aprobados sobre las condenas impuestas. Este 
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indicador fue graficado contra los años de estudio, observándose una relación 
directa del incremento de casos en la medida que el tiempo avanza.  
 
El período de mayor incremento está entre los años 2006 al 2007 que pasó del 
3,57 por ciento al 17,86 por ciento los casos aprobados con relación a las 
condenas impuestas. Antes y después de esos años, el incremento de casos es 
muy lento.  
 
Con el fin de conocer que tan buena es la relación entre estas dos variables y 
cómo sería el comportamiento futuro próximo de las acciones de repetición, los 
datos fueron sometidos al análisis estadístico para la obtención de un modelo de 
regresión lineal, como se representa a continuación. 
 
Figura 1. Casos aprobados (en rojo) y casos estimados (línea recta) 
mediante un modelo de regresión lineal. 
 




Al definir los “Año” como la variable independiente (X) y “% Casos aprobados” 
como la variable dependiente (Y), el modelo para estimar la proporción de los 
casos aprobados está dado por la ecuación: 
 
Y = 5.5145X – 8.5291 
 
Calculándose una R2 = 0.8493 y un estadístico F = 16.88, lo cual quiere decir que 
cerca del 85 por ciento de la variación total de los casos aprobados para iniciar las 
acciones de repetición es explicada por el modelo de regresión calculado. 
También indica una alta correlación directa entre las dos variables, percibiendo 
que a medida que transcurre el tiempo, se van incrementado los casos aceptados 
para efectos de acción de repetición El modelo es significativo al 5 por ciento con 
1 y 3 grados de libertad.  
 
Una vez que se probó que el modelo es válido para pronósticos, se estimó que a finales 
del 2011 (ver parte inferior del Cuadro 1), la gobernación del Caquetá y los hospitales 
María Inmaculada y Malvinas, el hospital departamental de San José de Guaviare y la 
alcaldía de Mocoa, habrán aprobado cerca de la tercera parte de las condenas impuestas 
para llamar en garantía o dar inicio al proceso de acción de repetición por parte de sus 
respectivos Comités de Conciliación; para el 2014 se habrá iniciado la mitad de las 
acciones de repetición; en el 2018 se alcanzarán las dos terceras partes de acción de 
repetición contra las condenas impuestas; y para el año 2022 se espera evacuar más del 
95 por ciento de estas acciones. 
 
6.6.1. Eficacia/ineficacia de la acción de repetición. Así las cosas, como uno de 
los alcances del presente estudio es conocer la eficacia o ineficacia de la acción de 
repetición en las entidades territoriales de Colombia entre los años 2001 al 2008. 
 
Para tal fin se tuvo en cuenta 127 condenas impuestas (n=127) (Ver Cuadro 1) a 
las entidades referenciadas en el párrafo anterior, de las cuales 17 casos (x=17) 
fueron aprobados en el Comité de Conciliación y Defensa Judicial para llamar en 
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garantía o dar inicio al proceso de acción de repetición, lo cual representa una 
proporción del 13.4 por ciento (p=x/n=0.134).  
 
Si se asume que la eficacia de la acción de repetición debe contemplar por lo 
menos el 75 por ciento (P≥0.75) de los casos aprobados en el Comité de 
Conciliación, se procede a probar la hipótesis de eficacia, al nivel de significancia 
del 5 por ciento (α=0.05).Los pasos para su respectiva prueba es: 
 
1. Planteamiento de las hipótesis: 
  
H0:P≥ 0.75 Es eficaz la acción de repetición de las entidades 
territoriales entre los años 2001 al 2008. 
 
HA:P‹0.75 No es eficaz la acción de repetición. 
 
2. Distribución del modelo de probabilidad 
 
Puesto que el tamaño de muestra es mayor de cien observaciones, entonces se 
utilizará una aproximación de proporciones a distribución normal estándar con 
media cero, y un nivel de significancia α=0.05, cuyos valores críticos son ± 1.96. 
 
3. Cálculo de la estadística de trabajo. 
 
 = -16.032 
 


















5. Regla de decisión: Se rechaza Ho sí y solo sí -16.032 < -1.96  
 
6. Conclusión: Así las cosas y aplicando la estadística se acepta la hipótesis alterna 
concluyendo que no es eficaz la acción de repetición de las entidades territoriales entre 
los años 2001 al 2008. 
 
6.7. INVESTIGACIONES DISCIPLINARIAS Y CONDENAS IMPUESTAS A 
SERVIDORES PÚBLICOS POR EL NO INICIO DE LAS ACCIONES DE 
REPETICIÓN EN LOS DEPARTAMENTOS DE LA REGIÓN AMAZONICA 
 
La división de registro y control de la Procuraduría General de la Nación, respecto 
del número de investigaciones disciplinarias adelantadas en contra de servidores 
públicos de los Departamentos De Caquetá, amazonas, Putumayo, Guainía, 
Guaviare y Vaupés, informó que una vez consultados los sistemas de información, 
se encontró registro general de investigaciones. 
 
La información que se reporta a continuación, corresponde a una de procesos 
generales, pero no existe información específica en lo que tiene que ver con 










inicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, o el no funcionamiento 
adecuado de los comités de conciliación y defensa judicial con ésta orientación. ( ) 
 
Tabla 24. Procesos disciplinarios periodo comprendido entre el 1 de enero 





Total 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 
18 CAQUETA 3180 501 349 301 384 528 606 328 183 
86 PUTUMAYO 2889 434 292 464 540 428 309 272 150 
91 AMAZONAS 2512 388 238 360 344 292 329 314 247 
94 GUAINIA 1083 53 152 173 210 181 161 106 47 
95 GUAVIARE 1895 45 36 301 233 390 522 247 121 
97 VAUPES 1327 259 172 203 170 168 140 158 57 
TOTAL IMPLICADOS: 12886 1680 1239 1802 1881 1987 2067 1425 805 
Fuente: Sistema de información gestión disciplinaria (Gedis) 
Tabla 25. Procesos Disciplinarios periodo comprendido entre el 1 de 
septiembre de 2008 al 31 de diciembre de 2010 
NOMBRE DPTO Total 2008 2009 2010 
CAQUETA 2094 160 869 1065 
PUTUMAYO 1151 402 355 394 
AMAZONAS 784 83 314 387 
GUAINIA 228 36 108 84 
GUAVIARE 413 84 164 165 
VAUPES 298 51 138 109 
TOTAL IMPLICADOS: 4968 816 1948 2204 
 
Respecto del periodo comprendido entre el 1 de septiembre del 2008 al 31 de 
diciembre del 2010, la procuraduría reporta el número de investigaciones 
adelantadas contra los funcionarios de éstos departamentos, pero al igual que en 
la información anterior, no se hace una discriminación de aquellos que 
corresponden de manera específica a temas relacionados con el inicio de la 
acción de repetición o el llamamiento en garantía.
                                            
Oficio DRC DP No.3878 del 23 de septiembre de 2011, Gloria Molina, Funcionaria División de 




7. CAUSAS PROBABLES DE LAEFICACIA O INEFICACIA DE LA ACCIÓN DE 
REPETICIÓN EN LAS ENTIDADES TERRITORIALES DE COLOMBIA 
ENTRE LOS AÑOS 2001 A 2008 DE LA REGIÓN AMAZONICA 
 
 
Tal y como se logró establecer en el capítulo anterior queda en evidencia que las 
entidades públicas del orden territorial de los departamentos de la región 
amazónica escogidos, no hacen uso de las figuras de la acción de repetición y del 
llamamiento en garantía con fines de repetición; así mismo los recursos 
destinados para cubrir condenas judiciales es ampliamente inferior en relación con 
los presupuestos anualmente aprobados. Se encontró también, que la mayor 
falencia en estas administraciones se encuentra, en la ausencia de archivos y 
documentos que permitan establecer en algunos periodos de tiempo los estudios 
realizados por los respectivos comités de conciliación y defensa judicial de las 
condenas judiciales y otros mecanismos de resolución de conflictos. 
 
Por lo anterior es importante, determinar las causas por las cuales estas acciones 
no se ejercitan en esta región por los comités respetivos, con la finalidad de llevar 
a cabo propuestas de cambio y mejora a los niveles de eficacia de dicha acción. 
 
En países como España donde como se indicó en capitulo anterior la figura se 
conoce como "acción de regreso" se han llevado a cabo algunos ejercicios 
conceptuales tendientes a determinar las razones por las cuales hay falta de 
ejercicio de la misma siendo una institución que funciona hace no menos de 
cincuenta años.  
 
En este ordenamiento jurídico la acción de regreso opera en virtud de la 
modificación realizada por la ley 4 de 1999 que modifico la ley 30 de 1992 y que 
determino la exigencia de que de oficio se llevara a cabo el ejercicio de la misma 




Domenech pascual en su artículo publicado denominado “porque la administración 
no ejerce la acción de regreso contra el personal a su servicio”227 señala como ese 
no ejercicio es una práctica notoriamente insana, en la medida que los 
contribuyentes no tienen porqué cargar con las consecuencias patrimoniales 
negativas de las conductas irregulares de los agentes de la administración, y 
además de ello esa omisión perpetua las condiciones que dieron origen al daño, 
desincentivando todo comportamiento atento y diligente de parte de los agentes 
estatales. 
 
Señala así mismo como posibles causas que expliquen la falta en el ejercicio de la 
acción de regreso, citando a Leguina Villa y Diez Sánchez228, las siguientes: a) la 
inercia administrativa contraria a esta figura de responsabilidad indirecta de la 
autoridad o funcionario, b) las resistencias corporativas o sindicales, c) los altos 
costos políticos que puede suponer la apertura de dicho procedimiento y d) 
especialmente la ausencia de un interés o perjuicio propio que impregna la 
esencia del quehacer público una "filosofía publica" lo anterior se predica tanto en 
la empresa privada como pública. 
 
Domenech, concluye como reflexión final, que pese a que pueden existir otras 
razones que justifiquen el no ejercicio de la acción de regreso por parte de las 
administraciones públicas, reclama no conveniente el mantenimiento de dicha 
figura, como "bonito florero" jurídico que permite tranquilizar conciencias y advertir 
que el derecho ofrece un arsenal completo de exigencias de responsabilidades a 
los funcionarios, ya que el incumplimiento de esta clase de normatividad por parte 
de las administraciones publicas provoca que los ciudadanos se sientan 
defraudados por las autoridades, aumentando los niveles de desconfianza, 
acentuando la impresión de que es corrupta, corporativista, y que solo persigue un 
                                            
227
 DOMÉNECH PASCUAL, Gabriel. Op. Cit. pp. 8 - 9  
228
 Citado por GABRIEL DOMÉNECH, Pascual. Op. Cit., pp.8 y 9. 
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beneficio privado en detrimento del interés general así mismo, genera como efecto 
el que a título de contagio no se exija en otros procedimientos, una 
responsabilidad real a sus funcionarios por sus actuaciones irresponsables, así 
mismo un ejercicio selectivo de la misma generaría discriminación y con ello en 
abusos y arbitrariedades de parte de la administración.  
 
En Colombia por su parte, la determinación de las causas del no ejercicio de la 
acción de repetición concuerda con algunas de las ya mencionadas en el caso 
español, en efecto, de algunos textos se puede determinar causas sino iguales, si 
comunes a las señaladas. 
 
Torres Calderón229 en articulo denominado se justifica la acción de repetición, en 
los comentarios críticos realizados a la ley 678 de 2001, señala como algunas 
restricciones al ejercicio de esta acción las siguientes:  
 
1) El que el acta de comité de conciliación o su autorización constituya un requisito 
de procedibilidad hace que la decisión del comité no sea muy objetiva, ya que este 
se conforma de funcionarios del nivel directivo, que designa el mismo jefe de la 
entidad generando con este un vínculo de dependencia que impide a cabalidad la 
toma de la decisión, así mismo, se tendrá la tendencia de conceptuar la 
procedibilidad contra ex jefes de la entidad especialmente por razones políticas y 
contra funcionarios operativos de bajo rango o subalternos de parte de 
funcionarios del nivel directivo.  
 
2) El comité de conciliación en algunas ocasiones se ve cohibido a conceptuar 
favorablemente, cuando de su estudio se desprende que en muchos casos la 
condena contra la entidad estatal se debe en gran parte a la falta de una 
                                            
229
TORRES CALDERON, Leonardo Augusto, ¿Se justifica la acción de repetición? Comentarios 
críticos a la ley 678 de 2001 y propuestas de reforma. Civilizar, Revista electrónica de difusión 
científica- Universidad Sergio Arboleda. Colombia. http://usergioarboleda.edu.co/civilizar, junio de 
2005. 17 p. 
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adecuada defensa dentro del proceso de responsabilidad estatal de parte de las 
entidades, desviando de esta manera la determinación de responsabilidad del 
funcionario por dolo o culpa grave. 
 
 3) Los comités de conciliación al momento de su estudio encuentran que aunque 
pueden existir indicios de la responsabilidad de los agentes, al momento del 
ejercicio de la acción de repetición y luego del fallo de responsabilidad patrimonial 
en contra del Estado, la mayor parte de pruebas documentales y testimoniales ( 
especialmente en casos de desviación del poder)ya son muy difíciles y por no 
decirlo imposibles de recaudar dado especialmente la situación actual de los 
archivos de las entidades públicas del Estado Colombiano.  
 
4) Por su parte en el caso del llamamiento en garantía, se aqueja el que existan 
las restricciones consagradas por el artículo 19 de la ley 678 de 2001ya que en un 
solo hecho, pueden varias causas que pueden ser eficientes.  
 
5) Por ultimo señala el autor, que pese a que algunos comités de conciliación 
ordenan el inicio de las acciones, los jefes de las entidades públicas no asignan 
recursos a sus apoderados para atender las cargas procesales y económicas que 
amerita el ejercicio de las mismas con lo cual se ve truncado el ejercicio de la 
acción. 
 
Así las cosas, llevar a cabo la determinación de las causas por las cuales la 
administración pública no hace uso de la acción de repetición o del llamamiento en 
garantía con fines de repetición en las entidades públicas de la región amazónica, 
amerita un ejercicio que debe hacerse al interior de los comités de conciliación y 
defensa judicial de cada una de las entidades, ello requiere por tanto el 




Para efectos de la presente investigación, y con la necesidad de determinar estas 
causas, se llevó a cabo el diligenciamiento y posterior tabulación de encuestas 
realizadas, información que para el efecto arrojo los resultados que a continuación 
se describirán. 
 
Basta agregar, que el acceso a los siguientes datos, requirieron del ejercicio de 13 
acciones judiciales (acciones de tutela) contra departamentos como Amazonas, 
Guaviare, Putumayo, y Guainía y los municipios de Mocoa, Mitú, Florencia, Puerto 
Inírida y Leticia, escogidos como capitales de Departamento obligados a constituir 
comité de conciliación en virtud de la normatividad vigente, así como a 6 entes 
descentralizados del orden departamental de dichas entidades territoriales, ante la 
negativa al suministro de la información por vía de derecho de petición y que 
reflejaron especialmente el desorden administrativo de las entidades, la falta de 
una política pública de prevención de daño antijurídico y desconocimiento de 
algunos integrantes de los comités de la normatividad vigente. 
 
La siguiente grafica registra el número de entidades encuestadas y la cantidad de 
integrantes que hicieron parte del diligenciamiento de las mismas. 
 
Figura 3. Número de miembros del Comité de Conciliación que dieron 
respuesta según entidad territorial. 
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7.1. CONOCIMIENTO DE LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN LALEY 678 
DE 2001 
 
Como lo ilustra la gráfica que a continuación se muestra, el resultado de las 
encuestas determinó como primera medida que un 17,5% de los integrantes de los 
comités de conciliación y defensa judicial de los departamentos de la Región 
Amazónica, no tienen conocimiento de los requisitos establecidos en la ley 678 de 
2001, para el trámite o inicio de la acción de repetición o el llamamiento en 
garantía con fines de repetición, lo cual constituye un alto porcentaje en la medida 
que debe ser común denominador de éstos órganos el conocimiento de todos sus 
integrantes de la normatividad que debe ser aplicada en caso de estudio de la 























En éste mismo sentido, fueron encuestados los integrantes de los comités de 
conciliación y defensa judicial de los departamentos, municipios capital de 
departamento y entes descentralizados de ese orden a fin de identificar las causas 
o situaciones que comúnmente se presentan y que obstaculizan el inicio de las 
acciones de repetición y llamamientos en garantía con fines de repetición. 
 
Del análisis efectuado, se logró establecer, que el cumulo de trabajo de los 
integrantes de los comités, los altos costos políticos que implica la incidencia en 
este tipo de decisiones, y el grado de dependencia jerárquica del ordenador del 
gasto constituyen las principales causales de inoperancia del estudio de la 
presente acción. 
 
Figura 5. Situaciones que obstaculizan determinar la procedencia de la 
acción de repetición 
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Así mismo, e identificada como de mayor porcentaje otros obstáculos, los 
integrantes señalan, como representativos en la inoperancia, la falta de claridad e 
información de los casos, los escasos recursos para reparación de daños, y el 
cúmulo de trabajo. En otras opiniones encontradas se tiene quealgunos comités 
están creados recientemente y por lo tanto aún no hay referencia de estudios 
realizados, procesos iniciados o fallos proferidos con éste fin. 
 
Figura 6. Causal pérdida proceso judicial 
Indebida identificación dolo y culpa grave
Falta de defensa judicial
Falta de pruebas dentro de procesos 
judiciales






Se destacan también como causas relevantes, especialmente en lo que tiene que 
ver con la pérdida de procesos judiciales las caducidades, la falta de pruebas 
dentro de los procesos, la falta de defensa judicial y en una menor proporción la 
indebida identificación del dolo y la culpa grave. 
 
 
7.3. LA PROBLEMÁTICA DE LA RECUPERACIÓN DE RECURSOS 
PROVENIENTES DE FALLOS EN PROCESOS DE REPETICIÓN 
 
Uno de los interrogantes planteados a los integrantes de los comités de 
conciliación y defensa judicial, fue dirigido a determinar las razones que podían 
generar la falta de recuperación de los recursos cuando se produce un fallo de 
repetición. Lo anterior, por cuanto como se prevé en el artículo 23 de la ley 678 de 
2001, existe la posibilidad de que con la demanda de repetición se solicite el 
embargo de bienes sujetos a registro de quienes fuera sujetos al fallo. 
 
Torres Calderón230, considera que este tipo de medidas cautelares deben ser 
ampliadas otra clase bienes, tales como salarios y honorarios; para el efecto, los 
integrantes de los comités de la región amazónica en Colombia, consideran como 
mayor causal la insolvencia de los agentes condenados y general al situación 
económica de estos para su recuperación. 
 
Figura 7. Causas de no recuperación de los montos de condena 
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En otros análisis realizados, los integrantes de los comités de conciliación y 
defensa judicial, señalaron de la no existencia de condenas ni estudios realizados, 
algunas entidades no tenían creados los comités al momento de solicitar la 
información, otros integrantes indicaron no estar capacitados para el 
diligenciamiento de la información, no tener el perfil académico para opinar sobre 





A continuación se reportan los datos relevantes de los integrantes del comité de 
conciliación encuestados y de importancia para el estudio realizado: 
Del estudio se desprende, que la ciudad que mayor número de respuestas reportó 
fue la de Florencia, siguiendo en orden Mocoa, pero en diferencia porcentual 
bastante amplia en comparación con la primera. 
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Así mismo, el género o sexo de mayor porcentaje que integran los comités de 
conciliación es el masculino, con un 63.1% sobre un 36.9% del sexo femenino. 
 







Estos funcionarios, en la escala de edad reportada, se encuentran entre los 26 a 40 años, 
siendo en su mayoría profesionales el derecho y contaduría pública, en su gran mayoría 








































 En principio, el sistema normativo en todo el mundo, consideraba al estado 
y sus gobernantes y funcionarios completamente irresponsables frente a 
sus actuaciones, incluso en aquellas corrientes ideológicas que 
propugnaban por el bienestar general; a partir de los fallos producidos por 
los tribunales en Francia, es que se empieza a plantear una responsabilidad 
de los servidores del Estado por sus actuaciones irregulares, lo que forjó los 
cimientos para la construcción de una teoría de la responsabilidad del 
agente en todo el mundo. 
 
 En los sistemas jurídicos y ordenamientos constitucionales extranjeros la 
responsabilidad de los funcionarios públicosha sido tratada a través de dos 
soluciones extremas y una intermedia. La primera posición extrema el 
funcionario autor del hecho perjudicial era quien respondía con su 
patrimonio personal. La segunda es una irresponsabilidad del funcionario 
público, es decir, que era la administración quien debía responder por los 
hechos perjudiciales en que incurrieran sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones, y la intermedia en virtud de la cual respondía el Estado y repetía 
contra el funcionario, aplicada inicialmente en los países latinoamericanos. 
 
 En Francia, a partir del Fallo Laruelle, se estableció por regla general que el 
funcionario si es responsable por los perjuicios que cause a la 
administración debido a faltas o culpas personales, sean estas cometidas 
por fuera del ejercicio de sus funciones o en el ejercicio de ellas. Así pues, 
la administración podrá ejercer acción de indemnización contra el 
funcionario, sea directamente o como consecuencia de la acumulación de 
responsabilidades, En España, se prohíbe la demanda civil contra el 
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empleado, es decir que la administración responde directamente y exige al 
funcionario el pago mediante la mencionada acción de regreso que 
generalmente es una cantidad siempre inferior a la que paga el Estado, en 
Italia, existen límites al monto que se debe pagar por la reparación directa y 
a los descuentos mensuales que deben soportar especialmente los 
funcionarios judiciales. En Alemania, es una facultad de la administración y 
no una obligación siempre a través o sin exclusión de vías judiciales 
ordinarias. En la unión Europea, el Tratado de Fusión de las Comunidades, 
se determinó que la Comunidad es directamente responsable de la 
reparación de los perjuicios causados por agentes suyos en ejercicio de sus 
funciones y éstos son responsables en forma personal ante el órgano 
comunitario, cuando actúen con culpa grave o dolo. 
 
 En la legislación latinoamericana y en países como Argentina, Brasil, 
México, ecuador, Uruguay, Nicaragua, Chile, Salvador, Honduras, 
Paraguay, se conserva la facultad de repetir contra sus funcionarios en una 
o otra jurisdicción especialmente en la ordinaria. 
 
 En Colombia, por su parte, la evolución de la responsabilidad estatal y de 
sus funcionarios devino de la fuente del Código civil y a través del 
desarrollo jurisprudencial desde la Corte Suprema de Justicia, hasta llegar 
al Consejo de Estado; pero es con la consagracióndel artículo 90 de la 
Constitución Política, que realmente se le dio significación y trascendencia 
al tema de la responsabilidad personal de los servidores públicos, ya que 
consagró la fórmula no solo de llevarse a cabo la indemnización de los 
particulares a cargo del Estado, sino de que se repitiera contra cada uno de 
sus funcionarios, siguiendo éste régimen de cerca el modelo de repetición 





 Desde el punto de vista jurisprudencia, El C.E, ha señalado la acción de 
repetición como un mecanismo judicial que la Constitución y la ley otorgan 
al Estado, y que tiene como propósito el reintegro de los dineros que, por 
los daños antijurídicos causados, como consecuencia de una conducta 
dolosa o gravemente culposa de un servidor o ex servidor público, e incluso 
del particular investido de una función pública, han salido del patrimonio 
estatal, para el reconocimiento de la respectiva indemnización y la suscribe 
con una finalidad dirigida a la protección del patrimonio estatal, necesaria 
para la realización efectiva de los fines y propósitos del Estado Social de 
Derecho. 
 
 En virtud de lo planteado por la jurisprudencia, la acción de repetición y el 
llamamiento en garantía, contienen una doble finalidad: de una parte, por su 
carácter resarcitorio o retributivo, busca la recuperación de los dineros 
pagados por el Estado a la víctima de un daño antijurídico ocasionado por 
la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente público, y de otra 
parte, se erige como una herramienta para conseguir la moralidad y la 
eficiencia de la función pública, como garantía de los asociados ante el 
eventual ejercicio desviado y abusivo de las personas que investidas de 
autoridad o función pública, utilicen indebidamente el poder en nombre de 
aquél. 
 
 Con ocasión de los pronunciamientos efectuados por el Consejo de Estado 
entre los años 2001 a 2008, desde el punto de vista del ámbito de 
aplicación procesal se pudo determinar respecto de la acción de repetición 
y el llamamiento en garantía con estos mismos fines que: no opera la 
perención en materia de acción de repetición; puede el particular de manera 
directa demandar al funcionario si así lo desea; el llamamiento en garantía 
no debe ser desestimado por la muerte del presunto responsable,; el 
llamamiento en garantía con fines de repetición, no es procedente cuando 
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se alega culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, caso fortuito o 
fuerza mayor, pero es posible invocar la Concurrencia de Culpas; la acción 
de repetición es diferente a la Acción Civil de carácter indemnizatoria; 
cuando se Produce el Llamamiento en garantía se permite la condena al 
llamado en el mismo proceso por tanto no se requieren dos procesos 
independientes; antes de la ley 678 de 2001, para admitir la solicitud de 
decreto de medidas cautelares, se requería que se aportara prueba sumaria 
en la acción de repetición; la sentencia judicial que condena al estado como 
prueba documental para el trámite de la acción de repetición debe 
aportarse para el trámite del proceso debidamente autenticada así mismo 
cuando se trate de condena de carácter penal; el Consejo de estado 
tienecompetencia para conocer de las acciones de repetición instauradas 
en contra del Contralor General de la República, en única instancia, con 
independencia de que para la época de la presentación de la demanda; la 
entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una 
suma de dinero derivada de la condena o conciliación impuesta en su 
contra, en sentencia debidamente ejecutoriada para efectos del trámite de 
la acción de repetición. 
 
 Con ocasión de los pronunciamientos efectuados por el Consejo de Estado 
entre los años 2001 a 2008, desde el punto de vista del ámbito de 
aplicación sustancial, se pudo determinar respecto de la acción de 
repetición y el llamamiento en garantía con estos mismos fines que: 
respecto del cómputo de los términos de caducidad, de acuerdo a la 
interpretación dada por la Corte Constitucional, este se efectuada desde la 
fecha del pago o del vencimiento de los 18 meses previstos en el artículo 
177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo; el estudio del comité es 
obligatorio en todos los casos en que el Estado resulte condenado a 
reparación patrimonial como consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, pues las disposiciones legales que 
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fijan sus funciones, no prevén ninguna excepción al respecto; la ley 678 de 
2001 se aplica en lo sustancial para los hechos y actos que hubiere tenido 
lugar con posterioridad al 4 de agosto de 2001;la acción de repetición en 
contra del delegante en materia contractual procede cuando éste último 
actúe con dolo o culpa grave en la producción del daño antijurídico, por el 
cual el Estado se haya visto obligado a reparar, así no aparezca 
formalmente como el funcionario que vinculó con su firma al Estado en la 
relación contractual o que lo representó en las diferentes etapas del 
proceso contractual; la acción de Repetición no puede generar efecto 
distinto al Indemnizatorio; se debe distinguir entre que uno es el régimen de 
responsabilidad del Estado, y otro el del agente Estatal; por la existencia de 
un régimen especial para la responsabilidad patrimonial del Estado 
derivada de la actuación de la administración de justicia, es que la ley 678 
se aplica en esencia en su numeral 3 a los actos administrativos y no se 
refiere de manera expresa a las actuaciones judiciales; el inciso primero del 
artículo 6 establece que la enumeración establecida corresponde a los 
parámetros a los que debe atenerse el juez que conoce la acción de 
repetición para verificar, en cada evento, si se está o no ante un supuesto 
de culpa grave que legitime al Estado para repetir contra su agente más no 
una enumeración taxativa de los supuestos fácticos constitutivos de culpa 
grave; son diferentes las modalidades de responsabilidad a que hacen 
referencia los artículos 90 y 268 numeral 5 de la Constitución Política; ya 
que en un caso se trata de la responsabilidad patrimonial del Estado y de la 
acción de repetición en contra del agente que genera el daño antijurídico, y 
en el otro de la responsabilidad que se deduce de la gestión fiscal; la acción 
de repetición y el proceso de responsabilidad fiscal son mecanismos 
procesales autónomos; si una entidad o el Ministerio Público se abstienen 
de promover la acción de repetición, siendo ella procedente conforme a la 
ley, en el evento estudiado no es viable iniciar el proceso de 




 Con la reforma efectuada al Código Contencioso administrativo, se logró 
establecer, que se incluyeron n los siguientes aspectos de la acción de 
repetición: de la lectura del artículo 140 de la ley 1437, se puede establecer 
en lo que concierne a la reparación directa que ya no se habla de una 
titularidad de las entidades públicas cuando resultaran condenadas o 
hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa 
grave o dolo de un servidor o ex servidor púbico; éste aparte desaparece de 
la nueva norma y queda la titularidad de la acción en “la persona 
interesada” y “las entidades públicas, cuando resulten perjudicadas por la 
actuación de un particular o de otra entidad pública”. Se consagra la 
necesidad de la existencia del certificado del pagador en el que se conste el 
pago por parte de la entidad como prueba suficiente para iniciar el proceso de 
repetición, en concordancia con lo expresado en la Sentencia proferida dentro 
del proceso radicado bajo el número 22099adelantado en contra del entonces 
contralor David Turbay Turbay, estableciéndose también, dentro de los 
requisitos previos establecidos para demandar en materia administrativa; en 
materia de caducidad de las acciones, el artículo 164 de la reforma, traduce 
lo establecido en el artículo 11 de la ley 678 de 2001, estableciéndose una 
caducidad de dos (2) años contados a partir del día siguiente de la fecha 
del pago; sin embargo esta norma incluye que también se contará a más 
tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para 
el pago de condenas de conformidad con lo previsto en este Código; 
retomando el criterio jurisprudencial establecido en la Corte Constitucional 
enSentencia C-832 de 2001; En materia de repetición puede rescatarse lo 
establecido en el artículo 231 de la reforma en virtud de la cual se establece 
como requisito para el decreto de las medidas cautelares, el que “…El 
demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos 
y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación 
de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la 
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medida cautelar que concederla…”, con lo cual se acudiría a la aplicación 
de la sentencia proferida en el expediente radicado bajo el número 24187 
entre la nación y Morris Harf Meyer la cual reiteró el argumento de la 
presentación de medidas cautelares probando así sea de manera sumaria, 
es decir plena aunque no controvertida, de la culpa grave o el dolo como 
fuente de la responsabilidad del agente estatal ante de la defensa del 
interés público. 
 
 Aunque existen mecanismos y orientaciones impulsadas por cada una de 
las entidades de control como por las entidades del orden nacional 
interesadas en la vigilancia de los recursos estatales, se logró establecer, 
que no existe unidad de criterio frente a la determinación de los montos que 
afectan el patrimonio de las entidades públicas y especialmente en lo que 
tiene que ver con las entidades territoriales de la región amazónica. Las 
actividades y estudios realizados arrojan información diversa en cada caso 
y por cada entidad de vigilancia y administración, y no existe un reporte de 
la medición de los niveles de eficacia o efectividad de la acción de 
repetición y el llamamiento en garantía en dichas entidades, tampoco se 
logró establecer un diagnóstico común de la situación actual de dichos 
departamentos en materia de condenas judiciales en relación con sus 
presupuestos públicos y el ejercicio de la acción de repetición y mucho 
menos en la atención al funcionamiento de los comités de conciliación y 
defensa judicial de las mismas. 
 
 A nivel general, los organismos de control reportan que las pretensiones de 
los demandantes en contra del Estado ascendieron a $754.7 billones 
(incluye las pretensiones registradas en CUENTAS DE ORDEN – LITIGIOS 
por $741.6 billones y la PROVISION PARA CONTINGENCIAS $13.1 
billones). La cuenta CREDITOS JUDICIALES, es decir las sentencias 
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ejecutoriadas que quedaron pendientes de pago ascendieron a $1.4 
billones. 
 
 Del análisis contable aproximado se logró determinar, que en materia de 
condenas en contra de las entidades territoriales de la región amazonia, es 
del Departamento del Caquetá, quien reporta los mayores más altos en el 
pago de condenas judiciales, pese a que es el Departamento del Putumayo 
quien reporta la mayor carga de obligaciones judiciales ejecutoriadas. 
 
 En las entidades territoriales del orden departamental de la región 
amazónica entre los años 2001 a 2008, se encontró la existencia de un total 
de 11 condenas u otros mecanismos alternativos de solución de conflictos, 
proferidas en todo el periodo investigado según revisión y reporte efectuado 
por las entidades; respecto del análisis efectuado sobre las condenas 
durante el periodo en relación con el presupuesto de las entidades, La 
deficiencia en la información dada, y la falta de reporte de los valores 
presupuestados no hizo posible una comparación real de la 
sobreestimación del valor presupuestado para el pago de las mismas. 
 
 En relación con el ejercicio de la acción de repetición, se logró determinar, 
que efectivamente, las entidades territoriales de la región amazónica, no 
hacen uso de la acción de repetición ni del llamamiento en garantía con 
fines de repetición, durante la totalidad del periodo estudiado solo fueron 
presentadas dos acciones de repetición. 
 
 Respecto del análisis efectuado sobre el funcionamiento de los comités de 
conciliación y defensa judicial de la región, en relación con el estudio de la 
procedencia de la acción de repetición y el llamamiento en garantía, se 
encontró que del total del número de sesiones de los comités de 
conciliación realizadas (253), versos las dedicadas al estudio de la 
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procedencia de la acción de repetición (1), es muy baja la gestión de los 
mismos, por no decir nula en las entidades territoriales de la región 
amazónica. 
 
 Se determinó adicionalmente, con ayuda del método estadístico de 
regresión modelo lineal, y tomando como base, una estimación de las 
condenas impuestas versus los casos estudiados y aprobados en éstos 
organismos, resultado de las encuestas aplicadas, que la proyección del 
cumplimiento a 100% de la normatividad vigente sería para el año 2022para 
iniciar más del 95 por ciento de estas acciones, con lo cual se prueba la 
hipótesis en virtud de la cual no es eficaz la acción de repetición del as 
entidades territoriales de la región amazónica entre los años 2001 al 2008. 
 
 En relación con el número de investigaciones adelantadas contra los 
funcionarios de éstos departamentos del periodo comprendido entre el 1 de 
septiembre del 2008 al 31 de diciembre del 2010, relacionadas con el no 
ejercicio de la acción de repetición o el llamamiento en garantía, la 
procuraduría reporta el número de procesos totales, pero no poseen una 
discriminación de aquellos que corresponden de manera específica a temas 
relacionados con el inicio de la acción de repetición o el llamamiento en 
garantía. 
 
 Analizados los resultados arrojados por las encuestas realizadas a los 
comités de conciliación y defensa judicial de los departamentos y entidades 
de la región amazónica, se determinó lo siguiente: un 17,5% de los 
integrantes de los comités de conciliación y defensa judicial de los 
departamentos de la Región Amazónica, no tienen conocimiento de los 
requisitos establecidos en la ley 678 de 2001, para el trámite o inicio de la 
acción de repetición o el llamamiento en garantía con fines de repetición; de 
igual forma, se logró establecer, que el cumulo de trabajo de los integrantes 
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de los comités, los altos costos políticos, y el grado de dependencia 
jerárquica del ordenador del gasto constituyen las principales causales de 
inoperancia del estudio de la presente acción en éstos comités. Así mismo 
se identificaron entre otros, la inoperancia de los comités de conciliación, la 
falta de claridad e información de los casos, los escasos recursos para 
reparación de daños, y el cúmulo de trabajo.  
 
 Respecto de la pérdida de estos procesos, se determinaron como causas 
relevantes, operancia de la caducidad, la falta de pruebas dentro de los 
procesos, la falta de defensa judicial y en una menor proporción la indebida 
identificación del dolo y la culpa grave. 
 
 En otros análisis realizados se encontró, la no existencia de condenas ni 
estudios realizados, algunas entidades no tenían creados los comités al 
momento de solicitar la información, otros integrantes indicaron no estar 
capacitados para el diligenciamiento de la información, no tener el perfil 
académico para opinar sobre los mismos, y en gran porcentaje desconocer 









 Tomando como referencia lo propuesto por Leonardo Torres Calderón, en 
su artículo ¿Se Justifica La Acción de repetición?231, se debe instituir el 
llamamiento en garantía como una carga obligatoria para la Entidad 
demandada o el Ministerio Público dentro de los procesos de 
responsabilidad Estatal; donde previamente se haya evaluado la existencia 
grave de indicios de culpa o dolo en algún servidor público. Lo anterior 
teniendo en cuenta que para un servidor que es demandado en repetición, 
el llamamiento en garantía le ofrece una mayor posibilidad de defensa que 
la posterior acción de repetición; por cuanto por ser hechos relativamente 
recientes, y en muchos casos por continuar aun vinculados con la entidad, 
le es más fácil recaudar las pruebas necesarias para desvirtuar el dolo o 
culpa en su actuar y así evitarse un futura condena al Estado; generándose 
una economía procesal. Para lo anterior se sugiere la reforma del artículo 
19 de la ley 678 de 2001 que se refiere al llamamiento en garantía y la cual 
lo ha establecido como una figura facultativa para la Entidad Demandada o 
el Ministerio Público. 
 
 Crear una dependencia técnica y especializada que se encargue de 
efectuar o asesorar los llamamientos en garantía y las acciones de 
repetición especialmente en las entidades territoriales; las cuales a la vez 
se encarguen de consolidar la información en materia de condenas de 
acción de repetición y llamamiento en garantía independiente del ejercicio 
del Ministerio del Interior. 
 
                                            
231
TORRES CALDERÓN, Op. Cit. p. 13 
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 Respecto de los órganos de control se incluya en sus herramientas de 
vigilancia una que permita tener acceso actualizado a las gestiones que 
semestralmente realizan las entidades territoriales en aras del uso del 
llamamiento en garantía y de la acción de repetición; sea a través de 
rendición de informes o de revisiones periódicas o auditorías realizadas por 
estas mismas entidades. 
 
 No existe una suficiente imparcialidad en la decisión de iniciar la acción de 
repetición o el llamamiento en garantía en los integrantes de los comités de 
conciliación; tal como quedó probado en el resultado que arrojaron las 
encuestas en el acápite de determinación de la causas; por lo anterior se 
sugiere que se modifique o suprima la Figuera de los Comités de 
Conciliación y Defensa Judicial.  
 
 Se sugiere la reforma al artículo 23 de la ley 678 de 2001, la cual prevé la 
posibilidad que en los procesos de Acción de Repetición o llamamiento en 
garantía, se solicite medidas cautelares de embargo de bienes sujetos a 
registro, las cuales serán ordenadas por la Autoridad competente. Dicha 
disposición legal resulta insuficiente para la recuperación de los dineros que 
el Estado ha tenido que cancelar por la conducta de sus agentes; ya que 
los bienes no sujetos a registro es mucho más importante que el patrimonio 
mobiliario en un persona. Se considera que es más conveniente que se 
amplié esas medidas y opere no solo para los bienes sujetos a registro sino 
también el embargo y retenciones de salarios, honorarios, acciones, bonos, 
utilidades y demás fuentes de ingreso y así garantizar la efectividad de la 
acción de repetición. 
 
 Se implemente un mecanismo de seguimiento a las entidades territoriales y 
en especial a las de la región Amazónica, para determinar la aplicabilidad 
de la Ley general de archivo en las mismas y así lograr el suministro de 
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información fidedigna y actualizada sobre las condenas, acciones de 
repetición y llamamientos en garantía en dichas entidades. 
 
 Como medida preventiva brindar un acompañamiento y asesoría a los 
integrantes de los Comités de conciliación para que cumplan de forma más 
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Estatutaria de la Administración de Justicia, arts. 71-74; Ley 446 de 1998, arts. 31, 
42-8 y 44-9.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala Contencioso Administrativa, Sección 
Tercera, Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., veintiséis 
(26) de febrero de dos mil nueve (2009), Radicación número: 25000-23-26-000-
2003-02608-01(30329), Actor: Instituto de Desarrollo Urbano-IDU-, Demandado: 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 
No- 1716 del 6 de abril de 2006. M.P. Flavio Augusto Rodríguez Arce  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y servicio Civil. Concepto 
1634 del 28 de abril de 2005. Magistrado Ponente: Gloria Duque Hernández.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá D. C., 
dos (2) de julio de dos mil cuatro (2004), Radicación número: 11001-03-26-000-
2003-00001-01(24187), Actor: Nación- Ministerio de Comercio Exterior-, 
Demandado: Morris Harf Meyer, Referencia: Acción de Repetición.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección tercera, Consejera ponente: Myriam Guerrero de Escobar, Bogotá, D.C., 
veinte (20) de febrero de dos mil ocho (2008), Radicación número: 19001-23-31-
000-1998-01148-01(23652), Actor: Ministerio de Defensa. Ejército Nacional. 
Demandado: José Javier Agreda Narváez.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejero Ponente: Alier Hernández Enríquez, Bogotá, D.C., 
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once (11) de octubre de dos mil seis (2006), Expediente No: 
080012331000200200769 01, Número interno: 32324, Actor: Ricardo Antonio 
Suárez Venegas, Demandados: Nación – Fiscalía General de la Nación, Proceso: 
Acción de Reparación Directa.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez Bogotá, D. C., seis 
(6) de marzo dos mil ocho (2008), Radicación número: 25000-23-26-000-2000-




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá D. C., 
doce (12) de julio de dos mil uno (2001). Radicación número: 25000- 23-26-000-
1999- 2961-01(19996), Actor: Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, 
Referencia: Apelación Auto.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., 
dieciséis (16) de junio de dos mil cinco (2005), Radicación número: 05001-23-31-
000-2003-03502-01(AG), Actor: Miguel Correa Flórez y otros, Demandado: 
Departamento de Antioquia - Municipio De Medellín; INVIAS y otro, Referencia: 
Apelación de Auto.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. Sección Tercera, Consejera ponente: Myriam Guerrero de 
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Escobar, Bogotá, D.C., veintitrés (23) de septiembre de dos mil nueve (2009), 
Radicación número: 19001-23-31-000-1995-03024-01(17483), Actor: Jerson 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, Consejera ponente: Ruth S. Correa Palacio, Bogotá, D.C., seis 
(6) de marzo de dos mil ocho (2008), Radicación número: 44001-23-31-000-1997-
00866-01(16411), Actor: Robinson Quintero Peñaranda Y OTROS, Demandado: 
Hospital Nuestra Señora de los Remedios.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, Consejera ponente: Ruth S. Correa Palacio, Bogotá, D.C., treinta 
y uno (31) de agosto de dos mil seis (2006), Radicación número: 52001-23-31-
000-1998-00150-01(17482), Actor: Nación - Ministerio de Defensa Nacional - 
Ejército Nacional, Demandado: Manuel Jesús Guerrero Pasichana, Referencia: 
Acción de Reparación Directa. - Repetición.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palaci, Bogotá, D.C., 
veinticinco (25) de agosto de dos mil cinco (2005), Radicación número: 17001-23-
31-000-2003-01303-01(28211), Actor: Cesar Augusto Sánchez Gil y otros, 
Demandado: Mindefensa - Policía Nacional.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejera ponente: Ruth Correa Palacio, Bogotá, D.C., cinco (5) 
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de diciembre de dos mil seis (2.006), Radicación número: 11001-03-26-000-2001-
00072-01(22056), Actor: Contraloría General de la República, Demandado: David 
Turbay Turbay, Referencia: Acción de Reparación Directa. (Repetición).  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejera ponente: Ruth Correa Palacio, Bogotá, D.C., treinta y 
uno (31) de agosto de dos mil seis (2006), Radicación número: 25000-23-26-000-
2003-00300-01(28448), Actor: Lotería La Nueve Millonaria de la Nueva Colombia 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, 
D. C., noviembre diez (10) de dos mil cinco (2005), Radicación número: 25000-23-
26-000-1995-11286-01(26977), Actor: Ministerio de Minas y Energía, Demandado: 
Samuel Antonio Urrea Castaño.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, 
D.C., diciembre siete (7) de dos mil cinco (2005), Radicación número: 73001-23-
31-000-2004-02303-01(30841, Actor: Fabrica De Licores del Tolima, Demandado: 
Samuel Trujillo Aristizábal y otro.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, 
D.C., junio dieciséis (16) de dos mil cinco (2005), Radicación número: 44001-23-
303 
 
31-000-2004-00788-01(29748), Actor: Fiscalía General de la Nación, Demandado: 
Jaime Rafael Azar Martínez y otro. 
  
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, 
D.C., noviembre diez (10) de dos mil cinco (2005), Radicación número: 25000-23-
26-000-1999-09796-01(19376), Actor: Procuraduría General de la Nación, 
Demandado: Gonzalo Díaz Pulido.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Enrique Gil Boter, Bogotá D.C., trece (13) de 
noviembre de dos mil ocho (2008, Radicación número: 25000-23-26-000-1998-
01148-01(16335, Actor: Bogotá Distrito Capital, Demandado: Andrés Pastrana 
Arango Y Rubén Darío Lizarralde. 
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Enrique Gil Botero, Bogotá D.C. once (11) 
de noviembre de dos mil nueve (2009), Radicación número: 05001-23-25-000-
1998-02246-01(35529), Actor: Ministerio de Defensa Nacional, Demandado: 
Tomás Ignacio Monroy R. y otros, Referencia: Acción de Repetición.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Germán Rodríguez Villamizar, Bogotá D.C., 
diecisiete (17) de julio de dos mil tres (2003), Actor: Jorge Luis Pabón Apicella, 
Radicación número: 08001-23-31-000-1998-01381-01(22990), Demandado: La 
Nación - Rama Judicial, Referencia: Apelación Auto.  
304 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D. C., seis 
(6) de marzo de dos mil ocho (2008), Radicación número: 25000-23-26-000-2000-
02178-01(30696) Actor: La Nación – Ministerio De Defensa Nacional - Policía 
Nacional, Demandado: Ernesto Condia Garzón y Leonel Buitrago Bonilla.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D.C., 
dieciocho (18) de junio de dos mil ocho (2008), Radicación número: 52001-23-31-
000-1997-08750-01(25839), Actor: Nación - Ministerio de Defensa - Ejército 
Nacional. Demandado: Manuel Jesús Guerrero Pasichana.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., 
veintisiete (27) de noviembre de dos mil seis (2006), Radicación número: 11001-
03-26-000-2002-00002-01(22099), Demandante: Nación. Contraloría General De 
La República, Demandado: David Turbay Turbay, Referencia: Acción de 
Repetición en Única Instancia.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D.C., 
cinco (5) de marzo de dos mil cuatro (2004), Radicación número: 76001-23-31-
000-2002-03767-01(25528) DM, Actor: José Gregorio Díaz López y otros, 





COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, dieciséis 
(16) de febrero de dos mil seis (2006), Radicación: 25000-23-26-000-1993-09946-
01(14307), Actor: María Doris Gil Arboleda, Demandado: Nación - Ministerio De 
Justicia - Consejo Superior de la Judicatura, Referencia: Apelación Sentencia, 
Acción de Reparación Directa.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra. Bogotá D.C., 
once (11) de mayo de dos mil seis (2006). Radicación número: 20001-23-31-000-
1998-02939-01; 20001-23-31-000-1997-03334-01(14694). Actor: Idelma Rosa 
Mestre Britto y otros. Demandado: Departamento Administrativo de Seguridad-
DAS-. Referencia: Apelación Sentencia Acción Reparación Directa  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ricardo Hoyos Duque, Bogotá, D.C., ocho 
(8) de agosto de dos mil dos (2002, Radicación número: 19001-23-31-000-2001-
0378-01(22179) Actor: Carmen Eugenia Muñoz Orozco y otros Demandado: 
Instituto de Seguros Sociales - Seccional Cauca.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Ricardo Hoyos Duque, Bogotá, D.C., 
veintidós (22) de mayo de dos mil tres (2003), Radicación número: 18001-23-31-
000-2002-00084-01(23532), Actor: Carlos Eduardo Acevedo Gómez, Demandado: 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de los Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, sentencia de 25 de octubre de 2001, expediente: 13.538 (R – 
8964), actor: Luis Felipe Ríos Ariza.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala Plena. Fecha 21 de julio de 1994 
Consejero Ponente Daniel Suarez Hernández Radicación AR-001. 
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección III, Sentencia del 20 de octubre de 
1995, Expediente 10683, Ponente: Jesús María Carrillo Ballesteros.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, 2 de septiembre de 2009, 
Radicado 85001-23-31-000-2002-00241-01(35.535). Magistrado Ponente Ruth 
Stella Correa Palacio.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, M.P. Carlos Betancour 
Jaramillo, Radicación No. 7818 del 9 de diciembre de 1993. 
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, M.P. Ricardo Hoyos 
Duque, radicación 12679, auto de fecha 27 de febrero de 1997.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, MP. Carlos Betancur 




COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, MP. Daniel Suárez 
Hernández, EXP. 8451, 27 de agosto de 1993.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. M.P. Julio Cesar Uribe 
Acosta. Rad. 7217 del 20 de junio de 1992.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 22 de marzo de 1974. Sala de 
lo Contencioso Administrativo, expediente 1.335.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, MP. 
Daniel Suárez Hernández, EXP. AR. 0001.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá D. C., 
dos (2) de julio de dos mil cuatro (2004), Radicación número: 11001-03-26-000-
2003-00001-01(24187), Actor: Nación - Ministerio de Comercio Exterior-, 
Demandado: Morris Harf Meyer, Referencia: Acción de Repetición.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., 
once (11) de agosto de dos mil cinco, radicación número: 54001-23-31-000-1993-





COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., 
veintidós (22) de abril de dos mil cuatro (2004), Radicación: 07001-23-31-000-
1997-00132-01(14292), Actor: José Tomás Arias Pinzón, Demandado: Municipio 
de Arauca, Referencia: Acción de Controversias Contractuales.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D.C., julio 
veintidós (22) de dos mil nueve (2009), Radicación número: 11001-03-26-000-
2003-00057-01(25659), Actor: Nación - Senado de la República, Demandado: Rito 
Edmundo Rueda Guarín.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, dieciséis 
(16) de febrero de dos mil seis (2006), Radicación: 25000-23-26-000-1993-09946-
01(14307), Actor: María Doris Gil Arboleda, Demandado: Nación - Ministerio de 
Justicia. Consejo Superior de la Judicatura, Referencia: Apelación Sentencia, 
Acción De Reparación Directa.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Consejero ponente: Ricardo Hoyos Duque, Bogotá, D.C., siete 
(7) de febrero de dos mil dos (2002), Radicación número: 25000-23-26-000-2000-
0943-01(21071), Actor: Aerotaxi de Valledupar, Demandado: Fiscalía General De 





COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo.  
Sección Tercera. Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra, Bogotá, D. C., 
veintisiete (27) de noviembre de dos mil seis (2006), Radicación número: 11001-
03-26-000-2002-00002-01(22099), Demandante: Nación, Contraloría General de 
la República, Demandado: David Turbay Turbay, Referencia: Acción De 
Repetición en Única Instancia.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejera ponente: Ruth s. correa palacio, Bogotá, D.C., treinta 
y uno (31) de agosto de dos mil seis (2006), Radicación número: 25000-23-26-
000-2003-00300-01(28448), Actor: Lotería La Nueve Millonaria de la Nueva 
Colombia LTDA, Demandado: Elkin Antonio Contento Sanz, Referencia: Acción de 
Repetición.  
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D.C., ocho 
(08) de julio de dos mil nueve (2009), Radicación número: 11001-03-26-000-2002-
00006-01(22120), Actor: Contraloría General de la República, Demandado: 
Francisco Azuero Zúñiga y otros. 
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejera ponente: María 
Elena Giraldo Gómez, Bogotá, D. C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil 
cuatro (2004), Radicación número: 25000-23-26-000-2001-1984-01(24604) DM, 
Actor: Banco Colmena y otros, Demandado: Nación - Ministerio de Hacienda y 





COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejera Ponente: Ruth 
Correa Palacio, Bogotá, D.C., ocho (8) de marzo de dos mil siete (2007), 
Radicación número: 110010326000200300019 01 (24953), Actor: Contraloría 
General De La República.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Consejero Ponente: 
Mauricio Fajardo Gómez, Sentencia del 4 de diciembre de 2006, RADICACIÓN: 
18.270, REF: Acción de Repetición, Actor: Municipio De Belén De Umbría, 
Demandado: Jorge de Jesús Colorado.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, MP. Carlos Betancurt 
Jaramillo, EXP. 9803.  
 
 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. M.P. Carlos Betancour 
Jaramillo. Radicación No. 9803 del 6 de octubre de 1994.  
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C-372 del 15 de mayo de 
2002, Quince (15) de mayo de dos mil dos (2002), Sala Plena de la Corte 
Constitucional, Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño.  
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C-727 de 2000.  
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Sentencia C- 233 del 4 de 
abril de 2002. Magistrado ponente Álvaro Tafur Galvis.  
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COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-394 de 2002, Magistrado 
Ponente Álvaro Tafur Galvis, fecha 22 de mayo de 2002. 
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 285 de 2002. Magistrado 
Ponente Jaime Córdoba Triviño.  
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-374 de 2002, Magistrado 
Ponente, Clara Inés Vargas Hernández. 14 de mayo de 2002.  
 
 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-832 de 2001. Magistrado 
ponente Rodrigo Escobar Gil.  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sentencia de 30 de junio de 1962, 
M.P. José J. Gómez, Sala de Casación Civil.  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sentencia del 30 de junio de 
1962, G.J., Tomo XCIX, pp. 88 y ss.  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Negocios Generales. 
octubre 31 de 1950, M.P. Rodríguez Peña G.J. Tomo LXVIII. No. S2087-288, 





COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-054 de 1997. 
Magistrado Antonio Barrera Carbonell  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-1007-02. Revisión 
constitucional. Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-309 del 30 de abril 
de 2002, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño,  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-378 de 2002, 
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra, 15 de mayo de 2002.  
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-832 de 2001. 
Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil. 
 
 
COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia C-840-01. Actor: 
Andrés Caicedo Cruz. Magistrado Ponente Jaime Araujo Rentería.  
 
 
COLOMBIA. MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. Cálculos DES-
DJS-CGR. En la información remitida por el Ministerio de Hacienda no registra 









COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, Bogotá, 
D. C., noviembre diez (10) de dos mil cinco (2005), Radicación número: 25000-23-
26-000-1995-11286-01(26977), Actor: Ministerio de Minas y Energía, Demandado: 
Samuel Antonio Urrea Castaño.  
 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez Bogotá, D. C., seis (6) de marzo dos 
mil ocho (2008, Radicación número: 25000-23-26-000-2000-00919-01(26227), 
Actor: Contraloría de Bogotá, Demandado: Carlos Ariel Sánchez Torres.  
 
 




Decreto 1400 de 1970 (C. de P.C.) art. 40; Decreto-Ley 150 de 1976, arts. 194 a 
201; Decreto-Ley 222 de 1983, arts. 290 y 297; Decreto-Ley 01 de 1984 (C.C.A.), 
arts. 77 y 78; Decreto 1222 de 1986 art. 235; Decreto 1333 de 1986, art. 102.  
 
 
DOMÉNECH PASCUAL, Gabriel, Por qué la administración nunca ejerce la acción 
de regreso contra el personal a su servicio. Indret 2, revista electrónica para el 
análisis del Derecho, www.Indret.com, Facultad de Derecho, Universidad CEU 
Cardenal Herrera, Barcelona, abril de 2008  
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ETTLIN, Edgardo. Responsabilidad de los Funcionarios en Uruguay. 2007 
Doctrina. 8 pg. 8-1  
 
 
FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, Juan. Derecho Penal Fundamental, Tomo II, 
Teoría General del Delito y Punibilidad, 2ª ed., Temis, 1982. pp. 228 y 266.  
Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES.DJS/CGR. Cuadro 2. 
Diciembre 2009  
 
 
Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES-DJS/CGR. Cuadro 3. 
Diciembre 2009  
 
 
Fuente: Contaduría General de la Nación. Cálculos DES-DJS/CGR. Cuadro 4. 
Diciembre 2009  
 
 
Fuente: SIIF. Administración Central Nacional, Ejecución Presupuestal por 
sectores sentencias y conciliaciones 2003-2009. Grafica 1.  
 
 
Fuente: SIIF. Cálculos DES-DJS/CGR. Administración Central Nacional, Ejecución 
Presupuestal por sectores sentencias y conciliaciones. (millones de pesos de 
2009). Cuadro 5.  
 
 





Gaceta Constitucional No. 27 del 26 de marzo de 1991.  
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ANEXO 1. Relación Encuestas Aplicadas a las Entidades objeto de Estudio. 
Cuadro Reporte Acciones y Procesos. Actas de los comités de Conciliación 
de los Departamentos. Documentos Acciones Judiciales. Comunicaciones 
Oficiales. 
